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Prólogo

La movilidad territorial entre países que realizan las personas es un tema central en nuestros tiempos. 
Miles de personas cruzan líneas internacionales en la búsqueda de mejores oportunidades de vida o de 
una mayor seguridad para ellos y sus familiares. Aunque algunos migrantes se mueven con el deseo de 
mejorar sus ingresos salariales, muchos otros se ven obligados a abandonar sus lugares de origen debido 
a la pobreza o al hambre, otros por desastres naturales e incluso, otros lo hacen huyendo de conflictos 
violentos o porque son perseguidos.

Para el año 2000 había alrededor de 150 millones de migrantes en todo el mundo, para el 2010 
ese número se incrementó a 214 millones. Si el número de migrantes continúa creciendo al mismo ritmo, 
para el 2050, llegará a alrededor de unos 450 millones de personas. Con relación a los migrantes que se 
mueven por razones laborales, es difícil conocer con precisión su magnitud a nivel mundial debido a que 
un gran número de países no los registran, aunque no hay duda de que es un fenómeno considerable y en 
constante aumento. La Organización Internacional para las Migraciones (OIM) estima que actualmente 
existen más de 86 millones de migrantes económicamente activos. Sin embargo, es posible, que las cifras 
agregadas que se manejan a nivel internacional se encuentren subestimadas dado la enorme dificultad 
de recopilar este tipo de datos especialmente en ciertas regiones del mundo. A pesar de este enorme 
volumen de flujos de migrantes laborales, una gran cantidad de trabajadores migratorios continúan 
experimentando numerosos problemas y violaciones a sus derechos laborales, siendo principalmente los 
trabajadores migrantes irregulares los más vulnerables.

La mayoría de los flujos migratorios se da entre países vecinos, pero debido a la tecnología y a 
la modernización de los medios de comunicación y transportes, cada día un mayor número de países se 
ven afectados o beneficiados por el fenómeno de la migración. Algunos países son considerados como 
países emisores, otros como receptores y otros como de tránsito, e incluso algunos cuentan con las tres 
características a la vez.

Lo que actualmente es una realidad es que las distintas regiones y países del mundo enfrentan 
una fuerte necesidad por diseñar y disponer de políticas y recursos necesarios para gestionar mejor la 
migración de trabajadores, para con ello asegurar el bienestar y los derechos humanos de estas personas 
que, en última instancia, sería también un beneficio tanto para la sociedad de origen como la receptora.

Aunque la migración laboral internacional puede resultar productiva para muchas personas, 
muchos de estos trabajadores migrantes tienen condiciones de vida y de trabajo deficientes. Es probable 
que sus condiciones laborales sean mejores que en su propio país, pero en muchos casos son muy 
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inferiores a las de los nacionales del país receptor. A pesar de las normas internacionales que protegen a 
los trabajadores migrantes, sus derechos laborales frecuentemente se ven atropellados, especialmente si 
han inmigrado de manera irregular.

En este marco, el Instituto de Estudios y Divulgación sobre Migración, A.C. (INEDIM), 
-institución dedicada a realizar análisis, evaluación y divulgación de la información sobre migración y asilo, 
para contribuir al debate plural y participativo sobre las políticas y programas en materia migratoria- tiene 
entre sus ejes centrales propiciar el intercambio de análisis e información sobre el tema de los trabajadores 
migrantes, es por ello que se dio a la tarea de desarrollar un documento integral y comprensivo sobre 
los distintos sistemas de trabajadores migratorios y visas en la región de Centroamérica y Norteamérica. 
Con este fin el INEDIM encargó a las consultoras Alejandra Ancheita y Gisele Bonnici la realización 
de este estudio.

La obra que se presenta aquí guarda un enorme valor para conocer a profundidad tanto las 
formas de gestión de los flujos de trabajadores migrantes temporales como los accesos y garantías de 
la protección social y laboral de estos migrantes en la región de Norte y Centroamérica. El documento, 
¿Quo Vadis? Reclutamiento y contratación de trabajadores migrantes y su acceso a la seguridad social: dinámica 
de los sistemas de trabajo temporal migratorio en Norte y Centroamérica, aborda el problema de la gestión de 
los flujos de migrantes laborales entre los países en esta región. Se trata de un estudio completo basado 
en una metodología ordenada y escrupulosa donde se analizan los distintos sistemas y esquemas de visas 
para la contratación temporal de trabajadores migratorios desde una perspectiva de la protección, respeto, 
garantía y promoción de los derechos humanos.

El estudio analiza seis sistemas que buscan regular la migración temporal en esta región y que 
abarcan el corredor de Centroamérica y Norteamérica. Los países que involucran a estos seis sistemas 
son: El Salvador, Guatemala, México, Canadá, Estados Unidos, Costa Rica y Nicaragua. Las autoras 
realizan un trabajo exhaustivo y bien estructurado basándose en dos ejes de análisis: uno, los procesos 
de reclutamiento y contratación de los trabajadores migratorios y, dos, el acceso a la protección social 
para los trabajadores migrantes temporales mediante los derechos a la seguridad social. Con estos dos 
ejes las autoras logran identificar y evidenciar las deficiencias estructurales y las lagunas de los sistemas 
analizados que debieran garantizar la seguridad laboral y social de dichos trabajadores.

Las autoras concluyen que en el contexto económico actual y de una situación migratoria más 
globalizada, los gobiernos de los distintos países seguirán buscando nuevas opciones para promover 
y regular o desalentar la movilidad laboral en distintas regiones. Nos dicen que es necesaria una 
restructuración significativa que permita establecer sistemas migratorios coherentes con el contexto 
actual que viven los países, integrados a un marco de política de migración laboral donde se protejan y 
promuevan los derechos sociales, económicos y civiles de los trabajadores y trabajadoras migrantes. Las 
autoras enfatizan que sólo se puede mejorar y avanzar en la protección de las trabajadoras y trabajadores 
migrantes, así como contrarrestar las prácticas abusivas en los procesos de reclutamiento y contratación, 
si los gobiernos de los países adoptan un papel regulatorio más activo, de preferencia, dicen las autoras, 
de manera bilateral o multilateral y coordinada.

El libro concluye ofreciendo una serie de 29 recomendaciones agrupadas en: recomendaciones 
generales, de reclutamiento y contratación, de seguridad social y de supervisión, monitoreo y cumplimiento 
de estándares.
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Esta obra se convertirá rápidamente en un documento de referencia obligada en los distintos 
gobiernos de los países de la región que busquen mejorar y ordenar sus flujos migratorios de trabajadores.

La movilidad internacional de trabajadores es un fenómeno que continuará en el futuro debido a 
la misma inercia demográfica y a las necesidades económicas y laborales de este nuevo mundo globalizado.

El libro, ¿Quo Vadis? Reclutamiento y contratación de trabajadores migrantes y su acceso a la seguridad 
social: dinámica de los sistemas de trabajo temporal migratorio en Norte y Centroamérica, nos ofrece una 
magnífica oportunidad para conocer a profundidad el estado actual del fenómeno, pero también una 
oportunidad a la reflexión en la búsqueda de mejorar el diseño y realización de programas y políticas 
migratorias que tengan como eje central la protección de los derechos de los trabajadores migrantes 
temporales de esta región.

Rodolfo Cruz Piñeiro * 
Presidente del Consejo Directivo del INEDIM

* Rodolfo Cruz Piñeiro. Presidente del Consejo Directivo del INEDIM. Profesor investigador de El Colegio de la Frontera 

Norte. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores desde 1992. Demógrafo con doctorado en sociología de la Universidad 

de Texas en Austin. Especialista en estudios de población, migración y empleo. Ex presidente de la Sociedad Mexicana de 

Demografía. Su más reciente libro, en coordinación con Cirila Quintero se titula Ires y Venires. Movimientos migratorios en la 

frontera norte de México.
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¿Quo Vadis? Reclutamiento y Contratación

 de Trabajadores Migrantes y su 

Acceso a la Seguridad Social: 
dinámicas de los sistemas de trabajo 

temporal migratorio en Norte y Centroamérica
Por Alejandra Ancheita y Gisele Bonnici *

 Introducción

Los sistemas de trabajo temporal migratorio1 han aumentado alrededor del mundo planteándose como 
modelos exitosos para responder, por un lado a la falta de empleo en países no desarrollados, así como 
a la necesidad de trabajo no calificado de las economías desarrolladas. Por otra parte, se ha pretendido 
utilizar esos sistemas de trabajo temporal migratorio para controlar y regularizar los flujos migratorios en 
contextos donde por diferentes razones, geográficas, históricas, económicas y sociales se han facilitado e 
incluso normalizado estos movimientos. En ambos casos, la protección de los derechos humanos de las y 
los trabajadores migrantes ha quedado en segundo lugar a pesar de la diversidad de convenios y tratados 
internacionales en materia de derechos humanos que establecen estándares de protección. Si bien se han 
observado intentos de inclusión de estos estándares por algunos países de envío o de empleo, su aplica-
ción efectiva continúa siendo un reto.

El aumento en las denuncias por parte de organizaciones de derechos humanos, de derechos de 
las y los migrantes y de sindicatos sobre los abusos que se comenten de manera sistemática contra las 
y los trabajadores migrantes temporales, así como el evidente fracaso en utilizar los sistemas de trabajo 
temporal para frenar los flujos migratorios y sus consecuencias adversas, plantean hoy más que nunca la 

* Las autoras son consultoras independientes para el Instituto de Estudios y Divulgación sobre Migración, A.C. INEDIM. 
Alejandra Ancheita es abogada de profesión, experta en derechos humanos laborales; es fundadora y Directora Ejecutiva del Proyecto 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ProDESC). Gisele Bonnici es abogada de profesión, experta en derechos humanos de 
los migrantes y refugiados; actualmente es Coordinadora Regional de la región Américas para la Coalición Internacional contra la De-
tención y es miembro del Consejo Directivo del INEDIM.

1  En el presente estudio utilizamos la definición de “sistemas de trabajo temporal migrante” tomando en consideración la definición de 
Sistema de la Real Academia de la Lengua Española: sistema. (Del lat. systēma, y este del gr. σύστημα). 1. m. Conjunto de reglas o prin-
cipios sobre una materia racionalmente enlazados entre sí. Ver en: http://lema.rae.es/drae/. Esta definición nos ayuda a entender que los 
llamados “programas de trabajo temporal migratorio” en realidad son un conjunto de principios básicos que intentan ordenar los f lujos mi-
gratorios laborales y distan mucho de ser programas diseñados bajo los principios de la bilateralidad, y el respeto a los derechos humanos de 
los y las trabajadoras migrantes.
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necesidad de analizar estos sistemas desde la perspectiva de la protección, respeto, garantía y promoción 
de los derechos humanos. En este sentido, el propósito del presente informe de investigación es el de 
mejorar nuestra comprensión de los actuales sistemas y esquemas de visas de trabajo temporal migrante 
en la región, con un enfoque a los mecanismos de reclutamiento y contratación así como al acceso de 
las y los trabajadores migrantes y sus familias a la protección social. Con ello esperamos contribuir a 
los diálogos de los tomadores de decisión involucrados en el desarrollo de esos sistemas, aportando 
recomendaciones para la concreción de un enfoque basado en derechos humanos para el abordaje y la 
atención de esas migraciones laborales.

Este informe de investigación, en el que se fundamenta el Documento de Trabajo No. 4, incluye 
un diagnóstico2 de seis sistemas para regular la migración laboral temporal en la región que abarca 
el corredor entre Centroamérica y Norteamérica. Tres de ellos involucran a El Salvador, Guatemala y 
México con Canadá; otro a los flujos migratorios que tradicionalmente se han dirigido a los Estados 
Unidos; y finalmente, dos tienen que ver con la migración sur-sur asociada a las relaciones entre países 
vecinos y poblaciones fronterizas: a) el programa bilateral para trabajadores migrantes temporales entre 
Canadá y México; b) el sistema privado para trabajadores migrantes temporales guatemaltecos a Canadá; 
c) el programa nacional para trabajadores migrantes temporales salvadoreños a Canadá; d) los esquemas 
de visa H-2A para trabajadores agrícolas temporales y H-2B no-agrícolas de Estados Unidos, el caso de 
los trabajadores mexicanos; e) el programa de cooperación bilateral de trabajo temporal entre Costa Rica 
y Nicaragua; y f ) el esquema de visas fronterizas de trabajo temporal para guatemaltecos y beliceños en 
el sur de México.

El estudio se centra en dos ejes: (i) los procesos de reclutamiento y contratación, y (ii) el acceso 
a la protección social para las y los trabajadores migrantes mediante los derechos a la seguridad social, 
analizándolos a la luz de los estándares máximos de protección a los derechos de las y los trabajadores 
migrantes y sus familias establecidos en el derecho internacional, incluyendo los laborales.3 Esto con el 
objetivo de identificar y evidenciar las deficiencias estructurales y las lagunas de dichos sistemas para 
garantizar la seguridad laboral y social de los trabajadores y trabajadoras migrantes temporales y sus 
familiares. En términos conceptuales, “migración temporal”, “trabajo temporal”, “trabajadores migrantes 
temporales” y “trabajadores temporales migratorios” se entienden en el contexto del objetivo de los 
sistemas y esquemas, es decir el de añadir trabajadores a la fuerza laboral, sin agregar residentes a la 
población. Asimismo, se entienden con relación al periodo de permiso definido y limitado, que impone 
una situación legal temporal, sin importar el tiempo real de residencia de la persona en el país de empleo.

A lo largo de la investigación, fuimos corroborando que desde una visión de derechos el asunto 
de las formas de reclutamiento debe ser tratado en el marco del tema más general de las condiciones 
de contratación, que depende del diseño mismo de los sistemas de trabajo temporal. De igual forma, el 
tema del acceso al derecho a la seguridad social para las y los trabajadores migrantes temporales y sus 
familias se desarrolla a partir de los derechos adquiridos por su condición de trabajadores y trabajadoras 
migrantes temporales. Desde los sistemas mismos, se estudiaron aspectos de seguridad laboral y social 
que se definen y que operan a raíz de la relación laboral acordada entre los Estados involucrados en los 
sistemas de trabajo temporal y durante la contratación. Estos, por lo general, sientan las bases de las 
deficiencias identificadas para un trabajo digno y para el acceso al derecho a la seguridad social de las y 
los trabajadores migrantes temporales y sus familias.

2  Cabe señalar que la investigación se cerró en el mes de mayo de 2012.

3  En: http://www.hchr.org.mx
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Con relación a la etapa de reclutamiento y contratación de trabajadores y trabajadoras migrantes, 
el estudio se centró en los mecanismos y procedimientos que operan en los sistemas y esquemas bajo 
estudio, incluyendo su etapa inicial y significativa que regula y enmarca la relación laboral. En este 
sentido, se analizaron los abusos que resultan o que se asocian a esa fase, considerando también el 
papel de los actores involucrados, como son las autoridades migratorias, los ministerios del trabajo, las 
instituciones internacionales, las agencias públicas y privadas de reclutamiento, las empresas privadas, 
los reclutadores independientes, y las redes sociales.

Desde esta perspectiva, el proceso de reclutamiento debe ser libre de engaño, amenazas y 
estar institucionalizado a través un régimen jurídico de regulación de los agentes de reclutamiento, 
sean públicos o privados, cuya función es facilitar la movilidad de las y los trabajadores a través de las 
fronteras nacionales y colocar a estos en empleos en otro país. En el caso de las agencias privadas, los 
Estados deben determinar, mediante un sistema de licencias o autorizaciones, las condiciones que rigen 
su funcionamiento, incluyendo una reglamentación clara sobre la gratuidad de sus servicios para las y los 
trabajadores. Se debe garantizar también a las y los trabajadores migrantes, reclutados por agencias de 
empleo privadas, el gozo de una protección adecuada e impedir que sean objeto de abusos, estableciendo 
sanciones en su caso. De igual manera, el proceso de contratación debe formalizarse mediante la firma 
de un contrato laboral que incluya con claridad las condiciones laborales, y sea inscrito en un registro 
público del país emisor. Finalmente, en estos procesos se deben prevenir abusos tales como el trabajo 
infantil, el trabajo forzoso, la trata de personas y la explotación laboral.

Dado que la contratación de las y los trabajadores migrantes en dichos sistemas y esquemas 
da pie a la aplicación del régimen de protección social, se analizaron los mecanismos y procedimientos 
de acceso al derecho a la seguridad social para esas y esos trabajadores y sus familiares. Se consideró 
la existencia o ausencia de reglamentación tanto en el país de origen como en el país de destino, así 
como las violaciones a los derechos humanos consecuentes. Desde esta perspectiva, se examinaron las 
condiciones de trabajo, acceso a la salud, seguro de desempleo, licencia de paternidad o maternidad, y 
las condiciones de retiro por enfermedad, incapacidad por accidente de trabajo o por vejez. Además se 
revisó como se extienden estos derechos a los familiares de las y los trabajadores migrantes.

Se retomaron los principios de la protección social que se enuncian adelante, así como las 
obligaciones de los Estados en el desarrollo de esquemas que de manera integral cumplan con éstos y 
al mismo tiempo atiendan las realidades socioeconómicas y de desarrollo de los países analizados. La 
protección social está compuesta por los principios de universalidad, integralidad, inmediatez, suficien-
cia así como de unidad e igualdad de trato.4 Esto supone que tiene que estar garantizada para todas las 
personas independientemente de su condición económica, laboral, social o contributiva; que busca la 
cobertura total de las personas frente a cualquier contingencia, y que debe realizarse en tiempo opor-
tuno. El principio de suficiencia implica que la cobertura del riesgo deberá comprender la totalidad del 
daño producido, y el principio de unidad establece que los sistemas de seguridad social deben ser cohe-
rentes con las condiciones sociopolíticas de los países. De igual forma encontramos que el principio de 
igualdad de trato establece que la aplicación de las normas y los requisitos debe ser idéntica para todos 
los miembros de la comunidad.5 

4  Miguel Ángel Fernández Pastor, Nora Inés Marasco, Luciana Belén Maccarini, Juan José Zermeño, Gelacio Ramírez y 
otros, 2010. Migración y Seguridad Social en América, Centro Interamericano de Estudios de Seguridad Social. p. 38.

5  Ibídem. p. 47.
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En el análisis, al hablar del acceso a la protección social nos referimos a las condiciones reales de 
acceso de las y los trabajadores migrantes a los sistemas y sus beneficios tanto en su país de origen como 
en el país al que llegan a trabajar, asumiendo como referencia los estándares máximos que establece el 
derecho humano a la protección social.

El documento contiene una introducción y un segundo apartado dedicado a anotaciones meto-
dológicas y conceptuales. Le sigue un tercer apartado en donde se desarrolla una caracterización de los 
sistemas objeto de análisis, considerando los antecedentes y el contexto en el que se definió cada uno, 
la bilateralidad o unilateralidad de los sistemas, el nivel de participación y responsabilidad compartida 
de los países de origen y de destino de la fuerza laboral temporal, y la regulación o no de los actores 
privados involucrados, entre otros aspectos.

Cada uno de estos apartados representa un estudio completo e independiente en sí mismo, 
con sus particularidades de información y análisis dependiendo del sistema en cuestión. En el capítulo 
cuarto se presenta un balance general que da pié a una serie de conclusiones que pueden orientar líneas 
de trabajo a nivel nacional, binacional y regional.

Finalmente el trabajo concluye con una serie de recomendaciones dirigidas a varios actores con 
la intención de que puedan representar una línea base que permita a la academia, la sociedad civil y los 
gobiernos evaluar los sistemas existentes y orientar el diseño de nuevos sistemas y esquemas de migra-
ción laboral temporal en la región. Esto no significa que las autoras recomienden los sistemas de trabajo 
temporal como una alternativa para las y los trabajadores migrantes en las Américas, sin embargo son 
una realidad a cuyo mejoramiento es necesario contribuir.
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2. Anotaciones metodológicas y conceptuales

La investigación exploró el diseño de los sistemas de trabajo temporal desde las condiciones que imponen 
a los trabajadores que participan en ellos y el acceso a sus derechos humanos, incluyendo los laborales.

El estudio tiene un carácter exploratorio, descriptivo, analítico y propositivo. Se basa en una 
investigación realizada durante el año 2011 y parte del 2012 que se compone de dos partes: (i) documen-
tal, que consiste en un análisis de los programas, leyes y políticas nacionales y binacionales aplicables, 
tomando como marco teórico de referencia el derecho internacional laboral y de los derechos humanos, 
y (ii) de campo, en cuyo marco se realizaron entrevistas cualitativas y semiestructuradas a personas claves 
tales como funcionarios de gobierno, académicos, activistas laborales, organizaciones civiles y trabajado-
res migrantes. Durante el periodo de la investigación también se participó en seminarios y reuniones de 
trabajo con otras organizaciones que llevan a cabo proyectos afines al aquí presentado con el propósito de 
compartir experiencias, confirmar hallazgos y afinar las recomendaciones. En algunos eventos se dio la 
oportunidad de complementar la información mediante pláticas informales con trabajadores temporales 
migrantes, y así lograr una visión más amplia y directa sobre su experiencia.

Las actividades de investigación entrañaron diversas dificultades operativas, como la limitada 
existencia de información estadística oficial actualizada así como de estudios de campo que dieran cuenta 
de la operación práctica de los sistemas objeto del proyecto.

Al analizar la información y desarrollar el estudio, la principal dificultad con la que nos encontra-
mos fue la de entender cómo opera cada uno de los sistemas en cuanto a los derechos de los trabajadores 
tanto de jure como de facto. Existen básicamente dos razones para esto: la primera es que la adminis-
tración de los sistemas resulta ser a veces compleja y confusa, en algunas situaciones plasmadas en un 
régimen excepcional o con una definición poco clara dentro de lo institucional. En Canadá, por ejemplo, 
la migración está sujeta a la jurisdicción compartida entre lo federal (extranjeros, seguro de empleo, 
derecho penal, etc.) y lo provincial (derechos laborales, salud, educación, vivienda, etc.). Si bien tanto 
guatemaltecos como salvadoreños van a Canadá bajo la misma modalidad, en el primer caso el arreglo 
es meramente privado y en el segundo forma parte de un proyecto gubernamental. La segunda razón 
tiene que ver principalmente con el diseño de cada sistema: aunque parecieran bien planteados en el pa-
pel, pocas veces se implementan de la misma manera en la práctica. Claro está que las y los trabajadores 
migrantes temporales experimentan obstáculos adicionales frente a los trabajadores nacionales, debido a 
todo lo que implica su condición de extranjeros y su vulnerabilidad ante los empleadores y contratistas. 
Las entrevistas realizadas ayudaron, hasta cierto punto, a aclarar y confirmar los hallazgos y a evidenciar 
la brecha entre lo establecido en papel por las leyes y los sistemas y, las circunstancias que realmente viven 
cotidianamente las y los trabajadores temporales migrantes.
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La contemporaneidad del tema también implica que las políticas y los sistemas sufran modifi-
caciones constantes por lo que resulta complejo contar con información actualizada. Durante el estudio, 
por ejemplo: concluyó el programa de cooperación en Costa Rica, mientras que en El Salvador se estaban 
diseñando otros esquemas, por lo que se suspendió temporalmente el envío de trabajadores a Canadá y 
se reanudó hacia el final de la investigación. Asimismo en Guatemala, el cambio de los funcionarios de 
la agencia reclutadora implicó modificaciones. En el caso de las visas H2-B se reformaron los requisitos 
del Departamento de Trabajo de Estados Unidos (DOL, por sus siglas en inglés) para la contratación de 
trabajadores y trabajadoras bajo esa visa. Estas reformas están vigentes desde febrero del 2012.1

Los conceptos de (i) los procesos de reclutamiento y contratación y (ii) del derecho a la protec-
ción social mediante el acceso a la seguridad social que se manejan en esta investigación se derivan de 
los estándares máximos de protección a los derechos de las y los trabajadores migrantes establecidos en 
los tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos, incluyendo los laborales, como 
podemos ver a continuación: 

(i) Los procesos de reclutamiento y de contratación

Para efectos del análisis realizado, se abordaron los conceptos de reclutamiento y contratación desde 
las obligaciones del Estado de respetar, proteger, garantizar y promover los derechos humanos, mismas 
que son establecidos por el derecho internacional de los derechos humanos.2 Desde esta perspectiva, el 
proceso de reclutamiento debe ser libre de engaño, amenazas y debe estar institucionalizado a través un 
régimen jurídico de regulación de los agentes de reclutamiento, sean públicos o privados, cuya función es 
facilitar la movilidad de trabajadores tras las fronteras nacionales y colocarlos en empleos en otro país. En 
el caso de las agencias privadas, se debe determinar, mediante un sistema de licencias o autorizaciones, las 
condiciones por las que se rige su funcionamiento.

Se deben garantizar también, a los trabajadores migrantes reclutados por agencias de empleo 
privadas el goce de una protección adecuada, al tiempo que es necesario establecer las sanciones corres-
pondientes para impedir que sean objeto de abusos.

El proceso de contratación debe ser institucionalizado mediante la firma de un contrato laboral 
que incluya con claridad las condiciones laborales, y su registro público en el país emisor. Finalmente, 
en estos procesos se deben prevenir abusos tales como el trabajo infantil, el trabajo forzoso, la trata de 
personas y la explotación laboral, entre otros.

(ii) El derecho a la protección social de las y los trabajadores migrantes

En este mismo sentido se abordó la protección social desde las obligaciones que tiene el Estado de res-
petar, proteger, garantizar y promover los derechos humanos, mismas que son establecidas por el derecho 
internacional de derechos humanos.3 Desde esta perspectiva se retomaron los principios de la protección 
social que se enuncian adelante, así como las obligaciones de los Estados en el desarrollo de esquemas 
que de manera integral cumplan con estos y al mismo tiempo atiendan las realidades socioeconómicas y 
de desarrollo en los países analizados.

1  Ver en: http://www.guestworkeralliance.org/h2b-new-rules/ 

2  Ver en: http://www.hchr.org.mx 
3  Ver en: http://www.hchr.org.mx 
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La protección social está compuesta por los principios de universalidad, integralidad, inmediatez 
y suficiencia.4 Esto significa que la protección social, tiene que estar garantizada para todas las personas 
independientemente de su condición económica, laboral, social o contributiva; y que se debe buscar la 
cobertura total de las personas frente a cualquier contingencia, que además ha de realizarse en tiempo 
oportuno.

Por otro lado, el principio de suficiencia implica que la cobertura del riesgo deberá cubrir la to-
talidad del daño producido mientras que el principio de unidad establece que los sistemas de seguridad 
social deben ser coherentes con las condiciones sociopolíticas de los países. El principio de igualdad de 
trato establece que la aplicación de las normas y los requisitos debe ser idéntica para todos los miembros 
de la comunidad.5 En el análisis de los diferentes sistemas, al hablar de acceso a la protección social, se 
hace referencia a las condiciones reales de acceso de las y los trabajadores migrantes a los sistemas de 
seguridad social tanto en su país de origen como en el país al que llegan a trabajar asumiendo como re-
ferencia los estándares máximos que establece el derecho humano a la protección social.

Para un mejor entendimiento del marco en el que se desarrolló el presente análisis se resumieron 
los tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos de las y los trabajadores mi-
grantes que han sido emitidos por instancias internacionales como la Organización de Naciones Unidas 
(ONU), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) y la Organización Internacional de Seguridad Social (OISS)6 (anexo 2).

Para efectos del análisis de los sistemas de trabajo temporal objeto de este estudio, se anexa un cua-
dro del estado de las ratificaciones de los convenios de la ONU, la OIT, la OEA y la OISS, por parte de 
Canadá, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, México, y Nicaragua (anexo 3).

4  Pastor M. Á., Fernández, N. I. Marasco, L. Maccarini, J.J. Zermeño, G. Ramírez y otros. Centro Interamericano de Estudios de Segu-
ridad Social. “Migración y Seguridad Social en América”; 2010; p. 38.

5  Ibídem. p. 47.

6  En este sentido se tomaron en cuenta los convenios internacionales de amplia aplicación, como el Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, la Convención Internacional para la Eliminación de 
todas las formas de discriminación racial; la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migra-
torios y de sus familiares; la Convención sobre la eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; Convención sobre los 
Derechos del Niño; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; El Protocolo de San Salvador, entre otros.
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3. Sistemas de Trabajo Temporal Migratorio

3.1 Sistema México / Canadá: 
Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales (PTAT) 

 Antecedentes

El Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales (PTAT) es un programa del gobierno federal canadiense 
que facilita el ingreso de trabajadores extranjeros temporales con el objetivo de cubrir la demanda de trabajo 
en el área agrícola. Este programa inicio originalmente como un acuerdo de trabajadores agrícolas temporales 
entre Canadá y el Caribe en 1966,1 y México se agrega en 1974 mediante un Memorándum de Entendimiento 
para trabajo temporal migratorio en el sector agrícola canadiense.2 Es importante mencionar que a este Me-
morándum se integró el Acuerdo para Empleo Temporal de Trabajadores Agrícolas Mexicanos en Canadá, 
en el que se señalan las obligaciones y derechos de los trabajadores y patrones. De ahí surgió el Programa de 
Trabajadores Agrícolas Temporales, conocido en México como PTAT y en Canadá como Mexican Seasonal 
Agricultural Workers Program (MSAWP por sus siglas en inglés).3

El programa está establecido bajo una serie de instrumentos que operan dentro del esquema legislativo 
general del trabajo en Canadá y sus provincias. Estos instrumentos delinean los deberes y obligaciones de las 
varias partes interesadas en el Programa y proveen un esquema amplio para la migración de trabajadores. El 
PTAT puede ser descrito en un inicio como programa de migración manejado de “gobierno a gobierno” y es 
renovado y revisado periódicamente. Los actores privados y sus roles están definidos en el programa y regulados 
por el gobierno. Nueve de las diez provincias canadienses participan en el programa, y por solicitud de los em-
pleadores, aproximadamente un 70 por ciento de los trabajadores regresan a las mismas granjas año tras año.4

Los dos departamentos del gobierno federal canadiense que comparten la responsabilidad sobre el in-
greso de trabajadores extranjeros son el de Recursos Humanos y Desarrollo de Habilidades en Canadá (HRDC 
por sus siglas en inglés) y el Departamento de Ciudadanía e Inmigración en Canadá (CIC por sus siglas en 
inglés). Sus funciones están divididas: una garantiza que la contratación de trabajadores extranjeros tendrá un 
impacto neutral o positivo en el mercado laboral canadiense, mientras que la otra es la responsable de la ad-
misión de las y los trabajadores temporales de acuerdo con la Ley de Inmigración y Protección a Refugiados 
(IRPA por su siglas en inglés).5

1  Jorge, Durand. Programa de Trabajadores temporales, Evaluación y análisis del caso mexicano. CONAPO; p. 67, 2006.

2  Comisión para la cooperación Laboral; Guías comparativas sobre derecho del trabajo en América del Norte; “Derechos de los Trabadores Mi-
gratorios”, p.18, 2010.

3  Ibídem.

4  Ibídem. p. 20.

5  Ibídem. p. 15.
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Por su parte el gobierno mexicano ha definido su participación en el programa desde la Secretaria del 
Trabajo y Previsión Social (STPS), que recluta y selecciona a los trabajadores y trabajadoras, la Secretaría de 
Salud (SSA) que les practica los exámenes médicos antes de salir de México y la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores (SRE) que les brinda atención consular mientras se encuentran en Canadá.6 Aunque en la práctica las 
secretarías que administran el Programa son la STPS y la SRE.

Por otra parte, se puede decir que el gobierno canadiense delegó y privatizó la administración del 
Programa al encargar ciertos deberes a Foreign Agricultural Resources Management Services (FARMS) en 
Ontario, una organización sin fines de lucro encargada de transmitir y procesar las órdenes de empleo aceptadas 
por los Centros de Recursos Humanos (HRC por sus siglas en inglés). La directiva electa de los representantes 
de agricultores que gobierna FARMS, se identifica como una organización “a cargo de los empleadores y para 
los empleadores”. Cabe señalar que se ha establecido su símil en la provincia de Quebec la cual se denomina 
Fondation des Entreprises en Recrutement de Maind’oeuvre Agricole Étrangere (FERME).7

Según datos oficiales de la STPS, el PTAT ha crecido constantemente, pasando de 203 trabajadores 
en su primer año a más de 15 000 trabajadores por año. Al 30 de septiembre del 2010, se computó un total 
de 192 876 trabajadores que habían participado en dicho Programa.8 En su primera etapa de operación, este 
programa, tuvo un crecimiento significativo, sin embargo, este crecimiento se detuvo hace algunos años cuando 
la demanda se desvió hacia otros países.

El proceso de admisión comienza cuando los empleadores agrícolas, se registran ante los Centros de 
Recursos Humanos locales para recibir la certificación de que necesitan trabajadores extranjeros, lo cual debe 
hacerse, por lo menos ocho semanas antes de la fecha de inicio del trabajo agrícola. Previamente, los agricultores 
deben contratar a los trabajadores canadienses calificados que respondan a los llamados de reclutamiento.

Para contratar a trabajadores temporales mexicanos, los agricultores deben ofrecerles, por lo menos, 240 
horas de trabajo durante seis semanas, alojamiento apropiado gratuito, alimentos o instalaciones para cocinar, y 
un salario mínimo, más alto que el salario vigente o el salario a destajo pagado a los canadienses por el mismo 
trabajo.9 La autorización para contratar trabajadores extranjeros es enviada al FARMS.

Inicialmente, solo podían participar hombres casados, con experiencia de trabajo en agricultura, con 
por lo menos tres y no más de doce años de escolaridad, entre 22 y 45 años de edad y residentes en la Ciudad de 
México. En 1989, se incluyó la participación de mujeres entre los 23 y 40 años con hijos dependientes, quienes 
hoy representan el 5 por ciento de las y los trabajadores en el Programa. A partir del 2003 pueden participar 
hombres sin estar casados. En una primera etapa el 70 por ciento de los trabajadores provenía del área de la 
Ciudad de México pero esta proporción comenzó a disminuir cuando se amplió el reclutamiento de trabajado-
ras y trabajadores a todo el territorio.10

Por el lado mexicano la mecánica es la siguiente: el gobierno anuncia la oportunidad de trabajar en 
Canadá a través de sus 148 oficinas del Servicio Estatal de Empleo. Los trabajadores deben, en promedio, hacer 
seis viajes a la Ciudad de México por su propia cuenta para completar los procedimientos. Desde mayo de 2002, 

6  Ibídem. p. 20.

7  Veena Verma.  The Mexican and Caribbean Seasonal Agricultural Workers Program: Regulatory and Policy Framework, Farm Industry Level 
Employment Practices and the Future of the Program under Unionization. The North-South Institute, p.7, 2003.

8  Comisión para la cooperación Laboral; Guías comparativas sobre derecho del trabajo en América del Norte; “Derechos de los Trabadores Mi-
gratorios”, p. 20, 2010.

9  Philip Martin.  Towards Effective Temporary Worker Programs: Issues and Challenges in Industrial Countries. Suiza: International Migration 
Programme, p. 42, 2007.

10  Ibidem.
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el gobierno mexicano mediante el Sistema de Apoyos Económicos a la Movilidad Laboral al Exterior les da 3 
000 pesos a los trabajadores, una primera vez, para que viajen a la Ciudad de México, donde se les informa sobre 
el trabajo que realizarán en Canadá y sobre sus derechos y obligaciones.

Los trabajadores reciben pasaportes de la SRE (pasaportes especiales con validez de tres años por un 
costo de 165 pesos), formularios de salida temporal de la Secretaría de Gobernación (SEGOB), y realizan sus 
exámenes médicos en la Ciudad de México en centros de salud aprobados por Canadá. Un sistema de venta-
nilla intenta coordinar esas actividades en la Oficina del Programa de la STPS, a la cual las y los trabajadores 
migrantes que regresan deben presentar, antes del 31 de enero del año en el que trabajaron en Canadá, unos 
“reportes de retorno”.11 El llamado reporte de retorno es una carta preparada y sellada por los patrones en la que 
juzgan los modales así como el desempeño personal y profesional de los trabajadores.12

Una agencia de viajes afiliada a FARMS organiza el transporte de las trabajadoras y trabajadores a 
Canadá y a la granja del empleador. Los empleadores adelantan el costo de la transportación a Canadá y luego 
deducen el 4 por ciento de los salarios de los trabajadores para recuperarlo. También deducen del sueldo de los 
trabajadores los impuestos de nómina y los costos de seguro.13

En Canadá, las y los trabajadores migrantes tienen formalmente los mismos derechos y obligaciones 
que los canadienses en la misma ocupación. Participan en el Plan de Pensiones de Canadá (CPP por sus siglas 
en inglés) y en los programas de seguro de empleo. Conforme el PTAT, los trabajadores y las trabajadoras 
migrantes deberían tener un seguro de salud privado en tanto no tengan acceso al plan de salud provincial y 
los empleadores por su parte deben registrar a los y las trabajadoras migrantes en la Junta de Compensación 
provincial.14

Según lo establecido en el “Acuerdo para el Empleo Temporal de Trabajadores Mexicanos en Canadá”,15 
se firma un acuerdo de empleo estándar, entre el empleador, el trabajador y el agente gubernamental del país del 
trabajador. El acuerdo establece que será regulado por las leyes de Canadá y de la provincia en la que realizará 
sus actividades el trabajador o la trabajadora migrante temporal.

Contratación

Las condiciones de contratación para las y los trabajadores temporales bajo el PTAT están más definidas y ad-
ministradas por las instancias de gobierno de ambos países que otros casos. En ese sentido las violaciones a los 
derechos de las y los trabajadores no son tan evidentes como las que se describirán más adelante en otros siste-
mas de trabajo temporal, tales como las visas de trabajo H-2A y H-2B emitidas por el gobierno estadounidense.

En el PTAT la mecánica de contratación inicia con la solicitud de mano de obra que los empleadores 
deben presentar al Departamento de Recursos Humanos en Canadá. Esta solicitud debe presentarse por lo 
menos dos meses antes del inicio de la temporada agrícola, y en dicha solicitud se debe informar sobre las con-

11  Philip Martin.  Towards Effective Temporary Worker Programs: Issues and Challenges in Industrial Countries. Suiza: International Migra-
tion Programme, p. 43, 2007.

12  En el primer informe periódico de México al Comité de protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, el 
Poder ejecutivo califica como positivo el reporte de retorno dejando de lado la discrecionalidad que puede implicar una evaluación del empleador 
hacia los trabajadores migrantes que tienen como principal objetivo para los empleadores, abaratar los costos de su producción. (núm. 436, p. 90).

13 Philip Martin.  Towards Effective Temporary Worker Programs: Issues and Challenges in Industrial Countries. Suiza: International Migra-
tion Programme, p. 43 2007.

14  Comisión para la cooperación Laboral; Guías comparativas sobre derecho del trabajo en América del Norte; “Derechos de los Trabadores Mi-
gratorios”, p. 20.

15  www.hrsdc.gc.ca/eng/workplaceskills/foreign_workers/ei_tfw/sawp_tfw.shtml
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diciones de trabajo. A un mes de iniciarse la temporada, si no hay solicitudes de ciudadanos canadienses para 
laborar en las granjas, el Departamento da respuesta a la solicitud de los granjeros autorizando a la FARMS 
a proseguir con la solicitud de los granjeros. Este organismo trata de cumplir con todas las solicitudes y si un 
patrón solicita trabajadores específicos (por nombre) la FARMS se encarga de requerirlos. Posteriormente, 
el Departamento de Recursos Humanos hace las solicitudes a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social del 
Gobierno Mexicano.16 

Como se mencionó anteriormente en México uno de los responsables de la administración del Programa 
es la Secretaría del Trabajo y Previsión Social. La mecánica que utiliza esta secretaría es la de seleccionar un 
10 por ciento más del número de trabajadores que son formalmente solicitados, con el objetivo de “responder 
a cualquier contratiempo” de la demanda establecida por los empleadores canadienses. La STPS establece las 
siguientes categorías de trabajadores:

1. Aspirantes o candidatos

2. Seleccionados

3. Enviados a Canadá, haciendo la distinción entre los que van por primera vez bajo el PTAT, los que van 
por primera vez con el patrón y los son solicitados por un patrón en específico.17

Los requisitos establecidos para los y las trabajadoras en el marco del PTAT han ido cambiando y su 
renegociación trianual por los gobiernos de Canadá y México ha facilitado a ambas partes la redefinición de 
condiciones más ventajosas para los empleadores.18 La disparidad de los requisitos se puede observar en las 
diferentes ofertas que publican tanto la STPS vía los 148 Módulos del Servicio Estatal de Empleo, como en los 
Consulados de México en Canadá. Un ejemplo es el Consulado General de México en Toronto (Canadá) que 
establece los siguientes requisitos:

“cuando menos 22 años de edad, educación entre tercero de primaria y primero de preparatoria, está 
casado/a o vive en unión y tiene hijos, tiene experiencia en agricultura, vive en una zona rural”.19 

Por su parte la STPS divulga otros requisitos tales como:

“Ser jornalero agrícola, campesino o peón y tener experiencia laboral en dichas ocupaciones. Ser de 
nacionalidad mexicana, preferentemente de 22 a 45 años, ser casado o vivir en unión libre, contar con 
estudios mínimos de tercero de primaria y máximo de media superior, saber leer y escribir y radicar en 
zona rural.”20

Es importante mencionar que los trabajadores que son seleccionados para ir a trabajar a Canadá bajo el 
PTAT, firman un acuerdo de empleo que establece lo siguiente:

1. El término del empleo no deber ser menor a un mínimo de 240 horas o seis semanas (lo que se cumpla 
primero), pero no puede exceder ocho meses.

16  J. Durand. Programa de Trabajadores Temporales, Evaluación y análisis del caso mexicano. CONAPO; 2006. p. 68.

17  Bruno LUTZ. Ivone VIZCARRA BORDI. Verónica FLORES CASTRO. Cuerpo y biopanoptismo en México a principios del siglo XXI: el 
Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales a Canadá. Estud. front, Mexicali, v. 11, n. 21, jun. 2010. Disponible en <http://www.scielo.org.mx/
scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0187-69612010000100004&lng=es&nrm=iso>. accedido en 26 julio p. 113, 2011.

18  Lutz, Vizcarra y Flores Castro argumentan que estos requisitos se han renovado a partir de tres factores: las exigencias de los patrones cana-
dienses; la voluntad del gobierno mexicano de disminuir el número de repatriaciones anuales; y las denuncias de académicos y organizaciones  de la 
sociedad civil canadiense respecto a la violación de los derechos de los trabajadores agrícolas extranjeros en las granjas.

19  http://consulmex.sre.gob.mx/toronto/index.php/es/programa-de-trabajadores-agrícolas

20  http://www.jovenesygobierno.com.mx/formprogramas/detalle.php?id=54
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2. Las primeras dos semanas de empleo constituyen un período de prueba, durante el cual el trabajador 
no puede ser despedido excepto con causa suficiente, por rehusarse a trabajar. Después del período 
de prueba el trabajador puede ser despedido por “no cumplir, rehusarse a trabajar, o cualquier razón 
suficiente”. Esto resulta en que el trabajador sea repatriado, y que pueda ser responsabilizado parcial o 
completamente por el costo de la repatriación.

3. El empleador debe proporcionar al trabajador alojamiento adecuado que una autoridad designada debe 
inspeccionar anualmente;

4. El empleador debe proporcionar períodos de alimentación y descanso; y

5. El empleador debe remunerar al trabajador salarios semanales. Este salario no puede ser menor a la tasa 
de salario vigente para el tipo de trabajo agrícola que efectuará el trabajador, ni al salario pagado por el 
empleador a los trabajadores canadienses que realizan el mismo tipo de trabajo. El empleador puede 
efectuar deducciones a la paga del trabajador por cuestión de alimentos, seguro, mantenimiento de las 
instalaciones para vivienda y costos operativos. También se requiere que el empleador realice otras de-
ducciones que exige la Ley (incluyendo las deducciones por seguro de empleados, el Plan de Pensiones 
de Canadá y los impuestos provinciales).21

Al final de la temporada los empleadores entregan evaluaciones escritas de cada trabajador.22 Esta eva-
luación escrita pudiera ser vista como una herramienta de estabilidad en la relación laboral entre trabajador y 
empleador sin embargo en la mayoría de las ocasiones es utilizada como una herramienta de control entre las 
instituciones gubernamentales involucradas en el programa y los empleadores canadienses.23

A pesar de que en términos formales los trabajadores mexicanos bajo el PTAT tienen los mismos derechos 
que los trabajadores canadienses que realizan el mismo trabajo,24 las diferentes legislaciones de cada provincia 
obstaculizan su acceso real a la igualdad de derechos laborales, y están excluidos de las normas de salario míni-
mo en la mayoría de las jurisdicciones, como se describe a continuación.25

21  Comisión para la cooperación Laboral; Guías comparativas sobre derecho del trabajo en América del Norte; “Derechos de los Trabadores Mi-
gratorios”; 2010; p. 21.

22  Op. cit. p. 68 

23  Bruno LUTZ. Ivonne VIZCARRA BORDI. Verónica FLORES CASTRO. Cuerpo y biopanoptismo en México a principios del siglo XXI: 
el Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales a Canadá. Estud. front,  Mexicali, v. 11, n. 21, jun. 2010. Disponible en http://www.scielo.org.
mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0187-69612010000100004&lng=es&nrm=iso>.  26 de julio. 2011.

24  http://www.stps.gob.mx/bicentenario_plantilla/Elementos/Sala_de_prensa/Boletines/2008/abril/bol_050.html: “Los trabajadores mexicanos 
en el PTAT tienen los mismos derechos y obligaciones que los trabajadores canadienses en la misma ocupación. Entre otros derechos, se prevé la 
jornada laboral de ocho horas y condiciones acerca del tiempo extra. Están registrados en la seguridad social provincial, con lo cual tienen atención 
médica, pensiones y otros beneficios sociales como apoyo a la paternidad (cantidad otorgada cuando nace un hijo), indemnización por accidentes y 
enfermedades de trabajo.”

25  Ver en: Comisión para la Cooperación Laboral; Guías comparativas sobre derecho del trabajo en América del Norte; “Derechos de los Traba-
dores Migratorios”, p. 42.



22 inedim

Comparativo de derechos laborales por provincias

Provincia de 
Alberta

Están excluidos de la mayoría de las normas de empleo, incluyendo salario mínimo, horas 
de trabajo, pago de tiempo extra, días festivos con paga, vacaciones, prima vacacional y 
periodos de descanso.

Columbia 
Británica

Tienen derecho a salario mínimo. La legislación también establece un proceso para 
calcular tasas por trabajo a destajo a trabajadores involucrados en la cosecha. Los 
trabajadores agrícolas están excluidos de las provisiones de tiempo extra y días feriados 
con paga. Tienen derecho a vacaciones anuales y prima vacacional. A los trabajadores 
agrícolas empleados por contratistas de trabajadores agrícolas con licencia, se les aplican 
normas especiales. El contratista de trabajadores agrícolas debe pagar los salarios 
directamente en la cuenta bancaria del trabajador.

Manitoba Los trabajadores están excluidos de la mayoría de las normas mínimas, incluyendo 
salario mínimo, horas de trabajo, pago de tiempo extra, días feriados, prima vacacional y 
periodos de descanso.

Nueva 
Brunswick

Los trabajadores empleados en una granja que tiene tres o menos empleados y que no 
son familiares, están excluidos de varias provisiones, incluyendo salario mínimo, horas 
de trabajo, pago de tiempo extra, días feriados pagados, vacaciones, prima vacacional y 
periodos de descanso.

Terranova y 
Labrador

Los trabajadores agrícolas tienen derecho a todas las normas de empleo excepto el 
pago de tiempo extra. Las provisiones de tiempo extra sí aplican a los empleados de 
invernaderos o viveros que producen frutas o vegetales.

Nova Scotia La mayoría de los trabajadores agrícolas tienen derecho a salario mínimo, pero 
están excluidos de trabajo por horas, es decir que solo pueden trabajar por jornadas 
establecidas, tiempo extra y días festivos pagados. Los trabajadores empleados en 
invernaderos están protegidos por la legislación.

Ontario Los trabajadores involucrados en la producción primaria de la mayor parte de los bienes 
agrícolas están excluidos de muchas normas de empleo incluyendo salario mínimo, 
horas de trabajo, tiempo extra, días festivos pagados, vacaciones y prima vacacional. 
Sin embargo, los trabajadores que laboran en la cosecha de frutas, vegetales y tabaco 
tienen derecho a salario mínimo (esto incluye cosechadores que reciben pago a destajo). 
También tienen derecho a los días festivos oficiales y a la prima vacacional después de 
trece semanas de empleo.

Isla Príncipe 
Eduardo

Los trabajadores están excluidos de la mayoría de las normas mínimas, incluyendo 
salario mínimo, trabajo por horas, tiempo extra, días festivos pagados, vacaciones, prima 
vacacional y periodos de descanso.

Quebec La mayoría de los trabajadores agrícolas tienen derecho al salario mínimo, pero están 
excluidos de las normas de horas de trabajo y tiempo extra. Aquellos, involucrados 
principalmente en la cosecha a mano o procesamiento de vegetales y fruta, no tienen 
derecho al salario mínimo.

Saskatchewan Los trabajadores empleados en granjas, ranchos o jardinería comercial están excluidos 
de la legislación de normas de empleo. Sin embargo, los empleados de invernaderos, 
incubadoras de huevos y granjas comerciales porcinas, están cubiertos por la legislación y 
por ende tienen derecho a salario mínimo.
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Los trabajadores y trabajadoras migrantes empleados en el marco del PTAT tienen la protección del 
pago al salario mínimo según el Acuerdo de Empleo que estipula que deben ser remunerados por lo menos con 
el salario mínimo. También tienen derecho a tener periodos de alimentos de 30 minutos y un día de descanso 
por cada seis días de trabajo consecutivo.26

Condiciones generales de seguridad social

En términos generales en Canadá existen tres derechos primarios que son conferidos a los empleados a través 
de la legislación sobre salud y seguridad según lo establece la Ley Laboral canadiense.27 El primer derecho es 
que los trabajadores pueden participar en la toma de decisiones relativas a la salud y la seguridad en el centro 
de trabajo y se les permite organizarse en comités mixtos de trabajadores y empleadores. Estos comités son 
responsables de realizar inspecciones, participar en investigaciones sobre accidentes, investigar quejas de los 
empleados, efectuar recomendaciones, revisar los programas de educación y capacitación y solicitar la interven-
ción de los inspectores del gobierno cuando sea necesario.

El segundo derecho, es el de rehusarse a realizar un trabajo que consideran peligroso sin ser penalizados 
por el empleador. Es importante hacer notar que este derecho es invocado generalmente en centros de trabajo 
donde las y los trabajadores migrantes temporales están sindicalizados.

El tercer derecho que tiene que ver con la seguridad e higiene en los centros de trabajo, es el acceso a la 
información sobre los riesgos de seguridad e higiene en el desarrollo de su trabajo. El Sistema de Información 
sobre Materiales Peligrosos en el Sitio de Trabajo es un programa diseñado por cada jurisdicción en donde se 
establece la adecuada etiquetación de materiales peligrosos, la disponibilidad de hojas técnicas sobre seguridad 
de materiales, y la capacitación adecuada a los trabajadores que pudiesen estar expuestos a materiales peligro-
sos.28

A pesar de que el estatus legal de las y los trabajadores no condiciona su derecho a un sitio de trabajo 
seguro en Canadá, ciertas ocupaciones pueden ser excluidas de la legislación sobre Salud y Seguridad en el 
Sitio de Trabajo (OHS por sus siglas en inglés). Las y los trabajadores agrícolas están cubiertos generalmente, 
pero son excluidos en Alberta, lo que implica que también están excluidos del Sistema de Información sobre 
Materiales Peligrosos en el Sitio de Trabajo, haciendo más endeble su derecho a condiciones satisfactorias de 
trabajo en su centro laboral.

De igual forma la legislación sobre la remuneración o pago a trabajadores se aplica a las trabajadoras y 
trabajadores extranjeros sin menoscabo de su estatus migratorio, sin embargo podrían estar excluidos por otras 
razones, por ejemplo, en Alberta, Manitoba, Nova Scotia, Isla Príncipe Eduardo y Saskatchewan, los emplea-
dores no están obligados a proporcionar compensación a las y los trabajadores agrícolas, pero pueden elegir 
hacerlo.29

Indemnización por accidentes de trabajo

Los trabajadores en Canadá pueden ser compensados por lesiones que surjan del, o en el curso, del empleo 
según lo que establece la legislación laboral federal o provincial. Los empleadores contribuyen a un fondo 

26  Ibídem. p. 43.

27  Ibídem. p. 48.

28  Ibídem.

29  Ibídem. p. 49.
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colectivo, de acuerdo a la industria a la que pertenecen y los empleados lesionados reciben una compensación 
de este fondo sin importar la culpa. El costo para el empleador no puede ser deducido de la paga de los traba-
jadores. Los beneficios de compensación de los trabajadores y trabajadoras lesionados incluyen el pago de los 
costos médicos, el pago por la pérdida de salarios y los costos de rehabilitación. En cada jurisdicción, una junta 
de compensación a trabajadores es responsable de administrar el programa.30

Seguro de desempleo

El esquema de seguro de empleo canadiense está regulado por la Ley Federal del Seguro de Empleo. En éste 
ámbito, el gobierno federal detiene la facultad exclusiva de legislar, según lo establecido en el Acta de la Consti-
tución 1867. Esta ley establece que tanto empleado como empleadores realizaran contribuciones al gobierno a 
través de deducciones obligatorias de nómina. Los trabajadores sólo pueden solicitar este seguro si han trabaja-
do entre 420 y 700 horas que se puedan comprobar en las 52 semanas anteriores, o desde la última solicitud de 
la persona, lo que sea más corto. También deben demostrar que están dispuestos y disponibles para trabajar pero 
que no han podido encontrar un trabajo adecuado.31 Sin embargo, para los trabajadores migrantes temporales el 
acceso a este seguro de desempleo se ve obstaculizado precisamente por la temporalidad del trabajo que realizan 
y, aunque les descuentan 1.73 dólar canadiense por cada 100 dólares ganados, no tienen acceso real al seguro de 
desempleo como los demás trabajadores en Canadá.

Además de las prestaciones antes mencionadas, un trabajador o trabajadora tiene derecho a prestacio-
nes por enfermedad, maternidad, paternidad o cuidado compasivo (derecho a cuidar de un familiar enfermo). 
Para acceder a estas prestaciones el solicitante debe haber trabajado 600 horas en las 52 semanas anteriores. No 
es necesario que el trabajador solicitante sea residente y tanto la prestación de maternidad como de enfermedad 
pueden ser otorgadas hasta por 15 semanas y las prestaciones por paternidad pueden ser solicitadas hasta por 
35 semanas. Las prestaciones de cuidado compasivo se pueden solicitar hasta por seis semanas.32

Pensiones

El Plan de Pensiones de Canadá (CPP por sus siglas en inglés) es un plan de contribuciones auto-financiable 
que asegura una entrada económica a los contribuyentes y sus familias por la pérdida de ingresos debido al 
retiro por discapacidad, o fallecimiento. Está basado en las contribuciones sobre el ingreso. Los empleados 
retirados pueden ser elegibles para recibir asistencia financiera por parte del Plan de Pensiones de Canadá o la 
Pensión de Seguridad por Edad Avanzada, o ambos. Según la ley, cualquiera que haya realizado por lo menos 
una contribución valida al CPP es elegible para recibir una pensión mensual por retiro. Dicha pensión puede 
ser recibida un mes después de que el contribuyente cumpla 60 años. Los contribuyentes que se retiran a los 65 
años reciben un beneficio mensual equivalente a cerca del 25 por ciento del promedio de sus ingresos mensuales 
de pensión durante su periodo contribuyente.33

Si un contribuyente del CPP fallece, es posible que los beneficios que le correspondan se paguen a su 
cónyuge, pareja o hijos dependientes.34 En el caso de que un contribuyente menor de 65 años sea declarado 
con una discapacidad podrá recibir los beneficios del CPP siempre y cuando haya efectuado las contribuciones 

30  Ibídem. p. 50.

31  Ibídem. p. 53.

32  Ibídem.

33  Ibídem. p. 56.

34  Para más información sobre los requisitos para los familiares de los contribuyentes fallecidos ver: “Beneficios de Sobrevivientes”, en línea: Ser-
vicio Canadá http://www.hrsdc.gc.ca/eng/isp/cpp/survivor.shtml 
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suficientes al Plan y que la discapacidad haya sido declarada según lo que establece la ley canadiense como “se-
vera y prolongada”. Dentro de estas provisiones existen algunas que son particularmente importantes para los 
trabajadores migrantes. Los trabajadores de la agricultura no están sujetos a deducciones cuando ganan menos 
de 250 dólares canadienses o si han trabajado menos de 25 días en un año.35

Según la ley canadiense es posible que una persona que ha realizado contribuciones al CPP, solicite 
los beneficios del CPP en cualquier parte del mundo. Canadá ha firmado acuerdos de reciprocidad con otros 
países que permiten a las personas que no hayan residido el suficiente tiempo en Canadá calificar para recibir 
los beneficios del CPP. Por medio de esos acuerdos los trabajadores pueden solicitar los beneficios de un país o 
de ambos al totalizar periodos de acuerdo a los sistemas de seguridad social de los dos países.36 Sin embargo la 
realidad demuestra que es una posibilidad que pocos trabajadores han alcanzado, sea por falta de información o 
por falta de mecanismos efectivos entre los países para concretarlo como lo veremos más adelante.

Cuidado de la salud

Para que las personas en Canadá tengan acceso a los servicios de salud pública es necesario que sean residentes. 
La residencia se acredita generalmente con seis meses mínimo de estancia en una provincia. Por este motivo 
muchos trabajadores migrantes temporales están excluidos de esta cobertura. Sin embargo hay algunas excep-
ciones. En Manitoba, un trabajador temporal con autorización de trabajo de por lo menos 12 meses, puede 
solicitar estos servicios. Los trabajadores que están en el LCP y en el MSAWP también serían acreedores al 
cuidado de la salud en otras provincias, aun cuando no sean residentes permanentes.

Como se ha señalado cada provincia presenta modalidades diferentes y en caso de que un trabajador no 
tenga acceso al programa de salud provincial, el empleador puede hacer arreglos especiales para que lo tenga. 
Para los trabajadores bajo el MSAWP sus Acuerdos de Empleo establecen que tienen el derecho a la seguridad 
social. En este sentido, si un trabajador trabaja en una provincia que no cubre el acceso a la salud, el empleador 
tendrá que adquirir seguros de salud privados.

El derecho a sindicalizarse, una opción para mejorar sus condiciones laborales

Para las y los trabajadores migrantes temporales la organización colectiva para exigir sus derechos humanos 
laborales sigue siendo una opción de poder real para mejorar sus condiciones. Diversos autores y activistas han 
señalado que en las granjas donde existe un proceso organizativo y un acuerdo laboral entre los representantes 
de los trabajadores y el empleador, es más fácil que se denuncien las violaciones a las condiciones de trabajo 
o incluso que los y las trabajadoras sientan la seguridad de exigir derechos como la licencia de maternidad o 
paternidad, entre otros.37

Un sindicato es definido generalmente en los estatutos provinciales como una organización de emplea-
dos que tiene como objetivo la reglamentación de las relaciones empleados-empleadores. Queda prohibido para 
los empleadores contribuir financieramente a un sindicato y los gerentes no pueden ser parte de los mismos.38 
En ese sentido es importante mencionar que las Juntas de Relaciones Laborales son los tribunales encargados 
de dirimir las denuncias sobre prácticas laborales injustas.

35  Op. cit. 

36  Ibídem. p. 57.

37  www.ufcw.ca. “Condiciones de los Trabajadores Agrícolas Migrantes en Canadá; 2010-2011”; p. 20.

38  Ibídem. p. 28.
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El derecho a negociar colectivamente

Un sindicato tiene la representación en la negociación colectiva ya sea porque es reconocido por el empleador 
de manera voluntaria o por una solicitud de certificación a la Junta de Relaciones Laborales. En el caso de que 
se solicite la certificación de un sindicato para después negociar colectivamente la Junta sólo requiere que ese 
sindicato sea reconocido por la mayoría de las y los trabajadores de la unidad de negociación que para efectos 
prácticos se traduce en la mayoría de trabajadores de una granja que desea negociar colectivamente mejoras a 
sus condiciones laborales. Una vez que el sindicato obtiene la certificación de la Junta, éste obtiene también la 
titularidad para negociar colectivamente, y ningún otro sindicato o representante individual puede negociar con 
el empleador a nombre de la mayoría de los trabajadores.39

Situación actual de los trabajadores y trabajadoras migrantes temporales en Canadá

La descripción del Programa de trabajadores migrantes temporales entre Canadá y México que se ha hecho 
hasta el momento, plantea de manera general el marco normativo bajo el cual se tendrían que asegurar las con-
diciones mínimas para que las y los trabajadores tengan acceso a sus derechos laborales, así como a mecanismos 
de rendición de cuentas en caso de que estos derechos sean violentados. Sin embargo diversos autores, sindica-
listas y activistas han documentado una serie de retos y violaciones a los que se enfrentan las y los trabajadores 
migrantes temporales en su cotidianidad laboral y en el intento de ejercer sus derechos.

A continuación se describen algunos ejemplos que por su repetición se convierten en brechas a subsa-
nar en las condiciones laborales que ofrece el PTAT a las y los trabajadores migrantes, y condiciones que tanto 
el gobierno mexicano como el canadiense tendrían que asegurar para garantizar el ejercicio pleno de los dere-
chos humanos laborales de los y las trabajadoras migrantes temporales bajo el PTAT.

Desde el momento de la pre-selección de candidatos para participar en el PTAT se observa una serie de 
violaciones a los derechos humanos de las y los trabajadores. La falta de requisitos homologados crea de por sí 
una suerte de discrecionalidad al momento de ser interpretados por los servidores públicos que atienden a las y 
los solicitantes en las diferentes instancias de las secretarias involucradas en la administración del programa en 
México. Un ejemplo de esto es el de las oficinas de la STPS de la ciudad de Toluca: allí a los trabajadores se les 
aplica una encuesta exhaustiva cuyas respuestas son archivadas electrónicamente. No se aceptan las solicitudes 
de personas que hayan sido policías, militares o guardias de seguridad, bajo el argumento de que entienden el 
manejo de armas de fuego. Otro ejemplo, en esa misma oficina es la forma en que se lleva a cabo la revisión de 
los dientes y manos de los solicitantes, tarea que realiza la psicóloga encargada de la entrevista.40

Una vez que han pasado la entrevista y la revisión inicial, los trabajadores y trabajadoras están someti-
dos al examen médico. En esta segunda fase, tanto ellas como ellos deben cubrir el costo del traslado para la rea-
lización de dichos exámenes médicos, sin que esto signifique ninguna garantía de ser contratados. En México la 
Secretaría de Salud ha descentralizado los exámenes médicos que se les aplican a los trabajadores, medida que 
se justificó en las líneas estratégicas del Programa para la Salud del Migrante 2007-2012. También se estableció 
dar seguimiento a la salud de las y los trabajadores migrantes temporales en el extranjero y a su regreso.41 Sin 
embargo, es importante mencionar que cada vez que regresan a México e intentan volver a trabajar a Canadá la 
próxima temporada, por la falta de seguimiento real de su estado de salud, se ven obligados a pagar nuevamente 
el costo de los exámenes médicos.42

39  Ibídem. p 29.

40  Bruno Lutz, Ivonne Vizcarra Bordi, Verónica Flores Castro. Cuerpo y biopanoptismo en México a principios del siglo XXI: el Programa 
de Trabajadores Agrícolas Temporales a Canadá. Estud. front, Mexicali, v. 11, n. 21,jun. 2010.  Disponible en  http://www.scielo.org.mx/scielo.
php?script=sci_arttext&pid=S018769612010000100004&lng=es&nrm=iso>. 26 julio. 2011. p.119.

41  http://www.saludmigrante.salud.gob.mx/interior1/estrategia8.html

42  Bruno Lutz, Ivonne Vizcarra Bordi, Verónica Flores Castro. Cuerpo y biopanoptismo en México a principios del siglo XXI: el Programa de 
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Una vez en Canadá, las y los trabajadores migrantes temporales se enfrentan a condiciones de discri-
minación que posibilitan la violación a sus derechos humanos laborales. El ejemplo más común, es la amenaza 
constante de la repatriación como medida de represión si se atreven a denunciar condiciones insatisfactorias 
de trabajo, o a reclamar otro derecho como una vivienda digna. Otro de los problemas que deben afrontar es el 
de los mecanismos y procedimientos diferenciados en caso de que un patrón viole un contrato. Estos recursos 
y procedimientos pueden resultar ventajosos o desventajosos para cada trabajador dependiendo de sus circuns-
tancias.43

Los participantes en el programa MSAWP no disfrutan del beneficio del seguro de desempleo, aún 
cuando se les descuenta más del 2 por ciento de su salario por dicho concepto. 44 Tampoco pueden aceptar 
trabajo de un patrón diferente de aquel con el que empezaron a trabajar a su llegada a Canadá, a menos que ha-
biendo concluido su contrato, sean transferidos por su voluntad a otra granja, con el consentimiento del HRDC 
y el conocimiento de la representación consular de su país de origen.45 La no movilidad en el empleo hace cada 
vez más difícil que las y los trabajadores denuncien malos tratos o condiciones insatisfactorias de trabajo ya que 
el despido es utilizado como una medida de represión.46

La Alianza de Trabajadores Agrícolas, organización parte de United Food and Commercial Workers 
en Canadá (UFCW Canadá) ha documentado la utilización de la repatriación como mecanismos de represión. 
En su informe “Condiciones de los trabajadores agrícolas migrantes en Canadá” del 2010-2011, establece que:

“Los trabajadores agrícolas del Condado de Essex y en todo Canadá son oprimidos a diario en la pro-
ducción alimenticia canadiense. Muchos son forzados a hacer trabajos arriesgando sus vidas sin contar 
con equipo ni capacitación adecuada. Están hacinados por docenas en cabañas y utilizan vehículos de 
transporte inseguros. Si informan sobre una lesión, o generan alguna inquietud son embarcados ese 
mismo día y se les prohíbe volver a trabajar en Canadá nuevamente.”47

El PTAT es el principal proveedor de trabajadores agrícolas migrantes en Canadá. En 2009 más de 
26 000 trabajadores viajaron a Canadá en el marco de ese programa y la mayoría de las provincias a excepción 
de Newfoundland y el Labrador, participaron. De igual forma se registró que en ese mismo año la mayoría de 
estos trabajadores fueron empleados en Ontario donde existe una alta concentración de operaciones agrícolas a 
escala-industrial y de invernaderos. Sin embargo, diversas organizaciones y sindicatos han corroborado que sin 
importar donde trabajen, las y los trabajadores del PTAT que no cuentan con un acuerdo colectivo son exclui-
dos de la mayoría de los derechos laborales. No tienen voz respecto de sus condiciones laborales ni de vivienda 
o sus salarios.48

Respecto al acceso a la atención médica, cada jurisdicción cuenta con su propio plan de seguro médico 
pero en Manitoba los extranjeros con permiso para trabajar durante menos de un año no tienen derecho a la 
cobertura mientras que en Ontario la mayoría de los residentes nuevos y los que regresan tienen que esperar 
tres meses antes de tener derecho a la cobertura. Debido a los requerimientos de residencia muchos inmigrantes 
internacionales no tienen derecho al seguro médico.49

Trabajadores Agrícolas Temporales a Canadá. Estud. front, Mexicali, v. 11, n. 21, junio. 2010.  Disponible en http://www.scielo.org.mx/scielo.
php?script=sci_arttext&pid=S0187-69612010000100004&lng=es&nrm=iso 26 julio.  2011. p.121.

43  www.ufcw.ca. “Condiciones de los Trabajadores Agrícolas Migrantes en Canadá; 2010-2011”.

44  La protección de los trabajadores agrícolas migratorios en Canadá, Estados Unidos y México: Comisión para la Cooperación Laboral.  Washington 
DC, USA, 2002. p. 5.

45  Ibídem.

46  Entrevista con Andrea Gálvez, enlace para México UFCW. 16 de junio del 2011.

47  www.ufcw.ca. “Condiciones de los Trabajadores Agrícolas Migrantes en Canadá; 2010-2011”; p. 3.

48  www.ufcw.ca. “Condiciones de los Trabajadores Agrícolas Migrantes en Canadá; 2010-2011”; p. 10.

49  Ibídem.
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La forma en que se calculan los beneficios de las pensiones, ocasiona que las y los trabajadores que la-
boran en forma esporádica en Canadá tengan pocas posibilidades de recibir una pensión sustancial. Los planes 
también excluyen el trabajo agrícola en el cual la persona recibe un salario menor a los 250 dólares en efectivo al 
año. Sin embargo, dado que regresan a trabajar cada año a Canadá, muchos trabajadores del programa MSWAP 
tienen derecho a los beneficios de pensión de conformidad con el CPP (Canadian Pensión Plan). Los trabaja-
dores jubilados pueden recibir dichos beneficios aunque vivan fuera de Canadá.50 

A este respecto en 1995 México y Canadá firmaron un convenio sobre Seguridad Social que regla-
menta la Ley de Seguro de Vejez y el régimen de Pensiones de Canadá. Según lo establecido en el convenio las 
autoridades involucradas en administrarlo son, por parte de México el IMSS, y por parte de Canadá el HRDC. 
Este convenio tiene como objeto evitar la doble tributación y lograr que los trabajadores adquieran el derecho 
a la pensión por retiro.51 Sin embargo, los jornaleros mexicanos del PTAT que cotizan en el Seguro Social son 
excluidos del convenio binacional sobre Seguro Social debido a que están asegurados exclusivamente a través 
del contrato que firman con su patrón.52 Sin embargo un gran número de trabajadores carecen de la informa-
ción adecuada para hacer valer estos derechos.53

En el caso de accidentes en el trabajo y el servicio médico los trabajadores se ven enfrentados a otra 
serie de obstáculos y violaciones a sus derechos. El artículo V.I. del convenio bilateral actualizado en el 2006 es-
tablece que “la suma total de la prima de seguro será recuperada por el empleador mediante el descuento hecho 
al salario del trabajador”. Lo que significa en términos prácticos que, a cada trabajador se le descuentan 0.50 
dólares canadienses por día a pesar de que en provincias como Quebec y Ontario, el seguro medico es gratuito, 
lo que significa que los trabajadores que llegan a trabajar a granjas de estas provincias no deberían ser sujetos 
de descuento por este concepto.54

Las condiciones en las que laboran las y los trabajadores del PTAT demuestran que a pesar de las leyes 
y los comités establecidos para vigilar que existan normas de seguridad e higiene, en la realidad no se aplican. 
En el 2009 el Centro Conjunto de Excelencia para la Investigación en Inmigración y el Establecimiento, lanzó 
una investigación sobre el estado de salud, los riesgos y necesidades de las y los trabajadores agrícolas migrantes 
en Ontario. Esta investigación se basó en 600 entrevistas a trabajadores migrantes agrícolas que participaron en 
dicho proyecto a través del AWA. Los resultados indicaron lo siguiente:55

 La mitad respondió que trabajaban mientras estaban enfermos o lesionados por miedo a las represalias 
del empleador o a su repatriación. 

 La mitad respondió que fueron obligados a trabajar con químicos y pesticidas y que no se les brindó la 
protección necesaria.

 Muchos no habían recibido ninguna capacitación en salud ni en seguridad.

 El 24 por ciento de los trabajadores lesionados en el trabajo reclamaron una indemnización por riesgos 
del trabajo. Los que no presentaron reclamos declararon sentir miedo de que sus salarios fuesen dis-
minuidos, de ser repatriados, o puestos en listas negras para evitar su regreso en la próxima temporada.

50  Ibídem.

51  www.amcpdf.org.mx/semana/conveniosdeimss.pps

52 Bruno Lutz, Ivonne Vizcarra Bordi, Verónica Flores Castro. Cuerpo y biopanoptismo en México a principios del siglo XXI: el Programa de 
Trabajadores Agrícolas Temporales a Canadá. Estud. front, Mexicali, v. 11, n. 21, junio. 2010. Disponible en http://www.scielo.org.mx/scielo.
php?script=sci_arttext&pid=S0187-69612010000100004&lng=es&nrm=iso>. 26 julio. 2011. p. 127.

53  Entrevista con Andrea Gálvez, enlace para México UFCW. 16 de junio de 2011.

54  Op. Cit. p. 129.

55  www.ufcw.ca “Condiciones de los Trabajadores Agrícolas Migrantes en Canadá; 2010-2011”; p.14.
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Otros autores han señalado que los empleadores canadienses aglutinados en FARMS utilizan medidas 
de intimidación para que los trabajadores no denuncien malas condiciones de trabajo en las granjas o asistan 
al médico y los mandan de regreso a México con enfermedades causadas por el exceso de trabajo o por la ex-
posición a pesticidas.56 El siguiente testimonio ejemplifica el patrón de violaciones a los derechos humanos 
laborales de los trabajadores bajo el PTAT:

“Esta el caso de Inocencio un jornalero tlaxcalteca que trabajó en un invernadero en Ontario y se en-
veneno gravemente a causa de un pesticida muy peligroso, por lo que decidió interrumpir su contrato 
y regresar a México, al no ser atendido ni por el patrón de la ‘farma’ ni por el cónsul que, en pos de 
ayudarlo, lo amenazo que iba a ser expulsado del programa. Inocencio tenía fuertes dolores de cabeza 
y estaba perdiendo la vista, por lo que compró su boleto de regreso a México y allí fue atendido por 
un médico. Funcionarios de la Secretaría del Trabajo lo visitaron en su domicilio y a pesar de haberles 
explicado el caso y enseñado las medicinas que se le habían recetado fue expulsado del PTAT.”57
Otro obstáculo y problema que tienen los trabajadores del PTAT son las grandes distancias que re-

corren entre su dormitorio y las parcelas, así como las distancias entre las granjas y el pueblo más cercano. En 
muchas ocasiones los trabajadores salen en bicicleta a comprar víveres al pueblo y en el camino son atropellados 
o lesionados y eso no se reporta como accidente de trabajo. La segregación lingüística es también otra condición 
de desigualdad y vulnerabilidad para estos trabajadores.58 En los casos en que los trabajadores deciden ir al mé-
dico por alguna enfermedad ocasionada en el trabajo, es muy difícil para ellos comunicarse en inglés o francés 
sobre lo que les está doliendo.59 En el convenio entre México y Canadá no se prevé la posibilidad de beneficiarse 
de los servicios de un intérprete en caso de requerir atención médica.

En ese mismo sentido un estudio realizado en la provincia de British Columbia sobre las condiciones 
laborales de las y los trabajadores agrícolas bajo el PTAT muestra una larga lista de obstáculos para el ejercicio 
real de sus derechos laborales y señala las causas estructurales que no se han atendido y que provocan en gran 
medida violaciones a sus derechos humanos laborales.60 Los trabajadores mexicanos que participaron en el 
estudio estaban preocupados porque no conocían los términos de su contrato, ni las leyes de Canadá, ni sus 
derechos como trabajadores. En una entrevista, una trabajadora dijo que había leído el contrato unas cinco veces 
y apenas lo estaba empezando a entender.61

Los trabajadores migrantes mexicanos no comparten la misma cultura laboral que los empleadores 
canadienses y eso les significa una desventaja. De igual forma no conocen las leyes canadienses, ni los procedi-
mientos en las relaciones laborales que puedan apoyarles o afectarles. Reciben poca orientación reciben sobre 
su contrato o las deducciones que se hacen a su recibo, que están generalmente escritos en inglés o francés. Un 
ejemplo de esto es lo que les implica el fondo de desempleo, pues a pesar de  que los trabajadores contribuyen al 
fondo de la EI (Employment insurancy), al igual que cualquier trabajador de Canadá, el contrato de MSAWP no 
les permite estar en el paro y la búsqueda activa de empleo. Por lo tanto, los trabajadores MSAWP no pueden 
reclamar la EI mientras están en Canadá, al menos que sea una prestación por enfermedad.62

56  Bruno Lutz, Ivonne Vizcarra Bordi, Verónica Flores Castro. Cuerpo y biopanoptismo en México a principios del siglo XXI: el Programa de 
Trabajadores Agrícolas Temporales a Canadá. Estud. front, Mexicali, v. 11, n. 21,  junio. 2010. Disponible en http://www.scielo.org.mx/scielo.
php?script=sci_arttext&pid=S0187-69612010000100004&lng=es&nrm=iso.  26 julio. 2011. p. 129.

57  Ibídem.

58  Ver más en: http://www.justicia4migrantworkers.org/justiciaespa_new.htm

59  Entrevista con Evelyn Escalada el 13 de junio de 2011.

60  David Fairey, Christina Hanson, Glen MacInnes, Arlene Tigar McLaren, Gerardo Otero,  Kerry Preibisch and Mark Thompson; Co-pub-
lished by the Canadian Centre for Policy Alternatives – BC Office, Justicia for Migrant Workers, Progressive Intercultural Community Services, 
and the BC Federation of Labour; CULTIVATING FARMWORKER RIGHTS; “ENDING THE EXPLOITATION OF IMMIGRANT AND 
MIGRANT FARMWORKERS IN BC”, June 2008.

61  Ibídem. p. 54.

62  Ibídem. 
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Sin embargo algunos trabajadores hombres han encontrado una oportunidad interesante  para el ejer-
cicio de los derechos de paternidad cuando están en México. Si su esposa  está embarazada y su hijo es menor 
de un año de edad cuando regresan a México, pueden reclamar la EI a través de las denominadas prestaciones 
por paternidad. Las  mujeres, por su parte han encontrado muchas más dificultades para ejercer estos derechos 
y se sienten incapaces de reclamar los beneficios correspondientes. Hay quienes señalan que la causa es que no 
se les permite quedar embarazadas mientras están ahí.63

Sobre la utilización del MSAWP, otros autores han mencionado que, en la categorización de los tra-
bajadores también se hace evidente la forma en cómo éste programa selecciona trabajadores sobre la base de 
sus vínculos familiares, al tiempo que demanda que suspendan sus vidas personales y obligaciones cuando se 
encuentran en Canadá. Esa situación refleja la ausencia de una política de atención integral a las y  los trabaja-
dores agrícolas migrantes por parte del gobierno mexicano y sus consulados.

Frente a todas estas ausencias, diversos grupos de defensa de las y los trabajadores, incluyendo la iglesia, 
la comunidad y las organizaciones sindicales, trabajan para  llenar el vacío dejado por el consulado mexicano y 
los organismos provinciales y federales del gobierno canadiense. Son grupos que proveen servicios esenciales y 
que no reciben fondos del gobierno de Canadá o de los interesados en que el MSAWP funcione.64

Un estudio sobre los trabajadores en la provincia de British Columbia refleja que la mayoría afronta 
grandes obstáculos para demandar de manera efectiva sus derechos:

 Los trabajadores no podían quejarse de su salario, horas o las condiciones de seguridad, o incluso lesio-
nes, ya que temían perder sus puestos de trabajo;

 El sistema de contrato de trabajo agrícola impone un desequilibrio de poder injusto para 

 los trabajadores agrícolas inmigrantes que los obliga al silencio;

 Restringir la movilidad de los trabajadores permite que los empleadores tengan un control excesivo 
sobre los contratos, la estructura del MSWAP socava el derecho a denunciar de los trabajadores mi-
grantes; 

 Las agencias federales canadienses han dejado un vacío en la coordinación del MSAWP  con otras 
agencias gubernamentales y en la protección de los derechos del trabajador.65

Es muy evidente que la estructura del MSAWP está diseñada de forma que las y los  trabajadores mi-
grantes temporales, con el paso del tiempo, diluyen sus lazos familiares  y comunitarios. Esta “temporalidad” 
se mantiene como una permanente en la vida de  estos trabajadores ya que la mayoría termina regresando el 
resto de su vida laboral a este programa de trabajo, ante el cada vez más debilitado mercado laboral en México.

De igual forma se hace evidente que la estructura del MSAWP también establece, de manera efectiva, 
una serie de trabas que impiden a estos trabajadores y trabajadoras  juntar los requisitos necesarios para la soli-
citud de ciudadanía, lo que los obliga a convertir a Canadá en “su país de trabajo”.

Sindicalización y negociación colectiva

Como ya se ha señalado anteriormente la sindicalización es un derecho que no se tiene en todas las provincias 
de Canadá. Sin embargo, existe un esfuerzo importante para expandir este derecho a todo el país.66 

63  Ibídem. p. 54.

64  Ibídem. p. 56.

65  Ibídem. p. 57.

66  Entrevista con Andrea Gálvez, enlace para México UFCW. 16 de junio de 2011.
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La Alianza de los Trabajadores Agrícolas (AWA por sus siglas en inglés) y el UFCW Canadá han 
presentado desde el año 2006 once solicitudes de certificación ante los comités laborales provinciales. Los 
acuerdos colectivos que se han logrado demuestran que hay un mejor trato para los trabajadores migrantes y 
que disminuye el temor a las represalias cuando denuncian alguna violación a sus derechos humanos laborales.67 

Un ejemplo de las mejoras que se han obtenido son:

 Procedimiento para la presentación de reclamos.

 Derecho a ser solicitados cada temporada por empleadores con base en la antigüedad.

 Capacitación a los comités de salud y seguridad en los centros de trabajo.

 Suministro de acuerdos de negociación colectiva y otros documentos en el idioma del trabajador.

 Un lugar en la mesa de negociaciones para tratar temas sobre las normas y condiciones de trabajo 
y vivienda.

Sin embargo como ya se menciono en el caso de las provincias de Alberta y Ontario el derecho a sin-
dicalizarse aun no es una realidad y en Quebec hay secciones del código laboral de la provincia que también 
obstaculizan a algunos trabajadores migrantes su acceso a sindicalizarse.68 

A pesar de que el TFWP y el Acuerdo de Trabajo Piloto México-Canadá no son el objeto central de 
este capítulo, es importante mencionarlos y caracterizarlos de manera general, ya que el TFWP se considera 
como una versión menos reglamentada del MSWAP lo cual implica un aumento en el número de trabajadores 
contratados bajo el mismo y una mayor explotación laboral.

Programa de Trabajadores Extranjeros Temporales por Ocupaciones que requieren poco nivel de capacita-
ción formal (TFWP por sus siglas en inglés)

El Programa de Trabajadores Extranjeros Temporales por Ocupaciones que Requieren poco Nivel de Capa-
citación Formal (TFWP), fue establecido en 1977. Este programa tiene ahora la capacidad de proporcionar 
trabajadores a la agricultura industrial canadiense a gran escala. Los principales lugares de los que provienen 
estos trabajadores migrantes son el sur de Asia, América Central, México y Jamaica.

Entre las condiciones que establece el Programa está el que las y los trabajadores temporales extranjeros 
deben pagar por su vivienda y la mitad del costo de su vuelo de retorno. El TFWP proporciona menos protec-
ción y supervisión que el CSAWP. Por eso, la industria agrícola ha recurrido al programa del TFWP como su 
proveedor preferido. El gobierno federal ha expandido el programa del TFWP en más de 500 por ciento desde 
el año 2006 y actualmente se calcula que del total de trabajadores agrícolas migrantes temporales, un 50 por 
ciento viaja bajo el CSAWP y el otro 50 por ciento viaja bajo el TWFP.69 

67  www.ufcw.ca “Condiciones de los Trabajadores Agrícolas Migrantes en Canadá; 2010-2011”; p. 20.

68  Ibídem. En el año 2008, la Corte de Apelaciones de Ontario falló a favor de la demanda de la UFCW Canadá de que la prohibición, dentro de 
la legislación de Ontario, de formar sindicatos en las granjas era una violación de los derechos de los trabajadores bajo la Constitución de Derechos y 
Libertades de Canadá. El fallo fue reafirmado por una decisión de la Corte Suprema de Canadá, sentando un precedente, la misma que dictaminó, 
“…la Sección 2(d) garantiza la Libertad de Asociación protegiendo la capacidad de los miembros de los sindicatos laborales para participar en nego-
ciaciones colectivas en asuntos de sus centros de trabajo.” (B.C. Servicios de Salud). p. 21-22.

69  Entrevista con Andrea Gálvez, Enlace para México UFCW. 16 de junio de 2011.
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Además, este programa funciona como las visas de trabajo temporal H-2A y H-2B de Estados Unidos, 
es decir, que no existe un acuerdo bilateral entre ambos gobiernos y el empleador sólo tiene que presentar un 
contrato laboral. Los empleadores usan los canales existentes para la contratación de estos trabajadores, tales 
como FERME en Quebec en donde el número de trabajadores bajo el TFWP creció de 300 a 3 000 en siete 
años.70 En Ontario los trabajadores están siendo contratados a través de FARMS y en Alberta no existe una 
asociación de empleadores que esté haciendo la contratación. Sin embargo, y aunque no exista legislación que 
regule a los reclutadores, el gobierno Canadiense tiene la obligación de hacer que se respeten los derechos de 
estos trabajadores.

Acuerdo de Trabajo Piloto México / Canadá

También existe el Proyecto de Trabajo Piloto México-Canadá, a través del cual esos países se comprometen a 
impulsar de forma ordenada, legal y segura el flujo de trabajadores temporales mexicanos a Canadá, con pleno 
respeto de sus derechos laborales y en igualdad de condiciones que los trabajadores canadienses. Este proyecto 
piloto inició en 2008 bajo un esquema similar al del Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales, impul-
sado en el marco de la firma de un memorándum de entendimiento entre México y Canadá en 1974. En el 
último año este Proyecto ha llevado a 18 mil mexicanos a trabajar a los campos de Ontario, Quebec, Manitoba, 
Alberta y Columbia Británica.71

En el anuncio de este proyecto piloto se establece que está normado y coordinado por los gobiernos fe-
derales de ambos países, con la supervisión de la Secretaría de Relaciones Exteriores y la Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social a través del Servicio Nacional de Empleo en el caso de México. El perfil de los trabajadores 
que pueden aplicar a este nuevo sistema es el de Encargado de Mostrador en Servicio de Alimentos, el cual 
realizará actividades tales como:

 Atención a clientes

 Empaque de alimentos para llevar

 Seguimiento del monitor de pedidos

 Seguimiento de los procedimientos de manejo de caja de la tienda

 Ayuda en la venta del producto

 Sugerencia apropiada de productos, combos o tamaños

Los requisitos para poder aplicar a este proyecto piloto son:

 Experiencia mínima de un año

 Estudios de primaria a preparatoria o equivalente, 

 Contar con la nacionalidad mexicana y residir en el territorio nacional

 Ser mayor de 18 años

 Contar con una identificación oficial vigente (credencial del IFE, cartilla militar o pasaporte)

 Contar con la Cédula Única de Registro de Población (CURP)

 Comprobante de último grado de estudios (máximo preparatoria, bachillerato o escuela técnica)

70  Entrevista con Andrea Gálvez, Enlace para México UFCW. 16 de junio de 2011.

71  Ver más en: http://www.dgec.df.gob.mx/programas/mexcana.html 
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 Tener experiencia demostrable en la ocupación ofertada

 Acreditar el nivel de inglés avanzado (70 por ciento mínimo)

Conclusiones y recomendaciones

El Programa Estacional de Trabajadores Agrícolas, PTAT México y Canadá, es uno de los pocos sistemas de 
trabajo temporal que intenta desarrollar de inicio el principio de la bilateralidad. En su diseño e implemen-
tación se involucran ambos gobiernos y existe un convenio entre ambos países que establecen tanto derechos 
como obligaciones.

El PTAT se ha propuesto como un programa modelo para otras latitudes, bajo la propuesta de que 
manteniendo la bilateralidad hay una intención de responder a los intereses de ambos países involucrados, 
tanto del emisor como del receptor. Sin embargo en lo concreto de su administración se han observado una 
serie de retos a resolver y que se traducen en el detrimento de los derechos de los y las trabajadoras migrantes 
temporales.

La diferencia que existe entre las legislaciones provinciales y la legislación nacional obstaculiza el ejer-
cicio pleno de algunos derechos laborales, tales como el derecho a pertenecer a un sindicato y a demandar por 
un despido injustificado. También se ven afectados el derecho a la vivienda y el derecho a la salud. De igual 
forma los descuentos al salario de las y los trabajadores por pago de impuestos no les garantizan el goce de los 
beneficios que este pago supone ni existe la posibilidad de recuperar el gasto devengado. Los salarios que se 
pagan son desiguales en cada provincia y se establecen a partir del salario mínimo, también las condiciones de 
trabajo son más difíciles según la provincia.

El papel del consulado mexicano en Canadá ha dejado mucho que desear. En varios reportes e infor-
mes sobre violaciones a los derechos humanos de las y los trabajadores migrantes temporales bajo el PTAT se 
observa un patrón de falta de información, atención y asesoría adecuada por parte del personal del consulado.

Las siguientes recomendaciones generales se integran a partir de lo que otras organizaciones de dere-
chos de las y los trabajadores migrantes temporales, autores y sindicatos han identificado como las necesarias 
para asegurar el respeto y la protección de los derechos humanos laborales de los trabajadores y trabajadoras 
bajo el PTAT.

1. Poner a disposición de todos los trabajadores un proceso de apelaciones transparente e imparcial antes 
de que se tome cualquier decisión de repatriación.

2. Establecer como una condición de los programas del CSAWP y TFWP que las provincias que traigan 
trabajadores migrantes a Canadá establezcan en sus leyes el derecho de esos trabajadores a formar y 
unirse a sindicatos para negociar colectivamente como lo contempla la Constitución de Derechos y 
Libertades. 

3. Hacer públicas de inmediato las estadísticas utilizadas por el HRSDC para determinar las tasas sala-
riales anuales a ser pagadas a los trabajadores migrantes agrícolas. 

4. Implementar las provisiones del CSAWP y del TFWP bajo las cuales los trabajadores de estos pro-
gramas deben recibir como mínimo una remuneración igual a la tasa salarial promedio establecida para 
la temporada en la provincia.
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5. Crear normas nacionales que exijan a todas las provincias que los trabajadores extranjeros sean comple-
tamente protegidos.

6. Crear normas nacionales que permitan a las provincias certificar, supervisar y sancionar, a quienes re-
clutan a las y los trabajadores extranjeros, tanto en el país como en el exterior.

7. Ofrecer a los trabajadores y trabajadoras un lugar en la mesa de negociaciones para determinar las tari-
fas salariales anuales y los niveles provinciales de pago.

8. Inspeccionar toda vivienda donde deban vivir las y los trabajadores antes y después de ser ocupada.

9. Exigir en forma obligatoria que todos los materiales escritos, se ofrezcan en los idiomas necesarios.

10. Eliminar la práctica de retención del 25 por ciento del salario a los trabajadores del Caribe.

11. Expulsar de inmediato del CSAWP y del TFWP a todo empleador al que se le descubra reteniendo los 
documentos personales de los trabajadores y trabajadoras migrantes temporales.

12. Prohibir al empleador al que se le revoca su participación en el CSAWP, por infringir el contrato, su 
participación en cualquier otro programa de trabajadores migrantes temporales federal o provincial.

13. Garantizar que a las y los trabajadores que se les realice un chequeo médico gratuito antes de regresar 
a su país.

14. Proporcionar una manera de obtener la condición de residente permanente a los trabajadores agrícolas 
estacionales y otros trabajadores y trabajadoras extranjeros temporales.

15. Garantizar que los empleadores deban presentar un informe confiable sobre la Opinión del Mercado 
Laboral basado en pruebas más sustanciales que las que se exigen actualmente. 

16. Canadá no debe seguir demorando más su adhesión a la Convención Internacional para la Protección 
de los Derechos de Todos los Trabajadores Migrantes y sus Familiares, que ha sido adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. 

Respecto al gobierno mexicano se recomienda:

1. Mejorar la información suministrada a los trabajadores.

2. Desarrollar la capacidad para coordinarse con las agencias de los gobiernos provinciales y fortalecer el 
papel de mediación del consulado en la protección de los ciudadanos y ciudadanas mexicanas.72

3. Establecer contacto con las autoridades de otros países emisores que proveen de trabajo migratorio a 
Canadá para tratar de establecer una plataforma mínima de condiciones al país contratante, a fin de 
evitar que siga avanzando la competencia hacia la baja en las condiciones en que se contrata a las y 
los trabajadores migrantes. Es una estrategia difícil, que llevará tiempo, pero que debería empezarse a 
trabajar, con el apoyo técnico de organismos como la OIT.

72  Ibidem. p. 65.
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3.2 Sistema Guatemala / Canadá: Sistema de Trabajadores 
Agrícolas Temporales en Canadá PTAT-C

Antecedentes

Los procesos migratorios de Guatemala se explican en un contexto político y social agravado por una Guerra 
Civil de 36 años que terminó en 1996, dejando condiciones que han dificultado la recuperación social y eco-
nómica del país. La poca posibilidad de empleo decente y desarrollo de las y los guatemaltecos, aunado a los 
lastres de violencia y el debilitamiento de sus instituciones, han convertido a la migración en una alternativa 
de vida para muchos y muchas trabajadoras así como para sus familias. En ese sentido, vale la pena mencionar 
que las remesas son la principal forma de sustento para miles de familias de Guatemala, las cuales se han ido 
incrementando considerablemente con los años.1

El Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales de Guatemala a Canadá, denominado PTAT-C, 
se estableció en el 2003 con el objetivo de regularizar y formalizar el desplazamiento continuo de trabajadores y 
trabajadoras migrantes con experiencia agrícola.2 Este programa se formalizó con la firma de un Memorándum 
de Entendimiento entre la Fondation des Entreprises pour le Recrutement de la Main d’oeuvre Étrangere: 
(FERME) en Canadá y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM). A diferencia del Progra-
ma de Trabajadores Agrícolas Temporales entre México y Canadá, el PTAT-C no se protocolizó mediante la 
firma de un memorándum entre gobiernos, sino entre una entidad particular que representa a los granjeros o 
empleadores en Canadá -FERME- y una organización intergubernamental como lo es la OIM.3

Según el Memorándum mencionado, la OIM en coordinación con el Ministerio del Trabajo y Previ-
sión Social (MTyPS) y el Ministerio de Relaciones Exteriores de Canadá (MRE de Canadá), ayudarán a los 
potenciales trabajadores a obtener sus documentos migratorios. La FERME y el MTyPS seleccionarán a los 
trabajadores y, el personal del Consulado Guatemalteco en Canadá, será el encargado de brindar asistencia en el 
Aeropuerto a los trabajadores a su llegada. El memorándum establece además que el PTAT-C se implementará 
en el marco de las leyes laborales y migratorias de ambos países.4 Sin embargo, debido a que el memorándum de 
entendimiento no está firmado por los gobiernos, la exigibilidad y justiciabilidad de los derechos de las traba-
jadoras y trabajadores guatemaltecos, en el marco de la ley canadiense, así como de la guatemalteca, se observa 
difusa.

1  Ver en: http://www.mappingmigration.com/migrationdevelopmentspanish.html#civilrights 

2  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No.25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-MT-
yPS-OIM, 2008.

3  Ver más en: http://www.iom.int/jahia/Jahia/lang/es/pid/1 

4  Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010.
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A pesar de que el Memorándum establece que los Ministerios del Trabajo y de Relaciones Exteriores 
de Guatemala (MRE) tienen un papel definido en la administración del PTAT-C, en la realidad es la OIM la 
única instancia que tiene relación directa con FERME y la que se encarga de las solicitudes enviadas por los 
granjeros de Canadá. También recibe las solicitudes donde se estipula cuántos trabajadores se van a necesitar, 
sus características laborales y físicas, así como los nombres de los lugares a donde irán, el nombre de las empre-
sas contratantes y la duración de sus contratos.5 

Según el MRE de Canadá, el MTyPS y la OIM identificaron que las trabajadoras y trabajadores que 
han viajado para trabajar en los campos agrícolas de Canadá proceden principalmente de 18 departamentos 
y 105 municipios de la república de Guatemala, lo que significa un equivalente al 32 por ciento del total de 
municipios del país.6 Un 6.6 por ciento de los trabajadores provienen de 18 municipios con niveles de pobreza 
menor a 30 por ciento. El 22.7 por ciento de 23 municipios con niveles de pobreza comprendidos entre 31 y 50 
por ciento. Otro 43.1 por ciento de 28 municipios con indicadores de pobreza de más de 71 por ciento.

Desde esta perspectiva las instituciones del gobierno guatemalteco así como la OIM han evaluado que 
el PTAT-C ayuda a mejorar las condiciones de vida y de pobreza de las y los trabajadores migrantes temporales 
dado que les ofrece una oportunidad de trabajo que no encuentran en su propio país.

Otro dato a tener en cuenta es que, del número total de trabajadores y trabajadoras que viajan en el pro-
grama temporal, el 93.7 por ciento son hombres y el 6.3 por ciento son mujeres.7 La OIM y las instituciones del 
gobierno guatemalteco establecen que el número de mujeres es menor debido a que su mano de obra no es tan 
solicitada como la masculina. Algunas investigadoras han planteado en diversos estudios que las condiciones de 
trabajo en las granjas en Canadá, aunadas a la construcción social y cultural de los roles femeninos y masculinos 
en la sociedad guatemalteca, plantean condiciones más difíciles para las mujeres trabajadoras agrícolas, y eso 
inhibe su participación en el programa y en los procesos de reclutamiento y contratación.8

En cuanto al perfil de las y los trabajadores que viajan temporalmente a Canadá el MRE de Canadá 
y el MTyPS han establecido las siguientes características: el 91.9 por ciento de las personas que pertenecen al 
programa están casadas o viven en unión libre, 6.7 por ciento son trabajadores solteros y el resto, son viudos, 
separados y/o divorciados. En cuanto a las mujeres el porcentaje más alto corresponde a mujeres solteras.9 Estos 
datos reflejan que los trabajadores migrantes temporales guatemaltecos pertenecen a una población joven con 
necesidades concretas de trabajo y de regresar a Guatemala a retomar sus nexos familiares.

El procedimiento para la selección de las y los trabajadores es definido por la OIM; esta organización 
es la que determina los lugares a visitar para seleccionar la mano de obra. Es en una visita previa que el personal 
de la OIM realiza la primera selección de trabajadores y, posteriormente, llegan representantes del MTyPS y 
del MRE para la realización de entrevistas y exámenes mínimos con el fin de otorgar la aprobación definitiva.10 
Desde su comienzo en 2003, el programa ha ido creciendo año tras año, pasando de 215 migrantes y 10 em-
pleadores, a más de 14 000 y 500 respectivamente.11

5  Ibídem.

6  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No. 25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-MT-
yPS-OIM, 2008. p. 12.

7  Ibídem.

8  www.rwmc.uoguelph.ca; Kerry Prebisch y Evelyn Encalada; Trabajadoras Agrícolas Migrantes en Canadá; Guía de información; Julio 2008.

9  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No. 25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-MT-
yPS-OIM, 2008; p. 14.

10  Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010.

11  Ver en: http://ftp.iom.int/jahia/Jahia/media/press-briefing-notes/pbnAM/cache/offonce?entryId=27530 
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Contratación

La solicitud de visa y todos los documentos apropiados son enviados a la embajada canadiense, para que los 
formatos de exámenes médicos se puedan otorgar. Si los exámenes médicos del trabajador son aprobados, se le 
otorga una petición para trabajo agrícola temporal, al mismo tiempo, el permiso de trabajo (HRDC) es solici-
tado mediante la FERME.

Una vez que la embajada canadiense tiene el permiso de trabajo otorgado por el HRSDC, se emiten 
las visas.12 A los trabajadores que viajan se les pide que visiten la oficina de OIM días antes de su partida con el 
objetivo de recibir instrucciones para su viaje; sobre el “comportamiento apropiado”13 y las normas de disciplina 
que tienen que seguir durante el trabajo en las granjas. Cada trabajador recibe una carpeta con todos los docu-
mentos de viaje el día de su partida. Los documentos son clasificados para facilitar la emigración de Guatemala 
y la inmigración en Canadá e incluyen los documentos que el trabajador necesita dar al empleador.14

Las y los trabajadores que fueron seleccionados asumen el pago de los exámenes médicos en Guate-
mala, en las clínicas de salud que son determinadas por la Embajada Canadiense. De igual forma, las personas 
seleccionadas hacen un depósito de cuatro mil quetzales, lo que se convierte en una especie de cláusula de pe-
nalización por si un trabajador o trabajadora regresa antes de lo que estipula su contrato. Si no hay un regreso 
adelantado, ese depósito se les devuelve cuando terminan su contrato.15 

También se les solicita como requisito que las y los trabajadores seleccionados compren un seguro 
médico particular con la Empresa Promotora de Servicios de Salud (EPSS), la cual es designada por la OIM, 
quien se encarga también de hacer las reservaciones y la compra de los boletos de avión que son pagados direc-
tamente por la FERME. Al regreso, las personas trabajadoras deben entregar la carta de recomendación que 
sus empleadores les dieron, carta que es enviada directamente a la OIM. Es importante mencionar que, a pesar 
de que se envía directamente, los trabajadores personalmente deben llevarla a las oficinas de la OIM ya que de 
esa carta depende si vuelven o no a ser contratados la próxima temporada.16

Según el MRE, el MTyPS y la OIM, las condiciones de las y los trabajadores migrantes temporales 
del PTAT-C son justas,17 sin embargo como lo veremos más adelante en los hechos distan mucho de ser satis-
factorias.

En términos generales, las y los trabajadores guatemaltecos al llegar a Canadá se incorporan al trabajo 
en los campos de hortalizas (lechuga, apio, tomate, repollo, brócoli, entre otros) y una menor proporción se 
incorpora en viveros de siembra de árboles y en granjas agrícolas. Se requiere por lo mínimo ocho horas de 
trabajo y según la ley deben tener días de descanso y recesos entre jornada.18 Sin embargo, los trabajadores han 

12  Ver en: http://www.oim.org.g, Seasonal Agricultural Workers Program; Guatemala-Canada; 2008. 

13  Ver en: http://www.ufcw.ca/index.php?option=com_content&view=article&id=2161%3Aguatemalan-migrants-&catid=17%3Acamp; las “in-
strucciones” que se les dan a los y las trabajadoras son una suerte de advertencias que les recuerdan, entre otras cosas, que “Usted no se puede comparar 
con los trabajadores mexicanos, ellos tienen otros tipos de descuentos” (se anexa el formato que se les entrega a cada trabajador y trabajadora en a OIM 
y también se puede consultar en la página electrónica antes citada.

14  Ver en: http://www.oim.org.g, Seasonal Agricultural Workers Program; Guatemala-Canada; 2008. 

15  Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010.

16  Ibídem.

17  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No.25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-
MTyPS-OIM, 2008; p. 34.

18  Ibídem p. 16.
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reportado que trabajan entre 9 y 12 horas por día aproximadamente19 y, aunque se tienen descansos de 10 a 15 
minutos, en algunas granjas el trabajo físico que se requiere es muy extenuante.

Según el Cónsul de Guatemala el pago por hora era de 11.75 dólares canadienses, a diferencia del pago 
mínimo por hora establecido en Quebec que es de 9.50.20 Es importante mencionar que los salarios de las y los 
trabajadores guatemaltecos en Canadá por ley tendrían que ser los mismos que reciben los trabajadores agríco-
las canadienses teniendo en cuenta, como ya se ha mencionado, que cada provincia tiene sus códigos laborales 
y se establecen algunas diferencias entre ellas.

La duración de los contratos de trabajo varía de entre tres a ocho meses al año.21 En la segunda evalua-
ción del PTAT-C, realizada por el MRE, MTyPS y la OIM, en 2008 se establecieron porcentajes que llaman 
“el cumplimiento de los contratos”. Cabe mencionar que cuando se hace referencia al incumplimiento, sólo se 
responsabiliza a los y las trabajadoras y no se establece ninguna responsabilidad de incumplimiento por falta 
de condiciones satisfactorias de trabajo, que por obligación los empleadores deben proporcionar en los centros 
de trabajo.

En 2007, el 93 por ciento de los 2 255 trabajadores que viajaron a Canadá cumplieron sus contratos; el 76 
por ciento, fueron trabajadores que ya habían viajado anteriormente; y el 16 por ciento lo hacían por primera 
vez. Un 6.8 por ciento corresponde a trabajadores que incumplieron contrato por diversas causas que se descri-
ben a continuación.22

 2.8 por ciento fueron contratos interrumpidos por los empleadores debido a la falta de disciplina de los 
trabajadores (alcoholismo, conflictos con los compañeros de trabajo etc.) y/o baja productividad.

 0.8 por ciento fueron los trabajadores quienes tomaron la decisión de rescindir el contrato porque no 
se adaptaron a la vida y el trabajo en Canadá.

 1.7 por ciento fueron retornados por razones de salud.

 1.3 por ciento fueron retornados por razones familiares.

 2 por ciento abandonaron el trabajo con la finalidad de trasladarse a Estados Unidos.

Condiciones generales de seguridad social

De acuerdo con las leyes canadienses todos los trabajadores tienen derecho a la protección y acceso a derechos 
sociales y beneficios iguales a los trabajadores canadienses sin discriminación. Adicionalmente todas las pro-
vincias de Canadá tienen sus propias legislaciones sobre las condiciones de seguridad e higiene en el centro de 
trabajo, como ya se ha explicado en el capitulo referente al PTAT.

El seguro social es imprescindible para que los trabajadores puedan iniciar sus labores en Canadá y este es 
un trámite que realiza el consulado de Guatemala en Canadá conjuntamente con el trabajador casi inmediata-
mente a su llegada.

19  Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010, p. 7.

20  Ver más en: http://www.focal.ca/publications/focalpoint/409-march-2011-federico-urruela 

21  Ver en: http://www.justicia4migrantworkers.org/saw_new.htm 

22  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No.25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-
MTyPS-OIM, 2008; p. 17.
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Las leyes sobre indemnizaciones que se aplican en Canadá establecen un sistema mediante el cual los tra-
bajadores pueden solicitar una indemnización por lesiones o enfermedades que surjan como consecuencia o en 
el transcurso de la realización de su trabajo. Por tal motivo se les realizan las siguientes deducciones:23

 Seguro de empleo: descuento de 1.53 por ciento del salario bruto.

 Seguro médico: descuento es de 3.92 dólares canadienses semanales.

 Seguro parental: descuento mensual al salario bruto de 4 por ciento y el beneficio es que si tiene un 
hijo al inicio del trabajo en Canadá o naciera dentro de un año después de su regreso a Guatemala y 
acumuló más de 600 horas de trabajo al final de su temporada, puede recibir una ayuda económica por 
parte del gobierno canadiense.

 Vacaciones: se les paga al finalizar el contrato.

 Vivienda y alojamiento semanal 35 dólares canadienses.

 Certificado de aceptación de Quebec 175 dólares canadienses. Éste certificado se descuenta del 4 por 
ciento de las vacaciones pagadas al finalizar el contrato.

 Impuestos de Quebec: descuento de 4.95 por ciento mensual del salario bruto que da derecho a que le 
paguen una pensión después de cumplir diez temporadas de trabajo en Canadá.

 Impuesto sobre la renta: se les descuenta 16 por ciento de lo ganado y este impuesto solo aplica a los 
trabajadores casados o que viven en una unión de hecho y ganan más de 16 510 dólares canadienses en 
una temporada.

 Declaración de impuesto sobre la renta: para preparar la documentación de este impuesto, facilitar la 
gestión de los trabajadores y llenarles el formulario TD1-2007, al finalizar el contrato de trabajo, se les 
descuenta el 4 por ciento de las vacaciones pagadas, algo así como 40 dólares canadienses para que una 
empresa privada especializada les prepare la presentación del formulario. En este sentido, es impor-
tante hacer notar que en 2009 el Consejo de Estándares Laborales de Quebec, informó al Consulado 
de Guatemala y a FERME que la deducción semanal de 40 dólares a cerca de cuatro mil Trabajadores 
Agrícolas Temporales Guatemaltecos, representaba una violación ya que el máximo permitido por los 
Estándares Laborales Provinciales es de 20 dólares por semana.24

Es importante mencionar que el papel del personal del consulado de Guatemala podría ser de mayor 
asistencia a los y las trabajadoras guatemaltecas desde el momento en que llegan a Canadá, sin embargo, se ha 
documentado que el gobierno canadiense se ha negado a extenderles un salvoconducto para que puedan entrar 
al aeropuerto y apoyar los primeros trámites de las y los trabajadores.25

El plan de servicios médicos

El plan de servicios médicos en el PTAT-C sin duda ejemplifica uno de los retos a los que se enfrentan las 
y los trabajadores temporales y sus familias para acceder a la seguridad social en su concepción más amplia. 

23  Ibídem. p. 26, 27 y 28.

24  Jacobo Vargas Foronda, “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010, p. 37.

25  Ibídem. p. 28.
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Esto debido a que, el plan de servicios médicos que se les ofrece se presenta como una “oportunidad” de acceso 
a la salud, soslayando la posibilidad de demandar el cumplimiento de su derecho como trabajadores para ser 
cubiertos junto con sus familiares dependientes mediante la seguridad social.

El plan de servicios médicos es ofrecido por la OIM de Guatemala y está dirigido principalmente a 
las familias de los migrantes ya que los accidentes y enfermedades laborales de los trabajadores en las granjas 
en Canadá son atendidas en el marco del acceso a la salud y atención medica canadiense. El Plan mencionado 
se ofrece como una oportunidad debido a la precariedad de los servicios de salud en Guatemala en general.26 
Guatemala gasta solo el 1 por ciento del Producto Interno Bruto en servicios de salud pública y se estima que, 
hasta el 20 por ciento de la población no tiene acceso a servicios médicos.27

Hay tres diferentes planes y cada uno tiene un costo que se paga en dólares estadounidenses debido 
a que es proporcionado por un acuerdo inter-institucional con una compañía de remesas (Compañía interna-
cional de micro finanzas) la cual es parte de la red de la OIM en los Estados Unidos y de una compañía de 
servicios médicos en Guatemala (Empresa Promotora de Servicios de Salud, S.A. o EPSS).

Cabe señalar que la participación de las y los trabajadores migrantes es obligatoria y que los varios 
paquetes de planes de servicios disponibles son pagados por los envíos de ingresos de los trabajadores. En 
2008, las instalaciones de EPSS en Guatemala consistían en: 251 centros de prácticas generales, 252 centros 
de especialización, 69 laboratorios, 24 sitios de rayos X, y 19 hospitales. Las familias son cubiertas por todo 
el año a partir del inicio del contrato de trabajo del migrante. A pesar de que el seguro médico no cubre a los 
trabajadores durante su estancia en Canadá si lo están a su regreso a Guatemala. El EPSS tiene un centro de 
llamadas utilizado por los beneficiarios para recibir información sobre dónde ir para buscar tratamiento, y para 
coordinar las citas con los profesionales.28

La forma como opera este plan es la siguiente:

 Es obligatorio para los trabajadores del PTAT-C el llenado de un formulario que contiene la infor-
mación necesaria para la emisión de la credencial que los acredita para la obtención de servicios médi-
cos. Los datos requeridos son:29

o nombre y apellidos del remitente.

o nombre y apellidos del o los beneficiarios en Guatemala.

o edades de los beneficiarios.

o sexo de los beneficiarios.

o número de cédula de vecindad del principal beneficiario (no es indispensable).

o estado civil de los beneficiarios.

o parentesco del los beneficiarios.

o dirección de residencia de los beneficiarios.

o número de teléfono de los beneficiarios. 

26  Caroline Banas. FactSheet: Health services provision for participants in the Guatemala IOM Canadá Temporary Worker  Program; http://www.map-
pingmigration.com 

27  Ibidem.

28  Ibídem.

29  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No. 25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-
MTyPS-OIM, 2008; p. 30.
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El plan tiene cobertura en todas las regiones, departamentos y municipios de Guatemala y hay diferen-
tes planes para los usuarios como se describe a continuación:30

Planes de servicios médicos

Tipo de Plan Cuota Gasto total para el migrante 
en dólares de EEUU

Servicios

A)Plan Básico

Individual

Familia

Anual

Anual

18.00

36.00

Médico clínico, ginecólogo, pediatra

B) Plan Plateado

Individual

Familiar

Anual

Anual

100.00

260.00

Médico clínico, ginecólogo, pediatra, 
ortopedista, exámenes de laboratorio: de 
orina y sangre. Imágenes para diagnósticos, 
rayos X, servicios médicos y transportación 
programada.

Dentista, evaluación, limpieza, flúor, 
rellenos, y extracciones básicas

C) Plan Oro

Individual

Familiar

Anual

Anual

185.00

450.00

Médico clínico, ginecólogo, pediatra, 
médico especializado, (endocrinólogos, 
neurólogos, cardiólogos, ginecólogos). 
Exámenes de laboratorio: orina y sangre

Imágenes de diagnósticos : Rayos-X, 
Servicios médico, y transportación 
programada

Dentista: Evaluación, limpieza, flúor, 
rellenos y extracciones básicas

Maternidad

Situación actual de las y los trabajadores bajo el PTAT-C

Las condiciones en las que trabajan las y los trabajadores temporales guatemaltecos bajo el PTAT-C distan de 
las condiciones bajo las cuales laboran los trabajadores mexicanos bajo el PTAT Canadá-México. La primera 
diferencia es que, los trabajadores del PTAT-C son reclutados directamente por la OIM, y se les ofrece el tra-
bajo como una gran oportunidad con la que adquieren, si trabajan lo suficiente, una serie de privilegios en lugar 
de derechos. Se les impone, desde la contratación, una suerte de código de conducta que deberán seguir una vez 
que estén en las granjas en Canadá.31

30  Ver en: Caroline Banas. FactSheet Health services provision for participants in the Guatemala IOM Canadá Temporary Worker
Program; http://www.mappingmigration.com

31  Ver el anexo titulado: “Reglamento de Normas y Conducta en Alberta, Canadá” en Jacobo Vargas Foronda, “El programa de Trabajo Agrícola 
Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y 
altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 2010, p. 46 y 47.
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Por otro lado, se ha identificado que las condiciones de reclutamiento y contratación de estos trabajado-
res son poco claras y verificables. El investigador Jacobo Foronda explica que las y los trabajadores, que intentó 
entrevistar para sus investigaciones sobre el PTAT-C en diferentes ocasiones, le manifestaron el temor de que 
si la OIM se enteraba de que estaban hablando sobre su trabajo en las granjas en Canadá entonces serian san-
cionados y quizás no les renovaría el contrato en las próximas temporadas.32

Entre los documentos que se solicitan a los y las trabajadoras guatemaltecas se encuentran su acta de 
nacimiento y constancia de no antecedentes penales o policíacos. Los trabajadores deben presentar inmediata-
mente su pasaporte y se les solicita un pago de garantía de 4 mil quetzales y otro pago de 2 mil 600 quetzales 
para los exámenes médicos. 

Otro de los gastos que tienen que devengan es el pago por la visa de tránsito por México y la visa de 
trabajo canadiense; también los gastos de transportación que realizan de sus lugares de origen a la capital para 
llevar a cabo todos los trámites necesarios.33 Además, el pago de garantía que hacen los trabajadores y les debe 
ser devuelto una vez que regresen a Guatemala al término de su contrato, no es reintegrado cuando un traba-
jador o trabajadora regresa por despido; caso en el que además tienen que pagar su boleto de avión de regreso.

Con respeto a sus condiciones laborales en las granjas canadienses las y los trabajadores han informado 
que sus jornadas laborales oscilan entre 13 y 19 horas y que, en ocasiones, pierden la noción de los días traba-
jados ya que laboran sábados y domingos. Sobre esta situación no hay prácticamente quejas ya que se sienten 
privilegiados por el solo hecho de tener trabajo. Tampoco conocen los términos de sus contratos, muchos no 
están familiarizados con la redacción y otros han reportado que está escrito en francés y no lo entienden, tam-
poco reciben copia del mismo.34 Este escenario evidencia que el MTyPS ha delegado su labor de supervisión 
del cumplimiento de los derechos laborales a la OIM y a FERME dejando en un estado de vulnerabilidad a las 
y los trabajadores, incluso antes de que salgan del país.

En territorio canadiense el Consulado de Guatemala tiene la facultad de supervisar las condiciones en 
las que se encuentran las y los trabajadores bajo el PTAT-C, sin embargo han reportado que esta tarea requiere 
mucha dedicación del personal para realizarla con frecuencia y sin limitaciones.35

Otra tarea del consulado de Guatemala en Canadá es su participación en la resolución de conflictos 
entre trabajadores y empleadores.36 Esta participación ha sido evaluada por las y los trabajadores como deficien-
te. Muchas de las visitas que realiza el consulado son a la hora del almuerzo de los trabajadores y no toman en 
cuenta que muchos de ellos van a comer a sus casas. A lo largo del día, hay dos descansos de 15 minutos por la 
mañana y dos por la tarde.37

Otro aspecto a destacar es que si bien, según la legislación laboral canadiense- federal y provincial,38 se 
deberían aplicar las mismas condiciones laborales tanto a los trabajadores canadienses como a los trabajadores 
migrantes temporales guatemaltecos, las posibilidades reales de acceso a la justicia de los últimos en caso de 
violaciones a sus derechos no son efectivas. Efectivamente, los trabajadores guatemaltecos del PTAT-C están 
consignados a permanecer en una relación laboral hasta el término de su contrato a pesar de que sufran viola-

32  Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010, p. 11.

33  Ibídem. p. 13.

34  Ibídem.

35  Ver: Cuadernos de Trabajo sobre Migración No.25; 2da Evaluación Programa de Trabajadores (as) Agrícolas Temporales a Canadá, MRE-
MTyPS-OIM, 2008; p. 28

36  Ibídem. p. 29.

37  Ibídem. p. 26.

38  Ver en: http://www.hrsdc.gc.ca/eng/workplaceskills/foreign_workers/index.shtml



44 inedim

ciones a sus derechos laborales; porque si el patrón decide terminar la relación laboral, los trabajadores se ven 
obligados a regresar a Guatemala sin tener la opción de contratarse con un empleador diferente. Esta falta de 
libertad de contratación es un elemento que, al igual que en el PTAT Canadá-México, se convierte en una 
herramienta de presión a las personas que realizan trabajos temporales.

Según testimonios de los propios trabajadores, el confinamiento es una situación a la que se enfrentan 
mientras trabajan en las granjas en Canadá, y ésta los pone en mayor vulnerabilidad a que sean violados sus de-
rechos humanos laborales.39 El confinamiento se relaciona con las limitaciones para organizarse colectivamente 
y así no poder negociar mejoras en sus condiciones laborales, ni tener la posibilidad de afiliarse a un sindicato. 
Es necesario recordar que en algunas provincias de Canadá los trabajadores y trabajadoras tienen el derecho a 
afiliarse a un sindicato y a negociar las condiciones colectivas de trabajo con el empleador.40

Muchos trabajadores han reportado que son escasas las posibilidades de recibir asesoría de los sindica-
tos canadienses sobre los derechos que tienen como trabajadores, así como, sus derechos de seguridad social.41 
Existen organizaciones sociales como, Justiceworkers, o Alianza para trabajadores Agrícolas (AWA por sus si-
glas en inglés), que son parte del sindicato UFCW y que tienen un trabajo de acercamiento constante y asesoría 
a los y las trabajadoras temporales migrantes. Por ejemplo la AWA, opera diez centros de apoyo para trabaja-
dores en todo Canadá,42 y ha desarrollado una labor muy importante en la capacitación de las y los trabajadores 
temporales que van a Canadá bajo el PTAT y el PTAT-C.

Por otra parte, el PTAT-C establece una serie de descuentos a los y las trabajadoras temporales para 
asegurarles condiciones de seguridad social, sin embargo los trabajadores migrantes temporales no llegan a ver 
estas ayudas. Algunos trabajadores guatemaltecos expresaron que el seguro de desempleo beneficia a los traba-
jadores canadienses pero que a ellos no, ya que en el período en que se hace entrega del seguro ellos ya están de 
regreso en Guatemala.43

Respecto al Plan de Servicios Médicos existen varias preocupaciones. En Guatemala el Plan, más allá 
de que depende de las remesas de los trabajadores migrantes, tiene algunas complicaciones para el acceso a 
los servicios del trabajador y de su familia. Para el acceso a esos servicios médicos, es obligatorio mantener un 
estatus de empleado, por lo cual, en algunos casos, los trabajadores continúan haciendo labores peligrosas o se 
dejan explotar con tal de poder pagar la cobertura para sus familias. Si un trabajador no es contratado o no es 
seleccionado para una temporada se terminará su protección.

Actualmente existe una tendencia a aumentar la participación de los y las trabajadoras temporales bajo 
el PTAT-C lo cual significará el aumento de la demanda de los servicios médicos en los próximos años. El 
crecimiento de la demanda por los servicios médicos también generará un aumento en la infraestructura en 
Guatemala para dar la atención solicitada. Lo que no está claro es de quién será la responsabilidad de la expan-
sión de las redes de atención del EPSS, debido a que es un servicio privado, y no un derecho proporcionado por 
el gobierno guatemalteco. La presión en la demanda podría traducirse en un aumento de los precios para los 
usuarios de dicho servicio que son los trabajadores migrantes y sus familias. Dado que es un requisito obligato-

39  Ver testimonios de trabajadores en: Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-
2010; Una hipócrita negociación: Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada de-
gradación.” PTAT-C-FLACSO; 2010, p. 27

40  Ver en capitulo PTAT.

41  Ver testimonios de trabajadores en: Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-
2010; Una hipócrita negociación: Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada de-
gradación.” PTAT-C-FLACSO; 2010, p. 27

42  Ver en: http://www.ufcw.ca 

43 Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010, p. 14.
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rio para ser seleccionado para el PTAT-C se convierte en un negocio para la OIM y el EPSS y un contrasentido 
al derecho de acceso a la protección de la salud de los trabajadores.

Por su parte, los trabajadores guatemaltecos, estando en Canadá, al referirse al Seguro Médico aseguran 
que no es de gran ayuda a pesar de que lo pagan. En ocasiones han expresado que:

“Sí, lo pagamos nosotros, son cuatro dólares a la semana. En Guatemala compramos un Seguro 
Familiar, pero no sirve para nada. La compra es por fuerza. Aquí no hay clínicas, dicen que hay 
doctores. Si se necesita una clínica hay que ir hasta la ciudad capital.”

Además señalan que, el hecho de que tengan el seguro de servicios médicos tampoco les garantiza el 
acceso a una atención médica cuando se sienten mal estando en la granja:

“Sí tenemos seguro, pero cuando el trabajador se enferma, necesita dólares para pagar, el patrón 
no nos lleva al hospital y cuando lo hace hay que pagar y también la medicina.”44 

En ocasiones se ha señalado que la privatización de los servicios médicos en Guatemala a partir del 
acuerdo entre la OIM y el EPSS ha provocado mayor inequidad entre las personas guatemaltecas que tienen 
recursos económicos para acceder a estos servicios y las personas que no tienen suficiente dinero. En muchos 
casos éstas últimas están siendo desatendidas por el servicio público de salud.45 Respecto de otros derechos de 
seguridad social también está el seguro parental, el plan canadiense de pensiones y beneficios de seguro de em-
pleado, los cuales tendrían que ser explicados desde su llegada a los trabajadores por el personal del consulado 
de Guatemala en Canadá. Sin embargo aunque las deducciones son aplicadas a los cheques de los trabajadores 
migrantes, raramente son recuperadas por los beneficiarios.46

Los trabajadores por su parte han reportado que sobre el Seguro Parental no han recibido explicación:

“No a mí me nació un hijo estando en Canadá, llenamos un formulario con los del Consulado, 
y hasta el momento no me han resuelto nada. Mi hijo ahora ya tiene 3 años de edad. A otro 
compañero sí le pagaron el Seguro Parental, pero a mí no.”47

Se ha constatado que los requisitos que se piden para el acceso a los beneficios sociales se convierten 
en barreras debido a los plazos arbitrarios que les imponen a los trabajadores para el reclamo de los mismos. La 
mayoría de las y los trabajadores no pueden acceder a los beneficios tanto por la dificultad del procedimiento de 
solicitud en Canadá como por la naturaleza del programa con duraciones de contrato prescritas.

44  Ibidem.

45  Caroline Banas,  FactSheet: Health services provision for participants in the Guatemala IOM Canadá Temporary Worker   
Program; http://www.mappingmigration.com

46  Ibidem.

47  Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita negociación: 
Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-FLACSO; 
2010.
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Conclusiones y recomendaciones

1. Diversas organizaciones de derechos humanos en Canadá consideran que el PTAT-C es violatorio 
a los derechos humanos laborales de las y los trabajadores guatemaltecos. Las condiciones en las que 
son reclutados y contratados son evidentemente discriminatorias y el hecho de que el Programa esté 
diseñado y administrado por la FERME y la OIM, en lugar de los gobiernos de Guatemala y Canadá, 
deja una gran brecha para la violación de los derechos de las y los trabajadores temporales, así como 
para la identifi cación de los responsables de dichas violaciones y de un proceso de rendición de cuentas.

2. Evelyn Escalada miembro de Justicemigrants ha denunciado públicamente que el gobierno canadiense 
contraviene sus políticas y leyes protectoras de los derechos humanos al evadir su responsabilidad de 
administrar de manera corresponsable con el gobierno Guatemalteco el PTAT-C.48

3. Por su parte, el Sindicato UFCW ha hecho una recomendación específi ca con el fi n de que los traba-
jadores extranjeros puedan hacer efectivos sus derechos humanos. Esta recomendación es que dichos 
trabajadores puedan solicitar el estatus de residente permanente. Esto posibilitaría a los y las trabajado-
ras temporales el acceso a todos los benefi cios sociales, así como a la protección de todas las leyes, in-
cluyendo las laborales, tal como la tiene cualquier ciudadano canadiense; con excepción a los derechos 
políticos.49

4. Por el lado de Guatemala se recomienda que el Estado asuma la administración total del PTAT-C. 
El Ministerio de Trabajo y Bienestar Social y el Ministerio de Relaciones Exteriores de Guatemala 
tendrían que impulsar que el PTAT-C contemple los derechos de los y las trabajadoras, así como 
benefi cios reales en el desarrollo de su trabajo fuera del país. En ese sentido el gobierno Guatemalteco 
debería impulsar la fi rma de un Memorándum de Entendimiento que establezca mecanismos para ga-
rantizar y proteger los derechos humanos laborales de los trabajadores migrantes temporales. También 
se recomienda la implementación de un mecanismo para auditar el PTAT-C desde sus inicios.50

5. Respecto al acceso a los servicios médicos se recomienda que la sustentabilidad y asequibilidad sean 
prioritarias en cualquier reforma al Plan de Servicios médicos para trabajadores temporales. Una ruta 
posible de reforma es extender el papel de los empleadores y/o de su asociación representativa con 
FERME, y hacer que asuman algunos gastos de los paquetes de seguro. Otra área para el mejoramiento 
del programa es asegurar más apoyo de parte del personal consular guatemalteco para obtener trata-
miento médico y facilitar los reclamos de beneficios para los trabajadores mientras se encuentran en 
Canadá.51

48  Entrevista telefónica con Evelyn Escalada, 13 de junio de 2011.

49  Ver en: Jacobo Vargas Foronda. “El programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010; Una hipócrita ne-
gociación: Exportamos mano de obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación.” PTAT-C-
FLACSO; 2010, p. 41.

50  Ibidem. p. 42-43.

51  Caroline Banas, FactSheet: Health services provision for participants in the Guatemala IOM Canadá Temporary Worker  
Program; http://www.mappingmigration.com
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3.3 Sistema El Salvador / Canadá: Programa de Trabajadores Extranjeros Temporales 
(Canadá) y el Sistema de Trabajadores Temporales Salvadoreños 

en el Exterior (El Salvador)1

Antecedentes y características

El Salvador tiene una larga tradición de migración laboral, en parte debido a su historia y a los altos índices de 
desocupación registrados en décadas recientes. Se estima que cerca del 25 por ciento de su población emigró 
durante la guerra civil que duró de 1979 hasta 1992. Hoy en día el desarrollo del país se ve claramente impac-
tado por la dinámica de la migración. Mucha de su población de 5.7 millones de habitantes depende de las 
remesas de alrededor de tres millones de salvadoreños que viven en el exterior. En 2009, el valor de las remesas 
fue de US$ 3 465 millones, representando más del 16 por ciento de su Producto Interno Bruto (PIB) y más del 
10 por ciento de los ingresos de los hogares, aún con la disminución que ha implicado la recesión global. En 
los últimos 20 años las remesas han crecido a una tasa anual de casi el 8 por ciento, muy similar al crecimiento 
promedio anual de las exportaciones de El Salvador.2

Desde el año 2002, el gobierno salvadoreño empezó a promover un sistema de migración laboral más 
ordenado para sus trabajadores. Uno de los países al cual se van las y los trabajadores salvadoreños bajo ésta 
modalidad es Canadá. Para poder comparar el caso del sistema de trabajo temporal que opera entre El Salvador 
y Canadá con los sistemas anteriormente descritos, cabe destacar que éste no se rige por un acuerdo bilateral 
entre países. Ambos países cuentan con su propia estructura y procedimientos que operan de manera unilateral, 
por lo tanto es importante comprender el funcionamiento de ambos programas. También resulta importante 
entender el papel de la empresa contratante y de la intermediación de la OIM.

Canadá: Programa de Trabajadores Extranjeros Temporales PTET

Dentro del marco canadiense, para la entrada al país de trabajadores migrantes temporales, se encuentra el 
Programa de Trabajadores Extranjeros Temporales (PTET) (Temporary Foreign Workers Program, TFWP), que 
inició en 1973 para que las empresas canadienses pudieran contratar, de manera temporal e inmediata, mano de 
obra calificada de otros países en caso de que no hubiera trabajadores canadienses para el desempeño de ciertas 
actividades. A diferencia del Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales México-Canadá (PTAT) que se 
ha mantenido relativamente estable a través de los años, el PTET se ha ido expandiendo y adaptando en su 
propósito, tamaño y población meta en favor de las necesidades del sector empresarial, sin embargo ha quedado 

1  La información de este capítulo esta actualizada al 15 de junio del 2012.

2  Informe sobre Desarrollo Humano El Salvador 2010; Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. Disponible en: http://hdr.undp.org/en/
reports/national/latinamericathecaribbean/elsalvador/INDH El Salvador 2010 pdf.
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fundamentalmente fuera del debate público. Siendo un programa interno, el PTET responde a un compromiso 
por parte del estado canadiense vis a vis las y los trabajadores contratados, no así con el gobierno del país de 
origen de esos trabajadores. 

Para el 2002, se hizo evidente la presión por parte de los empleadores para cubrir la escasez de mano 
de obra que se necesitaba, fuera de las categorías de trabajadores calificados y, porque el marco de la recién pro-
mulgada Refugee and Immigration Act, Ley de Inmigración y Protección de Refugiados de Canadá (IRPA), 
tampoco era suficiente para responder a las necesidades reales del mercado laboral canadiense. Por ello y con 
el fin de llenar estos vacíos, el gobierno canadiense introdujo un proyecto piloto basado en profesiones que 
requerían menores niveles de formación, que se llamó Proyecto Piloto para Ocupaciones que requieren Niveles 
más Bajos de Capacitación Formal (Proyecto Piloto), (Pilot Project for Occupations Requiring Lower Levels 
of Formal Training) que se refiere a los niveles C & D de la Clasificación Nacional de Ocupaciones, o CNP C 
& D (National Occupation Classification - Levels C & D, NOC C & D).

En este Proyecto Piloto para que un trabajador pueda ser admitido es necesario que cuente con un 
diploma de preparatoria o bien dos años de capacitación específica para el trabajo, aunque a muchos de los 
trabajadores les dan simplemente una demostración breve y capacitación en el trabajo. Además, permite a los 
empleadores canadienses importar desde diversos países mano de obra temporal distinta a la agrícola (tales 
como la requerida en los servicios, la hotelería, la operación de equipos, el transporte y la construcción) y ayuda 
a las industrias agrícolas que no están comprendidas en el PTAT.

A su inicio el Proyecto Piloto fue poco divulgado, pero hoy en día ha crecido en beneficio de los reque-
rimientos del sector empresarial en una modalidad de contratación de mano de obra muy importante dentro 
del PTET. Representa una modalidad expedita que da mayor flexibilidad a los empleadores para reclutar y 
contratar a trabajadores y trabajadoras extranjeros por un periodo temporal sin tener que cumplir con los pro-
cedimientos y las salvaguardas de un modelo como el PTAT. Por estas razones, las empresas de la industria 
agrícola que no tienen un trabajo estacional, ya que laboran el año completo, contratan principalmente bajo 
esta modalidad. 

Esta forma de reclutamiento y contratación ha sido objeto de las críticas de los sindicatos que velan 
por los derechos de las y los trabajadores migrantes, debido a que ofrece menos protección y supervisión que el 
PTAT, y deja a los trabajadores bajo el control absoluto y arbitrario de los empleadores. Por otro lado, y consi-
derando la popularidad del PTET con el sector empresarial, también es importante tomar en cuenta el llamado 
que hacen distintos sectores: Canadá requiere diseñar un compromiso de largo plazo para la contratación de 
trabajadores extranjeros, dado que para ese tipo de trabajo no es fácil reclutar trabajadores nacionales.3

El Proyecto Piloto está regulado por el gobierno federal, normado por la Constitución y las leyes 
federales, que garantizan a los trabajadores migrantes temporales que tienen los mismos derechos que sus 
contrapartes canadienses. Sin embargo, como suele ocurrir con otras áreas de la política migratoria canadiense, 
las políticas y los reglamentos del PTET varían de provincia en provincia, y la jurisdicción compartida puede 
complicar su implementación. 

El PTET se maneja entre tres departamentos federales: Citizen and Immigration Canada (CIC), Hu-
man Resources and Skills Development Canada (HRSDC) y Canada Border Services Agency (CBSA). La CIC se 
responsabiliza de manejar el acceso a Canadá cuando las solicitudes se hacen desde el interior del país y los 
oficiales de visados en los consulados consideran la admisibilidad de extranjeros para asegurar que no existan 
problemas de seguridad, criminalidad o enfermedades contagiosas, por ejemplo. Analizan además la legitimi-

3  Para más información, consultar: UFCW Canada: The status of migrant farm workers in Canada 2008-2009; y Delphine Nakache and Paula J. 
Kinoshita: The Canadian Temporary Foreign Worker program – Do short term needs prevail over human rights concerns? Institute for Research 
on Public Policy, May 2010.
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dad de la demanda de trabajo por parte de los empleadores, la credibilidad de las intenciones del solicitante, 
y las calificaciones del solicitante para el trabajo. La HRSDC analiza los riesgos y beneficios para el mercado 
laboral canadiense y define si un trabajador temporal debe ser o no contratado, al tiempo que verifica que esto 
no tendrá impacto negativo. La CBSA se responsabiliza de la admisibilidad de los trabajadores migrantes en el 
momento de su entrada a Canadá, y es la encargada de aplicar la Ley IRPA, 2002.4

Actualmente bajo el PTET, las visas se pueden dar por un máximo de 24 meses, con posibilidad de 
extensión en caso de que se justifique la necesidad de continuidad del o la trabajadora. Para que se dé la exten-
sión, la CIC tiene que estar convencida de que la estancia seguirá siendo temporal y de que no haya índices de 
criminalidad. Es elección del empleador solicitar autorización para un trabajador actual o uno nuevo.

Ante el aumento exponencial en el número de solicitudes bajo esta modalidad en los últimos años,5 
algunos de los retos identificados con relación al PTET son: el rezago y el incremento en los tiempos para 
procesar los permisos de trabajo; la falta de conocimiento y comprensión de los requisitos por parte de los 
empleadores; y la limitada capacidad de esos para monitorear el cumplimiento de la opinión emitida acerca del 
mercado laboral (Labour Market Opinion, LMO).

Después de un período inicial que estipula el PTET, la empresa puede elegir a los trabajadores que 
expresan la intención de quedarse en Canadá, para el Foreign Worker Provincial Nominee Program (PNP). Se 
trata de un programa provincial que da facilidades a los empleadores para que puedan ofrecer incentivos a sus 
trabajadores migrantes a largo plazo y que éstos puedan después de cierto tiempo tramitar una residencia per-
manente. Cabe señalar que solamente bajo el PNP pueden los trabajadores del PTET/Proyecto Piloto, acceder 
a una vía para la residencia permanente, ya que esa opción normalmente solo se abre a los trabajadores califica-
dos. Los programas provinciales de Alberta y Manitoba, son interesantes, ya que se basan en las necesidades de 
la provincia (principalmente promovidas por las empresas), y permiten que la provincia misma (y no el gobierno 
federal) seleccione quienes se quedan más allá del periodo temporal. 

El PNP en sí tiene como fin establecer metas de migración anual, y siendo Manitoba una zona poca 
poblada, el programa ha tenido mucho éxito. Para los trabajadores migrantes ha sido algo positivo debido a que 
tienen cierta prioridad en el proceso en cuanto a los tiempos. Además con el apoyo del sindicato United Food 
and Commercial Workers Canada (UFCW Canada), se ha conseguido la residencia permanente para muchos 
de éstos trabajadores temporales en ambas provincias. Cuando una solicitud ha sido aprobada, el trabajador o 
trabajadora migrante recibe la residencia permanente y puede traer a su familia a Canadá. Otro beneficio que 
obtiene es que ya no depende de la empresa contratante inicial y puede buscar otro empleador si así lo desea. 

En abril del 2011, con la intención de fortalecer el PTET, se introdujeron, a nivel federal, modificacio-
nes importantes que afectaron el proceso de contratación así como los derechos de los trabajadores migrantes. 
Lejos de reducir las situaciones de vulnerabilidad que viven los trabajadores en manos de sus empleadores, di-
versos críticos mantienen que estas modificaciones no sirvieron para responder a las debilidades del programa 
en materia de protección de los derechos de esas y esos trabajadores.6

Estas modificaciones sirvieron para: establecer una valoración más estricta de la demanda de trabajo 
planteada por las empresas; y para la prohibición de dos años para los empleadores que no cumplen con sus 
compromisos con los trabajadores con respecto a la legislación sobre el reclutamiento, los salarios, condiciones 
laborales y ocupación. También se estableció el requisito de publicar una lista de empleadores no elegibles en el 

4  Para más información www.cic.gc.ca/english/pdf/pub/TF Wguide-e.pdf

5 Se reporta, por ejemplo, un aumento del 100 por ciento anual en el número de las solicitudes en las provincias de Alberta y Columbia Británica.

6  Ver, por ejemplo, Eugénie Depatie-Pelletier,  “Federal reforms and the silence of abused migrantworkers in Canadá”, disponible en http://www.
focal.ca/en/publications/focalpoint/465-june-2011-eugenie-depatie-pelletier-en
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sitio de internet del CIC, aunque al consultar dicho sitio no aparece a la fecha de este informe registro alguno.7 
Otra modificación es la penalización a los trabajadores por fallas en el cumplimiento, así como por contratos 
con empleadores no elegibles, estas penalizaciones pueden llegar a ser el despido, y perdida del derecho a tra-
bajar en Canadá o bien la deportación. Además, de acuerdo con un boletín de la CIC emitido en marzo 2011, 
se considerará como falta que un trabajador haya pagado los servicios de una agencia contratista o un gestor 
migratorio no autorizados por ley, aún en el caso de que el trabajador fuera víctima de fraude.

Con la nueva reglamentación de “duración acumulativa” (cumulative duration regulation) se establece 
un período máximo de cuatro años para que un trabajador migrante pueda trabajar en el país.8 Esta regla que 
empezó aplicarse a partir del 1 de abril del 2011 a todos los y las trabajadores migrantes temporales, indepen-
diente de su fecha de llegada,9 afianza la temporalidad de los trabajos y establece una restricción a la posibilidad 
de permanencia e integración en Canadá.

Si a estas modificaciones agregamos el hecho de que el permiso de trabajo está ligado al empleador, sin 
lugar a duda tendrá un efecto poco incentivador para la denuncia de delitos por parte de los empleadores o re-
clutadores, con lo cual se hace imposible el acceso efectivo a la justicia, en caso de violación a los derechos de los 
trabajadores mientras estén en Canadá. Es importante tomar en cuenta que se necesita una queja formal ante 
el empleador para denunciar abusos a nivel provincial, ya que la jurisdicción sobre la protección de los derechos 
de los trabajadores migrantes es provincial. 

Además, contrario a la recomendación de mayo 2009 del House of Commons Committee, no se han mo-
dificado las leyes federales para que los trabajadores temporales en empleos de baja calificación puedan solicitar 
la residencia permanente, aún cuando la mayoría de los empleos que ocupan no tienen naturaleza temporal. 
Mientras persista esta situación, continuarán los abusos al sistema regulatorio para la admisión de trabajadores 
temporales y a las y los trabajadores mismos, por parte de los empleadores canadienses, atendiendo a sus nece-
sidades no-temporales de mano de obra.

El Salvador: Programa de Trabajadores Temporales Salvadoreños en el Exterior y su Modelo de Gestión

Dado el impacto de la migración en el desarrollo nacional, la respuesta del gobierno salvadoreño a los cerca de 
tres millones de nacionales que viven en el exterior ha sido el establecimiento de programas de apoyo bajo la 
coordinación del Viceministerio de Relaciones Exteriores para Salvadoreños en el Exterior.10 Debido al impac-
to que las remesas tienen en el sector financiero de El Salvador, el gobierno, busca cada vez más, nuevas formas 
de incentivar y gestionar los flujos de personas y remesas, involucrando y entablando diálogos con la diáspora 
salvadoreña. En la última década, la migración se ha vuelto un tema importante de la política pública hasta el 
punto de influir en el diseño de instituciones gubernamentales, en la retórica política y de ser tema importante 
en los medios de comunicación. 

7  http://www.cic.gc.ca/english/work/list.asp

8  Las condiciones específicas y excepciones se pueden consultar en: http://www.cic.gc.ca/english/work/tfw.asp

9  No aplica para trabajadores contratados bajo un acuerdo bilateral o internacional, como es el SAWP.

10 Los objetivos de este Viceministerio son de: a) Facilitar la inclusión y participación ciudadana de personas salvadoreñas en el exterior y de sus 
familias, en los procesos de desarrollo nacional y territorial y b) Coadyuvar al cumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado en ma-
teria de derechos humanos, con énfasis en la protección consular y diplomática de los y las salvadoreñas en el exterior. Entre sus metas específicas, 
se comprometan a: i) Brindar servicios consulares integrales, eficaces, con un trato digno y de calidad a todas las personas salvadoreñas en el exte-
rior y sus familias. ii) Lograr que las personas salvadoreñas en el exterior y sus familias, se apropien de sus derechos y participen activamente en los 
procesos de desarrollo nacional y territorial. iii) Fortalecer los vínculos de las personas salvadoreñas en el exterior con el país y con sus municipios 
de origen. iv) impulsar el respeto y la garantía de los derechos humanos de todas las personas salvadoreñas en el exterior conforme a las normas na-
cionales e internacionales vigentes, independientemente de su estatus migratorio. v) Facilitar el reconocimiento y la aplicación por parte del Estado 
de El Salvador, de la Normativa Internacional sobre Derechos Humanos y Derecho Humanitario, en armonía con la Constitución de la Republica.
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A partir de junio de 2009 el Viceministerio inició un proceso de reorganización interna y redefinición 
de roles y lineamientos estratégicos de actuación. Actualmente, existen tres direcciones generales: Migración y 
Desarrollo; Servicio Exterior; y Derechos Humanos. Entran también bajo su mando los servicios de la red de 
representaciones consulares.11 La Dirección General de Migración y Desarrollo tiene a su cargo el Programa de 
Trabajadores Temporales Salvadoreños en el Exterior (PROSALTEX) que se puso en marcha en el año 2002, 
por la necesidad de crear alternativas laborales en otros países debido a la alta tasa de desempleo existente en 
el país. 

El PROSALTEX es un programa nacional que permite al gobierno salvadoreño entrar en acuerdos 
bilaterales con otros países o con empresas extranjeras, con el fin de que los trabajadores salvadoreños, bajo 
un esquema temporal, puedan migrar ordenadamente para trabajar. Ha sido presentado como un modelo de 
gestión integral, que permite que un trabajador o trabajadora se vaya con las competencias mínimas según el 
trabajo que realice; que pueda cumplir con los requerimientos migratorios del país receptor; y que se garanticen 
y respeten sus derechos básicos, incluyendo la igualdad de condiciones respecto de los trabajadores del país de 
acogida.12 También ha contribuido a poner énfasis en la coordinación necesaria entre el Ministerio de Trabajo 
y Previsión Social (MTPS), el Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE) y la oficina de la OIM en El 
Salvador, a fin de brindar el apoyo técnico necesario en las distintas fases del proceso de selección, capacitación 
y facilitación migratoria de trabajadores y trabajadoras.

El PROSALTEX, en su arranque, realizó gestiones a través de la Embajada de El Salvador en Canadá, 
con la empresa canadiense Maple Leaf Foods,13 para la contratación de aproximadamente 150 a 200 trabajadores 
salvadoreños, bajo la modalidad del PTET y su Proyecto Piloto en la provincia de Alberta. Posteriormente, se 
amplió a otra empresa de la misma industria: Olymel, que opera en Alberta y Manitoba. 

Para el año 2006, con el fin de alcanzar una gestión más efectiva y eficaz, y dado el crecimiento del 
programa, se vio la importancia de suscribir un acuerdo marco de cooperación, orientado a coordinar las 
acciones entre las distintas instituciones involucradas en los procesos de migración laboral. Para ello, se buscó 
la cooperación de la OIM como socio estratégico para el fortalecimiento de la administración del programa y 
en ese mismo año se celebró un Convenio de Cooperación entre el MTPS, el MRREE y la OIM.14 Recién en 
el 2009, se lleva a cabo el segundo Convenio de Cooperación entre esas instituciones, con una temporalidad 
de cinco años. Ese convenio ha permitido avanzar en el desarrollo del Modelo de Gestión para el Programa 
de Trabajo Temporal en el Exterior, en un proceso coordinado por la OIM. Dicho modelo se ha diseñado para 
definir las competencias de cada uno de los actores involucrados en la gestión de trabajos temporales en el 
exterior, y optimizar la experiencia de las y los trabajadores que son contratados bajo este programa. 

Bajo esta modalidad, entre 2002 y 2009, han sido contratados por empresas canadienses más de 900 
trabajadores y trabajadoras salvadoreños con un contrato de trabajo temporal, cuya vigencia oscila entre seis 
meses y dos años, dependiendo de la empresa contratante. Estos trabajadores se encuentran distribuidos en 
seis provincias de Canadá, y más del 90 por ciento están trabajando en plantas de procesamiento de carnes, 
la gran mayoría de las cuales pertenecen a la empresa Maple Leaf Foods. En Alberta, hay 352 trabajadores; 
en Manitoba 461 y en Saskatchewan 41; el resto labora en el sector agrícola o en servicios hoteleros en las 

11  El organigrama se puede consultar en www.rree.gob.sv

12  Carlos Pastrana Palomo. MCA. Cuadernos Comunitarios: Conceptualización del Programa de Trabajadores Temporales en el Exterior. Minis-
terio de Relaciones Exteriores. El Salvador. 2009. p. 2.

13 Maple Leaf Foods es una empresa procesadora de alimentos, que debido a la escasez de mano de obra particularmente en las zonas agricultoras 
poco pobladas de Manitoba, emplea a más de 1,100 trabajadores migrantes temporales de China, Colombia, Honduras, Maurituis, México, Fili-
pinas y Ucrania, además de El Salvador. Para apoyar este proceso, en el 2007 establecieron una oficina especial para el reclutamiento internacional 
(International Recruitment Office). Cabe mencionar que el trabajo en sí es físicamente muy duro y sucio, lo que conlleva riesgos de enfermedades 
y lesiones físicas. 

14 Ibidem.
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provincias de Columbia Británica, Ontario o Nova Scotia. Generalmente, por el tipo de trabajo a realizarse en 
las plantas de procesamiento, son seleccionados más hombres que mujeres.15

Durante el 2010 y 2011 no se celebraron nuevos contratos de trabajo ni se enviaron trabajadores de-
bido a que el modelo de gestión estaba en proceso de afi nación y formalización. En enero 2012, antes de que se 
haya podido formalizar el modelo de gestión, la OIM recibió la solicitud de Maple Leaf Foods de reactivar el 
programa. Se pidió que, en coordinación con las instituciones gubernamentales, se organizara un proceso para 
el reclutamiento y selección de 135 trabajadores salvadoreños, los cuales serían incorporados en sus plantas de 
Brandon (Manitoba) y Lethbridge (Alberta) por una duración de dos años.16 Luego de reuniones previas con 
las contrapartes, se realizó una convocatoria a nivel nacional a través de una conferencia de prensa en la que 
participaron el MTPS, la OIM, el Viceministro para Salvadoreños en el Exterior y la Embajadora de Canadá 
en El Salvador.

Según la convocatoria, el perfil de los candidatos que requería la empresa era: tener entre 20 y 35 años 
de edad, con bachillerato, estatura sin preferencia, capacidad de superar la prueba de demanda física, levantar, 
los hombres 22 kilos 700 gramos, y las mujeres 18 kilos 200 gramos y tener capacidad para trabajar en las ins-
talaciones de procesamiento de carne, bajo temperaturas de -30°C a +30°C.

Desde el 28 de febrero hasta el 15 de marzo de 2012, se recibieron aproximadamente 4 900 curriculum 
vitae de solicitantes que fueron revisados para seleccionar a los candidatos que cumplieran con los requisitos 
planteados antes de realizar las pre-entrevistas. En junio de ese mismo año, se firmaron los contratos con la 
empresa de 135 trabajadores salvadoreños para trabajar en Canadá bajo este programa.17 

Con el fin de afirmar su compromiso con la continuidad y fortalecimiento del PROSALTEX en 
consideración a los intereses de los trabajadores, el 15 de junio del 2012, se firmó una Carta de Entendimiento 
del Modelo de Gestión para el Programa de Trabajadores Temporales en el Exterior para hacer operativo dicho 
modelo, entre el MTPS, el Viceministerio para Salvadoreños en el Exterior y la OIM.18

Contratación de trabajadores temporales migratorios

Regulación y procedimientos en El Salvador

En su legislación, El Salvador reconoce la necesidad de ampliar la protección laboral de las y los trabajadores en 
el exterior. Por ejemplo, la Ley de Organización y Funciones del Sector Trabajo y Previsión Social en su artículo 
74 (Título de las contrataciones para prestar servicios fuera del país) establece que se podrán celebrar contratos 
con trabajadores salvadoreños para la prestación de servicios fuera del territorio nacional, previo permiso del 
MTPS, quien deberá concederlo siempre y cuando se garanticen los intereses de los trabajadores o cuando con 
ello no se perjudique gravemente la economía nacional. 

Concedido el permiso, los contratos que se celebren deben someterse a la aprobación del MTPS, quien 
los valida si cumplen con los siguientes requisitos: a) que los trabajadores sean mayores de dieciocho años; b) 

15 J. Mac Gillivray, Programa de Trabajadores Temporales Sur-Norte: experiencia de El Salvador y Honduras; presentación en Taller sobre Pro-
gramas Migratorios para Trabajadores Temporales, abril 2009.

16  Es importante mencionar que fueron también solicitados en la convocatoria por parte de Maple Leaf Foods  130 trabajadores hondureños en el 
programa gestionado por la OIM bajo el mando del Jefe de Misión en El Salvador y Honduras, Norberto Girón. http://www.iom.int/jahia/Jahia/
media/press-briefing-notes/pbnAM/cache/offonce/lang/en?entryId=31384

17  Ver: http://www.mtps.gob.sv/index.php?option=com_content&view=article&id=1070%realizan-encuentro-familiar-con-personas-contrata-
das-para-trabajar-en-canada&catid=1%noticias-ciudadano&Itemid=77

18  Ver: http://www.rree.gob.sv/index.php?option=com_k2&view=item&id=2209:135salvadore%C3%B1os-partir%C3%A1n-a-
canad%C3%A1-en-el-marco-del-programa-de-trabajadores-temporales-en-el-exterior
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que los gastos de transporte de los trabajadores hasta el lugar donde deben prestar su servicio y de regreso, co-
rran a cargo del patrón; y c) que el patrón rinda fianza suficiente a juicio del MTPS, para garantizar los gastos 
de repatriación de los trabajadores. Las autoridades migratorias no permitirán la salida de las y los trabajadores 
contratados sin que los contratos hayan sido aprobados por el MTPS.

De acuerdo con la información obtenida de manera documental y por entrevistas,19 el PROSALTEX 
define los objetivos, alcance, procesos y responsabilidades de las entidades ejecutoras del programa, para llevar a 
cabo los procesos de preselección, selección, documentación y orientación de manera eficaz y transparente. Pre-
tende establecer claramente las relaciones y las comunicaciones entre las partes, así como un acuerdo operativo 
concreto con reglamentos administrativos bien identificados.20

Los principales objetivos del modelo son:

(i) Gestionar la migración laboral temporal y circular, segura y positiva para los trabajadores y trabajadoras 
salvadoreños/as, a fin de contribuir a mejorar su condición de vida y la de sus familias en El Salvador.

(ii) Garantizar a los trabajadores y trabajadoras salvadoreñas seleccionadas para laborar en el exterior, la 
contratación de manera temporal en condiciones de trabajo decente de acuerdo a las normas interna-
cionales.

(iii) Contribuir a elevar el perfil laboral de los trabajadores salvadoreños a través de la adquisición de nuevos 
conocimientos y técnicas en el país de destino donde trabajen.

(iv) Vincular a los actores del Programa y a otros actores estratégicos para emprender iniciativas de desar-
rollo en El Salvador en las comunidades de origen de las y los trabajadores contratados.

El modelo de gestión propone una serie de líneas estratégicas que dan pié a la implementación de 
un programa integral y coordinado. En primer lugar en materia de contratación, insta a las partes a gestionar 
nuevas ofertas de empleo y la ampliación de rubros de trabajo con las empresas en el exterior interesadas en 
contratar trabajadores salvadoreños. En la práctica, la recepción de la demanda de trabajo se lleva a cabo por tres 
entidades: las representaciones consulares, el MTPS y la OIM. En el caso de las representaciones consulares 
y de la oficina de la OIM, se prevé que el contacto con posibles empresas contratantes se realizará de forma 
proactiva brindando información sobre el perfil de los trabajadores existente en ambos países y proponiendo un 
servicio completo que incluye el reclutamiento, la preparación y la asistencia en el traslado de los trabajadores; 
en ocasiones el MTPS podrá recibir ofertas directamente de parte de empresas contratantes.

El proceso de selección en El Salvador es riguroso y transparente, los y las trabajadores tienen que pasar 
por una serie de pasos antes de ser aceptados para ir a laborar a Canadá bajo el PTET/Proyecto Piloto. Para 
comenzar, las empresas que ofrecen trabajo deben demostrarle al gobierno canadiense que necesitan mano de 
obra y que en el país no se cuenta con el personal indicado. Las empresas se acercan a los diferentes consulados 

19 Durante la investigación las autoras pudieron constatar que no existe ningún estudio, análisis, revisión sobre los programas de trabajadores tem-
porales entre El Salvador y otros países que sea públicamente disponible. Aún en las entrevistas que se sostuvieron con organizaciones y expertos, no 
se contaba con mucha información de base al respecto. Debido a que apenas se está restableciendo el programa y que la mayoría de los trabajadores 
que fueron con el programa se quedaron en Canadá, no se ha podido entrevistar a trabajadores salvadoreños. La información obtenida proviene de 
fuentes oficiales, de la OIM, de estudios sobre el PTET de Canadá, de los sindicatos y otras organizaciones defensores de trabajadores migrantes 
temporales en Canadá, de notas periodísticas y de entrevistas con consultores y académicos en ambos países.

20 Modelo de Gestión para el Programa de Trabajo Temporal en el Exterior, versión febrero 2011. 
José Manuel Castillo (MRREE), Irene Magaña (MTPS). Ponencia: “Algunas iniciativas para abordar la dinámica migratoria desde la experiencia 
de El Salvador”; 2do taller de la CRM sobre los Programas para Trabajadores Temporales Extranjeros: un enfoque intra-regional o “Sur-Sur”, Re-
pública Dominicana 28 y 29 de abril de 2011. 
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de El Salvador en las provincias de Manitoba y Alberta y les dan a conocer su necesidad de personal salva-
doreño. Por su parte, el Viceministerio para Salvadoreños en el Exterior informa al MTPS de la cantidad de 
personas que necesitan las empresas y sus respectivos perfiles.

El proceso de preselección se realiza con la intermediación laboral del MTPS (a través de su Unidad 
de Trabajadores Temporales en el Exterior, UTTE) para el intercambio de información y de la OIM para que 
preste asistencia técnica durante las fases de selección y contratación. Se procede a publicar el perfil requerido 
por la empresa en los diferentes medios de comunicación escritos y audiovisuales en ambos países, a la par 
que se busca en las bases de datos del MTPS a las personas que cumplen con los requisitos requeridos. Para 
ser preseleccionadas para la contratación, las personas tienen que cumplir ciertos requisitos (edad, sexo, expe-
riencia laboral, estudios realizados y otras habilidades), sostener una entrevista personal con los funcionarios 
integrantes del Comité Gestor por parte del MTPS y la OIM, aprobar una evaluación de grado de inglés, pasar 
la verificación de antecedentes penales y no estar sujetas a restricción migratoria para salir del país. En caso de 
cumplir con todos estos requisitos, se les convoca a otra entrevista para la preselección y se les realiza un examen 
psicológico, un chequeo médico general, un examen de conocimiento del inglés, y se verifica la información 
proporcionada por el solicitante a través de visitas domiciliarias en caso que se considere necesario.

Las personas elegibles son entrevistadas por los representantes de las empresas para luego pasar a la eta-
pa de contratación que es responsabilidad de la empresa. La empresa contratante debe presentar el permiso de 
trabajo temporal correspondiente otorgado por el gobierno canadiense (bajo el PTET) al MTPS, quien tiene 
también la responsabilidad de controlar y verificar los aspectos legales del contenido del Contrato de Trabajo 
Temporal en el Exterior.

El Contrato Individual de Trabajo Temporal en el Exterior deberá contener entre otros aspectos: vi-
gencia; puesto y funciones a desempeñar; cumplimiento con las normas de empleo del país de destino, inclu-
yendo los días feriados generales, vacaciones, jornada laboral y procedimiento en caso de horas extraordinarias. 
También debe incluir el salario, que se estipula sobre la base del salario mínimo establecido en el país de destino, 
las deducciones que se realizarán, el seguro social, la vivienda, el seguro de riesgos laborales, el transporte y el 
alojamiento. Debe quedar además explícito: el procedimiento de despido e indemnización por despido; la rela-
ción de los trabajadores con los sindicatos y el respeto de las normas de salud y seguridad en el lugar de trabajo 
aplicables en el país de destino. Finalmente, debe estar debidamente firmado por las autoridades respectivas.

El último paso es facilitar a las y los trabajadores salvadoreños los pasaportes y visas/permisos de trabajo 
para poder viajar a Canadá. Los encargados de realizar estos trámites son la UTTE del MTPS con la embajada 
canadiense, lo cual se puede hacer con intermediación de la OIM en caso de ser necesario. Esta organización 
puede dar apoyo para la obtención de documentos de viaje y visas, efectuar todos los preparativos de viaje y 
acompañar a los migrantes a Canadá. El modelo de gestión contiene un componente importante que es la pre-
paración y apoyo a los trabajadores. Además de la capacitación en el área laboral en la que se van a desempeñar, 
en teoría, los trabajadores pueden acudir a la OIM para recibir apoyo en la preparación de sus documentos, con 
preguntas sobre sus contratos laborales, exámenes, capacitación en el idioma y orientación cultural. 

Además, conforme al modelo, es importante no solo garantizar la plena incorporación de los trabajado-
res a su nuevo ambiente laboral, sino también a la sociedad en la que estarán viviendo durante los meses de su 
contrato. Para esto, se pone a disposición de los trabajadores diferentes recursos para una mejor adaptación en 
Canadá. Estos incluyen, la inducción sobre el nivel de vida que tendrán en el país de destino, la cultura, sus de-
beres y derechos en el lugar de trabajo y como residentes temporales, el trabajo de las autoridades de inspección 
laboral en el país de destino, de los consulados y embajadas y datos de contacto de los cónsules. 
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Durante el proceso de reclutamiento de los trabajadores temporales, la OIM opera como mediador 
conforme al modelo de gestión a fin de hacer el proceso más ágil, transparente y justo. Diversos autores recono-
cen que los abusos por parte de los reclutadores privados son un riesgo del sistema PTET, ya que este no incluye 
ninguna regulación sobre su intervención, y en muchos casos los trabajadores se quedan endeudados con los 
reclutadores privados. Cuando esto pasa en el país de origen resulta aún más complejo probar la injusticia.21

Por otra parte, la regulación en El Salvador, como en otros países latinoamericanos, es escasa. Las leyes 
no hacen referencia explícita a la contratación de salvadoreños para trabajar en el extranjero, ya que estos casos 
son tratados, en primer lugar, por las instancias involucradas específicamente con cuestiones de migración y 
relaciones exteriores. El artículo 67 de la Ley de Organización y Funciones del Sector Trabajo y Previsión 
Social (1996) referente a la colocación de trabajadores mediante agencias privadas sujetas al control del MTPS, 
incluye que, si se comprueba que una agencia engaña a los interesados, se procederá al cierre de la misma con 
una multa económica sin perjuicio de la acción penal. La intermediación por parte de la OIM ha sido la opción 
más práctica tanto para el país de origen como para las empresas canadienses. 

En la propuesta de modelo de gestión salvadoreño, se incluyen también varias responsabilidades para las 
representaciones diplomáticas y consulares, reconociendo así el papel esencial y continuo que tienen estas aún 
después de la contratación formal. El MRREE a través de la red consular debe informar a las representaciones 
diplomáticas y consulares sobre la llegada de los trabajadores temporales, dependiendo de sus jurisdicciones, y 
cada consulado o embajada debe brindar asistencia y protección consular cuando sea requerida, así como tener 
acercamiento con la empresa contratante e informarle de la protección con la que cuentan las y los trabajadores. 

También se les faculta para realizar visitas a las empresas donde se encuentren trabajadores salvadoreños 
con el objetivo de verificar sus condiciones laborales y dar el seguimiento con las autoridades correspondien-
tes.22 Asimismo, los consulados tienen que consultar a las empresas y formular un informe sobre el desempeño 
de los trabajadores contratados, para contar con elementos para la evaluación de la labor de las instituciones 
que participan en la selección de trabajadores. Por último, se faculta a los consulados a acercar sus servicios 
donde estén los trabajadores a través de consulados móviles. Entre los objetivos del Viceministerio se encuentra 
la modernización de la red consular para la efectiva protección de los derechos humanos de los migrantes y el 
establecimiento de la red de asistencia legal para los salvadoreños en el exterior.

Regulación en Canadá

Con relación a los empleadores canadienses, éstos están sujetos a responsabilidades especiales con respecto a 
la contratación. El Proyecto Piloto canadiense establece que el empleador está obligado a firmar un contrato 
de empleo; cubrir los gastos del reclutamiento y contratación; ayudar a que el trabajador encuentre vivienda 
adecuada; y pagar su boleto de retorno. Conforme al PTET, las empresas contratantes en el exterior tienen la 
responsabilidad de informar a las instituciones encargadas de la ejecución del programa en caso de (i) suspen-
sión y no contratación de trabajadores/as temporales, y (ii) terminación o renovación del contrato de trabajo. 
Si se trata de la renovación del contrato, la empresa informará por escrito de su vigencia, a través de las repre-
sentaciones diplomáticas y consulares de destino, quiénes serán los responsables de trasladar la información al 
MTPS y a la OIM. 

21  Para más información, consulta: http://www.ufcw.ca/templates/ufcwcanada/images/Report-on-The-Status-of-Migrant-Workers-in-Cana-
da-2011.pdf

22 Según la información obtenida, existe una propuesta de que los consulados realicen, al menos una visita a los lugares de trabajo cuando los con-
tratos tienen una duración de seis meses y dos visitas cuando los con tratos duren de seis meses a dos años. La información obtenida indica que siguen 
en discusión estas obligaciones.
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Por su parte, en algunas provincias de Canadá se ha incrementado la protección a los trabajadores 
mediante leyes provinciales. En la provincia de Manitoba, por ejemplo, se introdujo la Worker Recruitment and 
Protection Act en el 2009, que rige la operación del reclutamiento de trabajadores extranjeros incluso bajo el 
PTET. La ley requiere que los contratantes de trabajadores extranjeros (sean empleadores o agencias de contra-
tación) se registren en la Employment Standard Division, previo un procedimiento de autorización,23 y que tanto, 
los empleadores como los reclutadores, cumplan con las condiciones y los requisitos establecidos y que la lista 
de los reclutadores autorizados se pueda consultar en Internet.24 Además la ley requiere que se proporcione una 
carta de garantía, que podrá ser suspendida en caso de que exista una orden en su contra por incumplimiento de 
las condiciones que estipula la ley. Se prohíbe también el cobro de cuotas por reclutamiento y los trabajadores 
tienen el derecho a recuperar toda cuota ilegalmente cobrada.25

El caso de Maple Leaf Foods resulta relevante debido a que es la empresa que más trabajadores 
temporales migrantes contrata en Manitoba y Alberta, la mayoría de ellos salvadoreños. Conforme al ejemplar 
de contrato individual de trabajo26 que se obtuvo durante la investigación, Maple Leaf Foods está obligada a 
apegarse a los estándares de trabajo provinciales y del “Acuerdo Colectivo”; en particular, a cómo se paga el 
salario, cómo se calcula el tiempo extra, los períodos de comida, los días feriados ofi ciales, vacaciones, salidas 
familiares, y fi nalmente benefi cios y recursos. El Acuerdo Colectivo se refi ere al que se aplica a los trabajadores 
migrantes miembros del UFCW, el sindicato más grande del sector privado en Canadá. 

Cabe mencionar aquí el importante papel de este sindicato en la representación de trabajadores 
migrantes temporales y para lograr mejores condiciones para sus miembros contratados bajo el PTET. En enero 
2009, por ejemplo, los miembros del UFCW Canada Local 832 en Maple Leaf Foods en Brandon, Manitoba, 
ratifi caron un nuevo contrato que, entre otros benefi cios, acuerda que la empresa tiene la obligación de procesar 
toda la documentación necesaria para tramitar el estatus de residencia permanente para sus trabajadores, basado 
en el PNP. El impacto de esto fue relevante, ya que facilitó que los trabajadores migrantes contratados bajo el 
PTET entren en un programa de migración permanente. Adicionalmente, el sindicato negoció la provisión de 
intérpretes por parte del empleador para los trabajadores migrantes que lo requerían, así como la traducción 
del acuerdo colectivo y de la guía para empleados. El nuevo contrato incluye también un proceso expedito de 
arbitraje en caso de despido para trabajadores que estén en el programa PNP, que suspende la repatriación y les 
permite quedarse en la provincia hasta la resolución del arbitraje. Otros acuerdos similares han benefi ciado a los 
trabajadores temporales migrantes en la provincia de Alberta a través del UFCW Local 118.27

Condiciones generales de Seguridad Social

De acuerdo con las leyes canadienses todos los trabajadores y trabajadoras tienen derecho a la protección y ac-
ceso a derechos sociales y beneficios iguales a los trabajadores canadienses, sin discriminación. Adicionalmente, 
como ya se ha explicado en capítulos anteriores, todas las provincias de Canadá tienen sus propias legislaciones 
sobre las condiciones de seguridad e higiene en el centro de trabajo. 

Según el PTET, se incluye en el pago un seguro médico hasta que el trabajador sea elegible para un 
plan provincial canadiense; y el empleador tiene la obligación de registrar al trabajador bajo el régimen pro-
vincial para la compensación y seguro ocupacional. El ejemplo de contrato individual para trabajadores salva-
doreños que fue revisado en este caso, incluye cláusulas que incorporan obligaciones para el empleador en este 

23  Reclutar sin autorización es un delito que conlleva una multa de hasta 50 000 dólares canadienses. 

24  Consulta: http://www.gov.mb.ca/labour/standards/asset_library/pdf/wrapa_valid_licensees  pdf.

25 Ver: http://web2.gov.mb.ca/laws/statutes/ccsm/w197e.php

26  Se ha revisado un ejemplo de contrato individual de trabajo firmado por un trabajador en septiembre 2008.

27  Consulta: http://www.ufcw.ca/templates/ufcwcanada/images/Report-on-The-Status-of-Migrant-Workers-in-Canadá-2011.pdf
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sentido y que no tienen costo alguno para el trabajador.28 Sin embargo, es importante tomar en cuenta que el 
trabajo que se hace sobre todo en las plantas de procesamiento de carne, es pesado por lo que son comunes las 
lesiones físicas; además manejar carne cruda conlleva al aumento del riesgo de enfermedades. Por estas razo-
nes es importante que los beneficios no solo queden explícitos en el contrato, sino también que el acceso a los 
servicios sea efectivo. 

El contrato también estipula que las deducciones del salario pueden llegar al 27 por ciento incluyendo 
el impuesto sobre la renta, el seguro de desempleo y el plan de pensiones de Canadá.29Aún con todo lo anterior, 
las y los trabajadores migrantes temporales no disfrutan el mismo acceso a los beneficios de seguridad social, 
particularmente, al seguro de desempleo como los canadienses y los residentes permanentes.30 Los consulados 
ofrecen asesoría y acompañamiento para conciliación y arbitraje, pero no facilitan representación legal. 

Se puede observar dos tendencias en el debate en torno al tema de la seguridad social en El Salvador, 
que en algún futuro pudieran tener un impacto en los trabajadores migrantes salvadoreños.

Por una parte, como en muchos países de desarrollo humano medio y bajo, la cobertura de las redes de 
seguridad social nacional ha sido muy baja, protegiendo casi exclusivamente a los trabajadores del sector formal 
(que en muchos casos es minoritario), y cubriendo solo un limitado número de ámbitos (salud y retiro). En el 
2011, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)31 propuso adoptar un nuevo modelo de 
desarrollo basado en las personas y en la promoción del ahorro. En particular, planteó la creación de un Fondo 
pro Bienestar de la Economía Familiar a partir de los aportes de empleados y empleadores en cuentas de aho-
rro, con dos fines: (a) favorecer la economía familiar y el pleno desarrollo de las familias y (b) servir como una 
fuente de financiamiento de inversiones productivas que aseguren un rendimiento a cada miembro; beneficiar 
el desarrollo de los niños, financiar viviendas para los afiliados, atender la educación y salud, así como a poseer 
una cuenta de vejez. Los aportes llegarán a través de los que realizan las personas en el Instituto Salvadoreño 
de Seguro Social (ISSS), el Instituto Salvadoreño de Formación Profesional y el sistema de pensiones. Sugieren 
que se inicie con una contribución del 2.5 por ciento del salario de los trabajadores, complementado con un 
aporte igual de los empleadores. Con ello, la tasa de contribución se incrementaría cuando se aumenten los 
salarios reales. Con estas iniciativas, se podría considerar la diversificación de la cobertura al seguro de empleo 
e incluir también el acceso de los trabajadores temporales.

Por su parte, el director del ISSS ha puesto recientemente en la mesa de debate la inclusión de los sal-
vadoreños en el exterior al seguro social nacional. En las presentaciones del informe de actividades de la entidad 
ante la comunidad salvadoreña en Washington y Los Ángeles, a principios del 2012, indicó que dentro de su 
administración se empezará a desarrollar un programa integral de salud dirigido a la comunidad salvadoreña 
en el exterior, para que pueda recibir las prestaciones del ISSS en su país de residencia mediante el pago de una 
cuota todavía no establecida. Mencionó que se iniciaría un estudio para medir las implicaciones y el impacto 
económico y de salud en los salvadoreños en el exterior.32

28  Estipula: Con relación al seguro de salud que “Maple Leaf Foods acuerda pagar el seguro de salud sin ningún costo para el trabajador hasta el 
tiempo en que el trabajador sea elegible para aplicar el seguro de salud de la provincia.” y con relación al seguro de trabajo y compensación que “Ma-
ple Leaf Foods acuerda registrar al trabajador bajo el plan de seguro del gobierno provincial relevante. Maple Leaf Foods acuerda no deducir dinero 
del salario del trabajador para este propósito.”

29  Ejemplo de contrato individual con fecha de septiembre 2008.

30 Jacobo Vargas-Foronda. El Programa de Trabajo Agrícola Temporal en Canadá en su VII Aniversario 2003-2010 Una hipócrita negociación: Exporta-
mos Mano de Obra barata con enormes rendimientos y altos lucros. Su cruda perversión y magnificada degradación. FLACSO-Guatemala, Julio 2010. p. 32.

31  Informe sobre Desarrollo Humano El Salvador 2010, disponible en: 
http://hdr.undp.org/es/informes/nacional/americalatinacaribe/elsalvador/INDH_El_Salvador_2010.pdf.

32  Consultar: “Seguridad social con trato más humano”, Ramón Jimenez, 19 de febrero de 2012, en 
http://www.metrolatinousa.com/index.php?option=com_content&view=article&id=125025:priorizan-el-trato-humano-en-seguro-social-
salvadoreno&catid=72:distrito-de-columbia&Itemid=17Asimismo, durante la investigación se tomó contacto con un investigador en la Universidad 
de California en Los Ángeles, quien coordina un proyecto cuyo fin es explorar el interés de los salvadoreños migrantes en Los Ángeles en inscribirse 
en el ISSS, con los servicios ofrecidos en un inicio solamente en El Salvador, principalmente para sus familiares o para los que tienen la f lexibilidad 
para regresar. También con el Director del ISSS, Dr. Leonel Flores, quien pone en la mesa de debate la inclusión de los salvadoreños en el exterior al 
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La adopción futura de cualquiera de las dos opciones resultaría benéfica para la protección social de las 
y los trabajadores salvadoreños en el extranjero y sus familias en su país de origen.

Conclusiones y recomendaciones

El ejemplo de la gestión de la migración laboral que se analiza en este capítulo demuestra el reconocimiento 
por parte de un país emisor de una serie de situaciones reales de la movilidad geográfica de los trabajadores en 
el mercado mundial y de su impacto en el desarrollo nacional. El esfuerzo por crear un modelo de gestión lleno 
de excelentes intenciones para promover y proteger los derechos de los trabajadores y trabajadoras migratorios 
connacionales se considera una buena práctica frente a las tendencias que se observan como es la privatización 
de la contratación de trabajadores migrantes y la incertidumbre que existe en el acceso y vigilancia del cumpli-
miento de sus derechos laborales y de seguridad social. 

Si bien en la práctica, el programa ha acogido a un número limitado de trabajadores, hasta la fecha, su ope-
ración presenta un ejemplo de articulación positiva entre agencias estatales de diferentes niveles de gobierno 
(federal y provincial) y agentes no estatales (sindicatos, empresas y la OIM de dos países) que pueden benefi-
ciarse mutuamente del proceso. De concretarse la reestructuración del modelo de gestión del PROSALTEX 
en los términos descritos, con sus correspondientes módulos de capacitación para los funcionarios, se podrían 
aprovechar las buenas experiencias y formalizarlas a favor de las personas trabajadoras migrantes. Asimismo, se 
podría motivar una revisión profunda de las legislaciones internas de otros países exportadores e importadores 
de mano de obra a fin de reconocer el fenómeno como una necesidad tanto para los países de origen como los 
de acogida. 

1. No existe un acuerdo formal entre Canadá y El Salvador para regular este movimiento laboral. Me-
diante sus representantes consulares y en el marco de los programas mencionados en ambos países, se 
ha logrado un mecanismo práctico que hasta cierto punto considera beneficios para ambos países y sus 
comunidades. Como se ha visto, desde el lado canadiense, se ha dado la flexibilidad y la autonomía a 
las empresas y los empleadores para ir en busca de la satisfacción de su demanda; por parte del país de 
origen, se observa un mecanismo que aborda desde el reclutamiento, la selección, la contratación, la ob-
tención de visas de trabajo, y la salida de las y los trabajadores a Canadá, y que incluye un componente 
para su protección. La lógica de esta modalidad es que el gobierno del país de origen es el que protege 
los derechos de sus trabajadores, y que el gobierno del país de destino no tiene que darles algo más. La 
sensación de los salvadoreños es que Canadá no tiene intención de entrar en un acuerdo bilateral en 
materia laboral para proteger los derechos de los trabajadores migrantes temporales, por lo que, desde 
ese lado, las violaciones seguirán, ya que no todo se puede cubrir desde el país de origen. 

2. Es interesante observar el PROSALTEX, un programa promovido unilateralmente desde El Salvador 
con participación del gobierno nacional, en el que interviene también una agencia privada (la OIM 
se conecta con empresas privadas en Canadá). Además, los trabajadores son protegidos esencialmente 
debido a la participación de un sindicato que tiene buena relación con la empresa misma en diversos 
lugares, así como con los gobiernos provinciales en Canadá. Es decir, este conjunto de factores refleja 
el potencial para que actores no estatales se involucren junto con los estatales en la protección de los 
derechos de los trabajadores temporales migrantes, y permite ver los logros que se pueden tener en este 
sentido, incluyendo la participación de una empresa que actúa de manera responsable con los traba-
jadores que contrata. 

Seguro Social en http://www.isss.gob.sv/index.php?option=com_content&view=article&id=660:director-del-isss-apuesta-a-la-cobertura-medica-
de-nuestros-hermanos-en-el-exterior&catid=1:noticias-ciudadano&Itemid=77
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Recomendación: Un acuerdo bilateral entre los países dará más seguridad a las partes, en términos de 
la aplicación de leyes, y formalizará los procedimientos que ahora se hacen de manera ad hoc. Obligará 
a los gobiernos federales a velar por los derechos de las y los trabajadores migrantes y establecerá un 
marco para ampliar la actuación de las representaciones consulares en el tema. De acuerdo a la pro-
puesta del modelo de gestión salvadoreño, en materia de protección de los trabajadores, se promueve 
el establecimiento de ese tipo de convenios bilaterales sobre migración laboral entre el gobierno sal-
vadoreño y los países de destino para favorecer el respecto de las condiciones de vida y los derechos 
laborales bajo los estándares del país de destino y de los instrumentos internacionales. Son importantes 
los equilibrios adecuados entre las partes de manera que se preserven los buenos propósitos y que no 
resulten en mayor perjuicio de una de las partes.

3. Los retos que presenta el PTET, tanto en su diseño como en las dificultades para monitorear las 
contrataciones, siguen siendo un punto débil en el programa para la protección de los derechos de los 
trabajadores y trabajadoras salvadoreños a Canadá. Por ejemplo, mientras los permisos de trabajo se 
vinculen al empleador, es probable que los trabajadores temporales migratorios no obtengan la misma 
protección que los trabajadores canadienses, debido a todo lo que implica no contar con libertad de 
movimiento y contratación. Además, aún si en algunas provincias e industrias donde son contratados 
las y los trabajadores salvadoreños, se respeta el derecho a la negociación colectiva, en otras provincias 
esto no es así. 

Recomendación: Entre las varias recomendaciones generales para remediar las deficiencias del PTET, 
estaría la de extender los derechos que tienen los trabajadores calificados a los trabajadores de menor 
calificación. En este sentido, se podría considerar específicamente, que el permiso laboral no sea vincu-
lado a una empresa, sino a una industria; y que, desde el nivel federal, se regule, y no se admita a trabaja-
dores migrantes en aquellas provincias que no cuentan con la protección que les da la movilidad laboral. 

4. Pareciera que el modelo de gestión salvadoreño, junto con el contrato de trabajo individual que se está 
usando para el programa con Maple Leaf Foods, resultan complementarios para remediar algunas de 
las deficiencias del lado federal canadiense. Por un lado, el modelo de gestión asegura que, aún sin un 
acuerdo formal entre los dos países, el gobierno salvadoreño se obliga a velar por los derechos de sus 
trabajadores, esto a través de la formalización de la coordinación de las instituciones salvadoreñas y 
de una regulación integral del proceso de contratación. En el contrato mismo se estipula la aplicación 
explicita de las garantías que se encuentren en las leyes provinciales, que van más allá del PTET para 
proteger los derechos de los trabajadores migrantes. 

5. Es notable que en algunas provincias canadienses se hayan promulgado leyes más protectoras que las 
federales. Un ejemplo ilustrativo es la Worker Recruitment and Protection Act de la provincia de Mani-
toba. Según la UFCW, el gobierno canadiense (en particular la HRSDC) no ha abordado el problema 
de los reclutadores privados de manera satisfactoria, sobre todo en el caso de las y los trabajadores mi-
grantes. De las provincias, únicamente Manitoba en 2009 ha abierto este camino mediante la primera 
ley en la materia en Canadá, prohibiendo el pago a reclutadores foráneos, al mismo tiempo que obliga 
a las agencias reclutadoras canadienses a registrarse y dar un aval para garantizar su desempeño. 

Recomendación: el gobierno canadiense tiene la posibilidad de reconocer estas iniciativas y promover-
las como buenas prácticas entre las provincias. Esta legislación es necesaria en otras provincias, y podría 
lograrse mediante el establecimiento de estándares nacionales por parte del gobierno federal, que obli-
guen a todas las provincias a regular, monitorear y sancionar en su caso a los reclutadores domésticos 
o extranjeros. A la vez, el gobierno federal debería crear mecanismos de vigilancia de los agentes no 
estatales que intervienen para que no cometan abusos o que sus intervenciones no se vayan deterioran-
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do con el tiempo. Bajo ese tipo de regulación, las provincias que no cumplieran con los estándares no 
podrían tener acceso a la contratación de trabajadores mediante los PTAT y PTET. 

6. A lo largo de la investigación, se observó que, los primeros grupos de trabajadores que se fueron a través 
de este programa lograron conseguir la residencia permanente mediante el acceso al PNP, ya que es un 
derecho en los estados de Alberta y Manitoba. 

Recomendación: el PNP ha sido una buena herramienta para integrar a los trabajadores migrantes a 
la sociedad canadiense, y el apoyo del UFCW Canada ha sido primordial para facilitar el proceso para 
las y los trabajadores contratados bajo el PTET. Si cumplen con los requisitos, no hay razón alguna 
por la cual no puedan contar con los mismos derechos que los trabajadores calificados. En este sentido, 
se recomienda ver la posibilidad de implementar programas similares en otras provincias canadienses 
donde se contrata a trabajadores migrantes temporales. 

7. La propuesta del modelo de gestión salvadoreño establece, desde el país de origen de las y los traba-
jadores, mecanismos para su identificación, selección y reclutamiento, que contienen algunos elemen-
tos que favorecen el respeto a los derechos humanos. Actualmente el modelo se está aplicando de 
manera ad hoc a la situación de los trabajadores que participan del programa; a través de los consulados 
se les apoya ante las empresas. Según analistas, el desarrollo del actual modelo de gestión ha permitido 
una restructuración del programa con miras a hacerlo más integral, incrementar la coordinación entre 
los actores y hacer énfasis en mecanismos para respetar los derechos laborales de las y los trabajadores, 
hasta donde se puede desde el país de origen. La firma de la carta de entendimiento en junio de 2012 
confirma el compromiso del gobierno de adoptarlo formalmente. Ningún otro país entre los que se ha 
estudiado en la región tiene algo parecido por lo que, de manera general, las previsiones y experiencias 
del modelo de gestión comentado se podrían incorporar a cualquier programa que se diseñe en el fu-
turo para trabajadores migrantes temporales. Varios de los elementos de ese modelo se pueden plantear 
como buenas prácticas a considerar por otros países de origen de trabajadores migrantes. 

Recomendación: Para El Salvador como país emisor, la concretización y la puesta en marcha de su 
nuevo modelo de gestión para la migración laboral de sus nacionales reflejaría el reconocimiento de la 
importancia del aporte que su población migrante hace al desarrollo del país. En este caso se recomien-
da el seguimiento a la carta de entendimiento para concluir el proceso de aprobación formal, integra-
ción y operación del modelo de gestión entre la OIM y las autoridades; asimismo que se integren las 
modificaciones necesarias para lograr la coordinación requerida entre las entidades involucradas y que 
se inicie su implementación para todo trabajador o trabajadora salvadoreño que aplica a un programa 
de trabajo temporal en el exterior. 

Recomendación: Dado lo novedoso del modelo, es indispensable integrar un proceso de seguimiento 
y evaluación de los casos y de la operación de los programas que se gestionan bajo este modelo. Se con-
sidera que los elementos que contiene el modelo propuesto le dan el potencial para convertirse en una 
buena práctica por su visión integral y por incluir mecanismos para concretar el respecto a los derechos 
humanos y laborales. 

Recomendación: Como sucede en Filipinas, se debe incluir en el programa una serie de agencias 
para garantizar la calidad de las y los trabajadores, y también para fortalecer y transformar la red de 
consulados para vigilar que los términos de los contratos se cumplan y se respeten los derechos de los 
trabajadores y trabajadoras involucrados, a la vez que se promuevan acuerdos bajo el programa con otras 
empresas canadienses. Esto implicaría no solamente la ampliación de la red consular sino también su 
especialización en materia de protección. Asimismo, es necesario volver eficiente la coordinación entre 
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las distintas piezas del mecanismo y permitir la permanencia del personal capacitado.

8. Con relación a los agentes de reclutamiento y contratación, no existe regulación de las agencias privadas 
en El Salvador. El MTPS tiene el mandato de regularizar esas agencias privadas pero no hay un instru-
mento normativo o un procedimiento y mecanismo concreto para permitir el cumplimiento de esa re-
sponsabilidad. El MTPS puede mandar funcionarios para inspeccionar a esas agencias pero esto ocurre 
pocas veces y los procedimientos siguen en discusión. Parece que las denuncias que tiene el MTPS 
sobre engaños en la contratación son principalmente de trabajadores y trabajadoras que van a EE.UU. 
y que las agencias privadas no se involucran en el procedimiento con Canadá, por estar administrado 
ese sistema por el gobierno salvadoreño a través de sus instituciones y de la OIM.

Recomendación: Que se establezca un registro de quejas sobre los procedimientos de reclutamiento, 
incluyendo los programas que gestiona la OIM y el MTPS, ya que no deberían estar exentos de vigi-
lancia. Esto contribuiría a una mejor evaluación del proceso en curso. Asimismo, se debería incluir en 
las leyes y políticas que rigen el actuar del MTPS, mecanismos de registro, regulación y supervisión de 
los agentes privados de reclutamiento en todos los casos. 

9. De acuerdo con el modelo de gestión, el organismo privado e intergubernamental que es la OIM es el 
único que puede reclutar para las fases de preselección e información previa. Para el gobierno y para 
las empresas, el papel de la OIM ha sido muy benéfico, y los expertos hablan de un antes y un después 
de su participación. Su papel ha sido principalmente de facilitador, como apoyo a las empresas. No 
tenemos información confiable de trabajadores respecto de su experiencia con la OIM en este sentido. 
Hasta ahora parece que la mejor solución que se ha visto para resolver las lagunas en las leyes, tanto del 
país de origen como del país de acogida, y para evitar los abusos recurrentes en el proceso de recluta-
miento y contratación, ha sido la de involucrar a la OIM. Parece que, en el caso del PROSALTEX ha 
sido una experiencia favorable para los sectores involucrados, sin embargo, sería importante valorar la 
participación de la OIM desde el punto de vista de los trabajadores, dado los riesgos que se vieron en 
el caso de Guatemala. Además, la OIM viene siendo una institución privada, sin supervisión guberna-
mental, independiente, ni internacional, por lo que su intermediación en estos programas no exime al 
país de la necesidad de aplicar leyes de supervisión para el reclutamiento y contratación. 

Recomendación: Hacer el procedimiento de reclutamiento por parte de la OIM lo más transparente 
posible, explicando también las responsabilidades de la OIM y del MTPS hacia los trabajadores can-
didatos para los puestos acordados con las empresas. Asimismo, hacer una evaluación independiente 
y objetiva de la participación de la OIM, entendiendo también la supervisión permanente a la cual la 
agencia debe estar sujeta, dado su papel como agente reclutador privado. 

10. En el caso de la protección social en particular, el acuerdo entre países es un paso indispensable para la 
efectividad y la exigibilidad de derechos. Sin embargo, en el caso actual, no existe un acuerdo bilateral 
que abarque estos temas que se regulan por lo poco que señala el PTET y el contrato individual de tra-
bajo. Las leyes salvadoreñas no abordan el tema que tampoco se menciona en la propuesta de modelo 
de gestión. Se observa una buena disposición del ISSS para explorar posibilidades a fin de ampliar el 
acceso de las y los trabajadores salvadoreños a los servicios de seguridad social del país, principalmente 
para sus familiares que se quedan en El Salvador. 

Recomendación: Se podría promover un acercamiento entre el MTPS y el ISSS para conocer mejor 
las posibilidades para integrar el acceso a la seguridad social para los trabajadores migrantes y sus fami-
lias, afianzándolo en el modelo de gestión. Dada la buena voluntad que existe actualmente en el ISSS 
para acercarse a la diáspora salvadoreña, se deberán continuar los estudios exploratorios y considerar el 
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diseño de un esquema binacional con Canadá, que vincule el seguro del ISSS con un seguro/centro de 
salud comunitaria en Canadá. Esto se podría plasmar en el modelo de gestión como un requisito antes 
de acordar la salida de un trabajador salvadoreño en el marco del programa. 

Recomendación: sería importante que estos esfuerzos no queden en simples programas aislados den-
tro de los servicios de salud, sino que se incluyan en los programas de trabajadores temporales que se 
están ampliando desde el MTPS y el MRE. Paralelamente se podrían hacer gestiones para la ampli-
ación del sistema de pensiones a trabajadores en el exterior, de modo que al retirarse puedan gozar 
de un benefi cio social (algo que parece es tema para el consulado en Los Ángeles en su programa de 
bienestar social para la comunidad). Asimismo, es importante que se involucre a los consulados y las 
embajadas en aquellas actividades que benefi cien a las personas salvadoreñas en el exterior. 
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3.4 Sistema México / Estados Unidos: 
Sistema de Visas de Trabajo Temporal H-2A y H-2B. 

 Antecedentes 

Los trabajadores mexicanos entran a escena en la economía estadunidense una vez abolida la esclavitud en el 
Siglo XIX, cuando la industria de ese país comenzó a emplear a trabajadores mexicanos como fuente de mano 
de obra barata. En 1917 Estados Unidos sancionó la primera ley orgánica de inmigración que incorporaba 
la legislación existente y agregaba nuevas restricciones (prohibió la inmigración de personas analfabetas, de 
constitución psicopática inaceptable, de alcohólicos y vagos; y estableció una gran zona en Asia desde la cual 
se prohibía la inmigración) al tiempo que contemplaba una excepción: permitía la admisión temporal como 
trabajadores no inmigrantes de decenas de miles de mexicanos y canadienses.1 Esto con el objetivo de hacer 
frente a la falta de mano de obra provocada por la Primera Guerra Mundial. 

Fue durante la Segunda Guerra Mundial que Estados Unidos dio inicio al Programa Bracero con el fin 
de proporcionar trabajadores temporales a los empleadores principalmente en el sector agrícola. Este programa 
se estableció mediante negociaciones formales y con la firma de un acuerdo entre los gobiernos de Estados 
Unidos y México que se implementó entre 1942 y 1964. El Programa Bracero involucró a cinco millones de 
personas, principalmente hombres, y estaba dirigido a labores agrícolas.2 Fue el primer programa de trabajado-
res agrícolas temporales en el que existían contratos escritos con medidas de protección laboral y social, inclu-
yendo la retención del diez por ciento del salario del trabajador, para destinarlo a un plan de pensión como el 
del seguro social. Esta retención debía depositarse en un banco mexicano a nombre de los trabajadores.3

Sin embargo, concluida la guerra, las condiciones cambiaron.4 No se reforzaron las medidas para el 
cumplimiento del programa provocando una precarización generalizada de las condiciones de trabajo y de 
vida de las y los trabajadores que estaban enlistados en el. México perdió la supervisión directa que tenía sobre 
los contratos individuales y los productores comenzaron a reclutar trabajadores bajo casi nula supervisión del 
gobierno, lo que eventualmente resultó en el abandono del programa.5 El programa Bracero terminó después 
de que varias organizaciones civiles y los medios de comunicación informaran de los abusos a los que estaban 
expuestos los trabajadores.6

1  Manuel  Esquivel Leiva. Historia de la legislación migratoria de los Estados Unidos, Revista Vínculo jurídico, Núm. 15, julio-septiembre 1993, 
México.

2  Jorge Durand. Programas de Trabajadores Temporales; “Evaluación y análisis del caso mexicano”; Consejo Nacional de Población, p. 15; Noviem-
bre 2006.

3  Ibídem.

4  Paz Trigueros Legarreta. “Los programas de trabajadores huéspedes: ¿opción viable para la utilización de la mano de obra migrante? El caso de 
las visas H-2 en la economía norteamericana”, UAM, Azcapotzalco.

5  Gisele Lisa Bonnici. Respeto a la voluntad de trabajar: Fundamento para programas de migración temporal basados en derechos. México: Serie de Do-
cumentos de Trabajo del INEDIM, 2009. p. 25.

6  Hager Sovereign. Farm workers and force labor: why including agricultural guest workers in the migrant and seasonal worker protection act pre-
vents human trafficking, Syracuse Journal of International Law and Commerce. vol. 38, Fall 2010, p. 177.  
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Aunque el Programa Bracero fue el antecedente de lo que después se constituiría en una visa de trabajo 
temporal, fue en 1952 con la Ley de Inmigración y Naturalización que se incluyeron la visas H-2 de no inmi-
grantes, permitiendo la contratación de trabajadores extranjeros para desarrollar trabajos y servicios temporales. 
En 1964 se incrementó el uso de las visas H-2 debido a la finalización del Programa Bracero ese mismo año.7 

Entre 1964 y 1988 solo participaron en el sistema de visas H-2 trabajadores caribeños. Durante ese 
periodo, la organización del flujo de trabajadores mexicanos se autoreguló, lo que dio cauce a la migración irre-
gular. Con el objeto de regularizar de nuevo el flujo migratorio de trabajadores mexicanos a Estados Unidos, 
en 1986, la Ley de Reforma y Control de Inmigración (IRCA por sus siglas en inglés), contempló de nuevo el 
acceso de los trabajadores mexicanos a la visa H-2 la cual divide a los trabajadores temporales en agrícolas (H-
2A) y en no agrícolas (H-2B). IRCA también regularizó el estatus migratorio de aquellos trabajadores agrícolas 
que pudieron acreditar que habían trabajado en la agricultura estadounidense por al menos 90 días en cada uno 
de los tres años anteriores al 1 de mayo 1986.8 

En síntesis, el IRCA creó las categorías de la visa H-2 agrícola y de servicios, promovió las sanciones 
a empleadores que contrataran indocumentados y estableció un proceso de amnistía para legalizar a aquellos 
trabajadores indocumentados que se encontraban en Estados Unidos y cumplían ciertos requisitos.9 

Es preciso decir que las visas H-2A y H-2B se crean en 1964 y 1986 respectivamente con la finalidad 
de paliar los problemas de escasez de mano de obra en la agricultura estadounidense. Sin embargo el carácter de 
bilateralidad que existió en el Programa Bracero desapareció definitivamente a pesar de la insistencia de varios 
autores de llamar a estas visas “Programa” de trabajo temporal H-2A y H-2B. Cabe recordar que es necesaria la 
participación de los gobiernos de ambos países, tanto del emisor como del receptor, en el diseño y manejo del 
sistema de trabajo temporal para poder asegurar el carácter de Programa y el cumplimiento de las obligaciones 
y de la protección a los trabajadores y trabajadoras, así como para los empleadores involucrados.

A continuación veremos cómo desde las características de la contratación de los y las trabajadoras que 
van a Estados Unidos a realizar una actividad laboral de manera temporal se establece un carácter meramente 
unilateral en donde el gobierno estadounidense impone los requisitos para obtener la visa, el Departamento 
del Trabajo de Estados Unidos (DOL por sus siglas en inglés) otorga la certificación y los empleadores esta-
dounidenses definen las características del trabajo, sin que en ningún momento del proceso intervenga alguna 
autoridad o instancia del gobierno mexicano.

Características generales de las visas H-2

Las visas H-2 constituyen un sistema de trabajo temporal manejado por Estados Unidos de manera unilateral 
y que consiste en el otorgamiento de visas temporales de trabajo. El gobierno de México no participa en dicho 
sistema aunque tendría por ley que verificar las condiciones en las que son reclutados y contratados sus traba-
jadoras y trabajadores para laborar en el extranjero.10

La mayoría de las veces los trabajadores migrantes que viajan a Estados Unidos para trabajar bajo las 
visas H-2 son reclutados por agentes de compañías de contratación privadas en su país de origen. Esta moda-

7  Simón Pedro Izcara Palacios. Abusos y condiciones de servidumbre relacionados con la implementación de los programas de trabajadores huéspedes (el caso 
Tamaulipeco), Frontera Norte, Vol. 22, Núm. 44, Julio-Diciembre 2010, PP 237-264, México. Pág.238. 
8  Regularización llevada a cabo bajo el SAW (Special Agricultural Workers), disponible en http://www.uscis.gov/portal/site/uscis/menuitem.
5af9bb95919f35e66f614176543f6d1a/?vgnextoid=87a9a4491c35f010VgnVCM1000000ecd190aRCRD&vgnextchannel=b328194d3e88d010Vgn
VCM10000048f3d6a1RCRD

9  David Bacon. “Displaced, Unequal and Criminalized” fighting for the rights of immigrant in US, p. 19, for the Rosa Luxemburg      Foundation, 2012.

10  Según lo establece la Ley Federal  del Trabajo en México en su artículo 28 ver en: http://info4.juridicas.unam.mx/juslab/leylab/123/29.htm
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lidad de reclutamiento contribuye a la violación de los derechos de los y las trabajadoras migrantes ya que el 
gobierno mexicano no controla, no fiscaliza, no pone condiciones, no lleva registro, no negocia, ni hace nada 
para asegurar que las y los trabajadores mexicanos corran los menores riesgos posibles.11 

Tampoco existen reglamentos sobre el proceso de reclutamiento y la relación de los reclutadores con 
los empleadores en Estados Unidos, lo cual abre un área gris en donde, algunos empleadores pagan a los reclu-
tadores cierta cantidad de dinero para el proceso de reclutamiento, mientras que otros dejan al arbitrio de los 
reclutadores la aplicación de cuotas a los trabajadores y trabajadoras aludiendo que son para asegurarles un lugar 
en el centro de trabajo. Sin embargo, se ha avanzado en el establecimiento de algunas restricciones en cuanto 
a los cobros impuestos por el reclutador a los trabajadores. El reglamento de las visas H-2A y H-2B prohíben 
el cobro a los trabajadores por los honorarios del reclutador,12 así como los gastos de la visa y el transporte para 
cruzar la frontera, sin embargo la prohibición del cobro de estos gastos es claramente definido para los emplea-
dores que contratan trabajadores H-2A y no así para los trabajadores H-2B.13 El consulado está autorizado a 
negar la visa si el trabajador admite que tuvo que pagar tales gastos.

Algunos ejemplos de cómo funciona el reclutamiento en el proceso de contratación

En la práctica se dan diferentes casos. Por ejemplo, los casinos de Reno, en el estado de Nevada, utilizan las 
redes sociales de los migrantes para reclutar a los trabajadores y trabajadoras migrantes. Seleccionan al personal 
en su ciudad de origen y la empresa cubre todos los gastos: transporte terrestre hasta la frontera, visado y pasaje 
aéreo hasta el lugar de destino. Los trabajadores son hospedados en casas de familiares quienes les enseñan 
el nuevo trabajo. Posteriormente se le descuenta la mitad de los gastos en cuotas semanales (son trabajadores 
H-2B a quienes no se les otorga vivienda gratuita). En estos casos no se detectó ningún tipo de extorsión o 
irregularidad.14

En los casos en que interviene un contratista o “enganchador” la situación es muy diferente. Por ejem-
plo, los trabajadores que fueron contratados por la Asociación Agrícola del Tabaco (Agricultural Tobacco Asso-
ciation) para el corte en Carolina del Norte y Virginia son contactados por un contratista mexicano que cobra 
una comisión, tanto a la empresa como a los propios trabajadores. Los trabajadores además deben pagar su tras-
lado y visado. Cuando llegan a la frontera son puestos en manos de la Unión de Tabacaleros, quienes los ayudan 
en el cruce. El viaje de ida hasta el lugar de trabajo es vigilado por personal de la empresa, quien los escolta y 
los trabajadores cuando llegan a su destino, deben entregar su pasaporte al empleador para que “se lo cuide”, o 
mejor dicho para “fijar” la mano de obra en su lugar de trabajo. El pasaporte le es devuelto al trabajador cuando 
cruza la frontera de regreso. Durante su estancia en el lugar de trabajo, las y los trabajadores deben quedarse 
todo el tiempo en el rancho y sólo salen unas horas el domingo a comprar provisiones.15

11  Jorge Durand. Programas de Trabajadores Temporales; “Evaluación y análisis del caso mexicano”; Consejo Nacional de Población, p. 56, 
Noviembre 2006.

12  20 C.F.R. § 655.1305 (j)-(k) (prohíbe cobrar a los trabajadores H-2A por los gastos de reclutamiento); 20 C.F.R. § 655.22 (j) (prohíbe cobrar a 
los trabajadores H-2B por los gastos de reclutamiento). 

13   20 C.F.R. s 655.135(j) establece que los empleadores de trabajadores H-2A deberán pagar los gastos de la visa o de cruzar la frontera, ver: Nan-
cy J. Leppink, H-2A “Prohibited Fees” and Employer’s Obligations to Prohibit Fees, Field Assistance Bulletin No 2011-2, Wage and Hour Division, 
U.S. Department of Labor, May 6, 2011, disponible en: http://www.dol.gov/whd/FieldBulletins/fab2011_2.pdf. Aunque los reglamentos actuales 
no requieren que los empleadores de trabajadores H-2B paguen por los gastos de la visa o del transporte, será la responsabilidad de los emplead-
ores H-2B  cubrir  estos gastos si ello implica una deducción en el salario de estos trabajadores que resulte inferior al salario mínimo del FLSA en 
su primera semana del empleo, ver: John L. McKeon, Travel and Visa Expenses of H-2B Workers Under FLSA, Field Assistance Bulletin No. 2009-
2, U.S. Department of Labor Wage and Hour Division, August 21, 2009, disponible en http://www.dol.gov/whd/FieldBulletins/FieldAssistanceBul-
letin2009_2.htm. En 2012, el Departamento del Trabajo emitió regulaciones nuevas que también  prohíben a los empleadores  cobrar los gastos de 
visa a los trabajadores H-2B, pero su aplicación ha estado aplazada por una medida cautelar.  Bayou Lawn & Landscape Servs. v. Sec. of Labor, No. 
12-12462, 2013 WL 1286129 (11th Cir. Apr. 1, 2013).

14  Jorge Durand. Programas de trabajadores temporales; “Evaluación y Análisis del caso Mexicano. CONAPO. p. 58

15  Jorge Durand. Programas de trabajadores temporales; Evaluación y Análisis del caso Mexicano. CONAPO. p..58. (Un descripción detallada 
del proceso con base en entrevistas puede consultarse en Durand, 1998).
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La exigencia del pago de cuotas por los servicios de reclutamiento promueve la contratación de más 
trabajadores y trabajadoras que lo necesario y hace que éstos se endeuden y tengan que pagar elevadas tasas de 
interés antes de empezar a trabajar (algunos dejan en garantía los títulos de propiedad de su casa o automóvil 
para garantizar que cumplirán con los términos de su contrato laboral).16 El uso de contratistas limita la res-
ponsabilidad de los empleadores y aumenta el riesgo de abuso al que los trabajadores y trabajadoras pueden 
verse expuestos.

México por su parte cuenta con una normativa muy específica que regula la contratación de sus trabaja-
dores para trabajar en el exterior,17 también existen convenios y tratados internacionales en materia de derechos 
humanos laborales que han sido firmados y ratificados por el gobierno mexicano. Como se verá más adelante, 
en la práctica muy poco de lo establecido en estas leyes se cumple porque los contratistas no las toman en cuen-
ta, y por la ausencia de involucramiento del gobierno mexicano en el proceso.

El mecanismo de reclutamiento utilizado y el posterior endeudamiento de los trabajadores derivan en 
problemas comunes en los sistemas de contratación que subordinan a las y los trabajadores a la voluntad del 
patrón. La causa de este problema es el requerimiento de cumplir con la demanda específica de mano de obra 
certificada por un organismo gubernamental.18 

Las visas H-2 son válidas únicamente para trabajar con la compañía señalada en la visa, por lo que los 
trabajadores quedan atados a un solo empleador. Es ilegal cambiar de una compañía a otra sin un permiso por 
escrito del Departamento de Seguridad Interna (DHS por sus siglas en inglés). Una vez expirada la visa H-2, a 
los trabajadores se les permite permanecer en los Estados Unidos hasta diez días más para arreglar sus asuntos 
personales y regresar a México. Sin embargo, en muchas ocasiones, principalmente en los casos de despido, los 
trabajadores y trabajadoras temporales dependen de sus empleadores para poder permanecer en el país, esta 
medida restringe sus derechos.19

16  Gisele Lisa Bonnici. “Respeto a la voluntad de trabajar Fundamentos para programas de migración temporal basados en derechos”, Documento 
de Trabajo N° 1, INEDIM, Instituto de Estudio y Divulgación de la migración A.C, serie diciembre 2009, México, p. 44. 

17  http://www.juridicas.unam.mx: La Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos estipula en su Artículo 123 fracc. XXV. El servicio para la 
colocación de los trabajadores será gratuito para éstos, ya se efectúe por oficinas municipales, bolsas de trabajo o por cualquier otra institución oficial o particu-
lar. En la prestación de este servicio se tomará en cuenta la demanda de trabajo y, en igualdad de condiciones, tendrán prioridad quienes representen la única 
fuente de ingresos en su familia. 
XXVI. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un empresario extranjero, deberá ser legalizado por la autoridad municipal competente y visado 
por el Cónsul de la Nación a donde el trabajador tenga que ir, en el concepto de que además de cláusulas ordinarias, se especificará claramente que los gastos de 
repartición quedan a cargo del empresario contratante. 
Ley Federal del Trabajo, Última reforma publicada DOF 30 de noviembre de 2012: Artículo 28. En la prestación de los servicios de trabajadores mexicanos 
fuera de la República, contratados en territorio nacional y cuyo contrato de trabajo se rija por esta Ley, se observará lo siguiente:
I. Las condiciones de trabajo se harán constar por escrito y contendrán además de las estipulaciones del artículo 25 de esta Ley, las siguientes:
a) Indicar que los gastos de repatriación quedan a cargo del empresario contratante;
b) Las condiciones de vivienda decorosa e higiénica que disfrutará el trabajador, mediante arrendamiento o cualquier otra forma;
c) La forma y condiciones en las que se le otorgará al trabajador y de su familia, en su caso, la atención médica correspondiente; y
d) Los mecanismos para informar al trabajador acerca de las autoridades consulares y diplomáticas mexicanas a las que podrá acudir en el extranjero y de las 
autoridades competentes del país a donde se prestarán los servicios, cuando el trabajador considere que sus derechos han sido menoscabados, a fin de ejercer la ac-
ción legal conducente;
II. El patrón señalará en el contrato de trabajo domicilio dentro de la República para todos los efectos legales;
III.  El contrato de trabajo será sometido a la aprobación de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, la cual, después de comprobar que éste cumple con las 
disposiciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo lo aprobará.
En caso de que el patrón no cuente con un establecimiento permanente y domicilio fiscal o de representación comercial en territorio nacional, la Junta Federal de 
Conciliación y Arbitraje fijará el monto de una fianza o depósito para garantizar el cumplimiento de las obligaciones contraídas. El patrón deberá comprobar 
ante la misma Junta el otorgamiento de la fianza o la constitución del depósito;
IV.  El trabajador y el patrón deberán anexar al contrato de trabajo la visa o permiso de trabajo emitido por las autoridades consulares o migratorias del país 
donde deban prestarse los servicios; y
V. Una vez que el patrón compruebe ante la Junta que ha cumplido las obligaciones contraídas, se ordenará la cancelación de la fianza o la devolución del de-
pósito que ésta hubiere determinado.

18 Jorge Durand. Programa de trabajadores Temporales Evaluación y análisis del caso mexicano, Revista temas de migración, Consejo Nacional de 
población, México, 2006, p.  63.

19  20 CFR 655.135(i)
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Diferentes conflictos y problemas se presentan al momento de rescindir o concluir el contrato. Si bien 
el artículo 20 CFR 655.135(h) del Código de Regulaciones Federales (CFR por sus siglas en inglés) prohíbe 
el trato injusto; muchas veces los patrones que no quieren perder empleados se resisten a pagar los últimos días 
de trabajo, les retienen los documentos, o los extorsionan con la amenaza de deportación cuando presentan 
reclamos.20 Puede suceder también que en los casos en los que existan problemas entre el trabajador y el patrón, 
éste último inscriba al trabajador/a en una lista negra que llevan los patrones, lo que tiene como consecuencia 
para el trabajador o trabajadora que no podrá volver a entrar al país con una visa H-2.

Un tema que se discute actualmente es el de la sobre-estancia de los trabajadores, cuando éstos se 
quedan más tiempo del permitido por sus visas. El problema es que a los trabajadores no se les otorga la 
oportunidad de conseguir nuevas visas y que las visas H-2 no cuentan con ningún tipo de mecanismo que les 
permita cambiar su estatus migratorio. Tienen vedado el acceso a la residencia permanente o la ciudadanía en 
los Estados Unidos. En la frontera, cuando regresan deben presentar su forma I-94 para comprobar que no per-
manecieron más tiempo del permitido en los Estados Unidos. Las visas H-2 son visas de “entradas múltiples” lo 
que permite que los trabajadores regresen a México por períodos cortos y luego vuelvan a los Estados Unidos 
para continuar con su trabajo. 21

Programa de Trabajadores Temporales H-2A

El programa H-2A fue establecido por la Ley de Inmigración y Nacionalidad (INA por sus siglas en inglés) sec. 
101(a) (15) (H) (ii) (a), 8 U.S.C. 1101 y está regulado en el Código de Regulaciones Federales 20 CFR 655, Sub 
parte B - proceso de certificación laboral para trabajo agrícola temporal en los Estados Unidos (trabajadores 
H-2A). Este programa permite a los empleadores estadounidenses traer a trabajadores extranjeros a los Estados 
Unidos para que realicen trabajos agrícolas estacionales o temporales (por lo general en relación con la produc-
ción y/o recolección de cosechas), cuando no exista disponibilidad de trabajadores estadounidenses calificados 
para esta actividad.22 

Durante 2010, alrededor de 80 000 trabajadores H-2A estuvieron trabajando en Estados Unidos en 
actividades temporales ligadas a la agricultura. A los trabajadores se les emplea en Carolina del Norte en la 
industria del tabaco, en Nueva York para la recolección de manzanas, en Luisiana para la zafra, en Florida con 
los cítricos, y así en cada estado del país.23

Contratación bajo la visa H-2A

El proceso de contratación bajo la visa H-2A comienza con la intervención del Departamento de Seguridad 
Interna (DHS) que conjuntamente con el Departamento de Estado (Department of State, DOS por sus siglas 
en inglés), son los encargados de aprobar anualmente la lista de países elegibles para participar en el progra-
ma, una lista que se publica todos los años en el Registro Federal.24 El programa H-2A es manejado por tres 
agencias federales: el Departamento del Trabajo (Departament of Labor, DOL por sus sigla en inglés), que 
emite las certificaciones de trabajo H-2A y supervisa el cumplimiento de las leyes laborales; los Servicios de 
Inmigración y Ciudadanía de los Estados Unidos (U.S. Citizenship and Immigration Services, USCIS por su 
siglas en inglés) que revisa las peticiones de H-2A y el Departamento de Estado (DOS) que emite las visas a 
los trabajadores a través de los consulados estadounidenses en el extranjero.25

20  Entrevista realizada por Jorge Durand y Enrique Martínez, en Boise, Idaho, octubre de 1996.

21  http://spanish.monterrey.usconsulate.gov/h2_visas_de_trabajo.html

22  http://www.dol.gov/whd/ag/ag_h-2a.htm

23  http://www.fwjustice.org/var/www/html/files/H-2AFactSheet.pdf

24  Para ver los países elegidos para el 2012 visitar http://www.uscis.gov  

25   http://www.dhs.gov/xnews/releases/pr_1202308216365.shtm
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No hay limitaciones anuales al número de trabajadores extranjeros temporales H-2A que puedan ser 
admitidos a los Estados Unidos. Sin embargo, bajo el proceso de certificación laboral actual del Departamen-
to del Trabajo (DOL), antes de que los Servicios de Inmigración y Ciudadanía de Estados Unidos (USCIS) 
puedan aprobar la petición de trabajadores que haga un empleador, éste debe presentar una solicitud ante el 
Departamento de Administración y Capacitación (Employment and Training Administration, ETA por sus 
siglas en inglés) señalando, entre otras cosas, que no hay suficientes trabajadores nacionales que sean capaces, 
calificados, y estén dispuestos y disponibles para ese trabajo; y que el empleo de los extranjeros no afectará los 
salarios y las condiciones laborales de aquellos trabajadores que ocupen posiciones similares en Estados Unidos. 
Cualquier empleador que utilice el programa H-2A debe primero demostrar que intentó llenar las vacantes con 
trabajadores estadounidenses.26 

Sólo un empleador puede presentar una aplicación para obtener la certificación de empleo temporal 
H-2A. Las regulaciones del departamento de trabajo definen “empleador” como:

“una persona (incluyendo cualquier individuo, sociedad, asociación, corporación, cooperativa, 
firma, sociedad anónima, banco fideicomisario, u otra organización con derechos y deberes lega-
les) que: (1) tiene un lugar de negocio (una ubicación física) en los EEUU y medios por los que 
puede ser contactado para el empleo; (2) tiene una relación laboral (como la capaz de contratar, 
pagar, despedir, supervisar, o de otro modo controlar el trabajo del empleado) con respecto al tra-
bajador H-2A o trabajador en un empleo correspondiente; y (3) posee, a efectos de la presenta-
ción de una Solicitud de Certificación de Empleo Temporal, un número válido de Identificación 
Patronal Federal (FEIN por sus siglas en inglés).”27 

Dado que el uso de asociaciones de empleadores en la agricultura es común, la reglamentación establece 
que una asociación de empleadores del sector agrícola debe considerarse como único empleador si la asociación 
muestra “características de un empleador”. Si la asociación “comparte con un miembro empleador” una o más de 
las características de la definición, se considera como empleador conjunto. La diferenciación entre empleador 
único o conjunto es importante para efectos de la ejecución de dicha reglamentación.28

Una vez que se certifica que el empleador hizo todo lo necesario para cubrir los puestos con trabajado-
res nacionales, la normativa del programa H-2A establece condiciones adicionales de empleo que se estipulan 
en el contrato. Este contrato H-2A es un documento oficial, ya que es el mismo formulario del Departamento 
de Administración y Capacitación (ETA) entregado por el patrón al Departamento del Trabajo (DOL) de los 
Estados Unidos para obtener la aprobación de las visas H-2A. El contrato, además de describir el trabajo, debe 
especificar cada beneficio y responsabilidad del trabajador.29

26 29 C.F.R. § 501.3(a), disponible en  http://www.ecfr.gov/cgi-bin/text-idx?c=ecfr&amp;sid=48d6ee3b99d3b3a97b1bf189e1757786&amp;rgn=di
v5&amp;view=text&amp;node=29:3.1.1.1.2&amp;idno=29#29:3.1.1.1.2.1.56.4 (traducido por la autor). 

27  Ibídem. El texto en inglés de la definición de “empleador” en 29 C.F.R. § 501.3(a) es:  
A person (including any individual, partnership, association, corporation, cooperative, firm, joint stock company, trust, or other organization with legal 
rights and duties) that:

(1) Has a place of business (physical location) in the U.S. and a means by which it may be contacted for employment;
(2) Has an employer relationship (such as the ability to hire, pay, fire, supervise or otherwise control the work of employee) with respect to an H-2A 
worker or a worker in corresponding employment; and
(3) Possesses, for purposes of filing an Application for Temporary Employment Certification, a valid Federal Employer Identification Number 
(FEIN). La traducción se hace literal por ser una definición legal

28  Ibídem.

29  Alianza de Justicia para Trabajadores Globales: “Defendiendo los Derechos de los Migrantes Transnacionales en los Estados Unidos, Abril; 
2008.
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El empleador debe proporcionar una copia del contrato de trabajo o de la orden de trabajo a cada tra-
bajador antes del primer día de su jornada laboral o durante la misma.30 Cada contrato H-2A debe estipular: 
las fechas de inicio y conclusión del contrato, así como todas las condiciones de empleo relevantes, que incluyen 
los gastos en que puede incurrir el trabajador, las horas por día y días por semana en que debe trabajar, el tipo 
de trabajo, el salario para cada tipo de trabajo, y la certificación de que el trabajador recibirá las compensaciones 
previstas en la ley estatal. 

Con dicho contrato, los trabajadores H-2A tienen derecho a: que se les reembolse el costo del viaje 
hacia y desde su área de residencia en determinadas fechas, tener habitaciones limpias, sin costo y que cubran 
ciertos estándares, el traslado semanal para que realicen compras de víveres, la garantía de que el empleador les 
dará al menos tres cuartas partes del trabajo ofrecido en el contrato, seguro médico, así como compensaciones 
por lesiones ocurridas en el trabajo.

El empleador debe pagar al trabajador H-2A el Salario por Efectos Adversos (Adverse Effect Wage 
Rate, AEWR por sus siglas en inglés)31 o el salario mínimo federal (el que sea más alto). Los trabajadores con 
visa H-2A son elegibles para recibir asistencia legal por parte de los abogados de la Corporación de Servicios 
Legales, (Legal Services Corporation, LSC por sus siglas en inglés).32

Los empleadores deben llevar registros de las horas de trabajo de cada trabajador. Además, deben 
mantener un registro de los tiempos que “ofrecieron” a los trabajadores. Cada trabajador debe tener siempre 
un recibo de salario que muestre las horas trabajadas, las horas que se negó a trabajar, el pago por cada tipo de 
cultivo, la base del pago (es decir, si al trabajador se le paga por hora, por pieza, “tarea”, etc.). El recibo del salario 
debe indicar además los ingresos totales por el periodo de pago y todas las deducciones de los salarios junto con 
una explicación de por qué se hacen las mismas.33  

La División de Salarios y Horas (Wage and Hour Division, WHD por sus siglas en inglés) es la res-
ponsable de hacer cumplir las obligaciones contractuales, y puede imponer multas monetarias en el ámbito civil 
y recuperar salarios no pagados. El Departamento de Administración y Capacitación (ETA) refuerza otros 
aspectos de las leyes y reglamentos como la administración de las sanciones relacionadas a la violación de las 
normas.34 

El contrato H-2A establece que el patrón cumplirá con las diversas leyes aplicables, tales como la Ley 
de Normas Justas en el Trabajo (Fair Labor Standards Act, FLSA por sus siglas en ingles), la Ley de Derechos 
Civiles, la Ley de Licencias por Razones Médicas y Familiares (Family and Medical Leave Act, FMLA por 
sus siglas en inglés), y cualquier otra ley federal, estatal o local que se aplique al trabajador. De modo que la 
violación de una de estas leyes significa la violación del contrato H-2A. Los trabajadores extranjeros contra-
tados bajo el programa H-2A no se encuentran cubiertos por la Ley de Protección a Trabajadores Agrícolas 
Migratorios y Estacionales.35

30 20 C.F.R. § 655.122(q). 

31  29 C.F.R. 502.10(a). El Adverse Effect Wage Rate es un salario especial para el programa H-2A, que se obtiene promediando los salarios por 
hora de todos los trabajadores de agricultura y ganadería en un estado o región. Lo fija el Departamento de Agricultura (N. del A.).

32  Ver: 20 C.F.R. § 655.102(b)(9) y 45 C.F.R. § 1626.11. Ver en general: U.S. Department of Labor Employment and Training Administration 
Wage And Hour Division Fact Sheet #26: H-2A of the Immigration Reform and Control Act, disponible en http://www.dol.gov/elaws/elg/taw.htm

33  http://www.dol.gov/elaws/elg/taw.htm

34  Ibídem.

35  Alianza de Justicia para Trabajadores Globales: “Defendiendo los Derechos de los Migrantes Transnacionales en los Estados Unidos, Abril; 
2008.
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México detiene el primer lugar en el ranking de países que reciben visas H-2A. Cada año, se le otorgan 
alrededor del 75 por ciento del total de las visas expedidas a nivel mundial.36 No obstante, no se tienen cifras 
claras sobre el número de visas emitidas a mexicanos por año ya que no hay un registro organizado.

El cuadro 1 muestra el número de visas H-2A para trabajo agrícola por año fiscal (de octubre a sep-
tiembre) que, según el Departamento de Seguridad Interna y el Departamento de Estado, se otorgaron a mexi-
canos a partir del año 2006. Préstese atención a la diferencia de datos de cada registro. 

Cuadro 1. Visas H-2A otorgadas a mexicanos a partir del año 2006 
(por año fiscal Octubre-Septiembre)

Año 
fiscal

Departamento de Seguridad Interna 
(Departament of Homeland Security, DHS 

por su siglas en inglés)*

Departamento de Estado (State 
Departament, DOS por sus siglas en inglés)*

Total México Total México

2006 46,432 40,283 37,149 34,195

2007 87,316 79,394 50,791 47,399

2008 173,103 163,695 64,404 59,669

2009 149,763 104,540 60,112 55,693

2010 139,406 127,046 55,921 53,317
* Durante la realización del presente estudio, en el año 2011, se solicito información a ambas instancias, 
la cual fue negada y no se tienen datos actualizados a la fecha.

Fuente: Datos obtenidos de reportes del DHS, y DOS. El consulado de Monterrey no publicó el núme-
ro de visas otorgadas a ciudadanos Mexicanos.37

Esta falta de información, de seguimiento y registro hacen casi nula la posibilidad de denunciar una 
violación a los derechos humanos laborales de estos trabajadores y de obtener una sanción o determinadas me-
didas para que no se repita la violación. Las leyes estadounidenses establecen algunas reglas mínimas para los 
trabajadores migrantes temporales y existe un gran debate sobre las condiciones en las que se debe contratar a 
estos trabajadores como se describe a continuación.

 Bajo la Ley de inmigración y nacionalidad (INA) el empleador es el responsable de verificar si cada 
trabajador que contrata es elegible. Bajo la reglamentación del 2010 no se le requirió a la Agencia Estatal de la 
Fuerza Laboral (SWA por sus siglas en inglés) que realice la verificación de beneficiarios para el empleo I-9 de 
los candidatos en relación al programa H-2A.

Sistema de Trabajadores Temporales H-2B38

El Departamento de Seguridad Interna (DHS) debe consultar a otros organismos competentes antes de admi-
tir a un trabajador bajo la visa H-2B. El empleador por su parte debe primero, solicitar un certificado de empleo 
temporal ante el Departamento del Trabajo (DOL) indicando (al igual que en el caso de las visas H-2A) que 
no hay suficientes trabajadores estadounidenses que sean capaces y estén disponibles para realizar el trabajo 

36  Manual de Justicia Binacional “Marco normativo para la defensa de trabajadoras y trabajadores migrantes en México y Estados Unidos. Proyecto 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; ProDESC; Centro de Derechos del Migrante; CDM; p. 95; 2010.

37  Ibídem. 

38  8 U.S.C 1101 (a)(15)(H)(ii)(b)
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solicitado. También debe declarar el lugar donde el trabajador extranjero realizará su trabajo y asegurar que 
el empleo de los trabajadores extranjeros no afectará adversamente los salarios y las condiciones laborales de 
aquellos trabajadores que ocupan posiciones similares en Estados Unidos.39 

El programa de visas de no inmigrante H-2B permite a los empleadores contratar a trabajadores ex-
tranjeros para que vayan temporalmente a los Estados Unidos y presten servicios o trabajen en actividades tem-
porales no agrícolas por una temporada, solamente en un sector de producción o por períodos intermitentes.40

Con el programa H-2B se admite a extranjeros para trabajos en la industria forestal, labores de cons-
trucción, procesamiento de mariscos, paisajismo, turismo y hospitalidad por ejemplo.41 Se ha establecido por 
ley un límite al número de extranjeros que pueden recibir esa visa, u obtener estatus legal por cada año fiscal. 
Actualmente, el número máximo de visas H-2B autorizado por el Congreso es de 66 000 por año fiscal (33 
000 se asignan a partir de la primera mitad del año fiscal, entre octubre y marzo, y las restantes se asignan en la 
segunda mitad del año, entre abril y septiembre). Si no se llena el cupo, las visas restantes no pueden utilizarse 
el año siguiente.42

Contratación bajo la visa H-2B

El Departamento de Seguridad Interna, con la concurrencia del Departamento de Estado, aprueba anualmente 
la lista de países elegibles para participar en el programa y la publica cada año también en el Registro Federal.43 

Las visas se otorgan por orden de llegada de la solicitud. Al solicitar la Certificación de Empleo Tem-
poral (que se envía al Centro Nacional de Procesamiento en Chicago), no es necesario que el empleador de 
el nombre de los trabajadores que desea contratar, sino que puede presentar una solicitud por un número de 
trabajadores extranjeros, siempre y cuando esos trabajadores vayan a realizar los mismos servicios o trabajos, 
bajo los mismos términos y condiciones, en la misma ocupación, en el mismo sector de empleo y durante el 
mismo periodo de tiempo. La certificación se le otorga al empleador, no al trabajador, y no es transferible de un 
empleador a otro o de un trabajador a otro.44

Generalmente, USCIS concede la visa H-2B por el periodo de tiempo autorizado en la Certificación 
de Trabajo Laboral (normalmente se autoriza un máximo de un año). El periodo máximo de estancia en la 
clasificación H-2B es de tres años. Un individuo que ha mantenido la visa H-2B (estatus de no inmigrante) 
durante un total de tres años tiene la obligación de salir y permanecer fuera de los Estados Unidos durante un 
período ininterrumpido de tres meses, antes de solicitar la readmisión como no inmigrante H-2B.

Debido a que los procedimientos de certificación H-2B se establecieron mediante una directriz interna y 
no por reglamento, las protecciones fundamentales otorgadas a las y los trabajadores H-2A no aplican en el caso 
de los trabajadores y trabajadoras del programa H-2B.45 Hasta las modificaciones realizadas en 2012, los emplea-

39 Ver:http://www.uscis.gov/portal/site/uscis/menuitem.eb1d4c2a3e5b9ac89243c6a7543f6d1a/?vgnextoid=d1d333e559274210VgnVCM100000
082ca60aRCRD&vgnextchannel=d1d333e559274210VgnVCM100000082ca60aRCRD

40  Ibídem.

41  Ver: http://www.fwjustice.org/guestworker-programs/h-2b

42 Ver:http://www.uscis.gov/portal/site/uscis/menuitem.5af9bb95919f35e66f614176543f6d1a/?vgnextoid=356b6c521eb97210VgnVCM1000000
82ca60aRCRD&vgnextchannel=d1d333e559274210VgnVCM100000082ca60aRCRD#

43  Para ver los países elegidos para el 2012 visitar http://www.uscis.gov.

44   http://www.foreignlaborcert.doleta.gov/h-2b.cfm

45  Gisele Lisa Bonnici. “Respeto a la voluntad de trabajar Fundamentos para programas de migración temporal basados en derechos”, Documento 
de Trabajo N° 1, INEDIM, Instituto de Estudio y Divulgación de la Migración A.C, serie diciembre 2009, México, p. 27.



75¿Quo Vadis? Reclutamiento y Contratación ...: dinámicas de los sistemas 

dores no estaban obligados a pagar el transporte de las y los trabajadores hasta los Estados Unidos, ni a darles 
techo.46 Los trabajadores con visa H-2B reciben asistencia legal por parte de abogados de Servicios Legales. 

En 2012 se revisaron las disposiciones del ETA contempladas en el Código de Regulaciones Federales 
20 CFR Parte 655, sub-parte A. y se introdujeron nuevas disposiciones en 29 CFR Parte 503. Ahora se les 
extienden algunas de las protecciones con las que cuentan los trabajadores H-2A a los trabajadores H-2B.

El salario mínimo garantizado por FLSA incluye a éstos trabajadores y los empleadores se benefician 
enormemente del programa de salarios bajos. Por ello no sorprende que los migrantes que han trabajado en 
el marco del programa reporten condiciones de explotación y violaciones a sus derechos laborales. Se podría 
mencionar, como ejemplo paradigmático, el caso de los migrantes que trabajan el pino navideño. Esta actividad 
debería estar considerada dentro de las visas H-2A, pero los empleadores con el fin de pagar salarios más bajos, 
la enmascaran como actividad H-2B generándose así pésimas condiciones de trabajo para los trabajadores. Es 
importante aclarar que las condiciones varían de empleador a empleador, y en algunas ocasiones para los tras-
lados de un sitio a otro, se les pide a los trabajadores que las realicen en su día de descanso, así el empleador no 
tiene que pagar las horas de traslado.

Se prohíbe a un peticionario, agente de colocación, facilitador, suplidor, o servicio de reclutamiento o 
servicio similar de empleo, recolectar una tarifa u otra compensación, con el fin de procurarle empleo (de ma-
nera directa o indirecta) a un trabajador H-2B.47 

Al igual que lo que sucede con las visas H-2A, la información que ofrecen las autoridades en relación 
al registro de las visas otorgadas bajo el programa H-2B no es congruente. 

El cuadro 2 muestra el número de visas H-2B que, según el Departamento de Seguridad Interna y el 
Departamento de Estado, se entregaron a mexicanos para ir legalmente a Estados Unidos a realizar trabajos 
“no especializados”.

Cuadro 2. Visas H-2B otorgadas a mexicanos a partir del año 2006 
(por año fiscal Octubre-Septiembre)

Año 
fiscal

Departamento de Seguridad 
Interna

Departamento de Estado (según 
SRE)

Total México Total México

2006 97,279 89,483 71,687 43,269

2007 75,727 105,244 60,227 33,472

2008 104,618 74,938 94,304 60,541

2009 56,381 37,467 44,847 30,006

2010 69,395 50,736 47,403 33,375
* Durante la realización del presente estudio, en el año 2011, se solicito información a 
ambas instancias, la cual fue negada y no se tienen datos actualizados a la fecha.

Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos de DHS y DOS. La información reque-
rida, en cuanto a visas otorgadas a ciudadanos Mexicanos por el consulado de Monterey, 
no fue otorgada por el carácter confidencial de la misma según empleados del consulado. 

46   Ver los cambios de reglamento que comienzan a regir a partir del 23/04/12.

47  http://www.shusterman.com/trabajadores-temporeros-no-agricultores-h-2b.html
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Como se puede observar las condiciones de contratación entre las visas para trabajadoras y trabajadores 
temporales, H-2A y H-2B muestran algunas diferencias que se van diluyendo a partir de la última reforma de 
los reglamentos en el 2012. Sin embargo, en el proceso del reclutamiento se mantiene una incertidumbre para 
los y las trabajadoras migrantes temporales debido a la falta de participación del gobierno mexicano para ase-
gurar que tanto reclutadores como contratistas cumplan con las leyes mexicanas y no se incurra en los delitos 
de fraude en el cobro de gastos de contratación.

Existen estándares mínimos que deberían cumplir las agencias en la contratación de trabajadores y 
trabajadoras mexicanos que van a laborar al extranjero, estos se encuentran definidos en el Reglamento de 
Agencias de Colocación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de marzo del 2006.48 Sin embar-
go, el gobierno mexicano ha omitido la aplicación del Reglamento en el proceso de las visas H-2A y H-2B de 
trabajo temporal en Estados Unidos.

Condiciones generales de seguridad social

Además de las especificaciones para las visas H-2A y H-2B, las principales leyes federales contemplan los 
derechos y las condiciones de empleo de estos trabajadores. Entre ellas está la Ley Nacional de Relaciones 
Laborales, la Ley de Normas Justas de Trabajo, la Ley de Seguridad y Salud en el Lugar de Trabajo, la Ley de 
Protección al Trabajador Agrícola Migrante y Temporal, así como el Título VII de la Ley de Derechos Civiles. 
Muchos de los reglamentos laborales se dejan a la voluntad de las autoridades estatales y en los estados hay 
una gran cantidad de leyes que también son pertinentes para el análisis de las condiciones laborales de las y los 
trabajadores.49

Compensación obrera

La compensación obrera es una forma de cobertura que requiere que todos los patrones compren un seguro que 
cubra el tratamiento médico y los salarios perdidos de las y los trabajadores migrantes temporales que se hayan 
accidentado en el trabajo o sufran de una enfermedad ocupacional.50 Esta compensación es utilizada en algunos 
casos para que los trabajadores renuncien a su derecho de demandar al empleador por los daños ocasionados. 

En Estados Unidos el sistema de compensación obrera por accidentes en el trabajo está fuera de la 
competencia del poder federal, lo que significa que funciona a nivel estatal, variando las leyes según el estado.

El seguro, por lo general es comprado por el empleador a compañías privadas, aunque algunos estados 
ofrecen su propio programa (North Dakota, Wyoming, Ohio y Washington). Muchos estados cuentan con 
fondos para ayudar a cubrir los daños causados a aquellos trabajadores empleados por empresas que compraron 
seguros falsos o solamente para situaciones de emergencia.51

Bajo el sistema de compensación obrera, el trabajador que tiene una herida debe recibir tratamiento 
médico inmediato, sin costo alguno, y sin importar quién es responsable del accidente. La mayoría de las leyes 
estatales establecen el pago de atención médica de urgencia, atención hospitalaria, terapia y rehabilitación física, 
consulta médica y traslado desde su casa hasta donde se encuentre el especialista.52 

48  Se anexa el reglamento como anexo 5 del presente documento para mayor información y análisis de las obligaciones de la Secretaria del Trabajo 
al Respecto.

49  Al final del capítulo se pueden observar algunas de las leyes más importantes y los derechos que se contemplan para los y las trabajadoras H-2A 
y H-2B en términos de acceso a seguridad social.

50  Ver http://www.farmworkerlanc.org/know-your-rights/workers-compensation

51  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010.

52  Ibídem.
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Si el empleador o la empresa a cargo del seguro, hacen caso omiso del aviso del accidente o si rechazan 
la solicitud, se puede presentar una queja ante la dependencia de indemnización laboral. La resolución que ema-
ne de esa dependencia puede ser apelada. Todas las leyes laborales contemplan una cierta cantidad de recursos 
para la contratación de abogados.53

Todos los trabajadores H-2A tienen derecho a recibir el seguro de compensación obrera. En el mo-
mento en que el empleador pide la aprobación de trabajadores H-2A ante el Chicago NPC (National Proces-
sing Center), debe presentar una copia del numero de póliza de seguro de los trabajadores que debe cumplir con 
los requisitos que establezcan las leyes del estado o con los beneficios de cobertura equivalentes a los estipulados 
en la ley estatal para trabajos similares.54

La cobertura de los trabajadores y trabajadoras H-2B depende del trato que cada estado tenga con 
relación al seguro de compensación obrera (en algunos es obligatorio, en otros opcional, en otros depende de la 
cantidad de trabajadores, etc.). La diferencia de trato, hace que la compensación sea más accesible en algunos 
estados que en otros.55 

El tipo de tarea que realizan los trabajadores temporales - soportar cargas pesadas, manipulación de 
maquinaria peligrosa, uso de objetos punzantes, exposición al calor y a plaguicidas - deriva en que los acciden-
tes y las enfermedades en estos programas sean moneda corriente. Un ejemplo de esto es el de las trabajadoras 
H-2B que viajan a Estados Unidos a la industria de la jaiba, y que en su mayoría son mexicanas. Ellas sufren 
cortes en sus manos por el manejo de cuchillos o por las aristas de los caparazones de estos crustáceos. En mu-
chos casos, estas cortaduras pueden ser causa de infecciones y ulceras en la piel. Además, las trabajadoras más 
experimentadas sufren de artritis en las manos por la constante manipulación de la jaiba.56

Las dificultades a las que se enfrentan los trabajadores/as para hacer cumplir el derecho de compen-
sación obrera son variadas. Por un lado están las relacionadas con la desinformación de los profesionales de la 
salud en cuanto a cómo funciona el sistema de compensación57 y a la incapacidad de proveer un servicio acorde 
a las necesidades de las y los trabajadores que hablan otra lengua. Por otro lado, están las dificultades relacio-
nadas a la naturaleza trasnacional del empleo, ya que si un trabajador entabla una queja por enfermedad es 
bastante factible que las leyes lo citen a una audiencia y no pueda asistir porque ha finalizado su trabajo y está 
de regreso en su país.58

 Seguro de desempleo

La indemnización por desempleo es una cantidad de dinero que se paga a los trabajadores y trabajadoras que 
reúnen ciertos requisitos cuando pierden su empleo para compensar la pérdida de sus ingresos. En Estados Unidos 
la rige la Ley Federal sobre Compensación del Desempleo (FUTA) y los Impuestos Estatales por Desempleo.59

El sistema de seguros de desempleo de los Estados Unidos (Unemployment Insurance, UI por sus 
siglas en inglés) es un programa federal - estatal conjuntamente financiado con los impuestos sobre la nómina 
federal y estatal de los empleadores. En general, los empleadores pagan los impuestos federales y estatales por 

53  Ibídem.

54  Employer Guide to participation in the H-2A Temporary Agricultural Program, DOL, 2010.

55 Para conocer cómo trata el tema de compensación obrera cada estado, ver: http://www.fwjustice.org/files/occupational%20health/State_Wor-
kers_Comp_Information_for_Health_Centers_11-09.pdf 

56  Picked apart: the hidden struggles of migrant worker women in the Maryland crab industry, Centro de los Derechos del Migrante, Inc. y American 
University Washington College of Law, 2011, p. 28, disponible en: http://www.cdmigrante.org/wp-content/uploads/2012/01/PickedApart.pdf.

57  Véase el sitio: http://www.fwjustice.org/workplace-safety/workers-comp

58  Picked apart: the hidden struggles of migrant worker women in the Maryland crab industry, Centro de los Derechos del Migrante, Inc. y American 
University Washington College of Law, 2011, p.29. 

59   http://workforcesecurity.doleta.gov/unemploy/uitaxtopic.asp
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desempleo si: 1) solventan salarios a los empleados por un total de mil 500 dólares o más, en cualquier trimes-
tre del año, y 2) si tuvieron al menos un empleado durante cualquier día de la semana durante 20 semanas de 
un año calendario, independientemente de si las semanas fueron consecutivas o no. Sin embargo, hay algunas 
excepciones a esta regla.60

Un trabajador debe estar de manera documentada en el país y tener autorización válida de trabajo para 
recibir los beneficios del seguro de desempleo. En los trabajos temporales los despidos suelen ser consecuencia 
de la fluctuación de los ciclos temporales, por lo que los seguros por desempleo serían de gran importancia, 
sin embargo, los requisitos para calificar son varios, los trabajadores deben: demostrar que han percibido una 
cantidad determinada de salarios a través del empleo en el pasado reciente; que pueden o están disponibles y 
deseosos de trabajar y que están en búsqueda de trabajo. 

Por lo tanto, los trabajadores no inmigrantes H-2B que solo tienen permitido trabajar para el emplea-
dor que solicita su visa, no pueden estar “disponibles para trabajar” en caso de ser despedidos, y por lo tanto no 
cumplen con uno de los requisitos primordiales en las leyes estatales del seguro de desempleo.61

Los empleadores de trabajadores H-2A no están sujetos al impuesto FUTA y los estados suelen ex-
cluirlos de la cobertura de compensación por desempleo exigida por sus leyes. Sin embargo, los empleadores de 
los trabajadores agrícolas H-2A están obligados a garantizarles el trabajo durante por lo menos las tres cuartas 
partes del periodo establecido en el contrato, o a pagarles la suma correspondiente a los días no trabajados a 
menos que los trabajadores no puedan realizar el trabajo, no sigan las reglas, o no puedan trabajar debido a 
inclemencias climáticas. 

Mientras que a nivel federal, el FUTA no requiere que las granjas “pequeñas” participen en el programa 
UI, algunos estados han ampliado su cobertura a la agricultura. De los diez estados con el mayor número de 
trabajadores agrícolas, cinco, (Kentucky, Carolina del Norte, Minnesota, Michigan e Iowa) siguen las directri-
ces federales y no requieren de los “pequeños” empresarios agrícolas que participen del sistema UI. Los estados 
restantes (California, Washington, Texas, Oregón, y Florida) han extendido de manera significativa la cobertu-
ra para los “pequeños” empleadores agrícolas. Esta medida es importante para aquellos trabajadores H-2B que 
laboran en ocupaciones como la silvicultura y la recolección de la paja del pino y que están amparados bajo la 
ley AWPA. 

Los trabajadores agrícolas contratados por medio de contratistas, podrían ser considerados empleados 
del contratista y no empleados de la granja. En estos casos el contratista es a quien se le delega la responsabili-
dad de declarar y pagar el seguro de desempleo, lo que con frecuencia se niega a cumplir.62

Pensiones

La Seguridad Social en los EE.UU. puede proporcionar beneficios por retiro, discapacidad, y sobrevivencia a 
las y los trabajadores migrantes temporales y los miembros de sus familias. Este programa del gobierno se basa 
en aportaciones mensuales, y se llama Medicare. Cubre una parte sustancial de los costos de las personas de 65 
años o más.63 

60  Amy Kandilov, Ivan T. Kandilov, Job Displacement from Agriculture, RTI International y North Carolina State University
February 2009, pp. 3-4, disponible en: http://www4.ncsu.edu/unity/lockers/users/v/vukina/AG_ECO_Workshop/Spring_09/KandilovKan-
dilovAgDispl.pdf

61  Andrew J. Elmore, Egalitarism and exclusion: U.S. Guest Worker Program and a non-subordination approach to the labor-based admission of 
non-professional foreign nationals, Georgetown Immigration Law Journal, Vol. 21, Núm. 4, Verano 2007, pp. 563-64. 

62  Amy Kandilov, Ivan T. Kandilov, Job Displacement from Agriculture, RTI International y North Carolina State University
February 2009, p.4, disponsible en: http://www4.ncsu.edu/unity/lockers/users/v/vukina/AG_ECO_Workshop/Spring_09/KandilovKandilovAg-
Displ.pdf

63  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
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La mayor parte de los empleadores en el sector privado deben efectuar contribuciones al Seguro So-
cial y a Medicare a nombre de cada empleado, y deben retener una porción de los salarios del empleado para 
su transferencia a la oficina de administración tributaria denominada Internal Revenue Service (IRS por sus 
siglas en inglés). A su vez deben dar aviso a la Administración del Seguro Social, ya que ésta es la encargada de 
registrar a cada usuario y asignarle un número de seguridad social.64

Un trabajador podrá ser beneficiario de la Seguridad Social si ha trabajado por un período específico 
de tiempo (en general se necesitan 40 créditos, que representan diez años de cotización), durante el cual el tra-
bajador hizo contribuciones al gobierno y la Seguridad Social. Así los trabajadores obtienen créditos por cada 
cuatrimestre por el que están empleados. La edad de retiro es de 67 años para los nacidos después de 1960.

El IRS ha desarrollado pautas específicas para los trabajadores agrícolas H-2A. En los Estados Uni-
dos, esos trabajadores están exentos del pago de impuestos a la Seguridad Social y a Medicare. El empleador 
debe informar de los salarios pagados a los trabajadores agrícolas H-2A extranjeros, por medio del formulario 
1099-MISC si el monto pagado durante el año es igual o superior a 600 dólares. Además el empleador no está 
obligado a realizar la retención de impuesto sobre el pago a menos que el beneficiario (el trabajador H-2A) 
omita o se niegue a proporcionar su número de Seguro Social (SSN) o un número de Identificación del Con-
tribuyente Individual.65

Los trabajadores H-2B están cubiertos por el programa, pero podrían no trabajar suficientes cuatri-
mestres en los Estados Unidos para calificar y obtener los beneficios.66 Las contribuciones al Seguro Social, 
generalmente establecidas por ley, son realizadas a nombre del trabajador aún cuando es muy improbable que 
pueda disfrutar de éstos beneficios. En términos generales, se ofrece poca orientación oficial sobre los requisitos 
fiscales y los trabajadores están desinformados con respecto de las deducciones que se hacen a su salario y de la 
posibilidad de recuperarlas en el futuro.67

En algunas situaciones los trabajadores migrantes pueden enfrentarse a dificultades si son aceptados y 
obtienen los beneficios del Seguro Social porque sus créditos laborales no han sido reportados por los emplea-
dores, o porque no han sido registrados correctamente por la Administración del Seguro Social. 

De acuerdo con la ley actual, un ciudadano mexicano que trabaja en los Estados Unidos debe pagar los 
impuestos correspondientes al Seguro Social pero no puede combinar el tiempo total de trabajo entre ambos 
países (México y Estados Unidos) para solicitar el acceso a los beneficios. 

Estados Unidos y México firmaron en junio de 2004 un acuerdo de totalización que tiene por objeto 
que las y los trabajadores disfruten de los beneficios de la seguridad social. El acuerdo elimina la doble tribu-
tación al seguro social y permite la combinación de los créditos laborales acumulados en ambos países. Sin 
embargo, no ha entrado en vigor ya que no ha pasado todavía los requisitos de aprobación. La demora se debe 
al efecto que puede tener sobre los trabajadores indocumentados, y a los respectivos costos que deben asumir 
tanto Estados Unidos como México.68

Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010.

64  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010.

65  Ver: Internal Revenue Service, Foreign agricultural workers: exemption from withholding of U.S. Federal Income tax and U.S. FICA taxes, http://
www.irs.gov/Individuals/International-Taxpayers/Foreign-Agricultural-Workers 

66  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010.

67  Picked apart: the hidden struggles of migrant worker women in the Maryland crab industry, Centro de los Derechos del Migrante, Inc. y American 
University Washington College of Law, 2011, p. 26.

68  http://www.ssa.gov/pressoffice/factsheets/USandMexico.htm
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Algunos empleadores establecen planes privados de pensiones y cuidado de la salud de sus trabajadores 
de manera voluntaria, de conformidad con lo establecido en los contratos colectivos de trabajo suscritos con los 
sindicatos.69

Condiciones de seguridad e higiene

La Ley de Seguridad y Salud Ocupacional70 (The Occupational Safety and Health Act, OSH por sus siglas en 
inglés) es la ley federal más importante para promover la seguridad e higiene de los trabajadores en Estados 
Unidos. Esta ley es administrada e implementada por la Administración de la Seguridad e Higiene en el Sitio 
de Trabajo, del Departamento del Trabajo de los Estados Unidos (Occupational Safety and Health Adminis-
tration, OSHA por sus siglas en inglés).

La Ley OSH autoriza a los estados la implementación local de las leyes de seguridad y salud, si éstos 
presentan programas estatales de seguridad y salud por lo menos tan eficaces como el programa federal.71 Si 
esto sucede, será entonces una agencia estatal o parte del gobierno local, así como el departamento de salud del 
condado o el municipio quienes los implementen.72 

La ley OSH tiene una cobertura muy amplia y no hace distinción entre empleados nacionales y extran-
jeros.73 De ahí que, tanto los trabajadores H-2A como los H-2B se encuentran cubiertos por las disposiciones 
de esta ley. 

Sin embargo, OSHA está impedida para aplicar la Ley OSH a cualquier empleador agrícola que em-
plea a diez o menos trabajadores, a menos que opere un campamento que albergue a trabajadores agrícolas. Esta 
restricción no se aplica a nivel local lo que significa que los estados pueden hacer uso exclusivo de sus fondos 
estatales. Se deja a la voluntad de los estados la aplicación de las normas de seguridad e higiene a pequeños 
granjeros por ello solo 22 de ellos lo hacen. 

Consecuentemente, muchos trabajadores migrantes temporales agrícolas no estarían protegidos ya que 
se ha estimado que el 47 por ciento de los trabajadores agrícolas contratados son empleados en granjas de me-
nos de 11 empleados que no mantienen un campamento de trabajo temporal. Muchos empleadores agrícolas 
no tendrían que cumplir con la Ley OSH porque el 91 por ciento de las granjas en los Estados Unidos tienen 
menos de diez empleados.74

A grandes rasgos, la ley OSH establece que los empleadores tienen que proveer a sus empleados un 
lugar de trabajo que no tenga peligros serios y seguir todos los estándares de seguridad y salud de OSHA. Para 
que los trabajadores puedan ejercer sus derechos sin represalias o discriminación habría que pedirle a OSHA 
que inspeccione el lugar de trabajo (cuando se da algún caso de represalia se provee una “compensación adecua-
da” que puede incluir la recontratación o reinstalación en el puesto anterior con derecho a sueldos retroactivos) 
y, que se les informe y capacite sobre peligros, métodos para prevenir daños, y los estándares de OSHA que 
apliquen a su lugar de trabajo. 

69  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010

70  Ley Pública 91-596 84STAT .1590, Diciembre 1970.

71  http://www.osha.gov/OSHA_FAQsSP.html

72   Alianza de Justicia para Trabajadores Globales: “Defendiendo los Derechos de los Migrantes Transnacionales en los Estados Unidos, Abril; 
2008.

73  29 CFR § 1910. 2(d). “Empleado significa un empleado de un empleador que está empleada en un negocio de su empleador lo cual afecta el co-
mercio” (“Employee  means an employee of  an employer who is employed in a business of his employer which affects commerce”), traducido por la 
autora y se traduce literal por ser una definición legal.

74  Informe sobre, Tendencias Internacionales del Trabajo, Departamento de Trabajo de los Estados Unidos (USDOL), Dirección de Asuntos In-
ternacionales Laborales, Oficina de relaciones Internacionales, Washington DC, 2008..
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La capacitación debe impartirse en un idioma y lenguaje que el trabajador pueda entender y este debe 
recibir copia de los resultados de los exámenes realizados para identificar peligros en el lugar de trabajo, debe 
también poder revisar los registros de heridas y enfermedades relacionadas al trabajo, y recibir copias de los 
registros médicos.75

Si los empleadores incumplen esas obligaciones y se comprueba que los trabajadores han sido expuestos 
a una condición peligrosa, OSHA tiene la facultad de imponer multas o infracciones. El gobierno federal es el 
único que puede entablar acciones relacionadas con la Ley OSH.

Algunas regulaciones especiales benefician expresamente a los trabajadores agrícolas y protegen su sa-
lud e higiene en el campo y en el trabajo con plaguicidas (la División de Salarios y Horas ha tenido autoridad 
única para la implementación de las normas de sanidad en el campo de OSHA).76 

La norma de Sanidad en el Campo,77 estipula que los empleadores agrícolas que tienen 11 o más tra-
bajadores manuales deben proveerles con agua fresca para beber en cantidades suficientes, así como con una 
instalación sanitaria para el lavado de manos por cada 20 empleados (o fracción del mismo) dentro de los 400 
metros del sitio de trabajo en el campo. Todo sin costo para el trabajador. 

En 1992 la Agencia de Protección Ambiental (EPA) revisó los Estándares de Protección al Trabajador 
(WPS) 40 CFR 170 relativos al uso de pesticidas en la agricultura. Los estándares son reglamentos federales 
para proteger a los trabajadores y requieren que los empleadores los capaciten sobre los peligros de los pesticidas 
y limiten su exposición a estos.78 Hay estados que cuentan con programas propios en seguridad de pesticida, 
como por ejemplo California.

En la práctica hacer cumplir estos reglamentos parece muy difícil ya que los empleadores raramente son 
penalizados por su incumplimiento. Los trabajadores H2 son los más expuestos a los agroquímicos y los más 
vulnerables a los mismos por la falta de entrenamiento e información sobre su manejo, las tareas riesgosas que 
realizan y la falta de equipos de protección.79

El derecho a sindicalizarse

En Estados Unidos diez por ciento de los trabajadores del sector privado están sindicalizados. El número de 
trabajadores agrícolas representados por sindicatos es extremadamente bajo y los empleadores oponen resisten-
cia a la sindicalización.80 La Ley Nacional de Relaciones del Trabajo (National Labor Relation Act, NLRA por 
sus siglas en inglés) otorga a los trabajadores el derecho a formar y unirse a sindicatos sin represalias por parte 
de sus empleadores. También establece un marco de trabajo para la negociación colectiva entre los empleadores 
y los sindicatos cuando una mayoría de los trabajadores vota para ser representados por un sindicato.81

El mecanismo principal para proteger los derechos de los trabajadores a organizarse, a entablar un 
contrato colectivo o unirse a una huelga se encuentra en las Secciones 8(a) y (b) de la Ley Wagner (NLRA), en 

75  http://www.osha.gov/OSHA_FAQsSP.html

76  Informe sobre, Tendencias Internacionales del Trabajo, Departamento de Trabajo de los Estados Unidos (USDOL), Dirección de Asuntos In-
ternacionales Laborales, Oficina de relaciones Internacionales, Washington DC, 2008.

77  29 C.F.R. 1928.110

78  http://www.epa.gov/pesticides/health/worker.htm

79  Simón Pedro Izcara Palacios, Karla Lorena, y Andrade  Rubio. Problemas de salud de los jornaleros tamaulipecos empleados con visas H2-A en 
Estados Unidos, Mundo agr, 2011, Vol.11, Núm.22, p. 12, disponible en http://www.scielo.org.ar/pdf/magr/v11n22/v11n22a07.pdf 

80  Ruben J. García, Ghost Workers in an interconnected World; Going Beyond the Dichotomies of Domestic immigration and labor laws, Uni-
versity of Michigan Journal of Law Reform, Vol. 36, 2002-2003, p. 742. 

81  Derecho de los Trabajadores Migratorios, Guías Comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Comisión para la Cooper-
ación Laboral, 2010, US. 
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las que se definen las prácticas laborales discriminatorias, las cuales constituyen una infracción de la ley y están 
sujetas a los recursos que dispone la misma ley.82

Los derechos que protege la NLRA se aplican sólo a los trabajadores comprendidos en la definición 
de “empleado”. Esta definición excluye a los trabajadores agrícolas, incluyendo a los trabajadores en granjas y 
ranchos, pero cubre a la mayor parte de los trabajadores en plantas de empaque y procesamiento de fruta, vege-
tales, productos avícolas y carne.83

Llegar con visa H-2A, no es garantía para poder ejercer la libertad sindical. La exclusión del NLRA 
de los trabajadores agrícolas significa que un sindicato de trabajadores agrícolas no puede utilizar la ley federal 
para obligar a una compañía a participar en la negociación colectiva. Cabe señalar que los trabajadores excluidos 
todavía pueden organizarse y obtener un contrato a través de la negociación colectiva, pero lo hacen sin la pro-
tección de la NLRA. Esto significa que un trabajador excluido puede ser despedido legalmente por organizar 
un sindicato.84 

Las Constituciones de algunos estados tienen leyes especiales que garantizan los derechos de los traba-
jadores agrícolas (entre ellos los H-2A) a organizarse y negociar colectivamente. Estos estados son: California 
(posee las leyes más amplias), Arizona, Florida, Hawái, Idaho, Kansas, Kentucky, Luisiana, Maine, Maryland, 
Massachusetts, Missouri, Nebraska, New Jersey, Oregón, Texas, Washington, Wisconsin y Wyoming.85

Los trabajadores H-2B están cubiertos por la NLRA, por lo tanto tienen derecho a sindicalizarse y 
negociar convenios colectivos de trabajo; sin embargo, han encontrado muchos retos para hacer valer sus de-
rechos en el trabajo. La falta de sindicalización hace que estos trabajadores no cuenten con mecanismos para 
asegurarse que los empleadores cumplan con los términos de sus contratos.

El derecho a la negociación colectiva

El derecho de los trabajadores migrantes a asociarse a sindicatos y a beneficiarse de contratos colectivos de 
trabajo se estipula en el artículo 6.1 del Convenio 97 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que 
hace referencia a la libertad sindical y a la protección del derecho a la sindicalización, y el Convenio 98, sobre 
el derecho de sindicalización y negociación colectiva.

En la Constitución de Estados Unidos no se hace referencia específica al derecho de negociación colec-
tiva. No obstante, la libertad de asociación está protegida por la Primera Enmienda de la Constitución y, según 
la interpretación de los tribunales, incluye el derecho del trabajador a establecer y unirse a sindicatos.86

El contrato colectivo es un método de negociación entre patrones y trabajadores que otorga al 
trabajador/a el derecho de contar con representación legal y a expresarse. Este tipo de contrato es considerado 
como un factor clave para garantizar derechos laborales como el salario y el mejoramiento de las condiciones 
de trabajo.87

82  Ibídem.

83  Ibídem.

84  Ver en : http://www.globalworkers.org/

85  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010.

86  Informe sobre, Tendencias Internacionales del Trabajo, Departamento de Trabajo de los Estados Unidos (USDOL), Dirección de Asuntos In-
ternacionales Laborales, Oficina de relaciones Internacionales, Washington DC, 2008.

87  Gisele Lisa Bonnici. “Respeto a la voluntad de trabajar Fundamentos para programas de migración temporal basados en derechos”, Documento 
de Trabajo N° 1, INEDIM, Instituto de Estudios y Divulgación sobre migración, A.C, diciembre 2009, México, p. 49-50. 
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A nivel federal, la Ley Nacional de Relaciones Laborales (NLRL) garantiza el derecho de los traba-
jadores a organizarse, establecer y unirse o asistir a organizaciones laborales; negociar colectivamente a través 
de representantes de su propia elección, y participar en otras acciones concertadas, con el fin de llevar a cabo 
negociaciones colectivas u otras actividades de protección mutua. También establece que los trabajadores tienen 
el derecho de negarse a participar de estas actividades y provee ciertas limitaciones a la organización de paros 
y a las actividades de boicot.88 

La NLRA confiere derechos de negociación colectiva a la mayor parte de los trabajadores del sector 
privado, con exclusión de los empleados de la industria de los transportes por ferrocarril y vía aérea, contratistas 
independientes, trabajadores del servicio doméstico, trabajadores agrícolas, empleados de pequeñas empresas, 
personal supervisor o directivo, y empleados de los gobiernos federal, estatales y locales.89

Esto significa que los trabajadores H-2A no están cubiertos por esta ley, mientras que los trabajadores 
H-2B sí lo están, por lo menos en el papel. Uno de los requisitos establecidos en la ley es que, durante la etapa 
del reclutamiento el empleador debe ponerse en contacto con los sindicatos locales y hacerles saber de la oferta 
de trabajo que está poniendo en marcha bajo la visa H-2B.

En la práctica los trabajadores se ven por lo general frustrados en el ejercicio de sus derechos por un 
sin número de obstáculos: se les prohíbe recibir visitas, sufren campañas de intimidación promovidas por los 
empleadores para mantener a sus trabajadores fuera del alcance de los sindicatos, se los anota en listas negras si 
participan, y se les retienen documentos personales como el pasaporte, entre otras cosas.90 

Por su parte, algunos estados han promulgado leyes que regulan las relaciones laborales agrícolas. Por 
ejemplo, el estado de California aprobó en 1975 la Ley sobre Relaciones Laborales Agrícolas (Agricultural 
Labor Relations Act, CALRA), que incluye a todos los trabajadores agrícolas no cubiertos por la NLRA. En 
California, los trabajadores agrícolas tienen derecho a sindicalizarse, a formar parte o, afiliarse y ayudar en or-
ganizaciones laborales, negociar en forma colectiva a través de los representantes que ellos elijan y participar en 
otras actividades concertadas de ayuda y protección mutuas. Con ciertas limitaciones, los trabajadores agrícolas 
de California tienen derecho a declararse en huelga pero no pueden participar en boicots secundarios.91

Los trabajadores H-2A están comenzando a participar en organizaciones sindicales que defienden sus 
derechos. Los acuerdos de negociación colectiva establecidos por los sindicatos de trabajadores agrícolas como 
el Comité Organizador de Trabajadores Agrícolas (“FLOC”) y United Farm Workers of América (“UFW”) 
han proporcionado protección laboral a los trabajadores H-2A desde 2004. Por ejemplo, el contrato de FLOC 
con la Asociación de Cultivadores de Carolina del Norte (NCGA) abarca 8 000 trabajadores huéspedes tem-
porales que viajan de México cada año para trabajar en los campos de Carolina del Norte.92

FLOC es la primera organización de trabajadores huéspedes en ganar la representación sindical y un 
contrato colectivo que establece un sistema de contratación que asigna “posiciones de trabajo en orden de anti-
güedad y, dentro del rango de antigüedad, por la pertenencia a un sindicato.” Además, el acuerdo de negociación 
colectiva crea un procedimiento de quejas a disposición exclusiva de las y los trabajadores H-2A. Establece que 
tanto el despido como la negativa a contratar, tienen que estar basados en una causa justa y permite que FLOC 

88  Informe sobre Tendencias Internacionales del Trabajo, Departamento de Trabajo de los Estados Unidos (USDOL), Dirección de Asuntos In-
ternacionales Laborales, Oficina de Relaciones Internacionales, Washington DC, 2008.

89  Ibídem.

90  Simón Pedro Izcara Palacios, Abusos y condiciones de servidumbre relacionados con la implementación de los programas de trabajadores hués-
pedes (el caso tamaulipeco), Frontera Norte, Vol. 22, Núm. 44, Julio – Diciembre de 2010, pp. 255, 259-60. 

91  Guías comparativas sobre el derecho del trabajo en América del Norte, Derechos de los trabajadores migratorios, Comisión para la Cooperación 
Laboral, Secretariado de la Comisión de Cooperación Laboral, 2010.

92 Sanam Yasseri. Out of the shadows: A call to end the exploitation of non-agricultural migrant workers by reforming the US H-2B Guest Worker 
Program, Southwestern Journal of International Law, Vol. 15, 2009, p. 371.
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supervise la contratación de trabajadores extranjeros en México. Un procedimiento de queja expedito de vein-
tiún días permite a los trabajadores presentar quejas con respecto a cuestiones laborales, sin temor a represalias. 
Algunos de los resultados de este acuerdo son la presentación de quejas que resultaron exitosas en cuanto a los 
reembolsos de gastos de viaje, pago por enfermedad, licencia por duelo y la pérdida de salarios.93

En México, el derecho a la libertad de asociación está bien protegido, al menos en principio, bajo la ley 
mexicana. La Constitución mexicana en sí misma “brinda a los trabajadores el derecho a asociarse libremente, 
a organizarse en sindicatos, y el derecho de huelga”, y los trabajadores agrícolas no están excluidos de ese de-
recho.94 La Ley Federal del Trabajo reitera estos derechos y establece las reglas para la negociación colectiva. 
Las garantías sustantivas de los derechos sindicales son fuertes, pero su aplicación es débil o, más precisamente, 
“selectiva”.95

Situación actual de las visas H-2A y H-2B

En 2008, bajo la administración del presidente Bush, el Departamento del Trabajo propuso una serie de refor-
mas legales para “modernizar” el programa H-2A. Estas medidas, que se hicieron efectivas en 2009, levantaron 
una fuerte polémica porque favorecían a los empleadores en perjuicio de los derechos de las y los trabajadores 
extranjeros. En marzo de 2009, dos meses después de que el presidente Obama asumiera el cargo se anunció 
la suspensión, por nueve meses, de las modificaciones al reglamento de las visas H-2A aprobadas en la admi-
nistración anterior. El Departamento del Trabajo propuso cambios drásticos en el sistema de contrataciones y 
un aumento de salarios en el sector, al tiempo que volvió a modificar los reglamentos del programa H-2A que 
entraron en vigor el 15 de marzo de 2010.

Actualmente, los empleadores consideran que el reglamento vigente es burocrático y costoso para las 
necesidades cambiantes del sector agrícola. El año 2011 tiene el récord de apelaciones presentadas por los 
agricultores ante los jueces administrativos del Departamento del Trabajo en contra de decisiones por casos de 
certificación laboral temporal en el programa H-2A.96 

En estos años, los trabajadores también han denunciado todo tipo de vulneración de sus derechos. Or-
ganizaciones de defensa de los derechos de los trabajadores han denunciado casos de trata de persona y trabajo 
forzado, así como casos de malas condiciones de vivienda, falta de pagos, pagos mal hechos, e incumplimiento 
de pago de la compensación obrera, entre muchos otros.97 Lo que significa que a pesar de los diferentes cambios 
en los reglamentos las mejoras en las condiciones de estos trabajadores aún no se hacen evidentes.

Hay varios proyectos de ley presentados98 de los cuales dos revisten especial importancia en relación a 
los trabajadores H-2A, tales como The Agricultural Job Opportunities, Benefits and Security Act (AgJOBS) 
y el Programa E-Verify. 

93  Ibídem.

94  Jennifer Hill, Binational guestworker unions: moving guestworkers into the house of labor, Fordham University Urban Law Journal, Vol. 35, 
2008, p. 330, citando The rights of nonstandard workers: a North American guide, Commission for Labor Cooperation, 2003, p. 19, disponible en http://
www.naalc.org/english/pdf/study1.pdf

95  Ibídem, citando Lance Compa, Justice for all: the struggle for worker rights in Mexico, The Solidarity Center, 2003, p. 10, disponible en http://www.
solidaritycenter.org/files/SolidarityMexicofinalpdf111703.pdf

96  Alrededor de 440 casos, el doble del numero de apelaciones presentadas durante el mismo período del año anterior. Ver H-2ª Temporary Agri-
cultural Visa Program FY 2012-Quarter 3: Select Statistics, Employment and Training Administration, U.S. Department of Labor, disponible en 
http://www.foreignlaborcert.doleta.gov/pdf/h_2a_selected_statistics.pdf

97  Para más información ver en: http://www.guestworkeralliance.org/category/litigation/

98  Propuesta de los productores agrícolas de Virginia Association, Inc., 2011-TLC-00273 (11 de febrero de 2011), el proyecto de Ley Especial 
de Agricultores Americanos Agrícola - American Agricultural Specialty Act (HR2847)- y el proyecto Ley cosecha –HARVEST Act - (S. 1384). 
Todos los proyectos tiene un elemento en común: Envisten al Departamento de Agricultura de EE.UU. con la autoridad para operar el progra-
ma de trabajadores huéspedes. Ver: Testimony of Leon R. Sequeira, United States House of Representatives Committee on Education and the 
Workforce, Subcommittee on Workforce Protections, September 13, 2011, disponible en:  http://www.seyfarth.com/dir_docs/publications/attor-
neypubs/091311_sequeria.pdf
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El Primero, plantea revisar el programa H-2A, otorgar una “tarjeta azul” de estatus migratorio temporal 
con posibilidad de ganar status legal a través de trabajo continuo en agricultura y permitir a los empresarios 
agropecuarios participar del programa. Es una propuesta bipartidista y tanto los trabajadores como los emplea-
dores están a favor de su aprobación. 

El Segundo, plantea crear un programa nuevo “H-2C”, requerir a los empleadores el uso de un siste-
ma federal electrónico E-Verify (DHS) para confirmar que los trabajadores contratados tengan papeles, pasar 
el manejo del programa al departamento de agricultura y que los trabajadores solo puedan trabajar para un 
empleador. Es una propuesta republicana respaldada por algunas organizaciones de empleadores como USA 
Farmers.

Durante más de dos décadas, no existieron garantías reglamentarias específicas para proteger a las y los 
trabajadores H-2B. Mientras que la polémica Ley Salvemos Nuestras Pequeñas Empresas de Temporada de 
2005 (SOSSB) ayudó a definir las condiciones bajo las cuales las visas H-2B pueden ser asignadas, el número 
de visas que pueden ser emitidas cada año, y los procesos por medio de los cuales las empresas solicitan trabaja-
dores, falló en la misión de establecer estándares estrictos para los protección de los derechos de los trabajado-
res H-2B,99 dejando que el salario se estableciera dependiendo del tipo de trabajo y la descripción de las labores.

En enero de 2009 el ex presidente Bush emitió las primeras regulaciones formales con respecto al pro-
grama H-2B. Anteriormente no había regulaciones para regir la manera en que el Departamento del Trabajo 
certificaba a los empleadores para las visas H-2B. A pesar de que estas regulaciones pretendían proteger a los 
trabajadores H-2B, en los hechos, terminaron beneficiando a los empleadores puesto que apartaron al gobierno 
de la supervisión formal que ejercía sobre la contratación y las prácticas de empleo. Más aún, la normativa ha 
minado años de jurisprudencia sobre los derechos de los trabajadores H-2B, incluyendo el requisito de que los 
empleadores reembolsen a los trabajadores los gastos de viaje, de reclutamiento, y de visa.100

Las condiciones laborales creadas por esta regulación otorgan al empleador un control excesivo sobre la 
relación laboral y ponen a los trabajadores en riesgo de explotación. Se registra una importante incidencia del 
trabajo forzado y de la trata de personas.

Las modificaciones al Programa H-2B que comenzaron a correr el pasado 23 de abril de 2012 agregan 
algunas protecciones a los trabajadores y se asemejan a las protecciones que se otorgan a los H-2A. Habrá que 
verificar si se van a poder hacer cumplir. Los empleadores las rechazan porque generan un aumento de costos 
mientras que las organizaciones de trabajadores les dan la bienvenida pero con escepticismo.

Como se menciono, en los últimos meses se han introducido varios proyectos de leyes migratorias que 
tratan el tema de los programas temporales de trabajadores migrantes y se afirma que otros proyectos están en 
desarrollo. Todos ellos son de corte unilateral, algunos se limitaran a corregir problemas específicos mientras 
que otros revisaran por completo los programas actuales. Se desconoce la postura mexicana en cuanto a la po-
sibilidad de un acuerdo bilateral.

Tampoco pareciera que ninguno de los proyectos reivindique la capacidad de los inmigrantes como 
actores políticos, económicos y culturales. Es importante que se involucre el gobierno Mexicano y cree salva-
guardas especiales para los grupos de mayor vulnerabilidad.

99   Picked apart: the hidden struggles of migrant worker women in the Maryland crab industry, Centro de los Derechos del Migrante, Inc. y American 
University Washington College of Law, 2011, p. 5.

100  Ibídem.



86 inedim

Conclusiones y recomendaciones

1. Las visas de trabajo temporal H-2A y H-2B son un sistema de trabajo temporal unilateral. No estable-
cen el principio de bilateralidad que supondría un Programa de Trabajo Temporal.

2. El único gobierno participante en este sistema de trabajo temporal es el estadounidense quien, desde 
su necesidad de mano de obra barata, establece las reglas del juego para los trabajadores y trabajadoras 
mexicanas que deciden solicitar una visa H-2.

3. Ha habido diversos intentos de organizaciones de derechos humanos, centros de trabajadores y sindi-
catos estadounidenses para encontrar una respuesta a lo que significa el trabajo por temporadas que se 
hace cada vez más permanente, pues los y las trabajadoras regresan casi siempre a los mismos centros 
de trabajo en donde desarrollaron desde experiencia laboral hasta relaciones interpersonales.

4. Sin embargo, sin una bilateralidad real en el diseño y aplicación de este sistema, las posibilidades de 
mejorar las condiciones de contratación, pasando por el proceso de reclutamiento, así como las condi-
ciones de seguridad social de los y las trabajadoras que viajan bajo este tipo de visas se miran como actos 
de buena voluntad de algunos empleadores y como luchas muy dignas, pero aisladas.

5. La calidad migratoria de una persona no puede constituir, de manera alguna, una justificación para 
privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral. El migrante, 
al asumir una relación de trabajo, adquiere derechos por ser trabajador, que deben ser reconocidos y 
garantizados desde el momento mismo en que es contratado en su comunidad de origen porque son 
consecuencia de la relación laboral. Con este fin se deben adoptar medidas positivas, y suprimir las 
medidas y prácticas que limiten o vulneren un derecho fundamental. 

6. El trato que se debe otorgar a los trabajadores temporales suele ser parte integrante del debate deno-
minado “reforma migratoria integral”. Entre las voces que se han levantado algunas proclaman que se 
elimine este tipo de programas, otras, que se flexibilice para el beneficio de los empleadores y otras, que 
se garantice el respeto a los derechos de los trabajadores.

7. La Opinión Consultiva 18 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos establece que: 

“El Estado no debe permitir que los empleadores privados violen los derechos de los trabajado-
res, ni que la relación contractual vulnere los estándares mínimos internacionales”.101 

8. Para que esto sea posible es necesario en primer lugar que el gobierno de México, en sus esferas locales, 
estatales y federal, tome cartas en el asunto y comience a participar en la administración del programa. 
Debe hacerse presente en cada una de las partes en que se realiza la contratación con el fin de que los 
intereses de sus nacionales no se vean vulnerados. Se necesita un Estado activo, que participe también 
en el debate, que negocie condiciones, que supervise y controle la implementación del programa y que 
proteja los derechos de los trabajadores habilitándoles un campo de acción para sus reclamos.

9. Hay una necesidad urgente de estándares regionales vinculantes en relación con la protección de los 
trabajadores migrantes. 

10. De la misma manera es necesario que en acción conjunta, los gobiernos controlen a los intermediarios 
en el reclutamiento. En esta instancia se producen muchas violaciones a los derechos de los trabaja-
dores, que se encuentran en una situación de vulnerabilidad por la necesidad de trabajo y que están 

101  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinion Consultiva 18/03 sobre la condición jurídica y derechos de los migrantes indocumen-
tados, http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_18_ing.pdf , 17 de septiembre 2003, p.108 (148).
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dispuestos a una mala negociación con tal de conseguir empleo. Por lo tanto, debe haber un mecanismo 
transparente por medio del cual los trabajadores puedan verificar la autenticidad de quien los contratan. 

11. Es necesario que los empleadores asuman el costo total del reclutamiento, obtención de visa, equipos 
de trabajo y transporte. Los trabajadores deben contar con la posibilidad de conocer todos sus derechos 
antes de partir hacia el país de trabajo.

12. En caso de irregularidades denunciadas, los trabajadores deben tener pronto acceso a remedios para 
salvaguardar sus derechos. Estos remedios tienen que ser eficaces ya que aquellos empleadores que in-
cumplen deben ser efectivamente sancionados por medio de multas o revocación de sus permisos para 
participar en el programa. También debe estipularse un mecanismo de acceso a las cortes federales de 
los Estados Unidos para los trabajadores H-2A. 

13. Los empleadores deben garantizar iguales salarios y condiciones de trabajo para los trabajadores con 
visas temporales de trabajo. Se debe discutir la obligación de vincular la visa con un solo empleador.102 
El trabajador debería tener el derecho de cambiar de trabajo si las condiciones de su contrato no se 
cumplen, así se eliminarían muchas de las prácticas abusivas que se han registrado en los últimos años, 
como por ejemplo, la retención de documentos, las listas negras, la coerción, las amenazas a la deporta-
ción y cualquier otra forma de represalia.

14. El Departamento de Estado de Estados Unidos y la Secretaría del Trabajo y Previsión Social de 
México deberían publicar en sus sitios web la información relativa a la cantidad de visas emitidas y 
a qué empleador fueron otorgadas. Asimismo, se debería requerir a los empleadores un historial de 
contrataciones. 

15. Los trabajadores migrantes temporales deberían contar con la posibilidad de tramitar la residencia 
permanente bajo ciertos requisitos. 

16. Todos los Estados deben proveer leyes que garanticen la participación de los trabajadores en sindicatos. 
La posibilidad de negociar colectivamente es central para la mejora de las condiciones en el lugar de 
trabajo.

17. Todos los trabajadores y trabajadoras migrantes temporales deberían tener derecho a obtener los be-
neficios de la seguridad social y contar con mecanismos para hacerlos efectivos en el país donde se 
encuentran. Para que esto suceda se deben acelerar los procesos y llegar a un acuerdo entre países que 
facilite la transnacionalización de estos beneficios. De esta manera no sería un aporte en vano aquel que 
es realizado por cada trabajador cuando paga sus impuestos.

18. Asimismo se debería facilitar un mecanismo de justicia transnacional para los y las trabajadoras tem-
porales que sea capaz de garantizar, no solo las mejores condiciones de contratación desde sus lugares 
de origen, su traslado y pago de acuerdo a las leyes del lugar de destino, sino también que tengan el 
derecho a denunciar violaciones a sus derechos desde el lugar en donde se cometieron; sea en su lugar 
de trabajo o en el trayecto al mismo. Que este mecanismo sea impulsado y financiado por ambos go-
biernos, tanto el mexicano como el estadounidense.

19. De igual forma es necesario que el gobierno mexicano asuma su responsabilidad establecida en la Ley 
Federal del Trabajo y que desarrolle un registro público para los contratos de los trabajadores migran-

102  Políticas Públicas sobre Migración laboral. Herramientas y Buenas Prácticas, Organización Internacional para las Migraciones, Misión 
México, DF, 2010.
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tes internacionales en donde se anote con total transparencia, quienes son los contratistas y bajo qué 
condiciones contratan a dichos trabajadores.

20. Finalmente, es de vital importancia identificar la clara necesidad de que se reconozca, a los trabajadores 
y trabajadoras migrantes, el derecho a una ciudadanía laboral transnacional, que a la par de la globali-
zación de la economía y la apertura de las fronteras a los grandes empleadores, es decir a las empresas 
transnacionales, también se abran las fronteras y se aseguren los derechos humanos laborales de los 
trabajadores migrantes.103
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Cuadro: Leyes que se aplican a las y los trabajadores H-2A y H-2B en Estados Unidos

Tipo de norma Leyes federales H-2A H-2B Leyes estatales H-2A H-2B

Sobre 
relaciones 
laborales. 

NLRA: Ley Nacional de Relaciones Laborales.

-Sindicalización.

-Negociación colectiva.

-Huelga.

-No provee a los trabajadores con un derecho privado de 
acción.

NLRB (National Labor Relation Board) tiene discreción para 
seleccionar las sanciones por violación a la ley y puede otorgar 
pagos retroactivos.

-La NRLA excluye “trabajadores agrícolas” de su definición 
de “empleado” y por lo tanto no protege a la mayoría de los 
trabajadores H-2A.

X En algunos Estados hay legislación específica 
que protetege el derecho de los trabajadores 
agrícolas a organizarse.

- California CALRA Ley de Relaciones 
Laborales Agrícolas.

  - Sindicalización.

  - Negociación colectiva.

  - Huelga.

X

Sobre 
oportunidades 
iguales de 
empleo.

El Título Séptimo del Acta de Derechos Civiles del 1964 y 
La Ley para la Igualdad de Oportunidades Equal Educational 
Opportunity Act (EEOA).

- Prohíbe la discriminación por raza, religión, origen nacional, 
o género, y la represalia contra trabajadores que denuncien 
discriminación.

- El trabajador debe primero denunciar ante La Comisión 
para la Igualdad de Oportunidades en el Empleo, the Equal 
Employment Opportunity Commission (EEOC). Puede: 

- interponer demanda en la corte federal.

- otorgar al trabajador “derecho de acción” ante la corte federal 
por un tiempo determinado.

- Sanciones: pueden otorgarse pagos retroactivos, daños o 
compensaciones.

-Posibilidad de interponer una acción de clase.

X X La mayoría de los Estados dictan: “Practicas 
Justas” vía las Agencias de Practicas de 
Empleo Equitativo (FEPA por sus siglas en 
inglés).

Se denuncia ante una comisión estatal de 
derechos humanos.

X
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Sobre 
condiciones 
justas de 
trabajo.

Fair Labor Standards Act (FLSA).

-Salario mínimo (excepto empleadores que hayan empleado en 
el año a menos de siete trabajadores a tiempo completo).

-Registros exactos de nóminas.

-Horas extras, pero no para los trabajadores agrícolas. 

X X Cada estado tiene su propia ley del salario 
mínimo y horas extras, solamente CA, HI y 
MD brindan pago de horas extras para los 
trabajadores agrícolas.

Sobre higiene y 
seguridad. 

Occupational Safety and Health (OSH). 

-Atmósfera libre de riegos.

-Normas mínimas de higiene (salvo que los estados asuman 
esta tarea por medio de un plan aprobado).

X X Planes de Seguridad aprobados por el 
Gobierno Federal.

- 26 estados cuentan con uno.

Sobre 
indemnización 
por accidentes 
y lesiones en el 
lugar de trabajo.

No hay ley federal que lo regule.

Empleadores de trabajadores H-2A hay que proporcionar una 
indemnización por accidentes y lesiones del trabajo.

La indemnización ofrecida a los trabajadores H-2B depende en 
las leyes del estado en que estén trabajando.

Cada estado lo maneja diferente:

- En 36 jurisdicciones el seguro de indemni-
zación es obligatorio.

 -En cinco es opcional

- En 12 se excluye por completo.

Muchos estados limitan el acceso a la aten-
ción médica cuando el trabajador sale del 
estado donde estaba trabajando. Otros esta-
dos limiten los beneficios que una beneficiara 
extranjera pueda recuperar1.

Sobre seguro 
médico.2

No hay ley federal que estipula la obligación de los empleadores 
H-2 a proporcionar seguro médico a sus trabajadores.

Trabajadores H-2 pueden calificar para Medicaid de 
Emergencia.

En casi todos los estados no se obliga a los 
empleadores que provean seguro médico 
a sus empleados. Bajo la Ley Federal de 
Protección al Paciente y Cuidado de Salud 
Asequible (PPACA), los trabajadores H-2 
quizás serían elegibles de ingresar en los in-
tercambios estáteles, pero el impacto de esta 
reforma reciente a los trabajadores tempora-
les requiere más investigación.

Pocos estados (como Vermont) han estab-
lecido acceso a la salud de manera universal a 
partir del PPACA, pero queda la posibilidad 
de que los trabajadores temporales no van a 
calificar por estos programas por no ser “resi-
dentes estatales”.
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Sobre seguro de 

desempleo.

FUTA (Federal Unemployment Tax Act).

-Delegado en los estados.

-Trabajadores H-2A no están cubiertos aunque se les debe 

garantizar las tres cuartas partes del período establecido en el 

contrato.

Los trabajadores H-2B tampoco pueden beneficiarse del 

programa por no estar “disponibles” de trabajar para otro em-

pleador. 

 Los empleadores de trabajadores H-2B tienen que pagar el 

impuesto del FUTA. Los del trabajadores H-2A no pagan el 

impuesto FUTA.

Cada estado tiene sus propios requisitos para 

el seguro de desempleo pero, en general, se 

excluyen a los trabajadores migrantes tem-

porales.

X

Sobre 
beneficio del 
seguro social.

Pensión pública de jubilación. 

-Poco probable por el tipo de trabajo temporal, por la 
falta de aportes del empleador o por no realizar los pagos 
a la oficina del seguro social.

-Trabajadores H-2A que ingresaron después de 1996 
expresamente excluidos.

-Los impuestos del seguro social y Medicare son 
descontados del sueldo de trabajadores H-2B pero no de 
trabajadores H-2A (sin embargo tanto para trabajadores 
H-2A y H-2B la probabilidad de recuperar los beneficios 
de estos programas es mínima).
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Ley federal H-2A H-2B Excepciones 

Ley de Protección a 

Trabajadores Agrícolas 

Migratorios y 

Estacionales.

Regula:

- A los subcontratistas agrícolas, crea un registro de subcontratistas. Deben 

inscribirse para poder recibir autorización para funcionar como tales. En caso 

de funcionar sin autorización se prevén sanciones. Pueden ser demandados.

- la vivienda.

-el transporte.

-otorga derecho privado de acción ante tribunales federales sin hacer distinción 

en el estatus migratorio.

-otorga derecho a queja ante el departamento de trabajo.

-habilita la acción de clase o los juicios colectivos.

Excluidos 

expresamente.

X

Se les 

aplica.

X

La definición de “agricultura” 

es más amplia que la 

adoptada en el programa H-2, 

de ahí que se desprende la 

inclusión de la ley en cuanto a 

los trabajadores forestales. 

Tipo de norma Ley federal H-2A H-2B

Contra la trata. TVPRA (Trafficking Victims Protection Reauthorization Act).

- Víctimas de trata laboral.

- Establece sanciones penales y derecho privado de acción ante corte Federal.

X X

Daños. ATCA (Alien Tort Claim Act).

- Violación del derecho de naciones.

- Por violación a tratados ratificados por EE.UU.

- Otorga derecho privado de acción.

- Puede utilizarse para casos de esclavitud, trata o violaciones severas a los derechos laborales.

X X
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Programa H-2A: Los reglamentos de la visa prohíben la renuncia a los derechos otorgados

Condiciones mínimas de 
trabajo

Contrato de trabajo Reembolsos Registros Organismos Servicios Jurídicos

- Salario mínimo.*

- Notificación de las 
condiciones del contrato al 
empleado.

- Reembolso de viaje de 
trasporte.

- Al menos debe garantizarse 
tres cuartas partes del trabajo 
ofrecido a los trabajadores.

*Los productores agrícolas 
deben pagar el salario más 
elevado entre: el Salario para 
Efectos Adversos (AEWR), el 
salario mínimo federal o estatal 
y el salario vigente que publica 
el SWA (State of Working 
America)

Los trabajadores deben 
recibir copia, que estipule:

-la duración del contrato.

-información sobre las 
condiciones mínimas.

- jornada de trabajo

-estipulaciones respecto 
al pago.

-naturaleza del empleo.

-herramientas y equipos 
requeridos que deben 
ser aportados por el 
empleador.

-que tendrán seguro de 
indemnización.

Gastos de 
transporte:

-De ida una vez 
cumplido el 50% 
del contrato.

-de vuelta.

-viáticos.

-De pagos que 
recibe el trabajador.

-Del trabajo 
realizado y las horas 
ofrecidas.

-Del ingreso total 
del trabajador por 
periodo de pago, 
explicando las 
deducciones.

-El día del pago: un 
estado detallado de 
horas e ingresos.

-Debe conservarlos 
por tres años a partir 
de la finalización del 
contrato.

Departamento del Trabajo 
(DOL).

División de salarios 
y horas (WHD): 
administrador del 
programa y encargado 
de que se cumplimente, 
tiene la tarea de investigar 
las denuncias de 
violaciones al contrato 
que los empleados pueden 
presentar ante cualquier 
dependencia del DOL o 
cualquier oficina estatal de 
empleo.

-Este organismo puede: 
imponer multas, cobros 
retroactivos, obtener 
requerimiento judicial 
contra un empleador 
y denegar solicitudes 
futuras.

-Se prohíben las 
represalias contra los 
trabajadores denunciantes.

-Tienen derecho a contar 
con servicio jurídico 
gratuito que los asista en 
casos relacionados con el 
incumplimiento de sus 
contratos. Los abogados 
no pueden patrocinar a 
los trabajadores H-2A 
en casos penales, de 
inmigración y aquellos 
que impliquen cobros de 
honorarios.

-el derecho a apelar una 
resolución se limita a casos 
de incumplimiento de 
contrato.
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Visa H-2B: Hasta el 23 de abril del año 2012 rigieron las condiciones con fecha de 2009. Con las reformas del 2012 algunas condiciones mejoraron104

 H-2B 2009: 20 CFR Part 655, Subpart A  H-2B 2012: 20 CFR Part 655 y 29 CFR Part 503

Certificación. El empleador presenta el salario prevaleciente y luego recibe una 

determinación. Envía el formulario ETA 9142 a partir del cual ETA 

determina la necesidad de trabajo temporal y evalúa las investigacio-

nes del mercado de trabajado que realizó el empleador.

Empleador presenta y recibe una determinación de salario prevaleciente, 

y luego presenta un registro H-2B (después del período de transición), en 

el que ETA certifica necesidad temporal hasta por tres años. Cada tem-

porada, el empleador presenta una solicitud, formulario ETA 9142, una 

copia de la orden de trabajo, y la documentación adicional para que ETA 

valore la necesidad de trabajo y evalúa el examen exhaustivo del mercado 

de trabajo. La aplicación, formulario ETA 9142, y los documentos reque-

ridos deben ser presentados 75 – 90 días naturales antes de la fecha de la 

necesidad del patrón.

Necesidad 

temporal.

Límite 10 meses. Límite nueve meses.

Contratistas. Participación permitida. Deben declararse como empleador con-

junto.

Participación limitada. Deben declararse como empleadores conjuntos.

Reclutamiento. Debe atestiguar que no pudo localizar trabajadores estadounidenses. 

Presentar reporte al momento de aplicar.

El reclutamiento es posterior a la aplicación y debe demostrar la falta de 

trabajadores estadounidense. Presentar informe.

Tiempo 

completo.

30 horas. 35 horas.

Reclutamiento 

fuera del país.

Debe estar prohibido por contrato el recibo de pagos por futuros 

trabajadores.

Se debe proveer copia de cualquier contrato con reclutadores internacio-

nales que contengan los nombres y las direcciones de los subcontratistas 

contratados por la empresa reclutadora.

Terminación de 

orden de trabajo

Actos imprevistos. El empleador puede pedir la terminación del contrato.

Condiciones de 

empleo.

Publicidad. Los empleadores deben divulgar la orden de trabajo a todos los H-2B, en 

un lenguaje entendible para los trabajadores.

Salario. El mayor de todos los salarios prevalecientes entre el Federal, estatal 

o el local.

El mayor de todos los salario prevaleciente entre el Federal, estatal o lo-

cal. Debe pagar en mano o en instrumento canjeable. Frecuencia de pago: 

cada dos semanas, salvo que la práctica local sea cada menos tiempo, en-

tonces prevalecerá esta última.

104  http://www.dol.gov/whd/immigration/H2BFinalRule/H2BSideBySide.htm
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Deducciones. Todos los impuestos por ley. Todos los impuestos por ley. Deducciones voluntarias a terceros.

Utensilios de 

trabajo.

Deben ser previstos por el empleador, a cargo o deposito, las herramientas, 

los insumos y los equipos necesarios para trabajar.

Tres cuartas 

partes de 

trabajo 

garantizado.

Tres cuartas partes de los días laborales cada 12 semanas. Los contratos de 

menos de 120 días cada seis semanas.

Registro de 

salario.

El empleador debe llevar un registro de horas y darle copia al trabajador el 

día de pago o el anterior.

Huelga. No se pueden ofrecer posiciones H-2B si hay trabajadores anteriores 

en huelga en el recinto.

No se puede ofrecer posiciones H-2B si hay huelga en alguno de los esta-

blecimientos del empleador dentro del área.

Actividades 

requeridas en 

reclutamiento.

SWA debe publicar la oferta laboral por lo menos diez días anteri-

ores a empezar la contratación. Publicación en diario por dos días. 

Ofrecer recontratar a los trabajadores de Estados Unidos despedidos 

dentro de los 120 días previos a la necesidad. Avisar si el empleador 

es parte de un Convenio Colectivo.

SWA debe publicar la oferta laboral 21 días anteriores a empezar la 

contratación. Publicación en diario dos días (un domingo). Ofrecer re-

contratar a los trabajadores despedidos dentro del año previo. Contactarse 

con representantes del acuerdo colectivo o publicar el trabajo por 15 días. 

Contactar al sindicato de la actividad. Mandar la orden de trabajo al DOL 

para que lo difunda en el Registro Nacional de Trabajo.

Revocación. ETA puede revocar una certificación laboral por diferentes motivos: no 

cumplimiento de condiciones contractuales, no colaborar con DOL o no 

cumplimiento de sanciones.

Transporte. A cargo del empleador el pasaje de regreso sólo cuando el trabajador 

es despedido previo la terminación del contrato.

El empleador debe hacerse cargo del pasaje de entrada y gastos de subsis-

tencia diaria de aquellos trabajadores que completen el 50% del contrato.

El empleador está a cargo del pasaje de regreso incluido los gastos diarios 

de subsistencia de aquellos trabajadores que completen el trabajo o sean 

despedidos.

Todos los medios de transporte deben cumplir con la normativa interna.

Gasto por la 

visa.

No es obligación del empleador cubrirlos (pueden ser afrontados 

bajo FLSA en la primera semana).

El empleador debe pagar los gastos (o reembolsarlos) de la visa en la 

primer semana de trabajo.

Ocupación. Declaraciones inexactas sobre la aplicación en relación con la ocupa-

ción y los deberes del trabajo pueden ser consideradas como tergiver-

saciones deliberadas de la solicitud.

Los empleadores no pueden colocar trabajadores H-2B en una oportuni-

dad de empleo que no están certificados en la solicitud.
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Cartel sobre 

derecho de los 

trabajadores.

El empleador debe colocar un cartel en el lugar de trabajo que explique 

los derechos de los trabajadores en un idioma entendible para estos.

No trato 

discriminatorio.

El empleador no puede intimidar, amenazar, restringir, coaccionar, poner 

en lista negra, o cualquier otro trato discriminatorio contra cualquier per-

sona que, con respecto a 8 USC 1184 (c), 20 CFR Parte655, Sub parte 

A, 29 CFR Parte 503, o cualquier otra reglamentación promulgada por 

DOL: ha presentado una denuncia, instituido a que se inicie cualquier 

procedimiento; testificado o está a punto de testificar; ha consultado con 

un centro de trabajadores de organización comunitaria, o sindical, pro-

grama de asistencia legal o apoderado, o haya ejercido, o interpuesto en 

nombre de sí mismo o en defensa de cualquiera de sus derecho o protec-

ciones.

Cumplimiento 

con otras leyes.

Durante el período de empleo, los empleadores deben cumplir con 

todas las otras leyes relacionadas con el empleo, incluidos las relacio-

nadas con la salud y de seguridad.

Durante el período de empleo, los empleadores deben cumplir con todas 

las otras leyes relacionadas con el empleo, incluidos las relacionadas con la 

salud y de seguridad.

Los empleadores y sus agentes tienen prohibido confiscar y retener docu-

mento de los trabajadores.

Revocación. ETA puede revocar un certificado de trabajo por una variedad de razones, 

incluido el fraude, dolo de un hecho material; el fracaso sustancial 

de un término o condición del empleo, la falta de cooperación con el 

Departamento de Trabajo o la aplicación de la ley, o el incumplimiento de 

las recursos del DOL, las sanciones o decisiones.

Inhabilitación. El departamento de salario y horas tiene autoridad independiente de 

inhabilitación a los empleadores excluir de sus foros, agentes y abogados. 

La inhabilitación se extiende a todas las certificaciones de trabajo de otros 

(otros programas de visas) con el DOL. Hay mayor cantidad de tipos de 

ofensas que pueden llevar a la inhabilitación (que puede ser de uno a cinco 

años).

Notas: 
1  Ver en: http://www.splcenter.org/publications/close-to-slavery-guestworker-programs-in-the-united-states/injuries-without-effective-r

2  Para más información ver: http://farmworkerjustice.org/sites/default/files/documents/H-2A%20webcast%20-%20Final4-30-12.pdf.
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3.5 Sistema Guatemala / México: Sistema de visas fronterizas1

Antecedentes y caracterización de los flujos

En la región fronteriza entre México y Guatemala se presenta un intenso fenómeno de migración internacional, 
procedente, en su mayor parte, de los países del triángulo norte centroamericano, pero principalmente de 
Guatemala. La frontera sur de México está integrada por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche y 
Quintana Roo, los cuales colindan geográficamente con Guatemala y Belice, a lo largo de 1 149 km de los 
cuales 956 km corresponden a la frontera con Guatemala. La presencia de trabajadores migrantes en esta zona 
de México representa una parte de estos flujos laborales y refleja uno de los más relevantes que tienen como 
destino al país. Este capítulo abordará los mecanismos que existen para la regulación del movimiento de estos 
trabajadores temporales guatemaltecos que van a trabajar principalmente al estado de Chiapas en México.

A esta región llegan trabajadores temporales desde finales del siglo XIX, cuando comienza un proce-
so fundamental para la historia y la economía de Chiapas, así como para la dinámica migratoria con el país 
vecino. A raíz de la promulgación de la Ley de Colonización por México en 1883, un conjunto de finqueros 
alemanes se estableció en el territorio del Soconusco para dedicarse al cultivo de café en grandes plantaciones 
y con un uso intensivo de mano de obra. Desde entonces, los trabajadores agrícolas temporales provenientes de 
Guatemala han sido una pieza clave para sostener la economía de la región chiapaneca. Mayoritariamente han 
venido de los poblados vecinos, siendo las puertas de entrada y salida respectivamente la región del Soconusco 
en Chiapas y el departamento de San Marcos en Guatemala.2

De acuerdo con el último censo de población de México, en el estado de Chiapas viven más de 30 000 
personas nacidas en otro país, 10 271 de ellas radican en el municipio de Tapachula.3 Hoy en día las diversas 
manifestaciones de movilidad humana transfronteriza de esa región se caracterizan por el motivo y la tempo-
ralidad de sus desplazamientos. Se distinguen cuatro tipos de flujos de personas: 1) trabajadores temporales 
transfronterizos, 2) residentes fronterizos, 3) visitantes temporales locales y 4) transmigrantes (migrantes en 
tránsito) que se desplazan por el territorio mexicano, generalmente con destino a Estados Unidos.4 Si bien 
nuestro conocimiento de los flujos aún es fragmentario, es evidente que en la dinámica fronteriza destaca la 
elevada intensidad de cruces que se registran diariamente en ambas direcciones y la complejidad de diseñar e 
implementar acciones integrales para su atención. Es importante tomar en cuenta la relevancia estratégica que 

1  La información de este capítulo está actualizada al 31 de mayo del 2012.

2  Este movimiento de población se produce principalmente en las localidades cercanas a la costa del Pacífico, desde Guatemala por Tecún Umán y 
El Carmen, para ingresar a Chiapas por Ciudad Hidalgo y Talismán, respectivamente; llegando por lo general de los departamentos de San Marcos, 
Quetzaltenango, Huehuetenango y Retalhuleu, ubicados en el sur-occidente de Guatemala. 

3  INEGI, Censo de Población y Vivienda 2010.

4  Manuel Ángel Castillo, “Los f lujos migratorios en la frontera sur de México”, Amérique Latine Histoire et Mémoire. Les Cahiers ALHIM, 2, 2001, 
disponible en: http://alhim.revues.org/index603.html
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tiene la frontera sur de México que se asocia directamente a la seguridad nacional, teniendo ésta un impacto 
directo en las políticas migratorias.

Los trabajadores migrantes temporales constituyen una fuerza de trabajo indispensable que cubre de-
mandas en el sector agrícola de Chiapas, en particular en las cosechas de café, tabaco, soya, caña de azúcar, pa-
paya y banano, así como en la ganadería. Se trata de una migración mayoritariamente guatemalteca, masculina, 
rural, temporal o circular, y con un alto grado de analfabetismo.

Según estudios del Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova (CDHFMC), en Tapa-
chula, y de investigadores de El Colegio de la Frontera Sur, el grupo de mujeres trabajadoras fronterizas se ha 
ido incrementando en los años recientes debido a la demanda de trabajadoras domésticas, y trabajadoras para 
el comercio informal y el comercio del sexo. En su mayoría, se trata de una población campesina-indígena 
procedente de municipios guatemaltecos que colindan o son cercanos a la frontera con México.5 Aunque las 
mujeres se exponen a varios riesgos y enfrentan distintas condiciones de vulnerabilidad (tales como una mayor 
precariedad laboral, injusticias en los salarios, y abusos), el objetivo de su estancia es similar al de los hombres: 
trabajar, o acompañar a un familiar trabajador durante un periodo determinado de tiempo, hasta poder regresar 
a su país de origen.6 Es importante también destacar la participación de niñas, niños y adolescentes guatemal-
tecos que se trasladan para trabajar en la economía informal.

Al sector de trabajadores agrícolas que llegan a Chiapas considerados como un flujo tradicional de 
mano de obra en los últimos años, se le han sumado flujos crecientes de trabajadores de la construcción (alba-
ñiles o peones) a raíz de la destrucción causada por los huracanes y la situación post-conflicto en Centroamé-
rica, y trabajadores para cubrir el rubro de servicios (talleres mecánicos, carpintería, choferes, etc.). Todos estos 
migrantes se dirigen principalmente a Tapachula y a pequeñas ciudades de la zona fronteriza, debido a que su 
crecimiento urbano ha favorecido el incremento en la demanda de mano de obra.

Por datos de diversos estudios, se estima que existe un promedio de entre 75 -100 mil7 a 250-300 mil 
trabajadores migratorios temporales sólo en el estado de Chiapas.8 Según los datos del Consejo Nacional de 
Población (CONAPO), las entradas de trabajadores fronterizos documentados fueron 23 526 en 2008, 46 477 
en 2009 y 84 107 en 2010.9 Con la mayor accesibilidad de las formas migratorias debido a la creación de nuevas 
visas, se observa que se ha incrementado el número de trabajadores registrados por el Instituto Nacional de Mi-
gración. Sin embargo, debido a que la mayoría de ellos sigue careciendo de documentación migratoria, en ge-
neral se cuenta con muy poca información sistematizada sobre este grupo de trabajadores, aunque su presencia 
y participación productiva se constata cotidianamente especialmente en las localidades urbanas de la región.10

Insertando esta realidad fronteriza en el contexto regional y hemisférico de vinculación entre la seguri-
dad nacional y la migración11, se han desarrollado en las últimas décadas un conjunto de mecanismos y normas 

5  Martha Luz Rojas Wiesner y Hugo Ángeles Cruz, Migración en la frontera sur de México: mujeres hacia y a través del Soconusco, Chiapas; en 
Las Mujeres en la Migración: Testimonios, Realidades y Denuncias. Albergue del Desierto, Centro de reintegración familiar de Menores Migran-
tes, A.C. Blanca Villaseñor Roca y José Ascensión Moreno Mena (coordinadores) 2006.

6  Marta Rojas; Mujeres y Migración en la Frontera Sur; disponible en: http://alhim.revues.org/index2252.html#ftn26

7  Manuel Angel Castillo, “Los f lujos migratorios en la frontera sur de México”, Amérique Latine Histoire et Mémoire. Les Cahiers ALHIM, 2, 2001

8  Consultar el Informe del Relator Especial para los Derechos Humanos de los Migrantes sobre la visita en marzo 2008, Sr. Jorge Bustamante; 
Consejo de Derechos Humanos, Naciones Unidas, 24 de marzo del 2009. 

9  Las cifras se refieren al hecho que una misma persona pudo haber entrado al país en más de una ocasión y no se cuenta con un registro específico. 
A partir de 2008 se cambia la Forma Migratoria de “Visitante Agrícola” por la de “Trabajador Fronterizo”.  Fuente: CONAPO, 2011, con base en 
el Instituto Nacional de Migración, Centro de Estudios Migratorios, información registrada en los puntos de entrada.

10  Las fuentes de información existentes son un inicio pero tienen limitaciones: (a) Estudios académicos sobre trabajadores migratorios guatemalte-
cos en los estados de la zona sur-sureste de México. (COLMEX, ECOSUR, CEM-INM); no hay series cuantitativas. (b) Registros administrati-
vos del INM resultado de la documentación de trabajadores en Chiapas según las categorías de visas existentes en el momento; hasta el 2009 solo 
contemplaban trabajadores agrícolas y solo en Chiapas. (c) Encuesta sobre Migración en la Frontera Sur, 2004-actualidad. (COLEF, STPS, INM, 
CONAPO y SRE.); solo abarca Chiapas y solo el f lujo de entradas y salidas, no contempla el stock de migrantes.

11  Ver: Gisele Bonnici; Construcción de Espacios y Estrategias de Diálogo y Comunicación en torno a la Problemática de Migración y Seguridad 
en Centroamérica y México: Diagnóstico Nacional de México; 2011; disponible en www.estudiosdemigracion.org 
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institucionales entre México y Guatemala.12 De una relación histórica y estratégicamente importante para el 
desarrollo de ambos pueblos, ahora se privilegia el enfoque de seguridad, el control fronterizo y el impulso de 
ciertos intereses económicos. A la fecha, no se ha podido desarrollar un acuerdo para abordar el tema de las 
migraciones fronterizas desde una visión de desarrollo humano y de respeto a los derechos humanos de las y 
los trabajadores migrantes y sus familias, independientemente de la adhesión de ambos países a la Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 45/158, del 18 de diciembre de 
1990.

En este contexto fronterizo, cabe mencionar el Plan Integral para la Frontera Sur, o Programa Nacional 
para la Frontera Sur 2008 - 2012, conforme al cual se buscaría promover un flujo migratorio ordenado; la coor-
dinación de las autoridades federales con las estatales; la seguridad de la región fronteriza y de las personas que 
en ella transitan y residen; así como el combate a la impunidad que incentiva la actuación de las organizaciones 
delictivas. Los cinco pilares de esta estrategia se establecen como: 1) incentivar la formalidad y fomentar la cul-
tura de la legalidad; 2) elevar la seguridad fronteriza y el control aduanero y migratorio; 3) mejorar las condicio-
nes de desarrollo social y económico de la región, promoviendo el desarrollo humano sustentable; 4) mejorar la 
infraestructura y el equipamiento de las autoridades con presencia en la región; y 5) incrementar la cooperación 
con otros órdenes de gobierno y con Guatemala y Belice. En la práctica, la mayoría de las acciones derivadas 
de este plan o programa se han concentrado en el ámbito del control migratorio y de la seguridad fronteriza.

Los derechos de las personas migrantes en territorio mexicano están protegidos, entre otros instrumen-
tos, por la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal de Trabajo y la Ley de Migración del 
2011. La Constitución Mexicana garantiza que los derechos de los trabajadores son de índole constitucional; 
entre ellos, el derecho a organizarse, el derecho a un lugar de trabajo seguro y el derecho a recibir el mismo 
salario por el mismo tipo de trabajo. La Ley Federal del Trabajo rige las relaciones entre patrones y trabajadores 
y se aplica en lo relacionado con los contratos colectivos, el derecho a un lugar de trabajo seguro, la protección 
contra la discriminación, los patrones intermediarios o subcontratistas y otros temas. Para controversias labo-
rales, existe la Procuraduría de la Defensa del Trabajo13 y la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje14 y, en el 
estado de Chiapas, la Junta Local de Conciliación y Arbitraje. En algunas cuestiones, los estados se encargan 
de la aplicación de la Ley Federal.

A pesar de las ambigüedades en el reconocimiento de los derechos de las y los migrantes que se deri-
vaban de la arcaica Ley General de Población, en el 2008 la Suprema Corte de Justicia de México determinó 
que los trabajadores migratorios, independientemente de su condición migratoria, tienen los mismos derechos 
laborales y acceso a la tutela que los nacionales.15 Actualmente, aunque no quedaba duda de su obligación de 
hacerlo, en su artículo 6 la Ley de Migración confirma que el Estado mexicano garantizará el ejercicio de los 

12  Los diversos instrumentos institucionales y normativos que sustentan las relaciones de Guatemala–México en los temas de las migraciones in-
ternacionales incluyen: la Comisión Binacional Guatemala-México / Grupo Binacional sobre Asuntos Migratorios (desde 1989) / Grupo Ad Hoc 
sobre Trabajadores Migrantes Guatemaltecos y de Asuntos Migratorios México-Guatemala (1991-2002, cuando se institucionalizó) / Subgrupo de 
Asuntos Laborales Agrícolas (desde 2002); el Grupo de Alto Nivel y Seguridad Fronteriza (GANSEF) México–Guatemala (desde el año 2002), y 
con Belice en el año 2005; el Memorando de entendimiento en materia de Derechos Humanos de Migrantes / México - Guatemala (2002); el Me-
morando de entendimiento para la Protección de Mujeres y Menores de Edad Víctimas de la Trata y Tráfico de Personas en la Frontera México-
Guatemala (2004); la Encuesta sobre Migración en la Frontera Guatemala-México / COLEF, INM, CONAPO, SRE, STPS, INCEDES (2004); 
la participación compartida en la Convergencia en la Conferencia Regional Sobre Migración; Consejo Parlamentario Regional sobre las Migra-
ciones (COPAREM), como espacio legislativo de convergencia de los Estados miembros del Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) y 
México; entre otros. 

13  Consulta: www.profedet.gob.mx

14  Consulta: www.stps.gob.mx/bp/secciones/junta_federal/index.html

15  Registro No. 168532. Localización: Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. XXVIII, Octubre de 2008. p. 2457. Tesis: III.1o.T.97 L. Tesis Aislada. Materia(s): laboral. TRABAJADORES EXTRANJEROS. 
CON INDEPENDENCIA DE SU SITUACIÓN MIGRATORIA, TIENEN LOS MISMOS DERECHOS LABORALES Y DE ACCESO 
A LA TUTELA JURISDICCIONAL QUE LOS TRABAJADORES NACIONALES. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATE-
RIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Amparo en revisión 48/2008. Glucosa del Pacífico, S.C. 17 de septiembre de 2008. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Omar Espinoza Hoyo.
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derechos y libertades de los extranjeros reconocidos en la Constitución, en los tratados y convenios internacio-
nales de los cuales México sea parte y en las disposiciones jurídicas aplicables, con independencia de su situa-
ción migratoria. Sin embargo, cabe señalar que la publicación del Reglamento de la Ley que es fundamental 
para la implementación de sus contenidos, ha demorado más de un año durante el cual se siguió por lo tanto 
y de manera ad hoc, aplicando el Reglamento de la anterior Ley General de Población. A la fecha de cierre de 
esa investigación, no era todavía posible evaluar el impacto de la nueva normatividad en la situación de las y los 
trabajadores migrantes en la zona fronteriza.

El sistema de visas para los y las trabajadores guatemaltecos en Chiapas, México

Según diversos académicos, fue el conflicto político y el consecuente proceso de refugio de miles de guate-
maltecos en México así como el inicio de la migración de tránsito en esta región, lo que generó la necesidad 
de regularizar el desplazamiento laboral y temporal, lo que no implicaba, necesariamente, adoptar una política 
migratoria integral al respecto.16 Los actuales sistemas de regularización migratoria para los migrantes (trabaja-
dores y visitantes) fronterizos son relativamente recientes y responden a la política mexicana de ordenamiento 
de flujos migratorios en la frontera sur. En este capítulo se abordarán los siguientes tipos de visas: la Forma Mi-
gratoria para Trabajador Fronterizo (FMTF) y su precursor, la Forma Migratoria Visitante Agrícola (FMVA) 
y la Forma Migratoria Visitante Local (FMVL).171. Forma Migratoria para Visitante Agrícola (FMVA), 1997 - 2007

El flujo laboral tradicional de trabajadores migratorios temporales en el sector agrícola en Chiapas no fue regu-
lado sino hasta los años 80 cuando las autoridades migratorias empezaron a emitir permisos por un periodo de 
30 o 60 días durante los cuales los patrones de las fincas los podían contratar. Se trataba de permisos colectivos 
tramitados por y concedidos a los mismos empleadores, sin considerar al trabajador. 18

Con la finalidad de prevenir los múltiples abusos reportados con los permisos colectivos, las autorida-
des mexicanas decidieron cambiar el procedimiento y emitir permisos individuales. En 1997, se estableció la 
FMVA, una visa individual y válida para un año, restringida a trabajadores con destino al estado de Chiapas. El 
nuevo procedimiento formalizaba por primera vez las responsabilidades de todas las partes involucradas: auto-
ridades migratorias, empleadores, trabajadores e incluso reclutadores. Las estadísticas del INM sobre trabaja-
dores fronterizos se elaboraron con base a estas formas hasta el 2008. Por su parte, las autoridades consulares 
guatemaltecas no tenían registro de las visas de sus nacionales, por lo que se veían obligadas a pedir regularmen-
te la información a las autoridades mexicanas.

La FMVA amparaba a los trabajadores temporales migratorios pero no a sus acompañantes, espo-
sas, hijos, hermanos, quienes no eran reconocidos como trabajadores aún cuando desempeñaban labores que 
complementaban el ingreso del trabajador registrado, o facilitaban su estancia y trabajo como era el caso de las 
mujeres que preparaban sus alimentos. Por ello, éstos no son contabilizados en las estadísticas.

En su momento, este programa de documentación de trabajadores agrícolas temporales fue conside-
rado positivo dentro de una política de apertura migratoria que proporcionaba seguridad jurídica y de tránsito 
y beneficiaba tanto a empleadores como a trabajadores.19 La expedición de los permisos de internación fue la 

16  Manuel Angel Castillo, 2001.

17  Si bien la FMVL no autorizaba el migrante a trabajar, es la forma migratoria que más se usaba para acreditar la legal estancia mientras se real-
izaba trabajo informal, generalmente de forma regular y continua, en la zona fronteriza. 

18  Hugo Ángeles Cruz, “Características de los trabajadores agrícolas guatemaltecos en México”, en Flujos migratorios en la frontera Guatemala-
México. México, COLEF-INM, 2009.

19  María Eugenia Anguiano Téllez, Políticas migratorias y control de fronteras en el norte y sur de México. Disponible en: http://migrantologos.mx/
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primera acción que permitió empezar a conocer algunas características de esta corriente migratoria y llamar la 
atención sobre su situación y sus condiciones laborales.20 Posteriormente, una evaluación del programa señaló 
una diversidad de problemas, entre ellos, la deficiente coordinación entre autoridades mexicanas y guatemalte-
cas, una inadecuada gestión de la documentación, omisiones en los registros de ingreso y salida, negligencia y 
abusos por parte de contratistas y empleadores, así como abusos y actos de corrupción por parte de autoridades 
migratorias, policíacas y militares.21 

2. Forma Migratoria de Visitante Local (FMVL), 2008 a 2012

Desde el año 2000, a partir del reconocimiento de la intensificación de la movilidad transfronteriza, se estable-
cieron facilidades para visitantes locales guatemaltecos residentes en los departamentos fronterizos. En el 2008, 
estas acciones se formalizaron en el establecimiento de la visa FMVL, con el objetivo de facilitar la internación 
de guatemaltecos que quisieran visitar poblaciones fronterizas de México hasta por tres días. La FMVL sustitu-
yó al “pase local” que las autoridades de Guatemala expedían a sus nacionales para internarse en las poblaciones 
fronterizas mexicanas.22

El trámite para obtener la FMVL era gratuito y se realizaba en los puntos de internación y oficinas 
del INM cercanas a la frontera. Las y los ciudadanos guatemaltecos beneficiados eran los que residen en los 
departamentos de Quetzaltenango, San Marcos, Huehuetenango, Quiché, Petén, Retalhuleu y Alta Verapaz. 
A ellos se les permitía ingresar legalmente, por cualquier punto de internación y permanecer hasta por tres días 
en las poblaciones fronterizas de los Estados de Chiapas, Tabasco y Campeche. Además esta forma migratoria 
permitía a sus beneficiarios adquirir valores, bienes, muebles y realizar depósitos bancarios. Las personas me-
nores de edad podían acceder a instituciones educativas.23

La FMVL se emitía en forma de credencial, tenía una vigencia de cinco años a partir de su expedición 
y de un año para los menores de tres años de edad, y era válida para múltiples entradas. Los requisitos eran 
mínimos: copia fotostática y original para cotejo de cédula de vecindad o pasaporte vigente; dos fotos tamaño 
infantil a color o en blanco y negro; en el caso de menores no acompañados por los padres, permiso de los 
padres o tutor legal, otorgado ante la autoridad guatemalteca. Los beneficiarios tenían que llevar consigo su 
visa durante su estancia y no podían permanecer en las poblaciones fronterizas por más de tres días. En caso 
de incumplimiento de estas obligaciones, se cancelaba la FMVL y se imponía una sanción administrativa, que 
podía ir desde una multa hasta la expulsión del país.

Cabe señalar que la FMVL no otorgaba permiso para trabajar. A pesar de esto, la realidad de los tra-
bajadores migratorios en la frontera sur de México es que con esta visa podían entrar y salir dentro del periodo 
permitido de 72 horas, mientras trabajaban en México sin la autorización formal requerida.

Por último, será importante observar el efecto que tendrá la nueva Ley de Migración de 2011,24 cuyo 
artículo 52 establece tres distintos tipos de visas temporales (la FMVL es reemplazada por la visa de Visitante 
Regional):

articulos_maestros/Anguiano%20Maru%20articulo%20emblematico.pdf 

20  CNDH 1996, Informe de la CNDH sobre los migrantes en la frontera sur.

21  Daniel Cortez Pérez et al., Diagnóstico general de los flujos de trabajadores temporales de la frontera sur de México. Instituto Nacional de Migración, 
Centro de Estudios Migratorios, 2005.

22  Secretaría de Gobernación, “Acuerdo que tiene por objeto establecer las reglas conforme a las cuales se otorgarán facilidades migratorias a los 
visitantes locales guatemaltecos”, Diario Oficial de la Federación, miércoles 12 de marzo de 2008.

23  Instituto Nacional de Migración. ¿Qué es la FMVL? 2008.

24  Ley de Migración, Diario Oficial de la Federación, 25 de mayo de 2011. http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5190774&fecha=25/05/2011
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I. VISITANTE SIN PERMISO PARA REALIZAR ACTIVIDADES REMUNERADAS. Auto-
riza al extranjero para transitar o permanecer en territorio nacional por un tiempo ininterrumpido no 
mayor a ciento ochenta días, contados a partir de la fecha de entrada, sin permiso para realizar activi-
dades sujetas a una remuneración en el país.

II. VISITANTE CON PERMISO PARA REALIZAR ACTIVIDADES REMUNERADAS. Au-
toriza al extranjero que cuente con una oferta de empleo, con una invitación por parte de alguna auto-
ridad o institución académica, artística, deportiva o cultural por la cual perciba una remuneración en el 
país, o venga a desempeñar una actividad remunerada por temporada estacional en virtud de acuerdos 
interinstitucionales celebrados con entidades extranjeras, para permanecer en territorio nacional por un 
tiempo ininterrumpido no mayor a ciento ochenta días, contados a partir de la fecha de entrada.

III. VISITANTE REGIONAL. Autoriza al extranjero nacional o residente de los países vecinos para 
ingresar a las regiones fronterizas con derecho a entrar y salir de las mismas cuantas veces lo deseen, sin 
que su permanencia exceda de tres días y sin permiso para recibir remuneración en el país.25

Cabe señalar que se amplía el acceso a esa condición de estancia a todas y todos los nacionales y re-
sidentes permanentes de los países vecinos.El Reglamento de la Ley de Migración publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 28 de septiembre de 2012, establece los siguientes requisitos para la 
condición de estancia de Visitante Regional:

Artículo 132. La condición de estancia de visitante regional prevista en el artículo 52, fracción III, 
de la Ley se podrá autorizar a la persona extranjera que demuestre tener la nacionalidad de algún país 
vecino o residencia permanente en el mismo y que cumple con los demás requisitos que establezcan 
las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría y sean publicadas en el Diario Oficial de 
la Federación.

La solicitud para obtener esta condición de estancia deberá presentarse en la oficina del Instituto que 
se encuentre ubicada en un lugar destinado al tránsito internacional terrestre de personas de alguna 
entidad federativa que conforme la región fronteriza.

Artículo 133. Los titulares de una tarjeta válida y vigente de visitante regional tienen los derechos y 
obligaciones que se indican a continuación:

I. Son derechos del visitante regional:

a) Ingresar y transitar por la región fronteriza que se establezca en las disposiciones administra-
tivas de carácter general que serán publicadas en el Diario Oficial de la Federación;

b) Visitar la región fronteriza cuantas veces lo deseen durante la vigencia de su tarjeta con perma-
nencia de hasta por tres días naturales cada vez, y

c) Los demás que le conceda la Ley, el Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables.

II. Son obligaciones del visitante regional:

a) Ingresar y salir del territorio nacional únicamente por los lugares habilitados al tránsito inter-
nacional de personas por tierra a lo largo de la frontera de México con el país vecino. En cada evento 

25  El Artículo 52 (III) de la Ley de Migración estipula que “Mediante disposiciones de carácter administrativo, la Secretaría establecerá la vigen-
cia de las autorizaciones y los municipios y entidades federativas que conforman las regiones fronterizas, para efectos del otorgamiento de la condi-
ción de estancia de visitante regional.”
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de ingreso y salida deberá identificarse con su tarjeta de visitante regional y proporcionar los datos 
necesarios para su registro;

b) Abstenerse de permanecer en la región fronteriza por más de tres días naturales;

c) Portar su tarjeta de visitante regional vigente durante su estancia en el territorio nacional;

d) Abstenerse de obtener otra condición de estancia de manera simultánea. No se considerará 
obtención simultánea lo previsto en el artículo 154 de este Reglamento;

e) Mostrar su tarjeta de visitante regional cuando le sea requerida por la autoridad migratoria, y

f ) No realizar actividades que impliquen percibir remuneración económica.

En el caso de que el visitante regional incumpla cualquiera de éstas o las demás obligaciones estable-
cidas en la Ley y este Reglamento, se le cancelará su tarjeta de visitante regional y se le impondrá la 
sanción que corresponda en términos de la legislación aplicable.

El procedimiento para la obtención de esa condición de estancia es el siguiente:

Artículo 136. El procedimiento aplicable para obtener la condición de estancia de visitante regional o 
de visitante trabajador fronterizo es el siguiente:

I. La persona extranjera interesada deberá presentarse en el lugar destinado al tránsito interna-
cional terrestre de personas más próximo al lugar de su residencia;

II. La autoridad migratoria entrevistará a la persona extranjera a efecto de que proporcione in-
formación biográfica y biométrica que permita identificarlo plenamente y requisitar su solicitud de 
trámite, y

III. La autoridad migratoria, previa verificación del cumplimiento de los supuestos y requisitos 
previstos en este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, y habiendo comprobado que 
no se encuentran en las listas de control migratorio, emitirá inmediatamente la resolución que corres-
ponda:

a) En caso de resolución positiva, expedirá el documento migratorio que acredite la condición de 
estancia a de visitante regional o de visitante trabajador fronterizo, según corresponda, o

b) En caso de resolución negativa, emitirá oficio debidamente fundado y motivado, en el que 
determine el rechazo de la persona extranjera.

Tomando en cuenta que esa nueva normatividad entró en vigor recientemente, no es posible en ese momento 
hacer una valoración del impacto de su aplicación.

3. Forma Migratoria Trabajador Fronterizo (FMTF) 2008 a 2012.

Derivado de las políticas internas de México encaminadas a la seguridad fronteriza y al ordenamiento de los 
flujos migratorios sobre todo en la frontera sur26, en el 2008 se creó la Forma Migratoria Trabajador Fronterizo 

26  Destaca el Plan de reordenamiento de la frontera sur contemplado en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. Disponible en: 
http://pnd.calderon.presidencia.gob.mx/democracia-efectiva-y-politica-exterior-responsable/mexicanos-en-el-exterior-y-migracion.html
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(FMTF) 27 que sustituyó la FMVA, con el fin de facilitar la internación de guatemaltecos y beliceños y su es-
tancia temporal para el empleo en varios sectores laborales (agrícola, ganadero, construcción y servicios), en los 
estados de Chiapas, Tabasco, Campeche y Quintana Roo, sin importar el lugar donde se haya expedido.

Para solicitar esta visa, se requiere ser guatemalteco o beliceño, ser mayor de 16 años, contar con una 
oferta de trabajo lícita y honesta de un empleador mexicano y no tener malos antecedentes en el extranjero, ni 
haber violado las leyes nacionales. La documentación requerida se tiene que presentar en un punto de interna-
ción al país y consiste en: un documento de identidad vigente (cédula de identidad o pasaporte); comprobante 
del pago de derechos migratorios (aunque la Ley Federal de Derechos establece una excepción en el caso de las 
personas cuyos ingresos no son superiores a un salario mínimo);28 oferta de empleo por escrito, firmada por el 
empleador o su representante legal, en la que se indique el salario que en su caso se pagará a la persona; y dos 
fotos. El trámite mediante el cual el INM revisa la documentación, entrevista a la persona y hace las consultas 
de seguridad necesarias para integrar el expediente migratorio, pretende ser ágil y sencillo y en caso de resolu-
ción positiva, se expide la visa a la persona de manera inmediata.29

Según las reglas para la obtención de la FMTF, el expediente del empleador debe contener: a) copia 
de la identificación de quien haya suscrito la oferta de trabajo; b) el listado del personal que trabaja con el 
empleador, señalando nombre y nacionalidad; c) acta constitutiva o instrumento público en que se acredite la 
existencia de la empresa, debidamente inscrita en el Registro Público del Comercio, y d) última declaración 
de impuestos. El empleador también debe pagar al extranjero igual sueldo que a un mexicano por trabajo y 
desempeño iguales e informar a las autoridades migratorias, en un término de 15 días, sobre la conclusión de 
las relaciones laborales que involucren a extranjeros. Se prohíbe la retención del documento migratorio del 
extranjero por parte del empleador, y éste solamente deberá contratar a extranjeros que comprueben su legal 
internación y estancia en el país.

La FMTF conlleva dos beneficios importantes para los trabajadores fronterizos. En primera instancia, 
si bien se requiere una oferta de trabajo para solicitar la visa, no se vincula al trabajador a un empleador ni a un 
trabajo específicos; se da para la actividad relacionada con la oferta de empleo con que cuente. El trabajador 
puede cambiar de empleo y seguir con la misma visa, bajo la condición de que avise al INM de su cambio de 
empleador dentro de los 30 días siguientes a que se efectúe. Esta flexibilidad tiene el potencial de prevenir cier-
tas situaciones de explotación y de trata de personas que ocurren en este contexto, y también reconoce la reali-
dad del mercado laboral fronterizo. En segunda instancia, la FMTF permite al trabajador solicitar el ingreso de 
su cónyuge e hijos como dependientes económicos, atendiendo al derecho a la unidad familiar.

Los demás supuestos beneficios que pudiera tener una visa para trabajadores fronterizos, como la cer-
teza legal, seguridad, protección de derechos, menor vulnerabilidad ante empleadores y aún la flexibilidad en el 
mercado, suelen ser relativos en función del contexto real en el que se desenvuelven los trabajadores fronterizos.

Una gran desventaja para los trabajadores fronterizos es que la FMTF tiene una vigencia limitada a 
un año, improrrogable, contada a partir de su expedición. Lo cual implica que cada año, se tenga que volver a 
hacer la solicitud de trámite y pagar los derechos. Asimismo, a pesar de su flexibilidad, la FMTF restringe las 
actividades lucrativas, la permanencia y el tránsito a los estados mexicanos de Chiapas, Tabasco, Campeche y 
Quintana Roo. Si el trabajador saliera de estos estados por alguna razón, estaría incumpliendo las condiciones 

27  Secretaría de Gobernación, “Acuerdo que tiene por objeto establecer facilidades en la internación de nacionales guatemaltecos y beliceños que 
pretenden desempeñarse como trabajadores fronterizos temporales en las entidades federativas de Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Campeche de 
los Estados Unidos Mexicanos”, Diario Oficial de la Federación, miércoles 12 de marzo de 2008. http://www.dof.gob.mx/PDF/120308-MAT.pdf

28  Según la Ley Federal de Derechos vigencia 2008, los derechos aplicables son de 1 904 pesos. El trabajador migratorio está exento de derechos 
si el pago que recibirá en México es menor al salario mínimo (49.50 pesos diarios del salario general o hasta 148.05 pesos diarios para trabajos es-
pecializados).

29  Instituto Nacional de Migración. Que es la FMTF? 2008. www.inami.gob.mx; INM Centro de Estudios Migratorios, 2010. http://www.ciss.
org.mx/pdf/ppt/UNFPA/ernesto_rodriguez_es.pdf 
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de la visa. El trabajador tiene la obligación de portar siempre la FMTF; salir del país cuando su FMTF haya 
vencido; en caso de salida definitiva, entregar la FMTF al INM en el punto de internación; y en caso de in-
cumplimiento a cualquier obligación, será sujeto a una sanción administrativa que puede ir desde una multa a 
la detención migratoria o hasta la expulsión del país, misma que contará como antecedente negativo para una 
próxima documentación. Faltaría ver las acotaciones que pudiera hacer el reglamento a estos requisitos.

Desde el 2011, en la frontera sur, el INM registra los datos biométricos de los trabajadores migratorios 
titulares de estas visas y cuenta con un nuevo registro electrónico para las entradas documentadas. De manera 
paralela hay un proceso de internación de trabajadores indocumentados insuficientemente/inadecuadamente 
documentados (algunos con la FMVL), que se dirigen principalmente por motivos de búsqueda de trabajo 
temporal a los municipios muy cercanos a la línea fronteriza y llegan directamente a las fincas a buscar trabajo. 
Según las recientes palabras del Cónsul General de Guatemala en Tapachula, al menos la mitad de los trabaja-
dores de Guatemala que laboran en Chiapas son contratados de forma irregular.30

En la práctica, la FMTF ha sido emitida principalmente a hombres fundamentalmente en el sector de 
la agricultura, y en menor cantidad para la construcción. Si tomamos en cuenta que un gran número de traba-
jadores fronterizos trabaja en empleos más informales como por ejemplo la albañilería y el servicio doméstico, 
incluyendo a una proporción importante de mujeres, es evidente que se tendría que ampliar significativamente 
esta visa para hacerla más efectiva y poder proteger los derechos humanos, incluyendo los laborales.

Actualmente, el artículo 52, fracción IV de la Ley de Migración de 2011 establece la siguiente nueva 
condición de estancia:

IV. VISITANTE TRABAJADOR FRONTERIZO. Autoriza al extranjero que sea nacional de los 
países con los cuales los Estados Unidos Mexicanos comparten límites territoriales, para permane-
cer hasta por un año en las entidades federativas que determine la Secretaría. El visitante trabajador 
fronterizo contará con permiso para trabajar a cambio de una remuneración en el país, en la actividad 
relacionada con la oferta de empleo con que cuente y con derecho a entrar y salir del territorio nacional 
cuantas veces lo desee.

El Reglamento de la Ley de Migración establece:

Artículo 134. La condición de estancia de visitante trabajador fronterizo, prevista en el artículo 52, 
fracción IV, de la Ley, se podrá autorizar a la persona extranjera que demuestre los siguientes supuestos:

I. Ser nacional de un país que comparta límites territoriales con los Estados Unidos Mexicanos, 
y

II. Tener oferta de empleo en la que se indique, la ocupación, la temporalidad requerida, el salario 
integrado o salario mínimo, el lugar de trabajo y los datos de la constancia de inscripción del empleador.

Los documentos para acreditar los supuestos señalados y demás requisitos necesarios, serán estable-
cidos mediante disposiciones administrativas de carácter general que emita la Secretaría y que serán 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación.

La solicitud para obtener esta condición de estancia deberá presentarse en la oficina del Instituto que se 
encuentre ubicada en un lugar destinado al tránsito internacional terrestre de personas de las entidades 
federativas que determine la Secretaría.

30  Francisco Moreno, citado en Abusan en Frontera de Guatemaltecos; La Reforma, 5 de enero del 2012.
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Los solicitantes de esta condición de estancia podrán solicitar el ingreso de su cónyuge, concubina o 
concubinario o figura equivalente, y los hijos de éstos cuando sean niñas, niños o adolescentes bajo su 
representación legal, o bien, que sean mayores de edad, pero se encuentren en estado de interdicción 
y estén bajo su representación legal, y acrediten vínculo de parentesco. El documento migratorio se 
podrá expedir a los familiares cuando el solicitante titular obtenga la condición de estancia de visitante 
trabajador fronterizo.

Artículo 135. Los titulares de una tarjeta válida y vigente de visitante trabajador fronterizo tienen los 
derechos y obligaciones que se indican a continuación:

I. Son derechos del trabajador fronterizo:

a) Ingresar y transitar por las entidades federativas que se establezcan en las disposiciones admi-
nistrativas de carácter general que emita la Secretaría y que serán publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación;

b) Realizar actividades remuneradas en las entidades federativas a que hace referencia el inciso 
anterior, con independencia del lugar de su expedición, y

c) Solicitar el ingreso de su cónyuge, concubina o concubinario o figura equivalente, y los hijos de 
éstos cuando sean niñas, niños o adolescentes bajo su representación legal, o bien, que sean mayores de 
edad, pero se encuentren en estado de interdicción y estén bajo su representación legal, en términos de 
lo dispuesto por el artículo anterior.

II. Son obligaciones del visitante trabajador fronterizo:

a) Ingresar y salir del territorio nacional, únicamente por los puntos de internación terrestre au-
torizados de manera oficial. En cada evento de ingreso y salida deberá identificarse con su tarjeta de 
visitante trabajador fronterizo y proporcionar los datos necesarios para su registro;

b) Portar su tarjeta de visitante trabajador fronterizo durante su estancia en el territorio nacional 
y mostrarla cuando le sea requerida por la autoridad migratoria, y

c) Abstenerse de obtener otra condición de estancia de manera simultánea. No se considerará 
obtención simultánea lo previsto en el artículo 155 de este Reglamento.

En el caso de que el visitante trabajador fronterizo incumpla cualquiera de éstas o las demás obligacio-
nes establecidas en la Ley y este Reglamento, se le cancelará su tarjeta y se le impondrá la sanción que 
corresponda en términos de la legislación aplicable.

El procedimiento para obtener la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo es el mismo 
que el del visitante regional: la persona debe presentarse en el lugar destinado al tránsito internacional 
terrestre de personas más próximo al lugar de su residencia donde es entrevistada por la autoridad 
migratoria a efecto de que proporcione información biográfica y biométrica que permita identificarla 
plenamente y requisitar su solicitud de trámite, y la autoridad migratoria, previa verificación del cum-
plimiento de los supuestos y requisitos previstos en este Reglamento y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, y habiendo comprobado que no se encuentra en las listas de control migratorio, emite la 
resolución que corresponda. En caso de resolución positiva, expide el documento migratorio. En caso 
de resolución negativa, emite oficio debidamente fundado y motivado, en el que determine el rechazo 
de la persona extranjera.
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4. Programas de regularización

Cuando se examinan estas visas, es necesario no perder de vista los programas de regularización migratoria que 
México ha emitido con el fin de regularizar una parte de la población indocumentada. El más reciente estuvo 
vigente entre noviembre 2008 y mayo 201131 y durante el 2011, 802 de las 1,808 regularizaciones del programa 
se efectuaron en Chiapas. Es evidente que los programas también han operado como un complemento a las 
visas para el trabajador fronterizo y dada la magnitud del flujo migratorio, su continuación y esfuerzos para 
hacerlos más integrales serían importantes.

5. Estadísticas con relación a las visas emitidas

Los datos arrojados por la Encuesta sobre Migración en la Frontera Sur 2009 (EMIF Sur 2009)32 muestran que 
sólo el 9 por ciento de los trabajadores entrevistados en la zona fronteriza sur contaba con documento migrato-
rio (FMTF o FMVA según el caso), y que el 91 por ciento restante trabajó de manera irregular (70 por ciento 
con la FMVL, y 21 por ciento sin documento migratorio). Es decir que un porcentaje mínimo de las personas 
migrantes que en realidad trabajan en esta zona contaban con documento migratorio que les permitiera traba-
jar, lo que determina que la regularización migratoria es una buena oportunidad.

Por su parte, las estimaciones del Consejo Nacional de Población muestran que en 2009 de la totalidad 
de documentos migratorios registrados con que cruzaron los migrantes a México por la frontera sur, entraron 
con la FMVL un 85 por ciento, con la FMTF 1.4 por ciento y con la FMVA 10.9 por ciento.33 Lo relevante 
de este dato es el gran porcentaje que entra sin permiso de trabajo, solamente usando la forma migratoria que 
permite el cruce local.

Esto se confirma con las estadísticas anuales del INM, en las que se señala que en el año 2009, se re-
solvieron 397 797 trámites migratorios para la documentación y legal estancia de población en todo el país, lo 
cual incluye 134 721 permisos de FMVL desde Guatemala y Belice y 30 080 autorizaciones de FMTF desde 
Guatemala, así como 2 880 bajo el Programa de Regularización.34 

Según el Boletín Estadístico Anual del INM, 27 597 trabajadores fronterizos fueron documentados 
con la FMTF en Chiapas en el 2011 (y otros 2 951 dependientes económicos que acompañaban a los traba-
jadores). De estos trabajadores, todos guatemaltecos, 82 por ciento fueron hombres y 18 por ciento mujeres, el 
18 por ciento tenía entre 16 y 19 años de edad. Por otra parte, se expidieron 60 891 FMVL a guatemaltecos en 
Chiapas en el mismo año.35

Cabe mencionar que las estadísticas han evolucionado con el tiempo, con el desarrollo del sistema de 
visas para la frontera sur y sobre todo con su institucionalización a través de los esfuerzos del Centro de Estu-

31  El Programa de Regularización Migratoria 2008 permite la obtención de la calidad de inmigrante (FM2) como profesional, cargo 
de confianza, científico, técnico, familiares, artistas y deportistas o asimilados. Está dirigido a los extranjeros de cualquier nacionalidad que se en-
cuentren de manera irregular en territorio nacional con anterioridad al 1 de enero de 2007 y manifiesten su interés de residir en el mismo. 

32  La EMIF SUR se aplica en las localidades fronterizas guatemaltecas de mayor intensidad migratoria, con el objetivo de medir y caracterizar los 
f lujos migratorios laborales que se desplazan a territorio mexicano y/o estadounidense, en particular de los migrantes procedentes de México, Gua-
temala y Estados Unidos que transitan por la frontera sur de México. EMIF SUR 2009, INM Centro de Estudios Migratorios; y Ernesto Rodrí-
guez, Los trabajadores guatemaltecos en el sur de México: opciones de política, presentación, junio 2010.

33  Fuente: Estimaciones del CONAPO con base en STPS, CONAPO, INM, SER y el COLEF, Encuesta sobre Migración en la Frontera Sur de 
México (EMIF SUR) 2008-2009.

34  Fuente: Boletín Estadístico 2009; Centro de Estudios Migratorios del Instituto Nacional de Migración con cifras del Sistema Electrónico de 
Trámites Migratorios (SETRAM).

35  Fuente: Boletín Estadístico 2011; Centro de Estudios Migratorios del Instituto Nacional, de Migración con cifras del SETRAM.
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dios Migratorios del INM.36 A pesar de los avances, el estudio del comportamiento de los flujos migratorios 
sigue siendo limitado ya que, como se puede observar, las estadísticas de la FMTF registran su emisión, pero no 
las renovaciones y hay poca información desagregada entre trabajadores agrícolas y otros sectores.

Por su parte, las autoridades guatemaltecas siguen dependiendo en gran medida de las autoridades mi-
gratorias mexicanas para obtener información sobre el ingreso a territorio mexicano y el retorno a Guatemala 
de esos trabajadores. Por lo menos en cuanto a las visas FMTF y FMVL, y el paso por el cruce fronterizo de 
Talismán/El Carmen, según las personas entrevistadas, la información mejora ya que existe la posibilidad de 
registrar las entradas y salidas.

6. Pendientes de definiciones complementarias a la Ley de Migración y su Reglamento

De acuerdo con las nuevas disposiciones de la Ley de Migración, se contemplan otras modificaciones al régi-
men actual con respecto a la migración laboral, con miras a “modernizar” su regulación. 

En su artículo 18, la Ley de Migración faculta a la Secretaría de Gobernación (SEGOB) para que 
pueda “fijar cuotas, requisitos o procedimientos para la emisión de visas y la autorización de condiciones de 
estancia” y “determinar los municipios o entidades federativas que conforman las regiones fronterizas o aquellas 
que reciben trabajadores temporales y la vigencia correspondiente de las autorizaciones para la condición de 
estancia expedida en esas regiones”, obteniendo previamente la opinión favorable de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social y tomando en cuenta la opinión de las demás autoridades que se establecerán en el reglamento.

Además, el artículo 57 faculta a la SEGOB para establecer un sistema de puntos para que los extranje-
ros puedan adquirir la residencia permanente de manera más rápida que los actuales cuatro años de residencia 
previa. Según el artículo, se debería considerar, como mínimo, las cuotas, así como las “capacidades del solici-
tante tomando en cuenta entre otros aspectos el nivel educativo; la experiencia laboral; las aptitudes en áreas 
relacionadas con el desarrollo de la ciencia y la tecnología; los reconocimientos internacionales, así como las 
aptitudes para desarrollar actividades que requiera el país”.

Tanto la definición del sistema de cuotas como el de puntos continúan pendientes. 

Contratación de trabajadores temporales migratorios

Intermediación laboral en el sector agrícola

Según información del Consulado de Guatemala en Tapachula, entre agosto 2011 y febrero 2012, durante la 
época de la cosecha del café, alrededor de 40 000 trabajadores guatemaltecos fueron traídos por los contratistas 
líderes de las comunidades fronterizas a las oficinas del INM en la llamada “Casa Roja” en Talismán, México, 
donde tradicionalmente se tramitan las visas para trabajadores migrantes temporales del campo. Hoy en día 
estos trámites también se pueden hacer en Ciudad Cuauhtémoc y Ciudad Hidalgo en Chiapas.

A la fecha, los procedimientos de contratación han cambiado poco y sólo se registra alguna que otra 
mejora. Según expertos y organizaciones de derechos humanos de la zona, éstos han sido denominados pre-
capitalistas, debido a las características de la relación patrón-empleado que data de la época de las haciendas en 
donde está incluido el maltrato, la explotación laboral, el incumplimiento de contrato y retención de salarios.

36  Recientemente, el INM implementó el Sistema Electrónico de Trámites Migratorios (SETRAM) como un mecanismo de registro y seguimien-
to a solicitudes de trámites migratorios que pretende ser más moderno y ágil. Sin embargo, por ser un trámite que se realiza de manera electrónica, 
esta medida no es accesible a las personas de escasos recursos y para las organizaciones de derechos humanos; esto demuestra una falta de conoci-
miento y sensibilización respecto a las condiciones de vida de personas migrantes en la zona sur de México.
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En el campo tradicionalmente ha existido un sistema mixto de reclutamiento y contratación. La mayo-
ría de los trabajadores migrantes temporales son contratados por los finqueros a través de intermediarios, cono-
cidos como “contratistas”, “enganchadores” o “habilitadores”. Por su parte, los ejidatarios y pequeños propieta-
rios contratan directamente a sus trabajadores en los mercados de mano de obra en los parques de las ciudades 
fronterizas como Unión Juárez, Ciudad Hidalgo, Talismán y Tecún Umán. Como se explicará más adelante, 
esta dicotomía es un reflejo de la vida cotidiana y la circularidad del trabajo temporal en las zonas fronterizas.

El contratista es una figura intermediaria entre el trabajador y el empleador, autorizado por las autori-
dades laborales y migratorias de Guatemala y México para satisfacer la demanda de mano de obra de las uni-
dades productivas en Chiapas, a través de la identificación, contratación y traslado a las fincas de trabajadores 
guatemaltecos. En la práctica, los contratistas son líderes comunitarios de las comunidades indígenas fronte-
rizas de Guatemala, que trabajan amparados por un documento migratorio mexicano (normalmente la FM3), 
sobre pedido, habilitados por los mismos finqueros desde hace muchos años.

Estos contratistas tienen bastante poder, algunos están sindicalizados, cuentan con toda la información 
desde las fincas y buscan trabajadores de una misma comunidad para llevarlos en grupo por una ruta establecida 
cada año. Reclutan directamente en las comunidades, por medio de las radios comunitarias y redes familiares y 
sociales, y tramitan la documentación del grupo de trabajadores ante el INM.

Los trabajadores, por lo general son personas que hablan lenguas indígenas, sin conocimiento del espa-
ñol y sin estudios, y dependen del contratista para entender las condiciones de su contratación (lo que más les 
interesa es el salario) y son dirigidos por él al cien por ciento. Sin organización, los trabajadores no tienen poder 
de negociación real frente a los contratistas y menos frente al patrón. Se reportan casos en que bajo semejantes 
situaciones de desequilibrio de poder, los trabajadores temporales son engañados por los intermediarios y lo 
máximo que se negocia son las condiciones de alimentación. Además, en la mayoría de los casos, los trabaja-
dores migrantes no cuentan con información sobre sus derechos laborales, y tampoco se asumen como sujetos 
de derechos, especialmente las mujeres indígenas trabajadoras temporales a quienes, históricamente, se les ha 
negado la palabra y la protesta.

De acuerdo con la legislación mexicana, el contratista o intermediario incurre en responsabilidad por la 
función que realiza. Según lo estipulado en los artículos 13 y 14 de la Ley Federal del Trabajo, los intermedia-
rios serán solidariamente responsables con los beneficiarios de las obras o servicios por las obligaciones contraí-
das con los trabajadores y los patrones que utilicen intermediarios para la contratación serán responsables de las 
obligaciones que se deriven de la ley y de los servicios prestados. También se estipula que los intermediarios no 
podrán recibir ninguna retribución o comisión con cargo a los salarios de los trabajadores.

Uno de los objetivos de los cambios en los mecanismos de documentación ante las autoridades mexi-
canas (en el 1997) era el de acabar con esta intermediación, pero la figura persiste, no solo porque para la gran 
mayoría de los finqueros es un recurso para “asegurar” mano de obra, sino porque los mismos contratistas, agre-
miados a través de un sindicato, se resisten a dejar este trabajo del que no sólo dependen ellos, sino una serie de 
ayudantes que trabajan con ellos para “enganchar” gente. Ese sistema conserva muchos rasgos de la contratación 
de principios del siglo XX.37 Hoy en día, la figura del contratista para el trabajo agrícola en Chiapas sigue siendo 
un tema delicado y existe poca información disponible sobre su funcionamiento. De las investigaciones que 
se hicieron, no hay razones para pensar que hayan cambiado sustancialmente las formas de contratación con 
la implementación de la FMTF al tiempo que se siguen adaptando las nuevas disposiciones migratorias a las 
costumbres de las relaciones laborales del campo mexicano fronterizo.

37  Rojas y Ángeles, 2006.
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El procedimiento formal de contratación de trabajadores ha operado de la siguiente manera, según 
la información obtenida. El contratista elabora un listado en el que detalla nombre, nacionalidad, cédula de 
vecindad y edad de las personas reclutadas. Este listado se presenta ante el MTPS de Guatemala en uno de los 
departamentos fronterizos para que sea sellado, señal de que el ministerio ha dado su visto bueno. De forma 
paralela, el contratista obtiene una carta del empleador solicitando la entrada de los trabajadores y requiere de 
los trabajadores fotografías, copia de su cédula de vecindad, su acta de nacimiento o pasaporte.

El contratista se presenta junto con el trabajador en las oficinas del INM para tramitar la FMVA. 
El INM hace un análisis del caso de cada trabajador y emite las visas FMTF para él/ella y los acompañantes 
del núcleo familiar. Generalmente, la visa se da por seis meses para que trabajen durante la cosecha, después 
regresan a sus propias parcelas de cultivo en Guatemala y vuelven a entrar a México el siguiente año. Una vez 
documentados, los trabajadores agrícolas son conducidos por el contratista a la finca y los gastos de transporte 
son cubiertos por el empleador. El contratista se hace responsable de los trabajadores temporales migrantes 
hasta el momento en que son recibidos por el empleador.38

Impacto de la documentación migratoria para el acceso a derechos en el sector agrícola

Debido a la inmediatez de las necesidades de los finqueros mexicanos durante la cosecha, teniendo en cuenta 
la enorme cantidad39 de trabajadores que se necesita, y la lentitud en el trámite del INM para la FMTF, los 
procesos de contratación se realizan al margen de la legislación migratoria, en congruencia con el contexto de 
la dinámica fronteriza. Es decir, el contratista tiende a recurrir a mecanismos de cruce irregular para satisfacer 
la demanda de mano de obra de su patrón, y termina contratando a los trabajadores temporales de cualquier 
forma, documentados o no. Esto se debe además a que es muy grande el riesgo de la caída de la cosecha del café 
para los cafetaleros y sus contratistas. Por otro lado, si bien en principio la FMTF permite que el trabajador, 
aunque cambie de empleador se quede con la misma visa siempre que dé aviso a las autoridades migratorias de 
ese cambio, en la práctica esto no ocurre, ya que los trámites se hacen mediante un intermediario por grupos de 
trabajadores y no se refleja la movilidad laboral individual. 

Entre los beneficios de la visa, está el tener un documento migratorio bajo un número y un nombre 
particular, y para las instituciones de ambos países, el poder ordenar los flujos, contar con un registro de las 
personas y saber en qué localidad están. Claramente, la visa FMTF en sí no pretende ser una garantía de trato 
especial ni de mejor acceso a servicios. Los contratos quedan en manos del contratista/caporal, que es el encar-
gado de llevar a los trabajadores temporales y tener la relación con el finquero. El contrato, básicamente es por 
la recolección de una cantidad de canastas al día, sin consideración de otras condiciones. El trabajador no tiene 
margen de negociación en lo absoluto. No existe representación laboral más allá de los contratistas/caporales, 
quienes están en el padrón del finquero.

En las actividades del campo, tanto en México como en Guatemala, la participación familiar es im-
portante, ya que en aquellos lugares donde la demanda de mano de obra es mayor y el pago es a destajo o por 
tarea, trabajan varios miembros de la familia, incluyendo los adolescentes y los niños y niñas. En este caso, de 
acuerdo con el artículo 23 de la Ley Federal del Trabajo mexicana (LFT), los adolescentes mayores de 16 años 
pueden prestar libremente sus servicios, con las limitaciones establecidas, y los que tienen entre 14 y 16 años 
necesitan la autorización de sus padres o tutores. Estos últimos tienen ciertas normas mínimas de condiciones 
laborales en cuanto a horas y riesgos en el trabajo y quedan bajo la vigilancia y protección especial de la sección 

38  Centro de Estudios Migratorios, INM. Diagnóstico general de los flujos de trabajadores de la frontera sur de México Abril 2005.

39  Un factor del aumento en la demanda de trabajadores tiene que ver con que menos jóvenes de las comunidades acompañan a sus familiares, y 
prefieren intentar el cruce indocumentado hacia Estados Unidos, lo cual tiene como resultado que el promedio de edad de los trabajadores tempora-
les es más alto y se recolectan menos por persona. 
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de Inspección Laboral de la STPS. Además, de acuerdo con el artículo 174 de la LFT, los menores entre 14 y 16 
años no pueden ser contratados por un patrón sin un certificado médico que acredite su aptitud para el trabajo. 
El patrón debe llevar un registro de inspección especial, con indicación de la fecha de su nacimiento, clase de 
trabajo, horario, salario y demás condiciones generales de trabajo y proporcionar a las autoridades los informes 
que soliciten (artículo 180 de la LFT). 

Según la OIM, una de las consecuencias positivas de la documentación a través de la FMTF ha sido la 
posibilidad de controlar más eficientemente el trabajo infantil. En el momento de la contratación, se ha podido 
sensibilizar e insistir con los oficiales del INM en la Casa Roja y los contratistas, así como con las mismas fa-
milias trabajadoras, sobre la importancia de la documentación del menor, para prevenir la trata y la explotación 
laboral infantil. Sin embargo, no se cuenta con información sobre el control que se hace en las fincas en este 
aspecto. Según varias organizaciones civiles y la Procuraduría de Derechos Humanos de Guatemala, los requi-
sitos de inspección que contiene la ley mexicana no se cumplen en el proceso de contratación.40

El Cónsul de Guatemala en Tapachula afirma que se siguen contratando a los trabajadores temporales, 
en su gran mayoría indígenas monolingües, bajo los sistemas antiguos de contratación y supervisión laboral y 
bajo condiciones laborales deplorables, fundamentalmente en lo que hace al transporte, alojamiento y alimen-
tación. Afirma que la situación de los trabajadores temporales en las fincas cafetaleras ha dado un giro impor-
tante en los últimos años debido a que los empleadores están más organizados y los contratistas han tomado 
más conciencia de la situación. Con la entrada en vigor de la Ley de Migración, han puesto más atención en 
mejorar las condiciones laborales y de acceso a servicios de salud, por ejemplo, modernizando las instalaciones 
de dormitorios, cocinas, y los sistemas de salubridad. 

Si bien el hecho de contar con un documento migratorio permite a los trabajadores temporales fron-
terizos estar en menor riesgo ante los abusos y los maltratos de los patrones y acudir ante las autoridades labo-
rales en caso de que no les paguen o por violación flagrante a lo pactado, la realidad es que la documentación 
migratoria no garantiza a los trabajadores temporales migrantes el respeto a los pagos pactados, ni el acceso 
a los servicios de salud o a la educación para sus hijos. La documentación migratoria no es un fin en sí mis-
mo y, según algunos académicos, es más bien un medio para promover la noción de que es una ventaja estar 
documentado, tanto para los empleadores como para los trabajadores.41 Estar documentado debería facilitar y 
garantizar el acceso a derechos, tanto humanos como laborales; sin embargo, la falta de integralidad de política 
y trato con relación a los trabajadores migrantes en México implica que muchas veces lo único para lo que sirve 
la documentación migratoria es para no ser detenido en una estación migratoria y deportado a su país de origen. 

El trabajo de monitoreo que hacen las organizaciones de derechos humanos como el Centro de De-
rechos Humanos Fray Matías de Córdova (CDHFMC), el cual incluye entrevistas a migrantes trabajadores 
fronterizos realizadas en los puntos de internación, indica que las nuevas visas no tienen impacto en el acceso 
a derechos fundamentales como lo es un trabajo justo y equitativo, condiciones dignas de vivienda, acceso a la 
alimentación y a servicios médicos, entre otros. 

Se continúa registrando el incumplimiento de contratos y abusos contra los trabajadores temporales 
migrantes sin que éstos se denuncien, en parte debido a que los afectados desconocen sus derechos laborales 
y en parte porque no tienen acceso efectivo a los mecanismos existentes de conciliación laboral o procuración 
de justicia. De acuerdo con documentación del CDHFMC los trabajadores son alojados en lugares insalubres 
conocidos como galleras, instalaciones rústicas con piso de tierra y persiste una alimentación deficiente y escasa. 
Con el fin de abrir un espacio para documentar abusos contra migrantes en general, a finales del 2010, el CD-

40  MENAMIG et al. Diagnóstico de menores de edad y mujeres trabajadores agrícolas temporales en Chiapas, México. 2006.

41  Manuel Ángel Castillo, Reforma, 5 de enero de 2012, http://www.reforma.com/nacional/articulo/640/1279485/ 
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HFMC junto con el Instituto para la Seguridad y la Democracia (INSYDE) lanzaron el Observatorio para la 
Defensa y Promoción de los Derechos Humanos de los Migrantes42 con sede en Tapachula, Chiapas. Segura-
mente este año empezará a generar reportes que servirán para investigación así como para la difusión pública.

Cabe señalar que las personas entrevistadas, tanto instituciones como organizaciones, coinciden en 
que la situación varía mucho en las plantaciones e industrias de empaque del banano, caña, papaya y mango. 
Estas plantaciones se ubican generalmente en la zona limítrofe a la frontera (mientras que los cafetales se ubi-
can a cierta distancia) y no cuentan con infraestructura para hospedar a los trabajadores, por lo que dependen 
de trabajadores temporales de comunidades muy cercanas a la línea fronteriza, quienes pueden hacer el cruce 
diario para ir a trabajar. La mayoría trabaja sin ningún contrato, de forma indocumentada o inadecuadamente 
documentados y se estima que son alrededor de 20 000 a 30 000 las personas que están en estas plantaciones.

Situación de los trabajadores migratorios temporales en otros sectores

En cuanto a los trabajadores migratorios temporales que se emplean en otros sectores que no sean el agrícola, 
la situación es distinta porque no operan los canales tradicionales de contratación. Los datos que se mencionan 
arriba con relación a la emisión de las visas señalan la realidad de la dinámica fronteriza y de la demanda del 
trabajo informal. Es evidente que hasta ahora la gran mayoría de las personas guatemaltecas que cruzaban la 
frontera para trabajar de manera temporal lo hacía con la FMVL, aunque ésta no incluía autorización para ello. 
La realidad indica que es difícil diferenciar los cruces diarios, los de una semana, de un mes o más. Para obtener 
la visa FMTF y ahora la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo, se requiere de una oferta de 
trabajo formal, lo cual en muchos de estos sectores no es factible y debe haber un intermediario que se encar-
gue de tramitar la documentación. Los trabajadores no agrícolas son los más propensos a quedarse todo el año 
en México para trabajar y solamente regresan pocos días al año a sus comunidades en Guatemala para visitar 
familiares con lo cual se debería buscar mecanismos para facilitar un mejor acceso a la condición de estancia de 
visitante trabajador fronterizo.

Las personas entrevistadas coinciden en que en la actualidad los dos grupos más importantes por su 
número y por sus condiciones de vulnerabilidad son las trabajadoras domésticas y las adolescentes empleadas en 
el comercio informal callejero. Las condiciones económicas de muchas de las poblaciones fronterizas requieren 
que las mujeres jóvenes aporten a la economía familiar y salgan en búsqueda de la independencia en ese tipo de 
trabajo en los centros urbanos fronterizos. Los abusos y los riesgos a los cuales se enfrentan estas mujeres to-
davía no se han dimensionado debido a la clandestinidad en la cual muchas de ellas se ven obligadas a trabajar.

En cuanto a las trabajadoras domésticas guatemaltecas, provienen principalmente de los departamen-
tos fronterizos de San Marcos y Huehuetenango y, por lo general hasta ahora portaban una FMVL, entran 
legalmente al país pero violan las condiciones de su visa al quedarse más de las 72 horas que se les permite y 
trabajar sin permiso. Si bien algunas han podido tramitar la FMTF, y ahora la condición de estancia de visitante 
trabajador fronterizo, con la ayuda de sus empleadores o de organizaciones civiles, su número es prácticamente 
insignificante comparado con las miles de guatemaltecas que entran al servicio doméstico, sobre todo en Ta-
pachula.

Además, la misma dinámica de la oferta y la forma de contratación de las trabajadoras en los parques 
urbanos, ocasiona que no puedan acceder a la condición de estancia adecuada a su situación, lo cual implica que, 
aunque pudieran haber ingresado al país de manera regular, violaron las condiciones de su estancia. Parte de la 

42  Consulta: http://www.observatoriodemigracion.org.mx/
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dificultad se deriva del hecho que la FMTF y ahora la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo 
tiene como condicionante la oferta laboral y las empleadoras que son las amas de casa no ven la importancia de 
que las trabajadoras domésticas posean permiso de trabajo.

Responsabilidades de las autoridades laborales mexicanas

Con relación a la supervisión por parte de las autoridades mexicanas, la Ley Federal de Trabajo en su artículo 
540 encarga a la sección de Inspección del Trabajo la responsabilidad de vigilar las normas laborales y en el 
541 establece que debe facilitar información técnica y asesorar a los trabajadores, visitar a las empresas y esta-
blecimientos durante las horas de trabajo, y poner en conocimiento de la autoridad las deficiencias, entre otras 
responsabilidades.

Además, existe normatividad para regular la prestación de servicios de las agencias de colocación de 
trabajadores,43 en la cual se establecen estándares mínimos que se tendrían que cumplir para el reclutamiento y 
la contratación de trabajadores en México y para las agencias de contratación mexicanas que contratan traba-
jadores extranjeros para laborar en México. Bajo este reglamento, se requiere por ejemplo, que la prestación de 
servicios sea gratuita para los trabajadores, que está prohibido acordar descuentos de sueldo con los empleado-
res para estos servicios, no se puede discriminar en la contratación, que se registren y proporcione información 
relativa al mercado laboral, sobre vacantes y datos estadísticos. Sin embargo, el gobierno mexicano ha omitido 
la aplicación del reglamento de la LFT en el proceso de las visas fronterizas para el trabajo temporal en México.

En efecto, de acuerdo con las personas entrevistadas, no existe un control regular ni un procedimiento 
para monitorear las condiciones de reclutamiento y contratación, ni la prestación de servicios de las agencias o 
contratistas, ni las condiciones laborales en las fincas, ni siquiera para los que se contratan con la FMTF y ahora 
la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo. La supervisión se hace por denuncia, es decir, si se 
denuncia un problema grave de violaciones a derechos laborales o humanos en las fincas. En alguna ocasión la 
Secretaría del Trabajo y el Instituto de Salud del estado de Chiapas, o bien las comisiones de derechos humanos 
(nacional y estatal) han realizado visitas.

Según las instituciones, el hecho de conocer el perfil del trabajador temporal y dónde va a trabajar, ha 
permitido a las autoridades laborales, contar con información que antes no tenían sobre los trabajadores mi-
grantes agrícolas, para entender los cambios en las dinámicas del movimiento laboral fronterizo y para planear 
sus recorridos a centros de trabajo. Sin embargo, de acuerdo a la información documentada por organizaciones 
de derechos humanos, no existen módulos de denuncias para que los trabajadores temporales puedan registrar 
de manera anónima las violaciones en su contra, y además, no se han realizado acciones contundentes en contra 
de los lugares en donde se sabe se cometen violaciones a derechos laborales como son fincas cafetaleras, bana-
neras, de tabaco y mango, entre otras.

Además, se reporta que muchas veces en caso de un conflicto laboral ante el trabajador temporal desea 
actuar, el único recurso que tiene es acudir al Consulado de Guatemala en Tapachula. Según la Ley Federal 
del Trabajo mexicana, se delega a las juntas locales de conciliación diversos asuntos de conflictos laborales, las 
cuales al ver que se trata de extranjeros los regresan a nivel federal, y en la práctica se cede la función de su-
pervisión y conciliación laboral a una representación extranjera. Si bien el gobierno del país de origen pudiera 
tener un papel de supervisión, el hecho que el Consulado de Guatemala tenga que fungir como conciliador en 
los conflictos laborales parece incongruente, debido a que es una responsabilidad de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social, con la cual no está cumpliendo.

43  Secretaría de Trabajo y Previsión Social; Reglamento de Agencias de Colocación de Trabajadores; Diario Oficial; 3 de marzo 2006. Se anexa el 
reglamento  para mayor información y análisis de las obligaciones de la STPS.
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Política, ley y práctica guatemalteca aplicable a los trabajadores temporales migratorios

Revisando la situación desde la perspectiva del país de origen, se observa que la ley guatemalteca regula la 
contratación de trabajadores nacionales para trabajar en el extranjero, de acuerdo a las disposiciones del Código 
de Trabajo44 cuyo texto ampara a los trabajadores migrantes temporales de la misma forma que lo hace con los 
trabajadores nacionales. Responsabiliza al MTPS de velar por el cumplimiento de las condiciones laborales, 
estipuladas en el Código de Trabajo, de todo trabajador guatemalteco, ya sea dentro o fuera del país, una vez 
que fue contratado en territorio guatemalteco de forma regular o irregular, así como de conocer y mediar en los 
conflictos laborales entre empleador y empleado.

A diferencia de un país como El Salvador, por ejemplo, en Guatemala no hay leyes, políticas, ni progra-
mas especiales para promover la migración laboral en condiciones dignas, ni proteger los derechos de los traba-
jadores temporales guatemaltecos en el exterior con sus especificidades en lo laboral. Desde el 2009 se estable-
ció el Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala (CONAMIGUA) con funciones que podrían 
permitir que adquiera un papel clave en este sentido. Sin embargo, a la fecha, sus actividades y resultados han 
sido limitados y principalmente enfocados a las comunidades de migrantes guatemaltecos en Estados Unidos.

Por su parte, las organizaciones civiles guatemaltecas enfatizan la ausencia de participación de las 
autoridades e instituciones de su país y cuestionan el rol y el cumplimiento de sus obligaciones por parte del 
Ministerio de Trabajo y Previsión Social (MTPS) y del Ministerio de Relaciones Exteriores (MRE) con sus 
connacionales que son contratados para trabajar en México.

La figura del contratista en el Código del Trabajo se define como intermediario, según el artículo 5, y 
el intermediario es la persona que contrata en nombre propio los servicios de uno o más trabajadores, para que 
ejecuten algún trabajo en beneficio de un patrón. Este último queda obligado solidariamente por la gestión del 
intermediario, ante él o los trabajadores, en cuanto a los derechos laborales. La función del contratista para el 
reclutamiento de mano de obra en México está autorizada por el MTPS de Guatemala.

Las mínimas protecciones en beneficio de los trabajadores migrantes temporales con relación al proceso 
de contratación se encuentran en el Código de Trabajo. Conforme al artículo 34, su reclutamiento y contrata-
ción en Guatemala requieren de un permiso previo del MTPS, cuya autorización depende de la satisfacción de 
los siguientes requisitos (a discreción del MTPS): (i) El agente reclutador o la empresa deben tener un domi-
cilio permanente en la capital del país durante el tiempo de vigencia de los contratos, un apoderado con poder 
suficiente para arreglar cualquier reclamación que se presente por parte de los trabajadores o de sus familiares en 
cuanto a ejecución de lo convenido; (ii) El agente reclutador o la empresa deben pagar los gastos de transporte 
al exterior, desde el lugar en que vive habitualmente el trabajador hasta el lugar del trabajo, incluso los gastos 
de trámites migratorios y para los familiares si lo permite la compañía; (iii) El agente reclutador o la empresa 
por cuya cuenta proceda, debe depositar en una institución bancaria nacional, a la orden del MTPS, una suma 
prudencial o debe prestar fianza suficiente para garantizar los gastos de repatriación de los trabajadores (y sus 
familiares) a la terminación del contrato y el pago de los reclamos que se formulen y justifiquen ante las autori-
dades nacionales del trabajo, quienes son las únicas competentes para ordenar el pago de las indemnizaciones o 
prestaciones que por tales conceptos procedan; (iv) El agente reclutador o la empresa por cuya cuenta proceda, 
debe celebrar por escrito los contratos de los trabajadores de que se trate, en cuatro ejemplares, uno para cada 
parte y dos que dicho agente o empresa debe presentar al MTPS, con cinco días por lo menos de anticipación a 
la salida; (v) El MTPS tiene la obligación de enviar una de esas copias al representante diplomático o consular 
en el lugar donde se ejecutarán los contratos y encargarle la mayor vigilancia posible respecto del modo como 
se cumplen los mismos; dicho representante debe enviar al MTPS informes concretos cada mes y, extraordi-

44  El artículo 14 del Código de Trabajo estipula que las disposiciones protectoras del trabajador aplican a los que están contratados en el país para 
trabajar en el extranjero. En su artículo 34, se regula el procedimiento de reclutamiento y contratación. 
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nariamente, siempre que sea del caso; (vi) En los contratos se debe incluir la cláusula de que todos los gastos 
que se mencionan corren a cargo exclusivo del agente reclutador o de la empresa por cuya cuenta proceda, así 
como las otras disposiciones protectoras del trabajador que contiene el Código: (vii) En los contratos se debe 
especificar la manera cómo van a ser alojados y transportados los trabajadores, la forma y las condiciones en que 
se les va a repatriar.

El artículo 35 prohíbe la autorización de contratos en caso de que (i) los trabajadores sean menores de 
edad; (ii) los trabajadores no garanticen en forma satisfactoria la prestación de alimentos a quienes dependan 
económicamente de ellos; (iii) los trabajadores emigrantes sean necesarios para la economía nacional; y (iv) en 
los contratos se lesione la dignidad de los trabajadores guatemaltecos o que éstos hayan sido contratados en 
inferioridad de condiciones respecto a los derechos que corresponden a los trabajadores nacionales del país en 
donde han de prestar sus servicios, siempre que la legislación de dicho país contenga garantías superiores a las 
establecidas en el presente Código, o que en alguna forma éstos puedan salir perjudicados.

Aquí se puede observar que las garantías que contiene esta normatividad están dirigidas a colectivos 
de trabajadores que son contratados por empresas grandes y mediante canales más formales, puede ser en la 
industria agrícola (como sería el caso de Canadá) o en la construcción. Parece no tomar en cuenta la realidad del 
trabajo fronterizo, es decir de los cruces cotidianos para buscar trabajo con pequeños y medianos empleadores. 
En el caso de los trabajadores fronterizos estas cláusulas no se cumplen.

Los expertos entrevistados coinciden en que es débil la atención, control y facilidades que el Estado de 
Guatemala propicia a los trabajadores temporales, tanto en la información como en la defensa y representación 
en casos de explotación laboral y condiciones de esclavitud en el vecino país de destino.45 Esto se pudo constatar 
en entrevistas con otros actores institucionales que operan en la frontera sur, donde es evidente que hoy en día 
la crisis humanitaria de los migrantes indocumentados en tránsito y el incremento en las deportaciones han 
tomado la prioridad en los recursos humanos, financieros y mediáticos.

Independientemente de la prohibición de aprobar contratos de trabajo de menores de edad, el MTPS 
ha emitido permisos de trabajo para jóvenes de 14 a 17 años de edad y autorizado su salida para trabajar en las 
fincas de Chiapas, sin contar con mecanismos de verificación de las condiciones laborales de estos menores. Se-
gún el MTPS, este control ha permitido establecer las boletas de registro de niños y niñas, para evitar el tráfico 
y la trata de menores, las adopciones ilegales, ya que se solicita la partida de nacimiento de los acompañantes 
menores. Sin ubicarse en un marco legal, con las protecciones correspondientes, ese tipo de acciones tienden a 
perjudicar a los menores que salen como trabajadores temporales.

Es interesante considerar los mecanismos que operaban con anterioridad en este contexto con el fin 
de evaluar su aplicabilidad para proteger los derechos humanos, incluyendo los laborales, de los trabajadores 
fronterizos hoy en día. Según reportes oficiales y de organizaciones civiles, en el 2005 se implementó un registro 
de los representantes de la parte patronal para el reclutamiento de personas que trabajan en las fincas y de los 
trabajadores agrícolas fronterizos que contrataban, así como de las condiciones de su contratación.46

Fue responsabilidad de los contratistas47 realizarlo para cada trabajador contratado. El registro iden-
tificaba los datos generales del representante y su fotografía. Permitía contar con información del trabajador 
fronterizo en las oficinas de Migración, del MTPS y los consulados. En caso de incumplimiento por parte del 

45  Grupo Articulador de la Sociedad Civil de Guatemala; Informe Alternativo de Guatemala sobre la aplicación de la Convención sobre la Protec-
ción de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares; y la Defensoría de la Población Desarraigada y Migrante de la Procu-
raduría de Derechos Humanos de Guatemala. 

46  Ana Luisa Girón Revolorio e Irma Chacón Orizabal; Consultoría Monitoreo de Políticas Públicas en Materia Migratoria 2005-2006; Mesa 
Nacional Para las Migraciones en Guatemala. Disponible en:  http://www.remesasydesarrollo.org/uploads/media/politicasp pdf

47  En algunos reportes, se refiere a “consejeros laborales” y el “registro de consejeros laborales”, enmarcándose en el artículo 141 del Código de 
Trabajo, bajo el nombre de “representante de patrón”.
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patrón de sus obligaciones o de una violación a los derechos laborales del trabajador, la persona perjudicada po-
día hacer la denuncia correspondiente ante el MTPS, por medio de los consulados y en las oficinas del MTPS 
en las fronteras, y dar seguimiento a su caso.

Según la información recopilada, el MTPS contaba con dos oficinas en la frontera con México, una en 
Tecún Umán y otra en El Carmen, desde donde se hacía un monitoreo de los trabajadores agrícolas fronterizos. 
El registro pareció funcionar bien por un tiempo, porque las boletas permitían identificar si los trabajadores 
agrícolas habían sido víctimas de algún abuso o violación a sus derechos humanos, especialmente los laborales 
como: falta de pago, despidos injustificados, entre otros, etc. Además, permitía mapear los lugares de destino de 
esta población e identificar las fincas adonde llegaban a trabajar, así como conocer las actividades en las que se 
insertaban y el tiempo que permanecían,. Para el caso mexicano, hubo resistencia a utilizar dicha boleta, por el 
tiempo y la atención que implicaba su llenado, e incluso porque se percibía como una rendición de cuentas que 
poco les convenía, en tanto, identificaba con claridad a los contratistas, patronos y finqueros para interpelarles 
y exigirles el cumplimiento de derechos mínimos.

Desde aproximadamente el 2008, este procedimiento dejó de utilizarse por parte de los funcionarios 
de México, quienes no se sentían obligados a hacerlo, de acuerdo con las organizaciones civiles guatemaltecas 
entrevistadas. Hoy en día el único módulo fronterizo está en El Carmen, donde se brinda asesoría a los traba-
jadores agrícolas que la requieren y se da seguimiento a unos cuantos casos. Según las personas entrevistadas, 
carecen del equipo necesario para llevar un registro confiable y ordenado de los contratistas y de los recursos 
para operar de manera adecuada para la problemática que existe. Mucho se debe a la percepción de que con 
la atención que se ha prestado con las nuevas visas por el lado mexicano, ha mejorado la situación de los tra-
bajadores fronterizos, y al hecho de que no se ha podido obligar a los finqueros mexicanos y sus contratistas a 
cumplir con el registro.

Finalmente, las organizaciones afirman que, aunque pareciera mejor la ampliación de las actividades y 
las facilidades que se dan para obtenerlas, no existen aún sistemas de información, divulgación y monitoreo por 
parte del MTPS de Guatemala para identificar abusos cometidos por los empleadores en México. Además, hay 
pocas organizaciones que están monitoreando la situación de los trabajadores migrantes temporales y no hay 
reportes que evidencian un cambio positivo en las condiciones de contratación y empleo.

En una reunión de organizaciones civiles, entidades de ambos gobiernos y trabajadores migrantes, se 
planteó la apertura de una oficina de quejas y denuncias como parte de la labor de la Comisión del Migrante 
del Congreso de Guatemala. El diputado presente, aceptó la propuesta con el fin de crear la obligación de los 
diputados de hacer un inventario de los actores, investigar las denuncias y monitorear las quejas contra cualquier 
entidad, empresa u organización, siguiendo el modelo que ya existe de la oficina para quejas de violencia contra 
la mujer. 

Condiciones generales de seguridad social

Al igual que otros países en la región latinoamericana, México y Guatemala cuentan con un sistema de pro-
tección social que se construye a partir de un seguro social, lo cual implica que si un trabajador no puede com-
probar su condición de empleo o no puede pagar las cuotas, queda excluido de la cobertura nacional. Mucho 
menos están diseñados para la movilidad laboral, por lo que existe un gran camino por recorrer en el tema de 
protección social de las y los trabajadores temporales migrantes y sus familias. La realidad mexicana demuestra 
que un poco más de la mitad de la población cuenta con un aseguramiento social formal a través de los seguros 
sociales48 en el país.

48  Gabriela Mendizábal Bermúdez. Las prestaciones de seguridad social para trabajadores migrantes en México y España. 2006. Disponible en: 
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Para este análisis, es importante tomar en cuenta que si bien México y Guatemala no forman parte de 
una entidad de integración regional, cada uno es miembro de una agrupación de países en la cual el tema de la 
migración laboral es de gran relevancia, y en eso se incluye la discusión de los derechos laborales y sociales de los 
trabajadores temporales migrantes. En efecto, México forma parte del Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte (TLCAN) y firmó el Tratado de Libre Comercio Único con Centroamérica recientemente, y Gua-
temala forma parte del Sistema de la Integración Centroamericana (SICA). Esta última instancia cuenta con 
un acuerdo en el tema de seguridad social pero solamente lo ha firmado Costa Rica por lo que no está en vigor. 
Además, ambos participan en el Parlamento Centroamericano (PARLACEN) (México como observador), y 
en el Consejo Parlamentario Regional sobre Migraciones (COPAREM), así como en la Conferencia Regio-
nal sobre Migración (CRM), que recientemente han incluido el tema de migración laboral y de los mercados 
laborales en su agenda.

Es importante señalar que la mayoría de los países latinoamericanos han incluido como parte de su 
proceso de integración (MERCOSUR, Comunidad del Caribe y el Mercado Común -CARICOM, y Co-
munidad Andina de Naciones -CAN) acuerdos relativos a la seguridad social de las personas que migran por 
cuestiones de trabajo.49 En cambio, México no cuenta con acuerdos multilaterales que amparan la seguridad 
social de los trabajadores migrantes quienes vienen a su territorio y quedan desprotegidos en el país.50 Hasta la 
fecha, los acuerdos y convenios que se han negociado a nivel binacional y regional entre México y Guatemala 
tienen que ver principalmente con el tema de seguridad fronteriza y hemisférica, no de política social regional 
y mucho menos de protección de derechos humanos de trabajadores migratorios.

Derivado de sus obligaciones internacionales, México está comprometido a respetar los principios bá-
sicos en materia de seguridad social: la igualdad de trato de nacionales y extranjeros; la aplicación de una sola 
legislación para evitar el doble beneficio y/o la doble obligación; la conservación de los derechos adquiridos 
y pago de las prestaciones adquiridas en el extranjero o exportación de beneficios; el mantenimiento de los 
derechos en curso de adquisición; y la reciprocidad. Independientemente de su calidad de trabajador formal o 
informal, extranjero o nacional, documentado o indocumentado, cada persona tiene el derecho a acceder a la 
protección social y el Estado tiene la obligación de protegerlo.

Las normas de las visas FMTF y FMVL, y las nuevas condiciones de estancia, no hacen mención del 
acceso a la protección social, ni proveen facilidades para ello. Sin embargo, los derechos de los trabajadores 
están garantizados en las leyes que regulan esta materia, principalmente la Ley Federal de Trabajo y la Ley del 
Instituto Mexicano del Seguro Social. Además a pesar de que una de las deficiencias que ya se identificó es la 
ausencia de la bilateralidad en este sistema de visas de trabajo temporal, es pertinente revisar la situación de la 
normatividad guatemalteca para el análisis de las condiciones laborales de los trabajadores temporales bajo la 
visa FMTF y ahora la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo.

En México todos los trabajadores, incluidos los extranjeros y los que no tienen un permiso de trabajo, 
tienen derecho a recibir las prestaciones del seguro social si están inscritos en el Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS), el encargado de proporcionar diversas prestaciones a los que no son trabajadores del Estado. El 
empleador está obligado por ley a inscribir a sus trabajadores en el IMSS, por lo que no es responsabilidad del 
trabajador. Cabe señalar que los trabajadores del campo mexicano tienen los mismos derechos de ser asegurados 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2458/14 pdf

49  OIM, OIT, CIESS, OEA. Migración y Seguridad Social. 2010. Disponible en: http://segib.org/cooperacion/files/2012/02/Migr-y-seg-social-
Americas, pdf

50  El Acuerdo de Cooperación Laboral, que forma parte de los acuerdos derivados del TLCAN, es el único documento que incluye la cuestión 
socio-laboral de los migrantes de los tres países, siendo la cláusula relativa a las indemnizaciones en caso de lesiones de trabajo o enfermedades pro-
fesionales el único referente a la protección social de los trabajadores migrantes. México también tiene un Acuerdo de Cooperación en materia de 
Seguridad Social con el Belize Social Security Board desde 1987, pero cuya finalidad es principalmente la cooperación técnica y las canalizaciones 
en materia de salud, no la protección de los trabajadores temporales.
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por el IMSS que los trabajadores de otros sectores, y los descuentos que se pueden hacer a los salarios de los 
trabajadores están establecidos por ley y excluyen a los que ganan menos del salario mínimo. Asimismo, los que 
trabajan por cuenta propia pueden inscribirse de manera voluntaria al IMSS, lo cual lo hace relevante sobre 
todo para las trabajadoras del servicio doméstico y para las comerciantes en el trabajo informal.

La protección social del IMSS se otorga por convenio y pago de cuotas, y consiste en diversos progra-
mas; destaca por ejemplo, el Seguro de Salud para la Familia, que consiste en prestaciones de atención médica, 
quirúrgica, farmacéutica y hospitalaria para enfermedades y maternidad. En teoría, todo trabajador puede ins-
cribirse para beneficiar a él y su familia, sin embargo, las cuotas por persona son excesivamente altas, se pagan 
por anualidad y por adelantado, lo cual hace prácticamente imposible que los trabajadores temporales migrantes 
puedan inscribirse y tener los beneficios de motu propio. 

Es importante señalar la amplitud de la cobertura del IMSS en temas de vejez, invalidez y sobreviven-
cia, contando con seguros por incapacidad, enfermedades y lesiones en el trabajo, retiro y pensiones de viudez, 
pensión de orfandad y pensión a ascendientes.51 

En el 2003, México estableció un mecanismo de protección social dependiente de la asistencia social 
en materia de salud, llamado el Seguro Popular de Salud, que se ha extendido de manera paulatina; no es pre-
cisamente un seguro social pese a la publicidad que se le ha dado como tal. Se destina a las personas que no 
están aseguradas con las instituciones gestoras de los seguros sociales, es decir, a los trabajadores informales, las 
personas auto empleadas y las familias de migrantes mexicanos, entre otros. Se inscribe y se puede beneficiar 
al titular, su cónyuge, sus descendientes directos menores de 18 años y/o sus hijos solteros de 18 a 25 años que 
cursen la educación media superior o superior. También a hijos con discapacidad dependiente y sus ascendien-
tes directos mayores de 64 años, dependientes económicos que vivan en el mismo hogar, así como de manera 
individual las personas mayores de 18 años, con la salvedad de que pagarán únicamente el 50 por ciento de la 
cuota familiar que les correspondería.

El monto de las cuotas es accesible para la mayoría y la cobertura incluye a las prestaciones en especie 
por enfermedades y maternidad: atención médica y farmacéutica. Sin embargo, carece del elemento de exigi-
bilidad que caracteriza a los seguros, además de que también estipula un listado de cobertura de contingencias 
que funciona como paliativo en los niveles más bajos y es incosteable para padecimientos más graves.52

Pese a lo anterior, las organizaciones civiles de la zona fronteriza afirman que la mayoría de los tra-
bajadores temporales carecen de servicios médicos. En los cafetales, si un trabajador tiene un accidente o un 
problema de salud, normalmente es llevado al hospital regional en Tapachula, y más recientemente a las clínicas 
del IMSS que han asumido el compromiso de atender a los trabajadores migratorios. Si bien con la implemen-
tación de la nueva Ley de Migración, la negación de atención médica a migrantes en general debería cesar, no 
hay que perder de vista que los trabajadores temporales migrantes siguen experimentando serias situaciones de 
discriminación en México, también en el acceso a servicios básicos.

En su último informe al Estado mexicano en el 2011, el Comité para Trabajadores Migratorios mani-
festó su preocupación por la situación de los trabajadores migratorios y sus familiares porque continúan siendo 
víctimas de diversas formas de discriminación y de estigmatización en los medios de comunicación y en el 
ámbito social, especialmente de discriminación basada en el origen étnico y el género.

51  Se detallan los diversos programas en OIM, OIT, CIESS, OEA. Migración y Seguridad Social. 2010.

52  Gabriela Mendizábal Bermúdez citada en Mayela Sanchez. Trabajadores migrantes, sin protección social en México. Contralinea 215 / 09 
de enero de 2011. Disponible en: http://contralinea.info/archivo-revista/index.php/2011/01/12/trabajadores-migrantes-sin-proteccion-social-en-
mexico/
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Por otro lado, la ausencia de una organización colectiva y regulación efectiva por parte de las autorida-
des laborales impide exigir que los dueños de las plantaciones cumplan con las medidas de protección a la salud 
de los trabajadores, específicamente en caso de utilización de productos tóxicos.53

Debido al contexto que viven los países en vías de desarrollo y de acuerdo con la OIT y la OIM, la 
protección social puede ser un tema progresivo, es decir, con creciente protección, y con el complemento de 
reglamentación paralela en materia de salud, sanidad y seguridad de centros de trabajo. El riesgo aquí es que 
la insuficiente cobertura de la seguridad social da lugar a que se planteen soluciones paliativas y parciales para 
la protección social en territorio mexicano; aún así, hasta la fecha, ninguno de los programas federales ha sido 
dirigido a los trabajadores temporales migrantes. Sin embargo, es importante reconocer los esfuerzos a nivel 
local; en este sentido, se pueden señalar pequeños avances, principalmente desde el gobierno del estado de 
Chiapas.Si bien la FMTF constituye una visa a nivel meramente migratorio, el debate que se ha generado sobre 
el desarrollo de la frontera sur y de los derechos de los migrantes, se empieza a extender a lo laboral a nivel local. 
Se ha podido observar algunos pasos muy pequeños que comienzan a vislumbrar una relación obrero/patrón y 
de “centros de trabajo”. Se ha empezado con monitoreo y mejoras concretas en las condiciones de salubridad e 
higiene de las fincas cafetaleras por parte de la Secretaria del Trabajo estatal y del Instituto de Salud del estado 
de Chiapas. En ejidos como aquellos donde se cultivan caña y papaya, el acceso sigue siendo preocupación para 
el consulado guatemalteco y las organizaciones civiles.

Finalmente, hay que tomar en cuenta la propuesta del Senado de la República de un convenio bina-
cional en tema de seguridad sanitaria para la frontera sur.54 A finales del 2011, el senado exhortó al Presidente 
Calderón para que a través de dependencias federales impulsara la creación de un programa binacional entre 
México y Guatemala en materia de seguridad sanitaria, y solicitó también a las Secretarías de Salud, Goberna-
ción y Relaciones Exteriores una agenda de colaboración interinstitucional para la atención de las necesidades 
de salud de los grupos migrantes, además de la creación del programa binacional de seguridad sanitaria para la 
frontera entre ambas naciones.

Por el lado de Guatemala, la Constitución Política de la República (CPR) y la legislación laboral con-
templan de manera amplia y suficiente los derechos fundamentales de los trabajadores, incluyendo el derecho 
a la seguridad social, que se complementa también en los convenios internacionales de trabajo ratificados por 
Guatemala. El artículo 8 de la CPR instituye el régimen de seguridad social como función pública, en forma 
nacional, unitaria y obligatoria, cuya aplicación corresponde al Instituto Guatemalteco de Seguridad Social 
(IGSS). El Estado, los empleadores y los trabajadores deben contribuir a dicho régimen, y están obligados a 
inscribirse los patronos que tengan tres o más trabajadores en el departamento de Guatemala y cinco o más en 
el resto del país. El IGSS gestiona dos programas: el EMA (Enfermedad, Maternidad y Accidentes) y el IVS 
(Invalidez, Vejez y Sobrevivencia). La CPR establece la indemnización por despido injustificado mientras que 
no se establezca otro sistema más conveniente que otorgue mejores prestaciones a los trabajadores.

Sin embargo, en la práctica, para los miles de trabajadores temporales guatemaltecos que salen de su 
país en búsqueda de ingresos para sostener un nivel de vida básico, el requerimiento de participar en el empleo 
formal es un obstáculo para que puedan ejercer sus derechos laborales y garantizar el acceso al IGSS, o que se 
favorezcan de las prestaciones que establece la ley. En un mínimo, el Estado guatemalteco debe garantizar el 
amparo de los familiares de los trabajadores temporales migrantes, aunque no trabajen dentro del país, tomando 
en cuenta que gran parte de su remuneración regresa a Guatemala en forma de remesas.

En este sentido, es interesante reflexionar sobre el fenómeno del trabajo informal y su exclusión del 
régimen de seguridad social en Guatemala, que se relaciona a la ausencia de cobertura para los trabajadores 

53  Renard, 2000. 

54  Síntesis. Aprueba comisión del senado, crear programa binacional en materia de seguridad sanitaria con Guatemala. 2 de diciembre de 2011. Disponible 
en: http://www.sintesis.mx/chiapas/index.php?option=com_content&task=view&id=439&Itemid=54
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temporales migrantes en México. A partir de los datos que ofrece la Encuesta Nacional de Empleo e Ingresos 
de Guatemala, los trabajadores informales se agrupan en distintas categorías: (i) trabajadores por cuenta propia: 
no tienen una relación de dependencia con un empleador y están totalmente excluidos del régimen del IGSS; 
(ii) empleados privados: la inmensa mayoría de estos trabajadores carecen total o parcialmente de la protección 
que garantiza la legislación laboral en materia de salario mínimo, jornadas de trabajo, pago del séptimo día, 
aguinaldo, vacaciones y demás prestaciones reconocidas por ley, así como la cobertura del régimen de seguridad 
social; (iii) trabajadores no remunerados: este grupo incluye fundamentalmente a familiares (esposas e hijos 
menores) que no reciben remuneración por su trabajo en las explotaciones agrícolas y negocios de subsistencia; 
(iv) jornaleros o peones: principalmente trabajadores en actividades agrícolas que en su gran mayoría no tienen 
una relación laboral formal; se trata de trabajos temporales en la recolección de productos agrícolas.55

A diferencia del seguro social mexicano, el IGSS no acepta la afiliación de un trabajador por cuenta 
propia, incluso pagando las cuotas que le corresponderían como empleador y como trabajador. En los otros 
casos, no se incluyen los trabajadores en el régimen de seguridad social, y mucho menos los que tengan una po-
sición semejante fuera del país. Todos estos trabajadores informales, tanto en Guatemala como los que trabajan 
de manera temporal en territorio mexicano, requieren ser incorporados en el régimen de seguridad social, para 
que puedan acceder a los servicios del programa de Enfermedad, Maternidad y Accidentes, así como para que 
puedan ser beneficiarios, tanto ellos como sus cónyuges e hijos menores de edad, de los beneficios del programa 
de Invalidez, Vejez y Sobrevivencia.

Conclusiones y recomendaciones

El ejemplo de la FMTF y ahora de la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo en la frontera sur 
de México destacan la importancia de distinguir entre un programa de migración laboral y un sistema de visas 
que intenta ordenar un proceso migratorio que responde a una tradición de trabajo agrícola transfronterizo.

1. La visa FMTF y ahora la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo, son un mecanismo 
unilateral del Estado mexicano para garantizar la permanencia en territorio mexicano de trabajadores 
temporales, una herramienta meramente de control migratorio, que funge como la base para ejercer 
los derechos que tienen todos los trabajadores migratorios en el país. Esta forma de regularizar no 
presupone un programa binacional de contratación de mano de obra, en el que se deberían establecer 
normas de supervisión y control para garantizar derechos y condiciones de trabajo. Lo anterior muestra 
una vez más la esencia de la política migratoria mexicana que es la gestión de flujos migratorios. Es 
notoria la ausencia de participación de la STPS mexicana y el MTPS guatemalteco en el registro, la 
regulación y la supervisión de los trabajadores temporales migrantes, así como la escasez de recursos 
de los consulados guatemaltecos en el contexto real de deportaciones masivas y crimen organizado y 
la falta de acceso a la justicia por parte de los migrantes en general. Si bien se dice que la creación de 
una visa como la FMTF y ahora la VTF han implicado la posibilidad de una base de datos, de algunas 
estadísticas y de poder identificar los empleadores más grandes de la región, en la práctica sirve poco 
más que para que los trabajadores tengan una documentación para su estancia en el país y que el INM 
no los deporte. 

Recomendación: Dada la relación histórica entre los dos países que convergen en la frontera sur de 
México, se recomienda la negociación de un acuerdo laboral bilateral, mínimamente un memorándum 

55  Luis Linares, “Derechos Laborales. Empoderamiento Legal de los Sectores Pobres. Guatemala julio 2007, Asociación de Investigación y Estu-
dios Sociales (ASIES); Commission on Legal Empowerment of the Poor. Disponible en: 
http://web.undp.org/legalempowerment/reports/National%20Consultation%20Reports/Country%20Files/11_Guatemala/11_5_Labor_Rights.
pdf
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de entendimiento, que refleje y atienda la realidad de la dinámica migratoria de trabajo fronterizo. Asi-
mismo, podría garantizar la participación de las entidades de los dos países así como la coordinación 
para mejorar las condiciones de trabajo y de vida de los trabajadores temporales, y su visibilidad como 
fuerza laboral en la región. Se podría también implementar mecanismos para garantizar una colabora-
ción efectiva entre los órganos de política exterior de ambos países (MRE y SRE), así como considerar 
el papel importante del estado de Chiapas en este sentido, dado los avances que se han hecho a nivel 
local. 

Recomendación: Bajo un acuerdo bilateral, se podría garantizar en particular la participación y el 
compromiso de las autoridades laborales de ambos países, para que se puedan incorporar los beneficios 
tanto para el trabajador como para el empleador, de manera efectiva. En el caso de Guatemala, se po-
dría hacer el procedimiento laboral y migratorio previamente a la salida de los trabajadores. Implicaría 
contar con oficinas del MTPS más equipadas en los departamentos fronterizos, así como más control 
sobre el registro de salida y reingreso de trabajadores. Para los que salen para la cosecha, esto es relati-
vamente previsible por lo que disminuiría la carga y la discrecionalidad de los trámites en la Casa Roja, 
por ejemplo. Asimismo, se requiere la coordinación y un esfuerzo integral de todas las instituciones que 
tienen que ver con las personas migrantes, especialmente las responsables de políticas sociales, como es 
el caso de la salud, seguridad social y la educación.

Recomendación: Por parte del Estado guatemalteco, revisar mecanismos como la boleta de registro de 
los representantes de las fincas, que anteriormente constituía un avance en la garantía y protección de 
los derechos laborales para los trabajadores migratorios, afinándolos como parte de un acuerdo bilate-
ral para que se pueda incluso comprometer a los funcionarios mexicanos y a los finqueros. Asimismo, 
fortalecer las instancias del MTPS y del MRE para que asuman las obligaciones y funciones que les 
corresponden por ley en el tema de protección al trabajador temporal, sea agrícola o no. Esto ayudaría 
a fortalecer los mecanismos para que los contratistas tengan que cumplir con la ley también. Todo esto 
debería ir acompañado por una campaña nacional/binacional, para generar debate, particularmente en 
Guatemala, sobre las situaciones de los trabajadores migrantes temporales.

Recomendación: Establecer como parte de las estadísticas anuales de la Dirección de Estudios Mi-
gratorios de la Unidad de Política Migratoria de la Secretaría de Gobernación, una matriz que incluya 
tanto variables cuantitativas como cualitativas, y que refleje las formas de reclutamiento/contratación 
así como el acceso a la seguridad social de los trabajadores fronterizos.

Recomendación: Asimismo, de acuerdo con las recomendaciones del Comité de Protección de los 
Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares hacia México, ratificar los Conve-
nios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) No. 97 (1949) relativo a los trabajadores mi-
grantes, No. 143 (1975) sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de 
oportunidades y de trato de los trabajadores migrantes, y No. 189 (2011) sobre trabajadoras domésticas.

2. Si bien la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo no es un programa de trabajo tem-
poral, no deja de ser un acto de gobierno, que en si mismo genera obligaciones y responsabilidades, 
incluso para establecer medidas para los trabajadores migrantes que se encuentran en condiciones más 
vulnerables y precarias. No se desliga el Estado mexicano de sus obligaciones alegando que por ley los 
trabajadores extranjeros tienen los mismos derechos que un trabajador mexicano, ni que hacen falta 
recursos ni que a algunas entidades de gobierno, les preocupa la situación. Dentro de la política migra-
toria mexicana de doble discurso e inversión en una imagen a favor de los derechos humanos, mientras 
se vincula al mismo tiempo la migración con el tema de seguridad nacional, se deja a los trabajadores 
temporales migrantes a la merced de las complejidades actuales bien conocidas del contexto mexicano.
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Recomendación: Urgen actos concretos y determinados para revertir la tradición de abuso a los tra-
bajadores temporales migrantes que son tratados simplemente como mano de obra, no como personas 
sujetos de derechos. La participación y el fortalecimiento de la sociedad civil y de las comunidades de 
trabajadores en este sentido es primordial. Asimismo, la sanción de los funcionarios públicos vincula-
dos con la corrupción y el crimen organizado.

Recomendación: El papel del Congreso mexicano no debe de olvidarse en este proceso de creación de 
consenso para un acuerdo laboral. En particular, aquí sería importante la participación de la Comisión 
de Asuntos Fronterizos Sur del Senado de la República, que ha tenido un rol importante en impulsar 
propuestas.

3. La condición de estancia de visitante trabajador fronterizo no parece ser un mecanismo muy atractivo 
de regularización migratoria, y en la práctica no son útiles las facilidades que pretende ofrecer, de flexi-
bilidad laboral, de poder tramitarla de manera independiente, etc. Esto deriva de la ausencia de la regu-
lación misma del mecanismo, es decir, las reglas para su implementación. Los que tienen mayor acceso 
a la visa son los trabajadores migrantes que llevan mucho tiempo viviendo en México (es decir que no 
son precisamente trabajadores “temporales”) y los que son contratados por intermediario por tempora-
da en grupos desde su comunidad para el trabajo agrícola, principalmente para el café. Sin embargo, los 
que cruzan la frontera para trabajar en los campos frutales o cañeras, y los que se contratan en las plazas 
de los pueblos fronterizos para el servicio doméstico u otros servicios, tienen un perfil de trabajador 
temporal y son de los que más pudieran beneficiarse de una regularización migratoria, ya que por lo 
general se encuentran en el país de manera independiente. Pero, en la práctica, esto no sucede debido 
a muchas razones, entre ellas: la inexistencia de un programa fronterizo que pueda integrar la realidad 
de la migración laboral, la ausencia de información por parte de los migrantes y la poca voluntad por 
parte de los empleadores. Los que pueden, sacan la condición de estancia de visitante regional para 
entrar al país de manera regular, pero caen en la irregularidad migratoria cuando su estancia se extiende 
y trabajan sin permiso.

Recomendación: El sistema de visas por lo general y la VTF en particular, necesitan de una reformu-
lación con una visión holística e integral para ser de mayor utilidad. Los que llevan tiempo viviendo 
en México deberían de poder acceder a una forma migratoria no temporal, es decir la condición de 
estancia de residente temporal , que les pudiera permitir dejar de ser “huéspedes” y acumular tiempo de 
residencia legal para obtener la residencia permanente o la naturalización. Esta labor la podría hacer 
el Consulado junto con el INM. Por otra parte, los que van con el contratista, deberían contar con el 
apoyo del Consulado así como las autoridades laborales para acceder a condiciones de contratación 
y laborales más equitativas y erradicar la figura patriarcal que sigue marcada en los campos agrícolas. 
Contar con apoyo y confianza en su situación laboral y migratoria, por ejemplo mediante la figura de un 
agregado laboral al Consulado, permitiría a los trabajadores temporales una mayor movilidad laboral.

Recomendación: En sí mismos, las causales y supuestos para las condiciones de estancia de visitante 
regional y visitante trabajador fronterizo no son contradictorias, puesto que poder transitar una zona 
fronteriza por motivos de vida cotidiana no excluye la necesidad de una visa de trabajo y viceversa. Se 
podría considerar en un futuro la posibilidad de reglamentar la posibilidad de poseer ambos documen-
tos migratorios en caso de que la persona califique para ambos supuestos.

Recomendación: Asimismo, se requiere una estrategia de difusión de las visas, tanto en Guatemala 
como en los estados mexicanos donde se encuentran los trabajadores temporales, muchas veces de 
manera irregular.
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4. En ausencia de datos concretos en el tema, se estima que por lo general el reclutamiento y la contra-
tación se siguen dando de la misma manera con la nueva condición de estancia de visitante trabajador 
fronterizo, tanto en los casos de trabajadores agrícolas para fincas grandes mediante los intermedia-
rios comunitarios como para los cruces fronterizos para trabajar en los ejidos limítrofes y la oferta de 
trabajadores de servicios en las plazas de los pueblos fronterizos. En el primer caso, hay una cuestión 
de transparencia en el reclutamiento que da lugar a ilegalidades y estafas; por ejemplo, las autoridades 
mexicanas deberían contar con un registro de empleadores y reclutadores, pero no lo hacen público. 
En los otros sectores, se opera más que nada en la clandestinidad. Además, es evidente que para los 
trabajadores temporales migrantes la vida no ha cambiado sustancialmente con una supuesta mayor 
regulación migratoria. Aún así, se debe reconocer algunos avances en el sector cafetalero, en particular, 
la prevención del trabajo infantil, con la sensibilización de los oficiales del INM y de los contratistas. 
Asimismo, a raíz de la documentación de violaciones y la presión por parte de instituciones académicas, 
la OIM y la CNDH, así como el incremento en el control migratorio, se ha logrado incidir en que se 
viera como un beneficio para los empresarios contar con mano de obra en situación migratoria regular. 
En otros sectores, se sigue haciendo caso omiso de la normatividad migratoria. 

Recomendación: Primeramente, la regulación migratoria es importante, pero debe formar parte de 
un programa más amplio de migración laboral. Es importante informar e incentivar a los empleadores 
para que vean los beneficios de regularizar a sus trabajadores, en particular los empleadores pequeños 
e informales 

Recomendación: En el caso de los empleadores más grandes o formales, que cuentan con una deman-
da regular o más a menos previsible, se podría establecer un sistema de registro de demanda de traba-
jadores en la STPS como parte de un programa de trabajo temporal. Por parte de los empleadores con 
demanda no regular, se podría establecer un registro del Servicio Nacional de Empleo para puestos de 
trabajo. Incluso, se podrían habilitar módulos del SNE en los lugares que tradicionalmente se recluta 
para trabajo no agrícola.

Recomendación: Asimismo, esto se debe complementar con mecanismos de regulación del proceso 
de reclutamiento y de los intermediarios, porque erradicarlos tras generaciones de trabajo fronterizo no 
es realista. Por ejemplo, se podría establecer un sistema de registro para regular los intermediarios, con 
condiciones específicas para su labor, y la emisión de un permiso para operar. En este sentido se deben 
poner incentivos también a las empresas, como se ha mencionado, para que utilicen a contratistas auto-
rizados. En caso de no satisfacer las condiciones de operación, se les quitaría el permiso.

Recomendación: Todo eso debe ir de la mano de una supervisión a las fincas y plantaciones por parte 
de la STPS y la ST del Estado de Chiapas.

5. La prioridad de instituciones como la OIM, la OIT, la CNDH y la ST estatal ha sido la de difundir 
y capacitar a las autoridades y a otros sectores, sobre los fenómenos de la trata de personas, la explo-
tación laboral, en particular el trabajo infantil, la situación de los trabajadores de la industria del sexo, 
y el tráfico de personas indocumentadas. En la opinión de algunos expertos, en los últimos años se ha 
sobredimensionado el tema de la trata por explotación sexual y laboral, a tal grado que se ve la trata de 
personas en toda situación, cuando la violación en realidad es de otra índole que no se puede identificar 
ni constituir en el delito de trata. Se ha obviado lo importante que es hablar de violación a derechos 
laborales para los trabajadores migratorios temporales en México, cuando es algo que ocupa el trabajo 
de muchos defensores de migrantes mexicanos en Estados Unidos.
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Recomendación: Enfatizar la importancia de respetar los derechos laborales de las y los trabajadores 
migratorios temporales en México, tanto con las autoridades como con los empleadores y la sociedad 
en general, poniendo en su justa dimensión las violaciones asociadas con el delito de la trata y el del trá-
fico ilícito de personas. Esto permitiría tener un acercamiento con los empleadores de las trabajadoras 
no agrícolas, prioritariamente las del servicio doméstico, para explicarles la importancia de la regulari-
zación y los derechos laborales, sin la amenaza de que les acusen por trata. En el mismo sentido, quizás 
un poco más complejo, sería sacar del anonimato los empresarios que ofrecen trabajo a las adolescentes 
en situación de calle. Si se pudiera garantizar que no se les va a acusar de tratantes, entonces se podría 
entrar en diálogo y negociación con ellos sobre las condiciones laborales que ofrecen a sus empleadas, 
incluyendo tramitar su regularización bajo la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo.

6. Un obstáculo importante que ha frenado de inicio los intentos de abordar la posibilidad de un acuerdo 
laboral bilateral, ha sido la capacidad de los empresarios chiapanecos de asumir las consecuencias que 
tendría un programa de migración laboral. Es decir, es principalmente un tema financiero que domina, 
que les impedirá apegarse a las leyes laborales. Argumentan que debido a la crisis en la agricultura y los 
precios del café, les será imposible tener la certidumbre de poder dar los salarios, las condiciones y el 
acceso a la seguridad social que éste requeriría. 

Recomendación: Se sugiere identificar los obstáculos (reales y sentidos) para dar los primeros pasos 
hacia un acuerdo laboral entre México y Guatemala, que permita abrir espacios de diálogo con repre-
sentantes del comercio y de la sociedad civil, así como con los representantes de los trabajadores. Se 
podría avanzar con un plan para el cumplimiento progresivo de los estándares laborales por parte de los 
empleadores, y considerar mecanismos para fortalecer las representaciones de los trabajadores migran-
tes. Para ello, se requiere el compromiso tanto de las autoridades laborales como de las representaciones 
consulares de ambos países.

Recomendación: Proponer a un grupo de organizaciones civiles el desarrollo de un Certificado de 
Condiciones Dignas de Trabajo en acuerdo con algunas universidades. Bajo criterios bien definidos y 
medibles, después de examinar el trato que dan los finqueros a sus trabajadores, se les podría extender 
ese certificado y se les autorizaría a utilizarlo en la promoción de las ventas del café u otro producto 
agrícola que producen.

7. Derivado de lo anterior y con relación al acceso a la seguridad social, se observa que en México en prin-
cipio se observa la igualdad de trato entre nacionales y extranjeros, sin embargo en la práctica, debido a 
las condiciones migratorias, sociales, culturales y laborales, los trabajadores temporales migrantes, tanto 
agrícolas como de otros sectores, pocas veces puedan acceder a las prestaciones que deberían de tener 
por ley. Además, en ausencia de un acuerdo binacional con Guatemala, no es posible cumplir con los 
otros compromisos en materia de seguridad social, como por ejemplo, la conservación de los derechos 
adquiridos y la reciprocidad, entre otros.

Recomendación: El objetivo principal de la elaboración de un convenio en el tema de seguridad social 
es garantizar el derecho a la seguridad social previsto en la legislación de dos o más países y velar por su 
respeto. Por ejemplo, en caso de que un trabajador migrante contribuya para los sistemas de seguridad 
social tanto de México como de Guatemala, y no complete los requisitos para acceder a su retiro u 
otro beneficio, porque cuenta únicamente el tiempo de contribución de uno de los países en los cuales 
prestó servicios. Para que esto no ocurra, se hace necesaria la existencia de un instrumento jurídico que 
garantice la acumulación del tiempo de cotización en cada país en que haya laborado.
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Recomendación: Tanto México como Guatemala deberían firmar el Convenio Multilateral de Segu-
ridad Social de la Comunidad Iberoamericana del 2007, que asegura la portabilidad de los beneficios 
de la seguridad social a las personas migrantes.

8. Independientemente de la entrada en vigor de la Ley de Migración, y del hecho de que hoy en día haya 
más interés político y social en el tema migratorio, sigue operando un sistema inmerso en la indiferen-
cia, la corrupción y el doble discurso por parte de las autoridades migratorias. Tanto la nueva ley, las 
visas y los programas de regularización han sido mecanismos reactivos a las demandas de la sociedad 
civil, pero más de forma que de sustancia. Se aplica la ley con la discreción característica de esta insti-
tución basta con observar las dinámicas de cruce en el Río Suchiate, la cantidad de trabajadores migra-
torios que trabajan en las calles de Tapachula de manera indocumentada, o ver las multitudes que son 
deportados cada día, para entender la realidad de los fenómenos migratorios así como las intenciones 
de la política migratoria mexicana. Asimismo, se sigue atribuyendo la promoción y protección de los 
derechos de las personas migrantes a la SEGOB y el INM, y esto resulta incongruente ya que también 
son las dependencias encargadas del control migratorio.

Recomendación: Se debe implementar la Ley de Migración mexicana, interpretando sus disposicio-
nes con una visión de los derechos humanos de los migrantes, de acuerdo con la exposición de motivos 
y el espíritu expreso de la misma ley. Asimismo, se deben implementar los mecanismos para sancionar 
a los funcionarios que no aplican la ley o que entran en la corrupción. Ante la concentración de atribu-
ciones en la SEGOB y el INM en materia migratoria, las instituciones públicas de derechos humanos, 
como la CNDH y las comisiones estatales, deben asumir un papel más significativo de garante de los 
derechos humanos de los trabajadores temporales migratorios, especialmente dada la realidad de las 
dificultades de acceso a la justicia y la ausencia de representación significativa de los trabajadores mi-
grantes.

9. Se observa que gran parte de los pocos recursos del consulado guatemalteco se destinan a cuestiones 
humanitarias, particularmente para los niños, niñas y adolescentes en proceso de deportación, y las 
personas migrantes con necesidad de atención médica debido a lesiones en el tránsito o como víctimas 
de violencia. Otros temas en los que se enfocan a nivel binacional son los del desarrollo comercial de la 
frontera sur y de la seguridad nacional.

Recomendación: De acuerdo con las y los expertos entrevistados en ambos lados de la frontera, inclu-
yendo la Procuraduría de Derechos Humanos de Guatemala, se debería destinar más recursos a inicia-
tivas como la Comisión Binacional México-Guatemala y la Mesa Transfronteriza, en donde se pueden 
incluir aspectos de promoción y protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios 
en la relación binacional. Asimismo, buscar mecanismos para fortalecer la institucionalidad del Estado 
guatemalteco mediante programas específicamente enfocados en los trabajadores fronterizos, con un 
compromiso inequívoco con sus connacionales que trabajan en México. Finalmente, los consulados 
deberían tomar un papel más fuerte en la prevención del fraude y de la extorsión de sus trabajadores 
temporales y en la difusión de información para prevenir los abusos.

10. Independientemente de un acuerdo bilateral o del actuar del Estado mexicano, Guatemala no cuenta 
como país de origen con un mecanismo que garantice la protección social de sus trabajadores tempora-
les migrantes en el exterior. Incluso en Guatemala mismo, los trabajadores que no laboran en el sector 
de empleo formal, no tienen acceso al sistema de seguridad social nacional.
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Recomendación: Le compete a Guatemala también asumir la responsabilidad de satisfacer la nece-
sidad de acceso a la seguridad social de sus trabajadores temporales migrantes en lugar de depender 
exclusivamente de la voluntad y del funcionamiento de los sistemas de seguro social en México.

Recomendación: Sería deseable promover que el IGSS establezca las condiciones que hagan posible 
la incorporación a la seguridad social de los trabajadores temporales migrantes que se encuentran en 
cualquier país, sea por cuenta propia, por el sector privado o por ser familiar de un trabajador, mediante 
la realización de las modificaciones necesarias a la reglamentación para hacer realidad esos derechos 
constitucionales.

Recomendación: Diseñar mecanismos para facilitar la implementación práctica de la cobertura en el 
otorgamiento de las prestaciones y el acceso a los beneficios y evitar los obstáculos administrativos para 
las personas migrantes.

Recomendación: Será necesario realizar una amplia campaña de información y sensibilización dirigi-
da a los trabajadores y trabajadoras migratorios para el acceso a la información relativa a los trámites 
migratorios a través de las oficinas del MTPS. Asimismo, se tendrá que ampliar los servicios que presta 
el IGSS, especialmente en materia de salud, maternidad y accidentes, para que exista un incentivo 
inmediato a la afiliación tanto para los trabajadores migrantes como para sus familiares que se quedan 
en el país.
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3. 6 Sistema Nicaragua / Costa Rica: Acuerdo Bilateral de Codesarrollo y su impacto 1

Antecedentes y caracterización de los flujos

La migración laboral desde Nicaragua hacia Costa Rica empezó a sentirse como fenómeno contemporáneo en 
las últimas cuatro décadas y se inicia en los años ochenta, coincidiendo con la caída del gobierno sandinista. 
El país vivía una importante reducción del empleo, fundamentalmente en el sector público y desde esa época 
hasta el momento, el flujo migratorio no se ha detenido, principalmente debido a la permanencia de causas 
estructurales y motivos personales o familiares que incentivan el desplazamiento. La pobreza, el desempleo y el 
subempleo, así como las condiciones de vida y los salarios insuficientes para satisfacer las necesidades básicas, 
son otros de los elementos que motivan la migración; las personas observan las ventajas y comparan los salarios 
que ofrece el mercado costarricense, aún a pesar de la crisis económica actual. 

La brecha salarial real en dólares entre Nicaragua y Costa Rica, se ha incrementado de 6.03 dólares 
americanos en 2000 a 9.24 dólares americanos en 2007.2 Por otro lado, los factores que siguen motivando esa 
migración,  son entre otros, la importancia de la presencia y multiplicación de redes familiares y migratorias, así 
como de altos índices de violencia doméstica, violencia de género en la sociedad nicaragüense y la búsqueda de 
reunificación familiar. 

Según datos del Instituto Nacional de Estadística y Censo de Costa Rica (INEC) para el año 2009, 
el 91.5 por ciento del total de la población había nacido en el país, y un 7.8 por ciento del total procedía del 
extranjero, mientras que un 0.5 por ciento no indica lugar de nacimiento. Del total de la población que migra a 
Costa Rica un 75.5 por ciento proviene de Nicaragua; representando 241 822 personas de un total de 376 359 
residentes regulares.3 De acuerdo a estos datos se puede decir que éste es el flujo intrarregional más importante 
de América Latina, en términos del porcentaje de población extranjera en un país. Además, se estima que en 
Costa Rica existen entre 100 000 y 125 000 personas migrantes en condición migratoria irregular, la gran may-
oría de ellas de origen nicaragüense.4

Las dimensiones de los flujos migratorios entre los dos países, en años recientes, han motivado la 
búsqueda de mecanismos políticos e institucionales para su atención. El resultado ha sido una serie de conve-

1  La información de este capítulo esta actualizada a fecha de 31 de mayo del 2012. 

2  Sarah Gammage. Migración Intraregional y Mercados Laborales en Centro América: ¿Qué Sabemos? CEPAL. 

3  FLACSO. Investigación Flujos migratorios laborales intrarregionales: Situación actual, retos y oportunidades en Centroamérica y República Dominicana. 
Informe de Costa Rica. 2011.

4  Servicio Jesuita a Migrantes y Sindicato Unitario de Trabajadores de la Construcción y Similares (SUNTRACS). Informe Costa Rica ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Audiencia Temática: Derechos laborales de las personas migrantes. (documento elaborado para la audiencia 
temática en el marco del 143º período ordinario de sesiones de la CIDH. 2011. 
Anne Kevenhörster Migración de retorno Nicaragua - Costa Rica – Nicaragua Estudio empírico. EIRENE Servicio Cristiano Internacional por la Paz 
de Alemania Cooperante en el Centro de Derechos Sociales de la Persona Inmigrante (CENDEROS).
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nios a nivel bilateral que pretenden regular el ingreso de mano de obra nicaragüense con propósitos de empleo. 
El más notable y completo de estos acuerdos es el acuerdo binacional celebrado en Managua, Nicaragua, el 
17 y 18 de diciembre de 2007, entre representantes de los gobiernos de Costa Rica y Nicaragua. En él se es-
tablecieron los “Procedimientos de Gestión Migratoria para Trabajadores Temporales Costa Rica-Nicaragua”, 
también conocido como “Acuerdo de Codesarrollo”.

Como se indica en un estudio reciente, todas estas disposiciones están vigentes, a no ser que las mis-
mas indiquen lo contrario.5 Asimismo, Costa Rica cuenta con visas que operan de manera unilateral para la 
regulación de flujos migratorios, en particular las categorías especiales de trabajador temporal y de trabajador 
transfronterizo.

Las personas nicaragüenses que se trasladan a trabajar temporalmente en Costa Rica se ocupan en 
los siguientes sectores: construcción; agricultura, caza y silvicultura; y servicios (restaurantes, hoteles y servicio 
doméstico).6 Gran parte de la demanda de mano de obra, sobre todo en la agricultura, se ubica en la zona ru-
ral fronteriza, donde existe una situación laboral de mayor exclusión y vulnerabilidad. Según las encuestas de 
hogares de Costa Rica elaboradas por el INEC, 89 por ciento de los migrantes que trabajan en el sector agrí-
cola provienen de Nicaragua. En años recientes se ha observado una expansión en los cultivos para acomodar 
un sistema agroindustrial para el mercado de exportación, principalmente basado en el uso de mano de obra 
nicaragüense.

Pese a su tradición de apoyo a la normativa internacional en materia de derechos  humanos, debe 
señalarse que Costa Rica no ha ratificado importantes instrumentos de protección internacional de derechos 
humanos. Hasta la fecha no ha ratificado la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus familiares (1990), ni los convenios de la OIT en la 
materia, tales como el Convenio 97 relativo a los trabajadores migrantes; el Convenio 19 sobre la igualdad en 
el trabajo (accidentes del trabajo); el Convenio 118 relativo a la igualdad de trato de nacionales y extranjeros en 
materia de seguridad social; y el Convenio 143 sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de 
la igualdad de trabajo y de trato de los trabajadores. Si bien es cierto que muchas de las garantías consideradas 
en esos instrumentos se incluyen en la normativa interna de Costa Rica, la misma Procuraduría General de la 
República en las conclusiones de su Opinión Jurídica 045-2009, recomienda la ratificación de este instrumento:

“Desde el punto de vista técnico jurídico nos parece importante que el Estado costarricense valore la po-
sibilidad de ratif icar la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los traba-
jadores migratorios y de sus familiares, porque con este instrumento se garantizaría, de forma efectiva, 
los derechos humanos de las personas migrantes y de sus familiares con independencia de su condición 
o situación jurídica en el país, evitándose así abusos a los que están expuestos especialmente quienes se 
encuentran en situación irregular, las mujeres y los menores.”7 

Este es el escenario en el cual fue analizada la situación de los trabajadores temporales migrantes ni-
caragüenses en Costa Rica, tomando en cuenta las condiciones de reclutamiento/contratación y de acceso a la 
seguridad social. Podemos decir, en principio, que el Acuerdo de Codesarrollo representa un esfuerzo innovador 
en la región. Los trabajadores que se contratan por medio de este convenio se documentan bajo la categoría 
migratoria especial de “trabajador temporal”.

5  Guillermo Acuña González, [et. al]. Flujos migratorios laborales intrarregionales: situación actual, retos y oportunidades en Centroamérica y República 
Dominicana. Informe de Costa Rica. San José, C.R.: OIM, OIT, MTSS, CECC SICA, Red de Observatorio del Mercado Laboral, 2011 (Informe 
OIM/OIT 2011).

6  Costa Rica Dirección General de Migración y Extranjería. Migración e Integración en Costa Rica: Informe Nacional 2011. 

7  Opinión Jurídica 045-2009 PGR, página 12.
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En Costa Rica entró en vigor en 2010 la nueva Ley General de Migración y Extranjería (Ley No. 
8764),8 que establece algunos elementos interesantes con relación a la protección de los trabajadores migrantes, 
especialmente en lo referente a su integración en el país receptor. Sin embargo, no se puede ver el pleno alcance 
de estas disposiciones sin la emisión de todos los reglamentos necesarios para su aplicación. Por otro lado, en 
cuanto a la política pública, diversos expertos concuerdan en que, a pesar de haber realizado algunos esfuerzos 
en años anteriores, hasta el momento el Estado costarricense no cuenta con una política migratoria explicita, y 
por lo tanto, tampoco cuenta con una política migratoria laboral clara.9 De acuerdo con la Ley de Migración y 
Extranjería, la política tendría que ser establecida por el Consejo Nacional de Migración.10

Acuerdo Binacional “Procedimientos de Gestión Migratoria para Trabajadores Temporales Costa Rica - 
Nicaragua”: el Acuerdo de Codesarrollo

Los antecedentes del Acuerdo de Codesarrollo datan de mediados de los años 90 con los primeros acuerdos 
binacionales que establecían mecanismos de regulación del trabajo temporal de migrantes (llamado “estacio-
nal”) por medio de visas específicas.11 Desde esa época, se relacionaban las necesidades del mercado laboral con 
determinaciones por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS). Además, aunque no conl-
levaba derechos de antigüedad para eventuales cambios de status migratorio, se reconocía la importancia de que 
se cumplieran las leyes laborales costarricenses para los trabajadores temporales nicaragüenses.

Desde el 2002, se intensificaron los esfuerzos con una visión de mayor bilateralidad, definiendo com-
promisos de interés para una agenda conjunta, e incluyendo la consolidación de la capacidad de las autoridades 
laborales de los dos países en cuanto a las migraciones laborales y la inspección del trabajo. En el 2005, se acordó 
la puesta en marcha de una política laboral migratoria binacional entre los dos países que finalmente dio lugar 
a la adopción del Acuerdo Binacional “Procedimientos de Gestión Migratoria para Trabajadores Temporales 
Costa Rica - Nicaragua” en diciembre del 2007. Este último es objeto de nuestro estudio, y se basa en el modelo 
de codesarrollo en el cual ha tenido participación también la OIM.

Antes de entrar en detalle al Acuerdo de Codesarrollo, es preciso reflexionar sobre la  pertinencia del 
mismo como opción para atender el fenómeno de las migraciones laborales. Los acuerdos de codesarrollo pre-
tenden ser un tipo de acuerdo bilateral que incluye esfuerzos para promover el desarrollo económico en el país 
de origen, mediante el uso de mecanismos para la adquisición organizada de habilidades en el país receptor, el 
regreso y la reintegración ordenada de los trabajadores migrantes, el desarrollo de las comunidades de origen y 
la participación de las comunidades de migrantes en decisiones encaminadas a beneficiar a sus países natales.

A menudo se promueven como mejor práctica porque incluyen los mecanismos  destinados a garantizar 
la temporalidad de la migración laboral, e incluso incentivos que alientan el retorno. Sin embargo, también han 
sido cuestionados en términos de derechos humanos de los trabajadores migrantes, en relación a la integración 
al país receptor, y la voluntad del retorno. Los países que promueven este modelo han sido tradicionalmente 
Francia y España.

El Acuerdo de Codesarrollo para trabajadores migrantes temporales nicaragüenses en Costa Rica re-
sponde a un interés del país receptor de los trabajadores, aunque lo interesante es que es el único acuerdo de 

8  Disponible en: http://www.tse.go.cr/pdf/normativa/leygeneraldemigracion.pdf

9  Consultar Informe OIM/OIT 2011. 

10  El Consejo Nacional de Migración se integra por el/la Ministro/a de Gobernación y Policía (quien lo preside), el/la Ministro/a de Relacio-
nes Exteriores y Culto, el/la Ministro/a de Trabajo y Seguridad Social, el/la Ministro/a de Planificación Nacional y Política Económica, el/la 
Ministro/a de Salud, el/la Ministro/a de Educación, el/la directora/a general de Migración y Extranjería, el/la presidente/a ejecutivo/a del Instituto 
Costarricense de Turismo, el/la presidente/a ejecutivo/a de la Caja Costarricense de Seguro Social, dos personas representantes de las organizaciones 
de la sociedad civil, vinculadas al tema migratorio, nombradas por la Defensoría de los Habitantes (Ley N°8764, art.180).

11  Consultar Informe OIM/OIT 2011 para una sistematización de todos los esfuerzos bilaterales. 
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esta naturaleza que involucra a dos países en vías de desarrollo, uno de los cuales recibe una cantidad importante 
de migración laboral proveniente del otro. Este esfuerzo surgió en el marco de un proyecto financiado por la 
Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), ejecutado en Costa Rica por 
la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) entre 2008 y 2011. El propósito de este apoyo y la 
coordinación de la OIM fue facilitar el fortalecimiento de las instituciones en ambos países y generar mecanis-
mos en un marco pre-existente de acuerdos bilaterales, para implementar procedimientos conjuntos en materia 
de reclutamiento y de inspecciones laborales. 

Desde la perspectiva de la AECID, el proyecto de cooperación tenía como objetivo aumentar la con-
tribución de la migración a los procesos de desarrollo en ambos países, mediante el mejoramiento de las condi-
ciones sociales en las zonas de alta migración de Costa Rica y Nicaragua y la promoción de procesos de cre-
cimiento económico en dichas zonas. El proyecto pretendía además, contribuir a la regulación de los flujos de 
migrantes nicaragüenses en Costa Rica, favoreciendo las condiciones de inserción en el mercado laboral, mejo-
rando la situación psicosocial de los migrantes y de sus familias y promoviendo su integración social. Algunos 
de sus componentes más importantes son: la realización de un estudio para determinar el aporte económico 
de los migrantes en Costa Rica; la puesta en marcha de líneas telefónicas de atención a la población migrante; 
el fortalecimiento de las capacidades institucionales de la Dirección General de Migración y Extranjería, del 
MTSS/CR y de los servicios consulares, para abordar el fenómeno de la migración laboral, así como el mejo-
ramiento de los procesos de reclutamiento de los trabajadores migrantes.12

Este acuerdo consta de diez incisos que regulan el procedimiento de ingreso de los trabajadores nica-
ragüenses a Costa Rica para realizar actividades agrícolas, agroindustriales y de construcción, buscando incre-
mentar la migración regular de tipo temporal y suplir las demandas del mercado laboral en estos sectores. Se 
restringe el acuerdo a trabajadores nicaragüenses mayores de 18 años y se responsabiliza a los empleadores en 
Costa Rica del trámite de las solicitudes para obtener la autorización de contratar mano de obra nicaragüense.13

Los procedimientos son regulados por el MTSS/CR, la Dirección General de Migración y Extran-
jería de Costa Rica (DGME/CR), su homóloga de Nicaragua (DGME/NIC) y el Ministerio de Trabajo de 
Nicaragua (MITRAB). Los requisitos deben ser presentados ante estas instituciones que son las encargadas 
de determinar las resoluciones, aceptaciones o rechazos. Nicaragua crea la oficina de Migraciones Laborales 
dentro del Ministerio del Trabajo en el año 2008, así como las ventanillas únicas para las migraciones laborales 
en Migración y Extranjería, para la atención de los trámites migratorios de los trabajadores.

En este sentido es importante tomar en cuenta que el Acuerdo de Codesarrollo forma parte de un 
sistema más amplio en Costa Rica, en el cual, en términos generales, la contratación de trabajadores migrantes 
de forma regular está regida por una normativa que establece paso a paso, en lo migratorio y en lo laboral, el 
procedimiento a seguir. El sistema en general presupone un estudio de los mercados laborales, siguiendo las 
recomendaciones que hace el MTSS/CR por medio de la Dirección Nacional de Empleo (DNE) y su Depar-
tamento de Migraciones Laborales (DML) sobre las actividades productivas para conocer dónde se requiere 
fuerza de trabajo complementaria a la nacional. Realizado el estudio, se autoriza cierto número de puestos de 
trabajo para migrantes. No obstante, son muchos los trabajadores que laboran de forma irregular en el país y que 
no son acogidos por el Acuerdo de Codesarrollo ni por las categorías de regularización migratoria y permisos 
de trabajo que operan paralelamente.

De acuerdo con la Ley No. 8764, la categoría especial de “trabajadores temporales” se refiere a personas 
extranjeras a quienes la DGME/CR les autoriza el ingreso y la permanencia en el país con el objeto de desarr-

12  Información consultada en www.aecid.cr 

13  Información consultada en www.oim.int y OIM. Contratando trabajadores migrantes temporales nicaragüenses, agricultura, agroindustria, construc-
ción: manual para empleadores. San José, Costa Rica; OIM/MTSS/AECID/DGME/Proyecto Codesarrollo Costa Rica-Nicaragua, 2009.
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ollar actividades económicas de carácter temporal, a solicitud de un interesado en el país o del propio trabajador 
desde el exterior. Estas personas podrán permanecer en el país por el plazo que determine la DGME/CR y sólo 
tendrán permiso de desarrollar las actividades laborales remuneradas en los términos, condiciones, zonas y para 
los patrones que sean autorizados, de conformidad con las recomendaciones del MTSS/CR. Este organismo es 
el que define las actividades de carácter temporal en las que se requiere autorización de ingreso y permanencia 
de mano de obra extranjera, mediante la realización de estudios técnicos y de mercado que determinen el con-
tingente de trabajadores temporales (Ley No. 8764, art. 98-99).

La categoría especial de “trabajadores transfronterizos” se refiere a personas extranjeras residentes en las 
zonas aledañas a las fronteras de Costa Rica, autorizadas por la DGME/CR para ingresar y salir del territorio 
nacional, con el fin de realizar actividades asalariadas y autorizadas por la DGME/CR, tomando como refer-
encia, entre otros, los estudios técnicos aplicados por el MTSS/CR. Además de otras obligaciones establecidas 
por la ley y el ordenamiento jurídico costarricense, estos trabajadores deben cotizar para el sistema de seguridad 
social de la CCSS y el de Riesgos del Trabajo del Instituto Nacional de Seguros (INS) (Ley No. 8764, art. 97).

Contratación de trabajadores temporales migratorios

Estudio de mercado laboral

Las actividades productivas, las ocupaciones específicas y las cuotas de trabajadores son reguladas por el MTSS/
CR a través del Departamento de Migraciones Laborales (DML) de la Dirección Nacional de Empleo (DNE) 
y pueden variar, dependiendo de la demanda u otros factores coyunturales. En el marco del Acuerdo de Code-
sarrollo, y con miras a sistematizar una forma de ingreso de nicaragüenses de acuerdo a las necesidades del 
mercado laboral costarricense, en el 2008 el MTSS/CR definió los sectores productivos con mayor demanda 
de mano obra complementaria y las actividades ocupacionales específicas. Esta tarea se realizó en coordinación 
con las Cámaras de comercio e industria, y dio lugar a cuotas o cupos de trabajadores para los tres sectores 
definidos en el convenio: agricultura, agroindustria y  construcción.

En el caso, por ejemplo, del sector de la construcción, se instauró una recomendación específica14 con 
base en el planteamiento de las necesidades de fuerza de trabajo presentadas por la Cámara Costarricense de 
la Construcción (CCC). El MTSS/CR, la Dirección General de Migración y Extranjería y la CCC, acordaron 
establecer una cuota de trabajadores para la construcción. Las cuotas se van completando de acuerdo con las so-
licitudes que procese cada empresa, y cuando el cupo se completa se procede a estudiar eventuales ampliaciones. 
En el 2008, con base en el “Estudio Técnico ML-DEN-015-2007, el MTSS/CR recomendó la autorización 
de 10 000 trabajadores en las siguientes ocupaciones: maestro de obras, carpintero, albañil, fontanero, soldador, 
hojalatero, pintor de brocha gorda y rodillo, operador de corte e instalación de mármol y granito, y peones.

Para ese mismo año, el Acuerdo de Codesarrollo permitía el ingreso gradual de 41 500 obreros nica-
ragüenses al año, de los cuales 10 000 se emplearían en el sector de la construcción, otros 10 000 en el del café 
y el resto en otras actividades agrícolas como la recolección de la piña, el melón y la caña de azúcar.

Sin embargo, en la práctica se han observado distintos resultados. Un informe de 2011 del Centro 
Nicaragüense de Derechos Humanos (CENIDH) señala que el Acuerdo en realidad solo permitió el ingreso 
de 4 082 trabajadores en el 2008, de 2 000 en el 2009 y de 2 099 en el 2010. El total de 8 181 trabajadores ni-
caragüenses fueron contratados por empresas costarricenses bajo los parámetros del Convenio en esa época, lo 

14  Ver documento producido conjuntamente por la Organización Internacional para las Migraciones, Ministerio de Trabajo y de Seguridad So-
cial y Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo , titulado “Demanda Laboral del sector construcción en Costa Rica y su 
componente migratorio”, San José, enero 2009.
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cual equivale a un poco más del 19.71 por ciento de la meta prevista, implicando que el Acuerdo no ha tenido 
los resultados esperados ni para los trabajadores, ni para los empleadores.15 

Según las autoridades laborales, esto se debe a que muchos de los empleadores no se sujetan al Con-
venio y contratan de manera directa en las zonas aledañas a la frontera, para evitar los trámites y la intervención 
de las autoridades del trabajo de ambos países. No existe una instancia que los obligue a contratar trabajadores 
al amparo del Acuerdo; además el CENIDH ha comprobado, a través de su trabajo de campo en la frontera, 
que para el 2010 se había agotado el financiamiento para la implementación del Acuerdo y que los Estados 
no habían previsto una partida presupuestaria para su sostenibilidad, por lo que los funcionarios encargados 
continuaban en sus cargos aunque dedicados a otras actividades.16

En este sentido, la operación del Acuerdo ha tenido mayor impacto en el sector agrícola (migrantes 
temporales, en su gran mayoría hombres, y en la zona fronteriza de Peñas Blancas) y mucho menos en el sector 
de la construcción. Según expertos, pareciera que el Acuerdo se ajusta mejor a los trabajadores “estacionales”, 
y no así a trabajadores de mayor permanencia como los de  la construcción. Otros apuntan a la fragmentación 
del proceso de contratación con diversos tipos de intermediarios, así como al incremento en la informalidad de 
los empleos en el sector de la construcción, en parte derivado de la incertidumbre que acompaña la recesión en 
este sector.

Si bien el programa piloto apoyado por la AECID y la OIM operó oficialmente por tres años, de 2008 
a 2010, en teoría sigue vigente, y además sigue existiendo la categoría de trabajador temporal en la Ley Migra-
toria. Las organizaciones mencionan que la OIM ha emprendido una evaluación del programa, que parece no 
estar finalizada y que no ha sido publicada hasta la fecha.

En el caso de la categoría de los trabajadores transfronterizos, la organización CENDEROS ha docu-
mentado que no existía el estudio técnico al que se refiere el artículo 97 de la Ley No. 8764, que, en principio, le 
corresponde realizar al DML. Parece que se justifica la ausencia de tal estudio por la falta de presentación por 
parte de las empresas de un informe sobre sus trabajadores. 

Procedimientos bilaterales

De conformidad con el Acuerdo de Codesarrollo,17 existen dos modalidades de contratación de trabajadores 
nicaragüenses bajo la categoría migratoria “categoría especial” y subcategoría de “trabajador temporal”. Los 
trabajadores pueden ser contratados en su país de origen o bien en Costa Rica, siempre que hayan ingresado 
legalmente y se encuentren dentro del plazo autorizado de permanencia legal bajo la categoría migratoria de 
turismo. La presentación de la solicitud para la contratación de trabajadores nicaragüenses es responsabilidad 
del empleador contratante, y debe ser presentada ante el MTSS/CR (en específico, el Departamento de Migra-
ciones Laborales de la Dirección Nacional de Empleo); la solicitud incluye los datos de la empresa, actividad, 
cantidad de trabajadores requeridos en cada ocupación, duración estimada de la contratación, la ubicación del 
proyecto, la forma de contratación, una certificación donde se indique la inscripción del contratante como em-
pleador, y la identidad y residencia del representante legal.

De conformidad con el Acuerdo de Codesarrollo (vigente en la actualidad), los empleadores son los 
responsables directos de tramitar las solicitudes para disponer de mano de obra nicaragüense. El MTSS/CR 

15  Centro Nicaragüense de Derechos Humanos (CENIDH). Informe de Derechos Humanos en Nicaragua 2010.

16  Ibídem.

17  Procedimiento consultado en documento “Contratando trabajadores migrantes temporales nicaragüenses: agricultura, agroindustria, construc-
ción”, Organización Internacional para las Migraciones; Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; Dirección Nacional de Migración y Extranjería; 
Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, 2009.
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es quien resuelve y emite la recomendación favorable o desfavorable. El empleador (o su representante legal) 
deben presentar copia del modelo de contrato de trabajo, copia del oficio del MTSS/CR, un poder especial 
autenticado a nombre de la persona que estará a cargo del traslado de los trabajadores y copia de la personalidad 
jurídica de la empresa.

En la primera modalidad, el caso de los trabajadores nicaragüenses contratados directamente en Ni-
caragua, se realizan procedimientos paralelos en el país de origen; es decir que se tramita un permiso para 
reclutar en Nicaragua y la autorización de los trabajadores reclutados para salir del país. El empleador (o su 
representante legal) debe integrar la documentación de la empresa, legalizarla en Nicaragua y presentarla ante 
el MITRAB. Éste la verifica y emite la autorización para reclutar personal en Nicaragua, y en su caso, facilita 
al empleador el acceso a las bases de datos de solicitantes registrados por el Servicio Público de Empleo, Direc-
ción General de Empleo y Salarios así como a las bases de datos de solicitantes registrados por otras fuentes de 
reclutamiento. Adicionalmente le permite al empleador gestionar por sus propios medios, el proceso de reclu-
tamiento, bajo su supervisión. El empleador recopila copias del pasaporte o salvoconducto18 de cada trabajador, 
llena el formato del MITRAB con los datos personales de los trabajadores reclutados, y presenta la documen-
tación al MITRAB y a la DGME/CR.

Con las autorizaciones, el empleador genera los contratos de trabajo de cada persona reclutada y los 
presenta ante el MITRAB, quien verifica las condiciones laborales establecidas en los contratos y los avala. El 
empleador es responsable del transporte de salida desde Nicaragua hasta el proyecto de construcción o la finca 
de la empresa en Costa Rica. En el puesto fronterizo el empleador presenta la documentación de cada traba-
jador y obtiene la autorización de egreso e ingreso.

El empleador ingresa con los trabajadores a territorio costarricense y solicita a la DGME/CR la au-
torización para los permisos temporales de trabajo. A partir de la notificación de esta autorización, se pagan 
los depósitos en garantía por el monto de 20 dólares. Ese pago es individual, de modo que cada comprobante 
bancario tiene el nombre completo de cada trabajador que ingresó al proyecto de construcción o finca. Los 
depósitos de garantía son una obligación patronal y son reembolsables, por lo que no se deben cobrar a los 
trabajadores ni ser deducidos de sus salarios. Su objetivo es cubrir los gastos de deportación en caso de que el 
trabajador nicaragüense no salga voluntariamente del país. El empleador presenta los comprobantes bancarios 
y los pasaportes o salvoconductos originales ante la DGME/CR y con la resolución correspondiente, los traba-
jadores están autorizados para desempeñar sus actividades laborales. Finalmente, es importante mencionar que 
una vez finalizado el contrato de trabajo, el empleador debe gestionar la salida de los trabajadores o la prórroga 
del contrato, la cual se puede autorizar sólo una vez y se tramita con 30 días de anticipación al vencimiento de 
los contratos.

Las empresas autorizadas pueden contratar mano de obra nicaragüense directamente en el país de ori-
gen, mediante colaboradores o agencias, o pueden apoyarse en la base de datos del Servicio Público de Empleo 
del MITRAB. Entre los servicios de apoyo que se ofrecen, si la empresa autorizada lo desea, está la disposición 
de un local de la Dirección de Empleo y Salarios para la realización de las entrevistas y la selección de traba-
jadores.

El Acuerdo de Codesarrollo establece algunos elementos adicionales para la protección de los derechos 
de los trabajadores migrantes. Cada trabajador contratado es responsable de portar su documento de identi-
ficación oficial en buen estado y sin alteraciones, sea el pasaporte o el salvoconducto original sellados con la 
autorización de la DGME/CR. El empleador no puede retener o custodiar los pasaportes o salvoconductos 

18  El salvoconducto es un documento alternativo al pasaporte y es emitido por la DGME/ NIC; este documento exonera a los trabajadores nica-
ragüenses de presentar visa, comprobante de medios de solvencia económica, hoja de delincuencia y constancia de nacimiento al momento de optar 
por los puestos de trabajo que ofrecen empleadores costarricenses, pero solo sirve para ser reclutado, no equivale a un permiso de estancia en Costa 
Rica. 
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originales que son documentos de uso exclusivo de su portador. Al mismo tiempo, es deber del empleador 
brindar a los trabajadores, sin costo adicional, un alojamiento que garantice su seguridad física y cuente con el 
permiso del Ministerio de Salud.

En la segunda modalidad, en caso de que se desee contratar a trabajadores migrantes nicaragüenses 
directamente en Costa Rica, con la autorización del MTSS/CR el empleador puede reclutar trabajadores may-
ores de 18 años (con pasaporte y visa de turista vigente). Con la documentación de la empresa y de los traba-
jadores reclutados, se presenta la solicitud para el permiso de trabajo ante la DGME/CR. Con la autorización 
y pago del depósito de garantía, se hacen los contratos de trabajo. Al finalizar, se gestiona la salida o la prórroga 
del contrato, que al igual que en la modalidad anterior se puede autorizar sólo una vez y se tramita con 30 días 
de anticipación.

En este caso también el empleador es responsable de la permanencia y de la salida de Costa Rica de 
cada trabajador contratado, pues cada uno de ellos pasó de la categoría migratoria de “no residente” (turista) a la 
categoría migratoria “especial”, subcategoría de “trabajador temporal”. Es importante señalar que el trabajador 
contratado solo puede laborar con el empleador autorizado y no puede realizar otro tipo de actividad, salvo que 
el empleador autorizado lo quiera ubicar en otro proyecto de construcción o finca o a cargo de otro empleador, 
lo cual se debe comunicar a la DGME/CR.

Limitaciones del Acuerdo

El único análisis independiente sobre el Acuerdo de Codesarrollo19 señala que este Acuerdo tiene importantes 
deficiencias a nivel legal. La primera de ellas es que no guarda las formalidades de un convenio internacional 
ni de un protocolo, tratándose solamente de un procedimiento institucional para una determinada gestión mi-
gratoria que no es vinculante para las partes. El reclutamiento de trabajadores migrantes de Nicaragua se puede 
realizar de maneras distintas a como se contempla en el Acuerdo. Es decir que el documento establece una vía 
de reclutamiento de trabajadores migrantes provenientes del país vecino, pero esa no es la única vía legalmente 
posible.

Según el autor de dicho estudio, para que el procedimiento que contiene el Acuerdo tuviera el carácter 
de único y vinculante, sería necesario que se incorporara al derecho costarricense mediante un convenio inter-
nacional, un protocolo a un convenio previamente aprobado por Costa Rica, o dentro de la Ley de la República. 
En particular, la ratificación del Convenio 97 de la OIT daría el refuerzo institucional y jurídico para este 
Acuerdo de Codesarrollo y futuros acuerdos bilaterales, puesto que contempla una serie de compromisos para 
el reclutamiento, colocación y condiciones de las y los trabajadores migrantes que hayan sido contratados en 
virtud de acuerdos sobre migraciones colectivas celebradas bajo el control gubernamental. No obstante, a la 
fecha de cierre de este estudio, ese Convenio no ha sido aprobado por la Asamblea Legislativa de Costa Rica.

Con relación a su contenido y aplicación, se pueden detallar varias limitaciones, algunas mencionadas 
por el autor del estudio y otras que fueron corroboradas y desarrolladas por organizaciones civiles y expertos que 
trabajan de cerca con los trabajadores migrantes. En primera instancia, el Acuerdo de Codesarrollo cubre sola-
mente las actividades agrícolas, de construcción y agroindustriales, lo cual excluye efectivamente las garantías de 
contratación a la gran mayoría de las mujeres trabajadoras, debido a que su participación en el mercado laboral 
es generalmente en condición de trabajadoras del hogar. También excluye a menores de edad, ya que establece 
una edad mínima de 18 años, con lo que los trabajadores menores siguen trabajando temporalmente en las 
fincas sin el amparo del Convenio.

19  Consultar Dr. Fernando Bolaños Céspedes, Dictamen Jurídico y Socio Laboral: Convenio Binaconal Costa Rica-Nicaragua, Informe de la Fun-
dación Friedrich Ebert Stiftung, 2009.
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La vía de regularización migratoria bajo el Acuerdo es la categoría de “trabajadores temporales”, la cual 
no representa una solución para una gran mayoría de trabajadores migrantes que están en condición migratoria 
irregular en Costa Rica, y excluye a los que se consideran, según la ley, como “trabajadores transfronterizos”.

Según los datos encontrados y los expertos entrevistados, la aplicación del Acuerdo en la práctica ha 
sido muy débil, debido a que han sido contratados principalmente bajo la modalidad de “trabajadores agrícolas” 
en una región fronteriza acotada. Además, una de las debilidades del procedimiento que señalan los entrevista-
dos es el hecho de que los trabajadores migrantes no viajan a Costa Rica con la visa, sino con un salvoconducto 
que se les sella en la frontera y que generalmente es válido por sólo tres meses.

El Gobierno de Costa Rica, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, tiene la obligación de 
velar por las condiciones mínimas de trabajo y el cumplimiento de la legislación laboral, sin embargo muchos se 
quedan en buenos deseos ya que no se ha regulado adecuadamente la inspección ni se han asignado los recursos 
necesarios para su realización.20 Asimismo, el Acuerdo de Codesarrollo no incluye mecanismos institucionales 
para que las organizaciones sindicales de ambos países puedan participar en la verificación de los contratos o 
del cumplimiento del procedimiento, o bien proponer modificaciones al Acuerdo conforme vayan cambiando 
las necesidades de los trabajadores.

La naturaleza de los procesos de contratación en la construcción da lugar a la subcontratación de 
trabajadores migrantes, y esto en la práctica tiene como efecto que la figura y la responsabilidad del patrón se 
disuelve entre varios empleadores. Según algunos analistas, esta situación se presta para la omisión de respon-
sabilidades patronales, sustentada en el mito que creen muchos trabajadores migrantes y sus empleadores, de 
que la subcontratación no genera obligaciones obrero-patronales, es decir, que el subcontratista en este caso es 
quien tiene responsabilidad patronal (y no el patrón), lo cual no tiene sustento legal alguno. Esto se materializa 
en ocasiones en impunidad y, en este caso, en la dificultad para implementar el procedimiento de contratación 
estipulado en el Acuerdo de Codesarrollo.21

Opinión de los actores sociales sobre el Acuerdo

Para las organizaciones civiles y los sindicatos, la aplicación del Acuerdo de Codesarrollo ha sido insuficiente 
ya que sólo acoge a los trabajadores temporales migrantes que tienen documentos y disponen de un contrato de 
trabajo. Debido a que el reclutamiento y la contratación por los procedimientos establecidos no son obligato-
rios, existe un gran número de empleadores que van directamente a la frontera a buscar trabajadores temporales 
migrantes indocumentados que no se benefician de ningún modo de las mejoras establecidas por este Acuerdo.

Con relación a la participación de los intermediarios en los procesos de contratación, según la infor-
mación obtenida en entrevista, éstos tienden a formar compañías para reclutar y contratar, y en caso de que se les 
sancione por no cumplir con los requisitos, se disuelven y reaparecen el año siguiente con otro nombre. Además, 
aún no existe un control de la migración laboral informal, lo cual provoca que los empleadores no cumplan con 
las condiciones laborales establecidas por el MTSS/CR. Asimismo, no hay suficientes inspectores de trabajo 
para supervisar y monitorear las fincas y otros lugares de trabajo que contratan mano de obra indocumentada.

Si bien el Acuerdo se centró en priorizar los procedimientos de reclutamiento y contratación, es evi-
dente que, además de las legales, también haya serias limitaciones políticas. Los entrevistados mencionan prob-
lemas en la validación de los trabajadores por parte del MINTRAB, así como la presión del sector empresarial 

20  Según Bolaños (2009), en 1995 cada inspector de trabajo cubría una población laboral de 19 148 trabajadores por inspector, lo cual hoy ha au-
mentado a 21 752. Asimismo, se estima que actualmente se inspeccionan aproximadamente 5.9 por ciento del total del patronos, que significa que 
de cada 100 patronos, un 94 por ciento no recibe una inspección de trabajo en todo el año.

21  Informe OIM/OIT 2011 citando a Bolaños (2009).
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que hasta cierto punto socavó la utilidad del Acuerdo. Esto tuvo un impacto significativo en la práctica, puesto 
que en muchos casos de solicitudes por parte de los empleadores, las autoridades costarricenses optaron por 
procedimientos más sencillos que los prescritos en el Acuerdo; es decir, debido a la debilidad de la capacidad 
del MTSS/CR para realizar los estudios en tiempo y forma, se emitieron permisos de trabajo sin requerir su 
participación.

Según la información obtenida, esto ocurrió más en algunos sectores que otros, dependiendo de la re-
lación entre los grupos de empleadores y las autoridades. Además, en casos donde sí se operaron los requisitos 
del Acuerdo, la burocracia fue alargando las resoluciones hasta que la mayoría de los productores optaron por 
contratar fuera del marco del Acuerdo. Según algunas fuentes, mientras que los funcionarios del DML del 
MTSS/CR se han sensibilizado bastante en este tema, no así los del área de inspección laboral. La falta de in-
dependencia del MTSS/CR mina los beneficios del Acuerdo de Codesarrollo, ya que se pierde el control para 
supervisar y monitorear las condiciones laborales.

Precisamente el reto que ha tenido Costa Rica para hacer valer su derecho laboral, ha sido la crítica 
más fuerte a la implementación del Acuerdo de Codesarrollo. Por un lado, como se ha mencionado, existe una 
debilidad institucional para garantizar el cumplimiento de las leyes laborales y migratorias por parte de los 
empleadores y, por otra parte se puede hablar de una ausencia de incentivos para que los empleadores registren 
a sus trabajadores y se acojan al procedimiento del Acuerdo. Ha habido algunos esfuerzos en este sentido, por 
ejemplo, las autorizaciones oficiales de comercio que condicionan al empleador para que tenga trabajadores 
inscritos en la CCSS y el INS.22 

Es preciso mencionar también la crítica que hacen varios expertos de la migración  laboral nicaragüense 
en Costa Rica al señalar que el Acuerdo de Codesarrollo no responde a la realidad de esta migración. El Acuer-
do incluye a la mano de obra de las industrias más grandes, pero deja fuera el creciente número de trabajadores 
temporales migrantes en servicios como choferes, agentes de seguridad y empleadas del servicio doméstico. 
Esto es de mucha relevancia, especialmente dada la alta participación de las mujeres nicaragüenses, principal-
mente como trabajadoras del hogar, en el mercado laboral y en una cultura del país receptor que tiende a no 
considerar estas actividades como “trabajo”.

Si bien no tienen mucha fuerza comparado con el poder fáctico de los empleadores y las cámaras 
de industria, algunos sindicatos23 han empezado a involucrarse en el ámbito de los trabajadores temporales 
migrantes. Existe un esfuerzo para trabajar de manera bilateral en el fortalecimiento de la solidaridad a nivel 
sur-sur, con la finalidad de apoyar a los trabajadores por ejemplo con centros de información y asistencia. Estos 
esfuerzos necesitan mucho más impulso en la región.

Por último, es preciso señalar que los entrevistados sostienen que ha sido clave la  atención y la coop-
eración internacional para que Nicaragua, como país de origen de trabajadores, atienda institucionalmente el 
Acuerdo. Sin embargo, para algunos no se ha asignado la prioridad institucional que merece la protección de 
los derechos humanos de los trabajadores temporales migrantes nicaragüenses. Ello aún depende de la con-
tinuidad de apoyo institucional y técnico para que funcionen las garantías y supervisión desde las autoridades 
nicaragüenses.

Pese a lo anterior y de acuerdo con expertos en Costa Rica, se han quedado rezagadas las políticas tanto 
migratorias como laborales para que el Acuerdo pueda cumplir sus objetivos. Es preciso señalar que a raíz del 
aumento en el desempleo en Costa Rica, se han intensificado los sentimientos de xenofobia hacia la población 

22  Se describirá más adelante el papel de estos dos instituciones de la protección social, donde la primera ha hecho buen trabajo, y la segunda es 
bastante más débil en tomar la iniciativa de las inspecciones laborales.

23  Confederación Sindical Internacional, Versión Sindical #12: Costa Rica- Ayudar a los migrantes a organizarse, diciembre 2008.
Disponible en: http://www.ituc-csi.org/IMG/pdf/VS_Costa_Rica_ES.pdf
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migrante, en particular hacia los nicaragüenses. Posiblemente esto también ha determinado el poco uso del 
Acuerdo en la práctica.

Finalmente, se espera que al evolucionar hacia prácticas de integración, como se contempla en la nueva 
Ley No. 8764, las políticas públicas del país se encaminen hacia una mayor apertura al respeto de los derechos 
humanos de los trabajadores temporales nicaragüenses.24

La contratación y la situación de derechos de los trabajadores migrantes en el contexto general

En atención a lo antes expuesto sobre la aplicación práctica del Acuerdo de Codesarrollo, se considera relevante 
plantear algunas de las situaciones relacionadas a la contratación de trabajadores temporales migrantes nica-
ragüenses que no tienen acceso a los beneficios de las disposiciones de este acuerdo.

A partir de la información recopilada y obtenida en entrevistas con varios expertos, se describirán algu-
nas de las disposiciones legales aplicables y las condiciones que experimentan los sectores más vulnerables, por 
ejemplo, en la zona fronteriza y en tipos de empleos no regulados.

Según la organización CENDEROS, no existe un estudio riguroso que aborde el funcionamiento de 
las fincas agro-industriales (si trabajan de manera directa empresa-trabajadores, si existen intermediarios o 
contratistas, y en su caso, cómo funcionan). La organización sostiene que como consecuencia de lo anterior, rige 
la práctica de beneficiar a unos pocos (los trabajadores “legales”) y poner en riesgo a otros, solo por la tenencia 
o no de la documentación migratoria.25

Ante la ausencia de información y datos oficiales sobre las denuncias interpuestas por trabajadores 
migrantes, se recurre a información de organizaciones civiles quienes con su trabajo cotidiano de apoyo legal y 
social a la población migrante, así como mediante estudios de campo, han documentado el tipo y la incidencia 
de los abusos.

Mientras que la entrada a Costa Rica es relativamente sencilla porque solamente se requiere tener 
pasaporte y visa de turista, existen grandes obstáculos para la regularización de los trabajadores migrantes que 
quieren acceder al permiso de trabajo y a la cédula de residencia costarricense. El permiso de trabajo sólo se 
consigue para ciertos sectores económicos que el Estado Costarricense ha definido previamente. De toda la 
población, las mujeres son las que enfrentan mayores obstáculos para conseguirlo, en particular en el servicio 
domestico puesto que no se regula ese tipo de empleo en el país.

El trámite para obtener un premiso de trabajo sólo puede ser realizado por el empleador, y para ac-
ceder a una cédula de residencia se requiere que la persona tenga hijo/a costarricense o que esté casada con 
un/a costarricense o un/a extranjero/a con residencia permanente. El trámite además tiene costos muy elevados. 
La falta de posibilidad de obtener esta documentación, desemboca en un status de irregularidad que facilita la 
violación de los derechos humanos y laborales.26

Las organizaciones señalan también que existe una falta de claridad y transparencia en los proced-
imientos de regularización y que los requisitos se aplican de manera discrecional, al tiempo que no se incluyen 
estos procedimientos en los reglamentos que se han emitido para la Ley No. 8764.27

24  Ibídem.

25  CENDEROS, Alianza Migrante, Pastoral Social de Cd. Quesada. Nudos  problemáticos  que  limitan  el  acceso  a  la  Justicia  a  Trabajadores   
Transfronterizos; 2011. OIM, OIT; Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Costa Rica.

26  CENDEROS. Informe sobre la situación de los derechos humanos de las personas migrantes nicaragüenses en Costa Rica. San José, 2006.

27  La Ley No. 8764 se regula por varios reglamentos por tema; los procedimientos sobre las categorías de permiso laboral no aparecen en los regla-
mentos que se han emitido sobre control migratorio y sobre visas de ingreso. 
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Por ende, los trabajadores transfronterizos enfrentan el desconocimiento de los procedimientos y la 
falta de certeza en el actuar administrativo, desconocen el alcance geográfico de la franja “fronteriza” y cuál es 
el departamento específico que puede autorizarlos a permanecer. También se han identificado errores y con-
fusiones en el uso de los mecanismos legales; por ejemplo, en las zonas fronterizas existen los que se nombran 
“trabajadores fronterizos” (los que habitan de manera temporal o permanente) y “trabajadores transfronterizos” 
(los que se refieren en el  artículo 97).28

Es importante señalar que según la Constitución Política de Costa Rica el derecho al trabajo es un 
derecho fundamental (artículo 56), que impide la discriminación al extranjero respecto del “salario, ventajas o 
condiciones de trabajo” (artículo 68). No obstante, la práctica es muy diferente y las personas migrantes en-
frentan una variedad de obstáculos para acceder a un trabajo digno. Las condiciones culturales propias del país 
receptor, resultan en la exclusión social de los trabajadores migrantes nicaragüenses para quienes es más difícil 
acceder a un trabajo digno, dejándoles en una situación vulnerable e incluso de explotación laboral. 

De acuerdo con la Ley Migratoria, se prohíbe la contratación de trabajadores migrantes que estén en el 
país en condición irregular o que, aun gozando de permanencia legal, no cuenten con el permiso para ejercer di-
chas actividades (Ley No. 8764, art. 175). En efecto, la ley obliga a todo empleador, intermediario o contratista, 
que al contratar a una persona se verifique la permanencia legal en el país y la autorización laboral, lo cual se 
puede solicitar directamente a la DGME/CR. En caso de incumplimiento, la sanción a los empleadores toma 
la forma de multa, según la gravedad de los hechos y la cantidad de trabajadores migrantes a los que se les ha 
dado trabajo en dichas condiciones.

Los empleadores están obligados a enviar a la DGME/CR, cuando ésta lo solicite, un reporte de los 
trabajadores migrantes que estén contratados y a no obstaculizar las inspecciones que realicen las autoridades 
migratorias en los centros de trabajo; de no cumplir, el empleador puede exponerse a una sanción penal. Final-
mente, y en detrimento de los trabajadores migrantes, según el artículo 129 la DGME puede cancelar la au-
torización de permanencia y residencia a las personas extranjeras cuando éstas incumplan los requisitos, incluso 
cuando realizan labores remuneradas sin estar autorizadas para ello.

El Código de Trabajo costarricense establece una garantía jurídica de igualdad significativa para los 
trabajadores migrantes temporales ya que protege sus derechos laborales. Los trabajadores extranjeros gozan de 
los mismos derechos que los nacionales según la ley (Ley No. 2, art. 200), cuya aplicación es de orden público 
para todas las relaciones de carácter laboral en el país, independientemente de la nacionalidad de las personas 
(Ley No. 2, art. 14). Sin embargo, como se señala en algunos estudios y con la evidencia de las violaciones a 
los derechos de los trabajadores migrantes, es necesario contar con leyes procesales eficaces, así como con un 
aparato administrativo de inspección laboral y migratoria y tribunales de justicia que tengan la capacidad de 
hacer cumplir la ley.29

De acuerdo con el informe presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
por diversas organizaciones civiles y sindicatos, el alto grado de informalidad de los empleos en el sector de la 
construcción tiene un impacto directo en las condiciones laborales de los trabajadores migrantes.30 Estudios 
académicos han demostrado que, de los 123 386 trabajadores empleados en la construcción en 2009, al menos 
29 000 eran extranjeros, y de estos un 92 por ciento eran centroamericanos, y en su mayoría nicaragüenses.31

28  CENDEROS, et al (2011). 

29  Informe OIM/OIT 2011.

30  Servicio Jesuita a Migrantes y Sindicato Unitario de Trabajadores de la Construcción y Similares (SUNTRACS). Informe Costa Rica ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Audiencia Temática: Derechos laborales de las personas migrantes. (documento elaborado para la audiencia 
temática en el marco del 143 período ordinario de sesiones de la CIDH. 2011. 
El informe señala que para el año 2009 se tenían 128 386 puestos de trabajo en la construcción, sin embargo, solo se registraban 73 372 trabajadores 
de la construcción asegurados en la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) (el 57.14%).

31  FLACSO. Investigación Flujos migratorios laborales intrarregionales: Situación actual, retos y oportunidades en Centroamérica y República Domini-



146 inedim

A pesar de la recesión que ha estado sufriendo el sector, en la actualidad sigue atrayendo mano de obra 
migrante, aún en las desfavorables condiciones laborales en las cuales se ha desarrollado, debido a que existe la 
percepción de que se pagan mejores sueldos que en los empleos informales.

En cuanto a la forma de reclutamiento, existen denuncias dirigidas al accionar de los intermediarios 
dado que son los únicos que los trabajadores conocen. En términos generales carecen de datos acerca de los 
representantes legales reales de las empresas contratantes, y en algunas ocasiones solamente conocen el nombre 
comercial de la empresa. Esta situación los coloca en una situación de alta vulnerabilidad. 

Por otro lado, en el sector agrícola la migración laboral nicaragüense se caracteriza por su estaciona-
lidad y circularidad, con periodos de contratación de tres o cuatro meses. Estudios recientes evidencian una 
cierta preferencia entre los empleadores por contratar mano de obra migrante, porque así logran reducir costos 
de salarios y prestaciones sociales, y cuentan con trabajadores que tienen una mayor disposición a laborar en 
horarios extendidos y en días feriados, así como a ocupar puestos de trabajo de baja calificación.32

La CIDH en su informe 2011 presenta denuncias documentadas por organizaciones como Caritas Na-
cional de Costa Rica, la Asociación CENDEROS y el Centro de Derechos Laborales (CDL) de violaciones a 
los derechos de los trabajadores migrantes independientemente de los sectores laborales en que se emplean. Las 
violaciones más recurrentes son: incumplimiento de cláusulas de los contratos individuales de trabajo (sean es-
tos escritos o verbales); incumplimiento en el pago de salario mínimo y no pago de las horas extraordinarias de 
trabajo; terminación de los contratos con responsabilidad del patrón; actos arbitrarios que afectan la integridad 
del pago del aguinaldo y prestaciones sociales; actos atentatorios a la integridad del horario y jornada laboral; 
infracción de normas de higiene y salud ocupacional; despidos de trabajadores que se organizan en sindicatos, 
y discriminación en el ejercicio de cargos directivos en los mismos.

También señalan el incumplimiento de las garantías judiciales, y discriminación en el acceso a la justicia 
laboral. Según el informe, a estas violaciones hay que agregarles - como lo  constata el Instituto Nacional de Es-
tadísticas y Censos (INEC) - la violación al derecho a la seguridad social y al seguro de riesgos del trabajo. Los 
testimonios de CENDEROS hacen evidente las malas condiciones en las que se desarrolla el trabajo infantil y 
denuncian el nivel de impunidad en el cual quedan estas violaciones por la incapacidad del Estado para ofrecer 
mecanismos ágiles de mediación, y acceso a la justicia laboral de forma expedita y eficaz.33

Iniciativas actuales para la migración laboral

Actualmente existen una serie de iniciativas en fase de planeación, tanto por parte de los gobiernos de Costa 
Rica y Nicaragua a nivel binacional, como por parte de las alcaldías locales en la franja fronteriza y por parte 
de organizaciones de la sociedad civil. Según información obtenida en entrevistas con expertos de organizacio-
nes civiles, las nuevas propuestas se dirigen a un grupo de trabajadores migratorios muy importante para la 
economía costarricense, los trabajadores fronterizos, que cruzan la frontera diariamente o estacionalmente para 
trabajar. Las alcaldías de ambos lados de la frontera se involucran, basándose en una afinidad cultural e históri-
ca, pero no cuentan con mucho apoyo por parte de las autoridades nacionales de sus países. La meta a mediano 
plazo es establecer un acuerdo bilateral entre Nicaragua y Costa Rica que responda a la realidad de la migración 
laboral y logre remediar los problemas que han tenido los acuerdos anteriores.

cana. Informe de Costa Rica. 2011. 

32  Informe OIM/OIT 2011.

33  Servicio Jesuita a Migrantes y Sindicato Unitario de Trabajadores de la Construcción y Similares (SUNTRACS) 2011.
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También se está diseñando un programa piloto de migración laboral para un grupo de trabajadores 
migrantes transfronterizos en la región de Upala, en Costa Rica. Si bien los detalles del programa aún no es-
tán determinados, se pretende que este esfuerzo sea el más progresista y liberal a la fecha. Hay una propuesta 
de que el nuevo programa piloto para trabajadores fronterizos tome lo mejor del Acuerdo de Codesarrollo en 
términos de la participación y la coordinación de las autoridades de ambos países y las garantías en el proceso 
de contratación, pero que a la vez alivie los niveles burocráticos y permita la libertad de movimiento de los tra-
bajadores y flexibilidad para la movilidad laboral.

Entre las propuestas se incluye: el acceso a un permiso de trabajo que sea renovable; una base de datos 
de trabajadores fronterizos en línea para que cualquier residente de la región de Upala pueda registrarse; per-
misos de trabajo emitidos a nivel municipal en vez de federal; y procedimientos para compartir información en-
tre la CCSS, el INS y el MINTRAB para la atención integral al trabajador migrante. Se plantea que el registro 
permita evitar la necesidad de intermediarios para el reclutamiento, puesto que la idea es que los trabajadores 
se registren, puedan ser contratados y reciban un permiso de trabajo por un año. Si bien lo más probable es que 
el permiso se restrinja a un empleador específico, si el trabajador es despedido aún queda en el registro para ser 
contratado en otra ocasión.

Al mismo tiempo, en el mes de mayo del 2012, al cerrar esta investigación, se firmó un nuevo acuerdo 
laboral entre Costa Rica y Nicaragua, y se planea incluir a El Salvador en un futuro cercano.

Condiciones generales de seguridad social

Marco normativo costarricense

De acuerdo con la Ley laboral costarricense, la institución a cargo de aplicar los seguros sociales obligatorios es 
la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), una institución autónoma a la cual le corresponde el gobierno 
y la administración de los seguros sociales (Ley Constitutiva de la CCSS No. 17, art. 1). El seguro de la CCSS 
comprende los riesgos de enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y desempleo involuntario, así como una 
participación en las cargas de maternidad, familia, viudez y orfandad y el suministro de una cuota para gastos 
funerarios (Ley No. 17, art. 2). Es un seguro obligatorio para todos los trabajadores que perciben un sueldo, 
sean migrantes o nacionales, y la responsabilidad es del patrón. El empleador tiene la obligación de empadronar 
a sus trabajadores, de deducir los montos correspondientes del salario que paga y de hacerlos llegar a la CCSS.

Se puede sancionar al patrón, por no empadronar a tiempo, por no deducir la cuota obrera, por no pagar 
la cuota patronal, por omitir trabajadores de su planilla, o por incurrir en falsedades en cuanto al monto de sus 
salarios, remuneraciones, ingresos netos o respecto a la información que sirva para calcular el monto de sus 
contribuciones a la seguridad social. Además, la Ley establece que los extranjeros en Costa Rica estarán sujetos 
al pago de las mismas cargas tributarias o de seguridad social que los costarricenses.

Por su parte, la nueva Ley de Migración y Extranjería (Ley No. 8764), le atribuye un rol específico a 
la CCSS como elemento de la política migratoria. Según el artículo 7(7), todo trámite migratorio debe con-
templar como requisito básico contar con los seguros que brinda la CCSS, con el fin de garantizar el acceso de 
las personas migrantes a la seguridad social. Esto aplica a las distintas categorías migratorias (Art. 80, para los 
“residentes temporales” y Art. 97 para los “trabajadores transfronterizos”).34

34  Art. 80. “para efectos de renovación de su condición migratoria y cuando corresponda, los residentes temporales deberán acreditar su asegura-
miento a los seguros de la CCSS, desde el momento en que se les otorga dicha residencia y en forma ininterrumpida hasta el momento de renovar 
su cédula de extranjería”. 
Art. 97. “Además de otras obligaciones establecidas por ley y el ordenamiento jurídico costarricense, estos trabajadores deberán cotizar para el siste-
ma de seguridad social de la CCSS y el de Riesgos del Trabajo del Instituto Nacional de Seguros (INS).”



148 inedim

Llama la atención el lenguaje de estos artículos, puesto que pareciera que se traslada la carga del asegu-
ramiento ante la CCSS y del aseguramiento por riesgos de trabajo del INS al trabajador, cuando la Ley Laboral 
claramente establece que la obligación es del patrón. Aparentemente, desde el punto de vista migratorio, esta 
obligatoriedad de las aportaciones al seguro social para las personas migrantes buscan promover la integración 
y la equidad en el acceso a los servicios públicos. En teoría es un avance, sin embargo, además de contradecir la 
legislación laboral, en la práctica presenta un problema para aquellos migrantes que no cuentan con los recursos 
suficientes para pagar su contribución.

En cuanto a la coordinación entre las instancias, el artículo 8 de la Ley No. 8764 señala que el proceso 
de planificación de la política migratoria deberá (en coordinación con el Instituto Nacional de Seguros -INS, 
con el Departamento de Rehabilitación de la Caja Costarricense de Seguro Social -CCSS, con el Ministerio 
de Salud y demás organismos similares) apoyarse, entre otras cosas, en los insumos proporcionados por los 
informes del MTSS sobre la situación laboral del país.

Dentro de esta instancia, la Inspección General de Trabajo es la encargada de velar por el cumplimiento 
y el respeto de la reglamentación relevante en relación a las condiciones de trabajo y a la previsión social, y tam-
bién tiene facultades para apoyar a los inspectores de la Caja Costarricense de Seguro Social. Los inspectores 
pueden visitar lugares en distintas horas del día o noche, si es el caso, y si encuentran resistencia injustificada, 
están obligados a dar parte al Juez del Trabajo (Ley No. 1860, art. 89). Pueden actuar por iniciativa propia o 
por denuncia de los trabajadores. Por otra parte, la Oficina de Seguridad e Higiene del Trabajo del MTSS se 
encarga de supervisar tanto los riesgos laborales como las condiciones del lugar de trabajo (Ley No.1860, art. 
63). Promueven la conformación de comisiones de seguridad industrial, la preparación de códigos y manuales 
de higiene y seguridad del trabajo (Ley No.1860, art. 64-66). En particular, velan “porque se acaten todas las 
disposiciones sobre prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales” (Ley No.1860, art. 90).

Con relación a la supervisión del cumplimiento de las leyes, la Ley Migratoria señala que el proceso de 
verificación de infracciones a la Ley de Inspección no exime a los empleadores de cumplir con sus obligaciones 
obrero-patronales (incluyendo el pago de seguridad social). Asimismo, la DGME/CR y el MTSS deben veri-
ficar, coordinar y denunciar cualquier incumplimiento en la contratación asociado a las condiciones migratorias 
de las personas.

Finalmente, la Ley Migratoria incluye un nuevo mecanismo interesante: la creación de un fondo mi-
gratorio (Fondo Social Migratorio) para contribuir a los procesos de integración social de la población migran-
te en los servicios nacionales de migración, salud, educación, seguridad y justicia, y para atender necesidades 
humanitarias de repatriación de costarricenses en el exterior. En este sentido, se destinará el 25 por ciento de 
los recursos del fondo a equipamiento e infraestructura de salud pública. Los fondos provienen de los propios 
migrantes a través de los pagos de trámites migratorios establecidos en el artículo 33 de la misma Ley.

Acceso a la seguridad social en Costa Rica

Otro indicador de la condición de vulnerabilidad de las personas migrantes nicaragüenses en Costa Rica es 
la observación de los niveles de cotización en la seguridad social ya que éstos se relacionan directamente con 
las formas de contratación laboral. La falta de seguro social de muchos trabajadores nicaragüenses les afecta 
directamente al impedirles gozar de los servicios y garantías que brinda la CCSS, en especial la protección en 
caso de accidente porque trabajan en sectores que presentan un alto riesgo de accidentes y enfermedades, como 
la construcción, la agricultura y la vigilancia.
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Según los datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del Instituto Nacional de Es-
tadísticas y Censos (INEC) referente a las condiciones laborales de la población ocupada en Costa Rica, para el 
año 2009 los trabajadores migrantes nicaragüenses asegurados como asalariados eran el 25.16 porciento. Según 
el sexo, el porcentaje de asalariados hombres era de 35.2 por ciento y el de mujeres era de 15.8 por ciento. Las 
personas migrantes que no contaban con acceso a la seguridad social representaban el 47.3 por ciento.35 Para 
el año 2010 se registró un aumento global en el número de cotizantes: el sector de los nacidos en el exterior 
aumentó en un 10.29 por ciento, a diferencia de los nacidos en Costa Rica que aumentó en un 3.63 por ciento 
para el mismo periodo. Lo anterior puede deberse a la recuperación de la crisis mundial para el año 2010, así 
como a la entrada en vigor de la nueva Ley General de Migración y Extranjería, que establece como requisito 
para la regularización migratoria la afiliación al sistema nacional de salud de la CCSS.36

De acuerdo con organizaciones civiles, el requisito de afiliación de los trabajadores migrantes previo al 
otorgamiento del permiso de trabajo, de conformidad con la ley, aun cuando pueda considerarse una medida 
positiva, en realidad se transforma en una carga adicional para los trabajadores migrantes, porque los patrones 
evaden su obligación.37 El Estado costarricense no tiene la capacidad de verificación de la normativa laboral 
aplicable en estos casos.38

Los estudios y las entrevistas realizados por organizaciones civiles evidencian una situación aún más 
preocupante para las mujeres trabajadoras migrantes y para los sectores más pobres. Mientras que la Encuesta 
de hogares registró un número de 138 000 mujeres en el trabajo doméstico, la CCSS registra apenas 9 400 per-
sonas aseguradas en este sector, lo que equivale a casi un 7 por ciento. Además, en los tiempos actuales de crisis 
económica, se observa una tendencia hacia jornadas fragmentadas y la contratación por horas, lo que limita aún 
más el acceso a la seguridad social.

Según los análisis de la FLACSO, en el servicio doméstico, un sector ocupado por mujeres, la cobertura 
total es la más baja: 38 por ciento están aseguradas como asalariadas y 20 por ciento por cuenta propia o como 
asegurada familiar. Además, los nicaragüenses pobres enfrentan doble desventaja por su nacionalidad y por su 
situación de pobreza; para las y los nicaragüenses que no son pobres la cobertura del Seguro Social es un 25 por 
ciento mayor que para los pobres.

Acceso a la salud

Los trabajadores migrantes temporales tienen una gran dificultad para acceder a los servicios públicos de 
salud. Teniendo un estatus llamado ilegal no hay forma de asegurarse, lo que impide en muchos casos, que 
los migrantes sean atendidos en los centros de salud de Costa Rica. A pesar de que oficialmente se atienden 
a personas no aseguradas, por lo menos en casos de emergencia, algunos estudios cualitativos con entrevistas 
a migrantes revelan otras realidades: muchas personas que no están aseguradas por sus patrones y que incluso 
tienen la voluntad de pagar el seguro voluntario no lo pueden hacer por no tener la documentación requerida 
para vincularse al sistema público de salud.

Con relación al acceso a servicios de salud, de acuerdo con la misma encuesta, en cuanto a la tenencia o 
no de seguro médico se establece que el 15.50 por ciento de los trabajadores costarricenses carecían de seguro, 

35  Datos del informe presentado a la CIDH. Servicio Jesuita a Migrantes y Sindicato Unitario de Trabajadores de la Construcción y Similares 
(SUNTRACS) (2011).

36  Costa Rica Dirección General de Migración y Extranjería. Migración e Integración en Costa Rica: Informe Nacional 2011. 

37  Según la Ley n. 8764, el trámite de aseguramiento es previo a la obtención al permiso de trabajo. Posteriormente, la propia DGME estableció 
que el aseguramiento se hiciera posterior  a la l obtención del permiso de trabajo. En todo caso, el asunto es que los patronos no están cumpliendo 
con la obligación de aseguramiento, y lo están dejando como carga a los trabajadores migrantes.

38  Servicio Jesuita a Migrantes y Sindicato Unitario de Trabajadores de la Construcción y Similares (SUNTRACS) (2011).
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mientras que para la población nicaragüense el porcentaje de falta de seguro era de un 41.20 por ciento.39

Para las mujeres trabajadoras migrantes, diversos estudios dejan en evidencia el deficiente cumplimien-
to del derecho a la salud sexual y reproductiva, debido a la falta de acceso a la información y a programas de 
prevención del VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión sexual, así como a la violencia de género. Son 
principalmente las organizaciones sociales que trabajan con migrantes las que se ocupan del tema. El problema 
del acceso a la atención médica en asuntos de salud sexual y reproductiva y a la información respectiva es más 
grave en las zonas rurales y en la zona fronteriza con Nicaragua.40

Un informe preparado por la DGME/CR en el 2011, subraya la demanda de los servicios de salud 
para la población extranjera. Un análisis interesante de este informe es la observación de que la demanda de la 
población nacida en Nicaragua para el caso de internamientos médicos y egresos hospitalarios, es mayor que 
para el caso de la consulta externa y las urgencias médicas, indicando la importancia de reforzar los programas 
preventivos de salud entre la población extranjera residente en el país.41

Acceso a la salud ocupacional

Con relación al acceso a la salud ocupacional, se aplica el Código de Trabajo Costarricense, el cual en su artículo 
201 obliga al patrón a contar con un seguro contra riesgos del trabajo en beneficio de los trabajadores. Este 
seguro es exclusivo del Instituto Nacional de Seguros (INS), acreditado por pólizas. Se prohíbe la suscripción 
de contratos o la emisión de permiso de trabajo sin la previa presentación por parte de los interesados del seguro 
contra los riesgos del trabajo. Los inspectores de las municipalidades, del MTSS y del INS, podrían ordenar la 
paralización y cierre de un trabajo si constatan que se realiza sin este seguro.

El patrón está obligado a adoptar medidas preventivas en materia de salud ocupacional y en cada centro 
de trabajo donde se ocupen diez o más trabajadores, existe la obligación de establecer las comisiones de salud 
ocupacional que a juicio del Consejo de Salud Ocupacional sean necesarias. Es importante señalar que estas 
obligaciones operan sin importar que se trate de un contrato por tiempo determinado o indeterminado, por 
horas o por obra, e independientemente de la naturaleza del trabajo que se realice. En caso contrario, se cubre 
por el INS y éste de inmediato pondrá en marcha una multa en dinero al patrón por todas las prestaciones 
médico-sanitarias o de rehabilitación que debió hacer.

Cabe señalar que la presencia de un riesgo de trabajo excluye la intervención del sector de salud. Es 
decir que un trabajador no puede solicitar asistencia médica a la CCSS ya que la competencia médica en estos 
casos la monopoliza por ley el INS. Lo que documentan las organizaciones es un circulo donde el trabajador es 
remitido de un lado a otro, sin que ningún patrón ni institución se responsabilice por él.

En un informe reciente, CENDEROS documenta42 movilizaciones masivas de personal cuando se re-
aliza una “visita administrativa”, refiriéndose a una esporádica inspección del Ministerio de Salud o del MTSS. 
Dado que las visitas no son sorpresivas, sino que son planificadas, ello le permite al patrón concentrar para ese 
día todos los trabajadores autorizados y cumplir con los requisitos de ley, mientras que los trabajadores sin au-
torización son trasladados de manera temporal a otras zonas o plantaciones, o simplemente se les dice que ese 
día no lleguen a trabajar.

39  Voorend & Robles. Migrando en la crisis: La fuerza de trabajo inmigrante en la economía costarricense: Construcción, agricultura y transporte 
público (2011).

40  Kevenhörster (2010).

41  Costa Rica Dirección General de Migración y Extranjería (2011).

42  CENDEROS, et al (2011). 
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En cuanto a las trabajadoras del servicio doméstico, según lo documentado por CENDEROS, la prác-
tica ordinaria en caso de un riesgo de trabajo es trasladar a la trabajadora a  un hospital o centro médico de 
la CCSS, pero con la condición de que declare que sufrió un accidente en su propia casa y no en su lugar de 
trabajo. Además, el estigma migratorio genera el mito de que el trabajador migrante indocumentado no tiene 
derecho a reclamar sobre sus condiciones de trabajo.

Es más complejo aún  cuando para acceder a una buena salud ocupacional, los requisitos legales es-
tablecen que para poder ir a las instalaciones médicas del INS se debe contar con identificación válida, boleta 
de accidente de trabajo emitida por el patrón o en su defecto, carta de despido. Además de los problemas de 
identificación, solicitarle al patrón la boleta de accidente de trabajo siempre implica un alto riesgo de despido, 
y en caso de despido, la carta usualmente no se emite.

Claro está, como comenta el informe, que la vulneración a los derechos laborales de los trabajadores 
transfronterizos gira en torno a la dificultad de un verdadero control administrativo que verifique la existencia 
y cumplimiento de los requisitos legales.

Esfuerzos regionales

Cabe mencionar que en el ámbito regional se pueden identificar varios esfuerzos para facilitar el acceso a la 
seguridad social. Desde hace cuatro décadas existe el Convenio Multilateral de Seguridad Social del Sistema 
de Integración Centroamericano43 (SICA), signado por Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa 
Rica y Panamá el 14 de octubre de 1967. En él se reconoce como derecho fundamental la cobertura de seguridad 
social para los trabajadores que se desplazan dentro de Centroamérica, así como para sus familias, y el derecho 
a recibir prestaciones de seguridad social. Este tratado prevé prestaciones por enfermedad y maternidad, cuota 
de sepelio, prestaciones de invalidez, vejez y supervivencia, prestaciones en caso de accidentes de trabajo o en-
fermedades profesionales. Sin embargo, aún no se encuentra vigente, ya que requiere de dos ratificaciones por 
parte de los países miembros y hasta ahora sólo Costa Rica lo ha ratificado.

En décadas recientes, el SICA se ha convertido en el nuevo espacio político con potencial para abordar 
varios temas relacionados con la integración regional, incluyendo los mercados laborales y la protección social 
de los trabajadores temporales migrantes. Si bien la integración centroamericana es la más antigua de la región 
y se ve favorecida por el pasado histórico común de los países, así como también por el reducido tamaño de los 
mismos, circunstancia que coadyuva y estimula a la integración, esta trayectoria no se ha traducido en el alcance 
de grandes logros. Por el contrario, el funcionamiento del bloque esta anquilosado por su compleja estructura 
institucional y burocrática, así como la renuente voluntad política de los gobiernos para otorgarle al SICA 
mayor autoridad para decidir, implementar y ejecutar políticas regionales.

Finalmente, no se puede perder de vista la realidad de las asimetrías que se presentan entre los países 
centroamericanos y la ausencia de fondos para erradicarlas, así como los episodios de inestabilidad política. Sin 
embargo, sigue existiendo como un marco a través del cual se puede promover la competitividad, el crecimiento 
del empleo, el desarrollo sostenible y la cooperación para el desarrollo humano mediante el elemento central 
de la integración.

43  Los procesos de integración regional en Centroamérica empezaron hace más de 60 años, pero fue en la década de los noventas, en el marco de 
un proceso de pacificación en la región, cuando se dio origen al Sistema de Integración Centroamericana (SICA). Está conformado por siete países 
miembros: Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá; por un Estado Asociado en la figura de la República Do-
minicana; por tres países Observadores Regionales que son Chile, Brasil y México; y por último, como Observadores Extrarregionales, se encuen-
tran China, España y Alemania. El objetivo fundamental del bloque es lograr la integración de Centroamérica, a modo de constituirla como “región 
de paz, libertad, democracia y desarrollo”. Consultar: OIM, Migración y seguridad social en América Latina. 



152 inedim

Conclusiones y recomendaciones

El ejemplo del Acuerdo de Codesarrollo entre Costa Rica y Nicaragua en la migración sur-sur de la región cen-
troamericana, representa un esfuerzo importante para establecer mediante un acuerdo bilateral un mecanismo 
para la contratación de trabajadores temporales migrantes con la participación y la responsabilidad de ambos 
países. En esencia el Acuerdo es un mecanismo de gestión migratoria mediante procedimientos laborales y 
migratorios conjuntos.

En los últimos años ha sido promovido como una buena práctica para la regulación de los flujos de 
migración laboral y el respeto a los derechos humanos de los trabajadores migratorios. Del análisis que se hace 
de este acuerdo y el contexto en el que opera, se destaca la importancia de enmarcar cualquier esfuerzo de pro-
grama de migración laboral dentro de una estructura sólida de leyes, política, obligatoriedad y supervisión, así 
como tomar en cuenta la sustentabilidad financiera para su implementación y continuidad.

1. En principio, el Acuerdo de Codesarrollo representa un avance positivo para el trabajador temporal mi-
grante, debido a que resalta la importancia de una mayor responsabilidad por parte del Estado del país 
de origen y del país receptor, así como del empleador. El desarrollo formal y la aceptación de los pro-
cedimientos bilaterales son un ejemplo único en la migración sur-sur en la región. Ha sido un avance 
importante concientizar a las autoridades de ambos lados y colocar la responsabilidad en las represen-
taciones consulares nicaragüenses y el MINTRAB, para una mayor protección de sus trabajadores. 

2. Dentro del Acuerdo, los empleadores tienen la obligación de realizar un contrato de trabajo, gestionar 
el permiso, brindar el transporte desde y hacia el lugar de origen y destino, brindar alojamiento sin costo 
para el trabajador, brindar la información a las instituciones sobre el ingreso y egreso de los trabajadores 
y realizar los depósitos de garantía que la ley establece.

Recomendación: Es importante tomar en cuenta que el concepto de codesarrollo como se ha con-
cebido no implica necesariamente garantía, promoción o protección de los derechos humanos de los 
trabajadores migratorios. Los preceptos son distintos. Pese a sus elementos que contribuyen al avance 
en el tema, el modelo basado en el codesarrollo no debe ser promovido como “el” modelo para el dis-
eño de programas de trabajo temporal; porque si bien incluye algunos elementos importantes en el 
procedimiento de contratación, todavía hay mucho camino que recorrer. En el desarrollo de las nuevas 
propuestas, como por ejemplo el proyecto piloto transfronterizo, no se debe rechazar por completo el 
modelo de codesarrollo, sino considerar sus elementos positivos e incorporar mecanismos para contrar-
restar sus fallas en la implementación práctica.

3. Si bien el Acuerdo, como otros acuerdos anteriores, representó algunos avances, su nivel de efectividad 
ha sido bajo, principalmente debido a que ha sido poco funcional en la práctica. Se debe por un lado a 
la debilidad de la capacidad institucional para implementarlo en sus términos, y por otro a la falta de 
voluntad política para institucionalizar los mecanismos y hacerlo obligatorio para que los trabajadores 
puedan efectivamente acceder a sus beneficios en ambos países. En efecto, ha hecho falta la continuidad 
del Acuerdo en términos de recursos destinados para la operación de los procedimientos y la super-
visión de su cumplimiento. Asimismo, no se ha dado la prioridad institucional que merece la protección 
de los derechos humanos de los trabajadores temporales migrantes nicaragüenses. Depende aún de 
que se siga dando el apoyo institucional y técnico para que funcionen las garantías y supervisión de las 
autoridades nicaragüenses.

Recomendación: Dar continuidad a los acuerdos y programas de migración laboral por parte de la 
comunidad internacional (sea OIT, la AECID, la OIM, y otros), en la forma de apoyo institucional, 
técnico y financiero, así como por parte de los Estados, Costa Rica y Nicaragua, con el fin de fortalecer 
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los mecanismos de gestión adecuados para la canalización de migración laboral. Hace falta destinar 
recursos y capacitar a los consulados nicaragüenses así como a las autoridades costarricenses sobre todo 
en las zonas fronterizas. Asimismo, se deben fortalecer las instituciones para realizar el monitoreo y la 
supervisión necesaria para la efectiva implementación del Acuerdo en la práctica.

4. El Acuerdo de Codesarrollo no cuenta con las formalidades de un convenio internacional ni de un 
protocolo, y representa solamente un procedimiento institucional para una determinada gestión mi-
gratoria, que ni siquiera es vinculante para las partes. Asimismo, las obligaciones de las autoridades 
involucradas no se han establecido por ley de manera que se obstaculiza la efectiva implementación 
del Acuerdo. En este sentido, por ejemplo, el reclutamiento de trabajadores migrantes de Nicaragua se 
puede realizar de manera distinta a como se contempla en el Acuerdo. Por lo tanto, pese a la existencia 
del Acuerdo y otros mecanismos como los relativos a los trabajadores transfronterizos, es muy común 
la contratación de trabajadores en condiciones irregulares, como mecanismo para evadir responsabili-
dades patronales y abaratar costos de producción. 

Recomendación: Con el fin de afianzar el marco de la protección de los derechos de los trabajadores 
migrantes bajo un acuerdo bilateral, se insta al Estado costarricense a firmar y ratificar la Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos Humanos de Todos los Trabajadores Migratorios 
y de sus Familiares (1990), así como los convenios de la OIT en la materia, entre estos, el Convenio 
97 relativo a los trabajadores migrantes; el Convenio 19 sobre la igualdad en el trabajo (accidentes 
del trabajo); el Convenio 118 relativo a la igualdad de trato de nacionales y extranjeros en materia de 
seguridad social; y el Convenio 143 sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de 
la igualdad de trabajo y de trato de los trabajadores. En particular, la ratificación del Convenio 97 de 
la OIT dará el refuerzo institucional y jurídico necesario al Acuerdo de Codesarrollo y futuros acu-
erdos bilaterales, puesto que contempla una serie de compromisos para el reclutamiento, colocación y 
condiciones laborales de trabajadores migrantes que hayan sido contratados en virtud de acuerdos sobre 
migraciones colectivas celebradas bajo el control gubernamental.

Recomendación: Se podrá dar más fuerza a los beneficios del Acuerdo de Codesarrollo si éste está 
incorporado como una Ley o bien un protocolo a uno de los convenios internacionales.

Recomendación: Con miras a fortalecer la coordinación binacional, es primordial la precisión de estu-
dios de necesidades y condiciones de contratación de trabajadores migrantes, por parte del MTSS y la 
promoción de sistemas de información sobre los mercados laborales, de manera sistemática y continúa. 
La obligación para el MTSS de hacer los estudios técnicos ya existe, lo que habrá que fortalecer es el 
cumplimiento por parte de las empresas de informar sobre sus trabajadores temporales migrantes.

5. Lo interesante del Acuerdo son los procedimientos que establece para la contratación de mano de 
obra temporal nicaragüense por empresas costarricenses. Los empleadores son los encargados directos 
de tramitar las solicitudes para importar mano de obra. Sin embargo, en la práctica los empleadores 
costarricenses tienen pocos incentivos para usar el mecanismo que establece el Acuerdo y registrar sus 
trabajadores bajo sus términos. Según lo indicado por diversas fuentes, esto se debe principalmente a 
los procedimientos burocráticos y los altos costos del registro de los trabajadores ante la CCSS y el 
INS, por lo que muchos prefieren no registrarlos. En este sentido también, si bien con el procedimiento 
bilateral para el reclutamiento y la contratación el Acuerdo pretendió reducir el papel de los intermedi-
arios en estos procesos, este no ha desaparecido y, al contrario, han encontrado maneras de transformar 
este negocio. La falta de obligatoriedad del Acuerdo es una de las razones, particularmente en el caso 
de los trabajadores migrantes a quienes se contrata en Costa Rica.
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Recomendación: Facultar al MTSS/CR en la Ley y el Reglamento para realizar su parte en el proced-
imiento que establece el Acuerdo, así como implementar mecanismos para asegurar su independencia 
en las inspecciones laborales. Según la nueva Ley Migratoria, Ley No. 8764, se faculta al DGME/CR 
pero no se establece el papel del MTSS/CR. Además, se debe emitir un reglamento correspondiente a 
la Ley No. 8764 para hacer efectivas las sanciones y multas a los empleadores para desincentivar la eva-
sión en el cumplimiento de los requisitos, y regular la coordinación entre las autoridades involucradas. 
En este sentido, se podrá exigir la responsabilidad de los empleadores para usar el mecanismo, incluso 
con relación a sus intermediarios en la contratación, y por parte de las autoridades laborales un control 
más efectivo, lo cual haría más efectiva la implementación práctica del Acuerdo.

6. El Acuerdo de Codesarrollo contiene ciertas limitaciones que dejan fuera gran porcentaje de la po-
blación trabajadora migrante que pudiera beneficiarse de sus procedimientos de gestión. El Acuerdo 
cubre solamente ciertas actividades y establece la edad mínima de 18 años, excluyendo de las garantías 
de contratación a las y los trabajadores temporales migrantes en varios servicios como chofer, seguri-
dad y servicio doméstico, y especialmente a la gran mayoría de las mujeres trabajadoras y los menores 
de edad quienes siguen trabajando de manera temporal sin el amparo del convenio. Además no hace 
mención del acceso a la seguridad social para los trabajadores.

Recomendación: Ampliar las actividades que cubre el Acuerdo a las mujeres trabajadoras migrantes 
en el servicio doméstico, y otros trabajadores en servicios e industrias pequeñas. Reconocer que el tra-
bajo infantil es una realidad, e incluir procedimientos para asegurar la protección de los trabajadores 
menores de edad en la contratación y el acceso a la seguridad social. Incluir la opción de la categoría de 
“trabajador transfronterizo” en el marco del amparo del Convenio. Incluir en un futuro acuerdo bilateral 
la garantía del acceso a los servicios de salud y a la seguridad social en general.

7. En principio en Costa Rica los trabajadores temporales migrantes tienen los mismos derechos en el 
ámbito del trabajo que los costarricenses, sin embargo, la implementación y el acceso a estos derechos es 
lo que los pone en riesgo. En la práctica, no gozan del acceso efectivo ni a la garantía de esos derechos 
debido al reto de hacer valer el derecho laboral en el país. Además, la Ley de Migración parece respon-
sabilizar al trabajador migratorio de conseguir su inscripción a la CCSS, lo cual según la Ley Laboral 
es obligación del empleador.

Recomendación: Es necesario contar con leyes procesales eficaces, así como un aparato administrativo 
de inspección laboral y migratoria, y tribunales de justicia que tengan la capacidad de hacer cumplir la 
Ley Laboral. En particular, fortalecer el monitoreo y supervisión del cumplimiento de los estándares 
laborales, incluyendo los registros ante la CCSS y el INS. Asimismo, fortalecer los mecanismos de ac-
ceso a la justicia para trabajadores nicaragüenses en Costa Rica y también una vez que estén de regreso 
en Nicaragua.

Recomendación: La DGME/CR y la CCSS deben buscar mecanismos para garantizar que la afili-
ación de los trabajadores migrantes que buscan permiso de trabajo sea responsabilidad de los patrones, 
tal y como lo establece la legislación nacional. Si bien existe el registro voluntario, este debe ser la última 
opción.

Recomendación: Aclarar por ley y política que independientemente de su condición migratoria, los 
trabajadores migrantes tienen el derecho a la salud y deben contar con acceso a los servicios de salud, 
con especial atención a las mujeres trabajadoras migrantes para la atención básica en salud integral, 
salud sexual y reproductiva, y salud mental.
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8. Los obstáculos que existen para el respeto a los derechos humanos de los trabajadores temporales mi-
gratorios pertenecen a un ámbito más amplio que el de un simple acuerdo bilateral a nivel ejecutivo. 
Muchos de los obstáculos afectan no solo a los trabajadores migrantes sino también a los mismos tra-
bajadores costarricenses, como por ejemplo la ausencia de una adecuada inspección de los centros de 
trabajo.

Recomendación: Considerar como parte de la implementación de cualquier programa o regulación 
futura respecto al trabajo temporal, la difusión de información de procedimientos para obtener per-
misos de trabajo, derechos y denuncias en caso de violación de derechos. 

Recomendación: Incrementar el papel de los sindicatos, a través de acuerdos bilaterales de cooper-
ación entre ellos, apoyo legal transnacional para los trabajadores, y también para identificar los traba-
jadores indocumentados más vulnerables y explotados para que puedan ser defendidos de manera más 
eficaz por los sindicatos.

Recomendación: Con relación al acceso a la seguridad social, en particular en materia de salud ocu-
pacional, se debe fortalecer el régimen de fiscalización y comprobación de disposiciones legales por 
parte de las empresas, en coordinación con las autoridades sanitarias, laborales y las locales de la zona. 
Asimismo, se debe aplicar sanciones a las empresas en caso de incumplimiento de su deber de asegurar 
a sus trabajadores contra riesgos de trabajo, entre otros.

9. En la actualidad, el concepto de codesarrollo parece estar tomando un lugar secundario en las propues-
tas más recientes en Costa Rica, debido a una serie de cuestiones que no han resultado satisfactorias en 
la práctica. La crítica ha sido menos a la intención y el lenguaje del acuerdo, y más sobre la supervisión 
y los retos de hacer valer el derecho laboral. Actualmente en Costa Rica se están considerando mod-
elos distintos al de codesarrollo, dado las limitaciones que se vieron en su implementación. Uno de los 
proyectos es un programa piloto fronterizo.

Recomendación: En consideración al futuro de cualquier acuerdo o programa para la migración lab-
oral entre Nicaragua y Costa Rica, sería importante colocar el tema en el marco de la agenda bilateral 
de manera integral. Se requeriría más acompañamiento para facilitar la negociación, el acercamiento 
entre los países y la coordinación tanto bilateral como interna. Dado la complejidad de los temas políti-
cos y económicos, la efectividad de un acuerdo dependería de la voluntad política de hacer cumplir a 
las autoridades involucradas en los procedimientos establecidos, y en la generación de recursos para 
fortalecer la capacidad institucional de las partes.

Recomendación: Algunas de las organizaciones han propuesto la creación de un comité binacional e 
interinstitucional, en el que participen los organismos públicos de derechos humanos, organizaciones 
civiles, sindicatos y asociaciones de trabajadores migrantes. Esta instancia atendería un conjunto de 
acciones relacionadas con la implementación de los acuerdos bilaterales para la migración laboral. A 
través de este mecanismo, se podría proponer acciones que faciliten el reclutamiento y la contratación 
de acuerdo con los procedimientos bilaterales, así como realización de actividades como por ejemplo de 
documentación, de monitoreo conjunto y de canalización y atención a denuncias.
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4. Conclusiones

A lo largo de este estudio, se ha podido observar la gran diversidad de sistemas migratorios de trabajo temporal 
que operan en esta región del continente americano. De los sistemas tratados en este estudio, los ejes comunes 
que reflejan los países receptores responden al objetivo de regular los flujos de migración laboral e incorporar 
trabajadores temporales a la fuerza laboral. Los sistemas se distinguen, tanto en su visión como en su objetivo 
específico, por la participación de diversos actores, la formalidad del sistema en términos laborales, y por la 
garantía de los derechos de los trabajadores migrantes.

Pese a la existencia de considerables estándares internacionales que se han establecido en materia de 
migración laboral, persisten brechas en la protección de los derechos de los trabajadores migrantes en todos 
los países y en todos los ejemplos de los sistemas de migración laboral analizados. La diversidad de los siste-
mas analizados nos ha permitido identificar aspectos positivos que se deben tener en cuenta a la hora de un 
debate sobre migración laboral, y aportar elementos que contribuirán a mejorar las condiciones de vida de las 
y los trabajadores migratorios. Es necesario destacar además que existe una urgente necesidad de fortalecer los 
mecanismos de reclutamiento y contratación de trabajadores migratorios, así como el acceso a los derechos que 
contempla la protección social.

Sobre las características de los sistemas de migración laboral:

1. Se corroboró que en los seis sistemas de trabajo temporal objeto del presente estudio, existe una ten-
dencia a resolver las necesidades del mercado laboral de las economías de los países receptores (Canadá, 
Estados Unidos, México y Costa Rica) sin que necesariamente se tomen en cuenta los principios de 
bilateralidad y equidad con las necesidades de oferta de trabajadores de los países de origen. Este en-
foque conlleva a considerar al trabajador como unidad laboral, no como persona, lo cual ha dado como 
consecuencia una afectación directa a sus derechos humanos laborales.

2. Paralelamente, se ha ratificado que algunos de los sistemas analizados fueron creados como reacción, 
para resolver problemas existentes de flujos migratorios, y en respuesta a mecanismos que regulen la 
migración irregular y faciliten la entrada regular de migrantes por fines laborales. Este enfoque se limita 
a ver a los trabajadores migratorios como una estadística, sin contemplar su contribución al mercado 
laboral y a la sociedad del país receptor.

3. En el estudio se identificaron solo dos sistemas en donde sí existe la bilateralidad en los acuerdos fir-
mados entre los países de envío y recepción: el PTAT México - Canadá y el Acuerdo de Codesarrollo, 
Nicaragua - Costa Rica.
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4. Los otros sistemas analizados son unilaterales y no son programas de trabajo temporal. Son sistemas 
de gestión migratoria de trabajo temporal.

5. A pesar de que algunos de los sistemas pueden observarse como acuerdos bilaterales, estos no cumplen 
con los estándares que establece la OIT.

6. No hay una política integral de migración laboral en la región que se ocupe de los sistemas de trabajo 
temporal estudiados; una política que asegure la atención de las necesidades tanto de la demanda del 
país receptor como de la oferta del país emisor de una manera responsable y apegada a los estándares 
de derechos humanos nacionales e internacionales.

7. Hay una tendencia a la privatización progresiva de los agentes que intervienen en los sistemas de 
trabajo temporal. Esto genera competencia en los países de origen, provocando la precarización de las 
condiciones en las cuales se contratan a las y los trabajadores. Es decir, los países de origen están dis-
puestos a aceptar peores condiciones de contratación y trabajo.

8. Se evidencia la necesidad de fortalecer los marcos jurídicos, el sistema de administración para garanti-
zar el acceso a la justicia y para la protección de los derechos de los trabajadores y trabajadoras en cada 
sistema analizado.

9. La participación de los estados en el manejo, operación y vigilancia del trabajo temporal se ha des-
dibujado en los sistemas que se han estudiado. Se observa una privatización de los procesos de recluta-
miento, que abre la puerta a más violaciones y menos supervisión/sanción, lo que implica mecanismos 
y garantías que se diluyen. Cabe destacar los ejemplos recientes en Centroamérica que intentan invo-
lucrar más a los ministerios de trabajo como el Acuerdo de Codesarrollo que sí involucra a ambos y el 
de Programa de El Salvador, que es un intento de velar por los derechos de sus trabajadores migrantes.

Actores involucrados

10. Los sindicatos pueden jugar un rol importante en la representación de los trabajadores frente a las 
empresas, asegurando el cumplimiento de derechos y beneficios no solo para ellos sino también para 
sus familias. (Ej. UFCW en Canadá, ha impulsado en las provincias, los estándares para las garantías y 
su cumplimiento. Reconocen la importancia de incluir a las y los trabajadores temporales migrantes y 
a sus familias. A diferencia de EEUU, la UFCW de Canadá tiene una política, que aunque no pueda 
integrarlos, apoya a los centros de atención de trabajadores migrantes, y crea la alianza nacional.

11. Las organizaciones civiles también juegan un papel importante en la defensa y promoción de los 
derechos de los trabajadores migrantes temporales. Realizan un trabajo fundamental en la document-
ación y monitoreo de las condiciones de los y las trabajadoras temporales, que en algunos casos substi-
tuye el trabajo de vigilancia, monitoreo y fuente de información de las instancias de gobierno. En otros 
casos, son las que apoyan a los trabajadores, a través de organizaciones que trabajan con migrantes.

12. Las representaciones consulares han significado, en algunas ocasiones, un espacio de apoyo e infor-
mación para los trabajadores migrantes, sin embargo en ocasiones por la falta de regulación integral 
de una política laboral migratoria, los consulados han actuado en detrimento de los derechos de los 
trabajadores migrantes temporales.
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Reclutamiento y contratación

13. En la mayoría de los países tanto de destino como de origen, no existen fuentes de información oficial 
suficiente sobre la migración laboral, relacionada con la entrada y salida, ubicación y empleo de tra-
bajadores migrantes. En particular, no existe información sistematizada sobre la cantidad o categorías 
profesionales requeridas por el país receptor o demandante de trabajadores migratorios por un lado, ni 
de los candidatos a la emigración en el país emisor. 

14. Las modalidades de contratación no suelen ser obligatorias por lo que se dejan a discreción de la de-
manda del mercado laboral.  Un buen ejemplo se encuentra en el procedimiento del PTAT/México, 
que se lleva a cabo exclusivamente desde las instancias del gobierno.

15. La falta de un ámbito regulatorio hacia las empresas reclutadoras y los contratistas da como consecuen-
cia la violación a los derechos de los trabajadores. En algunos casos, los países cuentan con disposicio-
nes que regulan la contratación, pero no las aplican.

16. Debido a que la mayoría de los sistemas analizados no derivan de un acuerdo bilateral, los contratos 
laborales son difícilmente ejecutables. El cumplimiento del “contrato” (verbal o por escrito) queda a 
la discreción del empleador, y los trabajadores temporales migrantes se mueven en ámbitos de menos 
regulación, donde se obstaculiza la exigibilidad de los estándares.

17. En todos los sistemas analizados se mantiene la falta de movilidad ocupacional como un elemento 
restrictivo de los derechos de los trabajadores. Esto da como consecuencia una situación de vulnerabi-
lidad hacia los y las trabajadoras ya que su estancia depende del empleador. Cabe mencionar el caso de 
la FMTF de México que permite el cambio de empleador en la misma forma que cualquier otra visa, 
sin necesidad de salir del país.

18. Existe una falta de información por parte de los trabajadores temporales migrantes con relación a sus 
derechos en la contratación para el trabajo en otro país.

19. En la mayoría de los sistemas de trabajo temporal se registran violaciones sistemáticas a los derechos 
de los y las trabajadoras migrantes temporales en los procesos de reclutamiento y contratación: falta de 
información veraz, cobros indebidos, fraude, falta de pago, descuentos a los salarios, discriminación y 
confiscación de documentos, entre otros.

20. Si bien la inspección laboral en la mayoría de los casos forma parte de los deberes de las autoridades del 
trabajo, en la práctica existen limitaciones para realizar esta labor de supervisión del cumplimiento de 
los contratos y de la legislación laboral. Esto es particularmente relevante pues se pierde la oportunidad 
de identificar incumplimientos en la legislación laboral y de iniciar acciones que permitan corregir tales 
situaciones.

21. Se identifica como un buen ejemplo, el procedimiento entre las autoridades laborales y migratorias de 
Nicaragua y Costa Rica que sustenta el Acuerdo de Codesarrollo, por su participación, coordinación y 
formalización en procedimientos bilaterales. Otro ejemplo sería la participación del servicio de empleo 
nacional como en el PTAT / México.

22. En este sentido, se puede también mencionar la importancia de que, desde el país de origen, se imple-
menten programas para velar por los derechos de sus propios trabajadores. Una buena práctica, es el 
modelo de gestión de El Salvador que busca la protección de sus trabajadores en el exterior a través de 
la regulación de los procesos de reclutamiento y contratación.
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Seguridad social

1. En lo mayoría de los sistemas, por no existir un acuerdo bilateral, hay una ausencia de facilidades por 
parte de los Estados involucrados para asegurar a los y las trabajadoras migrantes cualquier beneficio 
económico derivado del contrato de trabajo.

2. Se identifica que en la mayoría de los sistemas no se establece la obligación de igualdad de trato en 
cuanto a los impuestos, derechos y contribuciones que deba pagar el trabajador migrante, así como una 
falta de acuerdos entre los Estados involucrados para evitar la doble tributación.

3. En todos los sistemas, uno de los principales problemas que se identificó para el acceso al derecho a la 
seguridad social, es la ausencia de mecanismos tanto, en el país de origen como en el país de destino, 
para asegurar a los trabajadores migrantes los derechos básicos de la seguridad social, tales como acceso 
a la salud, acceso a condiciones satisfactorias de trabajo, derecho a la jubilación por edad o por invali-
dez, indemnización por accidentes en el trabajo, licencia de maternidad y paternidad, entre otros. El 
ejemplo de Costa Rica es el más cercano a un sistema de protección universal, y en la nueva ley existe 
la obligación de que se registren los trabajadores migrantes.

4. En ningún sistema existe una identificación previa por parte de los gobiernos de los países partici-
pantes en la formulación de los llamados programas de trabajo temporal o visas de trabajo temporal, de 
los mecanismos y tipos de seguridad social a los que deberían tener derecho los trabajadores migrantes.

5. Tampoco existe la identificación de los derechos en curso de adquisición ni de los derechos adquiridos 
una vez que están trabajando, y las posibilidades de la portabilidad de los derechos y la totalidad de los 
aportes o de recibir los beneficios en el extranjero. En su ausencia, el resultado es que no hay acceso a 
la seguridad social.

6. Uno de los elementos importantes de las condiciones satisfactorias de trabajo es el derecho al aloja-
miento o vivienda. En la mayoría de los sistemas no se cumple o incluso no se contempla. Y en los que 
sí viene estipulado en el contrato, no se mencionan las condiciones.

7. En el caso del derecho a la seguridad social, debido a la ausencia de bilateralidad, vigilancia y adminis-
tración estatal en la mayoría de los sistemas de trabajo temporal analizados se encontró  que las viola-
ciones más recurrentes son: violaciones al derecho a la salud, violaciones a las condiciones satisfactorias 
de trabajo, violación a las jornadas laborales, no pago de horas extras, falta de capacitación laboral, 
no pago de indemnizaciones por accidentes de trabajo, descuentos por derechos sociales tales como 
derecho de licencia de paternidad y maternidad y jubilaciones, y el no gozo del derecho.
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5. Recomendaciones

La existencia de sistemas de trabajo temporal tiene como base un desequilibrio o diferencia en dos sentidos: en-
tre empleadores y trabajadores; y entre países que tienen demanda de mano de obra y países que tienen desem-
pleo y subempleo. Dentro del contexto actual de la economía y el fenómeno migratorio global, es evidente que 
los países seguirán buscando opciones para promover, regular, o restringir (según el caso) la movilidad laboral. 
En parte, las recomendaciones tienen como objetivo equilibrar o acercar los distintos niveles, para contribuir 
a que las migraciones laborales no se den en condiciones de tanta desprotección y riesgo para los trabajadores 
migrantes y sus familias.

Para que ello suceda, es necesaria una restructuración significativa a diversos niveles con el fin de es-
tablecer sistemas que respondan al contexto actual, se integren en un marco de política de migración laboral 
con su correspondiente institucionalización y coordinación de responsabilidades gubernamentales, protejan y 
promuevan los derechos sociales y económicos de los trabajadores migrantes, y eliminan el trato diferenciado 
derivado de modelos anteriores, para crear las condiciones de una situación de mutua ventaja para los intereses 
del país de envío, del país receptor y los trabajadores migrantes mismos.

Al evaluar algunas de las buenas prácticas en los seis sistemas analizados, se concluye que sólo se puede 
avanzar en la protección de los trabajadores migrantes contra prácticas abusivas en los procesos de recluta-
miento y contratación, si los gobiernos adoptan un papel regulatorio activo, de preferencia de manera bilateral 
y coordinada. Es decir, que una mayor participación por parte del país de envío y del país de recepción en los 
componentes que constituyen la migración laboral, contribuiría a compensar el desequilibrio de poder que ha 
permitido a gobiernos y empleadores de países receptores imponer una posición desventajosa a los trabajadores 
migrantes.

Asimismo, para mejorar el acceso a la protección social de los trabajadores temporales migrantes, es 
fundamental eliminar los obstáculos a los que se enfrentan y que hacen imposible el gozo de los derechos aso-
ciados. En este caso también la bilateralidad beneficiaría la igualdad de trato de los trabajadores migrantes con 
los nacionales.

Recomendaciones generales

1. La OIT en 1999 señalo la ventaja que presentan los acuerdos bilaterales al adaptarse a la particulari-
dad de los grupos específicos de migrantes y de que tanto el Estado de envío como el de recepción 
compartan la responsabilidad de garantizar condiciones adecuadas de vida y de trabajo, y de supervisar 
u organizar activamente el proceso de las migraciones laborales en su conjunto. Así mismo la OIT 
en 2004 consideró que los instrumentos bilaterales, aunque no brindan una solución exhaustiva a las 
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cuestiones planteadas por la migración internacional de la mano de obra, son una herramienta útil para 
asegurar una mejor protección de los trabajadores migrantes, y un medio eficaz de gestión de los flujos 
migratorios de mano de obra1. En ese sentido, y a raíz del análisis que se ha desarrollado en este docu-
mento, es de fundamental importancia que los gobiernos de los países analizados consideren el diseño 
de sus sistemas de trabajo temporal, bajo el principio de la bilateralidad en términos de garantizar los 
derechos de las y los trabajadores migrantes.2

2. Los sistemas de trabajo temporal en teoría deberían tener como base la constatación empírica de un 
déficit de trabajadores en un país. En este sentido, el contenido de los acuerdos debe reflejar la situación 
del mercado de trabajo, así como la flexibilidad necesaria para adaptarse a sus fluctuaciones, elementos 
que constituyen la base de la sustentabilidad del acuerdo bilateral.3 Los sistemas de trabajo temporal 
deberían estar basados en estudios de demanda y oferta de trabajadores temporales migratorios y las 
necesidades del mercado laboral tanto de los países de origen como de los países de destino con la 
finalidad de que respondan a las dinámicas de la migración laboral sin menoscabo de los derechos de 
los y las trabajadoras migrantes. La inteligencia sobre el mercado laboral se beneficiaría con aportes de 
unidades de mercado laboral de los gobiernos, consulados en países receptores, institutos de investig-
ación, consultores independientes y el sector privado.

3. Los sistemas de trabajo temporal deberían estar enmarcados en un contexto de políticas integrales 
de migración laboral, tanto del país de origen como de destino. Se debe considerar, entre otros: un 
diagnóstico de fortalezas y debilidades del sistema existente, consulta con otros sectores involucrados 
(empleadores, trabajadores, sociedad civil, academia, etc.), concordancia con las políticas de desarrollo 
de cada país, consistencia con la normatividad nacional e internacional, y presupuesto destinado a la 
implementación sustentable del programa.

4. Se podría establecer mecanismos interinstitucionales con distintos actores para el diseño o actual-
ización de sistemas de trabajadores temporales migratorios.

5. En el diseño del sistema, deberían estar involucradas las instituciones tanto del país de origen como del 
receptor que sean responsables de las políticas laborales, migratorias y de seguridad social, con el fin de 
fortalecer la coordinación interna y bilateral.

6. Los sistemas deberían incorporar procedimientos y recursos para la adecuada planificación, monitoreo, 
evaluación y seguimiento.

7. Los países interesados en desarrollar sistemas bilaterales de trabajo temporal deben reforzar sus marcos 
normativos internos mediante la firma, ratificación y adhesión a los convenios fundamentales en mate-
ria de derechos humanos, de la ONU y de la OIT. En particular, los que protegen más específicamente 
los derechos de los y las trabajadoras migrantes en materia de su contratación y el acceso a la seguridad 
social: Convenios 97 y 143 (relativos a trabajadores migrantes); Convenio 181 (relativo a la regulación 
de agencias de empleo privadas), los Protocolos de Palermo (relativos a la trata y el tráfico de personas) 
y Convenios 102 y 118 (relativos a las normas mínimas para la seguridad social y al igualdad de trato 
en la seguridad social, respectivamente); además de la Convención para la Protección de los Derechos 
de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares de 1990.

1  Ver en: Estudios sobre migraciones internacionales, OIT; “Acuerdos bilaterales migración de mano de obra: Modo de empleo”, Eduardo, Geron-
imi. marzo 2004.

2  La Recomendación 86 de la OIT contiene un acuerdo-tipo que precisa los métodos de aplicación de los principios establecidos por el Convenio 
núm. 97 y su recomendación, destinado a servir de modelo a los Estados cuando celebren acuerdos bilaterales. Ver Anexo 3 y 4.

3  Ibidem.
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Recomendaciones sobre reclutamiento y contratación

1. A lo largo del estudio, se observa que la existencia de un programa, sea bilateral (como el PTAT /
México y, hasta cierto punto el Acuerdo de Codesarrollo entre Costa Rica y Nicaragua) o unilateral con 
el propósito de proteger los derechos de los trabajadores (como el programa de El Salvador con empre-
sas privadas por mediación de la OIM), puede llegar a regular los procesos de reclutamiento, selección 
y contratación, además de las condiciones de trabajo de un cierto número de trabajadores migrantes, 
eliminar la intermediación de los contratistas, formalizar su contratación por medio de contratos y, por 
ende, minimizar la violación a los derechos de los trabajadores migrantes.

2. Ante la privatización creciente de la administración de los sistemas de trabajo temporal, es necesario 
el involucramiento de los gobiernos de los países tanto de origen como de destino de los trabajadores 
temporales migrantes, en el manejo, operación y vigilancia de los sistemas de trabajo temporal. Se re-
quiere legislar medidas regulatorias internas eficientes para que los gobiernos supervisen y monitoreen 
el reclutamiento, la contratación y la colocación de los trabajadores en el exterior.

3. Independientemente de quién lo haga, el proceso de reclutamiento, selección y contratación debe ser 
regulado por los gobiernos de ambos países, acorde con las legislaciones nacionales e internacionales 
vigentes, debe ser un proceso transparente y justo, con pleno respeto a los derechos de los trabajadores 
migrantes. Se recomienda en particular establecer procedimientos que regulen la acción privada en la 
contratación de trabajadores migratorios.

4. Algunos de los mecanismos que recomendados para regular los agentes reclutadores privados incluyen:

a. la creación de registros en ambos países para que los reclutadores se identifiquen con agencias 
gubernamentales;

b. la obtención de licencias de manera obligatoria para las agencias de reclutamiento, condicio-
nados en que los agentes pasen un examen que demuestre su conocimiento de los derechos 
laborales de los trabajadores;

c. el establecimiento de límites en las tarifas que los agentes reclutadores cobran a los traba-
jadores migrantes;

d. el establecimiento de oficinas gubernamentales de intermediación laboral que concentren los 
servicios;

e. normas mínimas para la elaboración de contratos de trabajo;

f. la obligación de firmar contratos de trabajo que sean validados por los gobiernos del país de 
origen y del destino;

g. el requisito de que los reclutadores pongan un depósito de garantía para reparar el daño causa-
do a trabajadores migrantes que pagan sus servicios;

h. procedimientos de control eficaces; 

i. introducir la responsabilidad solidaria de los reclutadores con la de los empleadores, para que 
los trabajadores migrantes tengan un mayor recurso para hacer cumplir el contrato en caso de 
violaciones aún si regresan a su país de origen.
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5. Los sistemas de trabajo temporal deben garantizar la movilidad laboral de los trabajadores y trabajado-
ras para evitar una circunstancia de vulnerabilidad ante malos tratos de los empleadores o violaciones 
a sus derechos laborales.

6. Es importante proporcionar a los trabajadores amplios servicios de apoyo en el país de origen y en el de 
destino, incluida la provisión de información antes de su salida y al llegar al país receptor. Hacer cursos 
de capacitación sobre sus derechos y obligaciones laborales, cursos de orientación sobre servicios de 
apoyo de asistencia legal y social en el país de destino, mediante la representación consular, así como 
capacitación para el trabajo que van a realizar los trabajadores.

Recomendaciones sobre seguridad social

1. De igual forma que en las condiciones de contratación, los sistemas de trabajo temporal que se diseñan 
de manera bilateral y con la participación de los gobiernos de los países involucrados aseguran de una 
manera más concreta el acceso a los programas de seguridad social. En el caso del PTAT entre Canadá 
y México, a pesar del avance que significan las condiciones de contratación sin intermediarios y de 
manera directa entre instancias de gobierno, respecto al acceso en la participación en los programas de 
desempleo y de acceso a la salud para las familias sigue siendo un proceso restrictivo y poco accesible 
para los y las trabajadoras y sus familias. Se recomienda que en el marco de la bilateralidad se consti-
tuya con un mecanismo de intercambio de información administrativa entre los países participantes 
que tenga como objetivo proporcionar información a los trabajadores migrantes sobre los sistemas de 
seguridad social así como las formas de acceder a ellos.

2. Al igual que otros estudios, se ha identificado que uno de los retos para el acceso a la seguridad social, 
son la falta de confianza y la falta de información acerca de cómo se puede hacer uso de los servicios. 
En ese sentido, las políticas de seguridad social que acompañen las políticas de trabajo deberán desar-
rollarse con estrategias de inserción para los y las trabajadoras migrantes sean o no trabajadores tem-
porales.

3. Debido a la falta de bilateralidad en el diseño de los sistemas de trabajo temporal se ha detectado que 
los trabajadores de manera general pagan impuestos en su país de origen y en el país donde llegan a 
trabajar lo cual resulta una doble tributación. Ante esta situación se recomienda a los gobiernos de los 
países participantes en los sistemas de trabajo temporal que identifiquen los mecanismos y tipos de 
beneficios de seguridad social a los que tienen derecho los trabajadores y trabajadoras migrantes así 
como sus familias e informarlos desde el momento de la contratación.

4. Se recomienda a los gobiernos de los países participantes en los sistemas de trabajo temporal identi-
ficar la existencia de igualdad de trato de las y los trabajadores migrantes con los nacionales, así como 
diseñar mecanismos para asegurarla.

5. Se recomienda de igual forma a los gobiernos de los países participantes establecer un mecanismo que 
identifique los derechos en curso de adquisición así como los derechos adquiridos una vez que se esta-
blece la relación laboral y las posibilidades de recibir los beneficios de sus aportes en el extranjero. Para 
asegurar la recepción de los beneficios de la seguridad social se recomienda que se diseñe un comité 
mixto en donde se monitoree de manera permanente las condiciones de acceso a los mismos por parte 
de los trabajadores y trabajadoras.

6. Se identifico que las prestaciones de pensión y atención médicas para los y las trabajadoras migrantes 
son de vital importancia para ellos y sus familias. Los acuerdos de seguridad social bilaterales o mul-
tilaterales entre los gobiernos de los países participantes de los sistemas de trabajo temporal son una 
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herramienta necesaria para asegurar el derecho a la protección social vía los sistemas de seguridad social 
para los trabajadores. Para avanzar en ese sentido, se recomienda a los gobiernos de los países de origen 
y de destino impulsen un diálogo permanente en el tema que abarque los estándares del derecho a la 
protección social de los trabajadores migrantes y sus familias.

Recomendaciones sobre supervisión, monitoreo y cumplimiento de estándares

1. La tarea de inspección es una acción fundamental en la tutela de los derechos laborales, no sólo de los 
trabajadores migratorios, sino de los trabajadores en general. Los países que reciben trabajadores tempo-
rales deben ejecutar de forma periódica y proactiva visitas de inspección para verificar el cumplimiento 
de los derechos laborales en los lugares de trabajo. La inspección tiene una triple dimensión: disuasiva 
(persuadir al empleador que cumpla con los estándares), educativa (informar sobre como cumplir con 
la legislación laboral) e indicativa (orienta las acciones necesarias para mejorar el cumplimiento).

2. Para ampliar la protección de los trabajadores migratorios, los países emisores deben fortalecer las ca-
pacidades de monitoreo y revisión de las condiciones laborales.

3. Se deben promover mecanismos para un efectivo acceso a la justicia laboral de las y los trabajadores que 
se contraten por medio de los programas de trabajo temporal.

4. Se recomienda a los sindicatos que aun no son participes de la agenda del trabajo temporal migratorio 
que adopten los temas de los trabajadores migrantes temporales en su agenda de trabajo interno e in-
ternacional. De forma paralela, que contribuyan en la difusión de información sobre los procedimientos 
y derechos laborales de los trabajadores migratorios.

5. Considerando que las organizaciones civiles hacen un trabajo importante de documentación y moni-
toreo en el tema, se recomienda que tanto los gobiernos de los países analizados, así como las funda-
ciones y las cooperaciones internacionales apoyen el desarrollo de las capacidades institucionales de las 
organizaciones civiles de manera particular en la documentación, el monitoreo de las condiciones los y 
las trabajadoras migrantes temporales y en la defensa de casos ejemplares que ayuden a evidenciar los 
problemas estructurales de los sistemas de trabajo temporal.

6. Dada la importancia de los actores antes mencionados se recomienda a los gobiernos de los países 
analizados que abran espacios para la participación de estos actores en el diseño y evaluación de estos 
sistemas de trabajo temporal.

7. A las organizaciones civiles y sindicatos, se recomienda participar en procesos interinstitucionales que 
permitan el diseño y actualización de los sistemas de trabajo temporal, así como impulsar acciones para 
la evaluación de impacto con énfasis en el cumplimiento de los derechos y el acceso a la justicia laboral. 
Asimismo, contribuir con la detección de buenas prácticas que permitan el mejoramiento de las condi-
ciones de los trabajadores migratorios temporales.

8. A las representaciones consulares se recomienda desarrollar sus capacidades en la protección y repre-
sentación de los y las trabajadoras migrantes temporales. Se recomienda que fortalezcan los servicios 
informativos para los y las trabajadoras migrantes temporales, así como una mayor cercanía con los y las 
trabajadoras migrantes temporales cuando están desarrollando su trabajo en otro país. De igual forma 
se recomienda que generen sistemas de monitoreo de las condiciones en las que son contratados los 
trabajadores temporales.
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7. Anexos

Anexo 1: Glosario de acrónimos

Siglas Nombre

AECID   Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo 

CBSA Canada Border Services Agency

CCSS Caja Costarricense de Seguro Social

CDHFMC  Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova (México)

CIC Citizen and Immigration Canada 

CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos

CONAMIGUA Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala

CONAPO  Consejo Nacional de Población (México)

COPAREM Consejo Parlamentario Regional sobre Migraciones 

CRM Conferencia Regional de Migración 

DGME  Dirección General de Migración y Extranjería (Costa Rica; Nicaragua)

DML Departamento de Migraciones Laborales (Costa Rica)

DNE  Dirección Nacional de Empleo (Costa Rica)

FMTF  Forma Migratoria para Trabajador Fronterizo (México)

FMVA Forma Migratoria Visitante Agrícola (México)

FMVL Forma Migratoria Visitante Local (México)

HRSDC Human Resources and Skills Development Canada 

IGSS Instituto Guatemalteco de Seguridad Social

IMSS Instituto Mexicano del Seguro Social
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INEC  Instituto Nacional de Estadística y Censo (Costa Rica)

INM Instituto Nacional de Migración (México)

INS  Instituto Nacional de Seguros (Costa Rica)

IRPA Immigration and Refugee Protection Act (Canadá)

ISSS  Instituto Salvadoreño de Seguridad Social

LMO Labor Market Opinion

MITRAB  Ministerio del Trabajo (Nicaragua) 

MRE  Ministerio de Relaciones Exteriores (El Salvador)

MTPS  Ministerio de Trabajo y Previsión Social (El Salvador; Guatemala)

MTSS  Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (Costa Rica)

OIM  Organización Internacional para las Migraciones

OIT  Organización Internacional del Trabajo

PARLACEN Parlamento Centroamericano 

PIB  Producto Interno Bruto

PNP Foreign Worker Provincial Nominee Program 

PNUD Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 

PROSALTEX Programa de Trabajadores Temporales Salvadoreños en el Exterior 

PTAT Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales México - Canadá

PTET Programa de Trabajadores Extranjeros Temporales (Canadá) 

PTET/Piloto Proyecto Piloto para Calificación Baja (Pilot Project for Occupations Requiring Lower 
Levels of Formal Training)

SICA Sistema de la Integración Centroamericana

SEGOB Secretaría de Gobernación (México)

STPS Secretaría del Trabajo y Previsión Social (México)

TLC Tratado de Libre Comercio de América del Norte 

UFCW United Food and Commercial Workers Canada (UFCW Canada)

UTTE Unidad de Trabajadores Temporales en el Exterior (MTPS El Salvador)
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Anexo 2: Resumen de convenios y tratados internacionales

C97 Convenio sobre los trabajadores migrantes (revisado), 1949

Por medio de este Convenio, los Estados miembros se comprometen a informar sobre la política y la legislación 
nacional referentes a la emigración y a la inmigración; disposiciones especiales relativas al movimiento de tra-
bajadores migrantes y a sus condiciones de trabajo y de vida; los acuerdos generales y los arreglos especiales en 
estas materias, celebrados por el Miembro en cuestión.

El convenio establece las obligaciones que los Estados miembros tendrán para con los trabajadores migrantes1 
que se encuentren legalmente en su territorio y reglamenta el trato que los mismos deben recibir durante su 
estancia en el país de destino – no discriminatorio y en ciertos temas no menos favorable que el que aplique a 
sus propios nacionales (art 6). 

Asimismo, los Estados se obligan a garantizar que las operaciones efectuadas por su servicio público del empleo 
no ocasionen gasto alguno a los trabajadores migrantes; a permitir, según los límites fijados por la legislación na-
cional relativa a la exportación y a la importación de divisas, la transferencia de cualquier parte de las ganancias 
y de las economías del trabajador migrante que éste desee transferir. También, cuando el número de migrantes 
que van del territorio de un Miembro al territorio de otro sea considerable, las autoridades competentes de los 
territorios en cuestión deberán, siempre que ello fuere necesario o conveniente, celebrar acuerdos para regular 
las cuestiones de interés común que puedan plantearse al aplicarse las disposiciones del presente Convenio.

El Convenio cuenta con tres anexos:

El Anexo I se aplica a los trabajadores migrantes que no hayan sido reclutados en virtud de acuerdos sobre 
migraciones colectivas celebrados bajo el control gubernamental. Este anexo define conceptos tales como: 
reclutamiento, introducción, y colocación, establece el deber de los estados de reglamentar dichas operaciones, 
así como que organismos estarán autorizados para efectuar dichas operaciones y que las mismas efectuadas por 
los servicios públicos de empleo deberán ser gratuitas. Aquellos que cuenten con un sistema para controlar los 
contratos de trabajo celebrados entre un empleador, o una persona que actúe en su nombre, y un trabajador 
migrante deberá cumplir con ciertas exigencias establecidas en el art 5 del anexo 3.

El anexo II trata los mismos temas que el anexo I, pero se aplica a trabajadores migrantes que hayan sido 
contratados en virtud de acuerdos sobre migraciones colectivas celebrados bajo el control gubernamental.

El anexo III trata sobre el tratamiento que se le debe dar a los efectos personales, herramientas y equipo de los 
trabajadores migrantes.

C143 Convenio sobre los trabajadores migrantes, (disposiciones complementarias), 1975

Los agentes de reclutamiento pueden ser públicos o privados, empresas establecidas o individuos con relación 
con la comunidad de origen; su función es facilitar la movilidad de trabajadores tras fronteras nacionales y 
colocarlos en empleos en otro país. Sin embargo, debido a cuestiones estructurales (como la pobreza, el desem-

1  A los efectos del Convenio, la expresión trabajador migrante significa toda persona que emigra de un país a otro para ocupar un empleo que no 
habrá de ejercer por su propia cuenta, e incluye a cualquier persona normalmente admitida como trabajador migrante y contempla algunas excep-
ciones estipuladas en el art. 11.
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pleo y la diferencia salarial entre países de origen y de destino), la oferta de trabajadores de menor calificación 
sobrepasa por mucho la demanda de mano de obra. Hay más trabajadores que desean trabajar en otro país para 
mejorar sus condiciones de vida, que puestos de empleo, lo cual coloca a los trabajadores migratorios en una 
situación de vulnerabilidad ante abusos en el proceso de reclutamiento y contratación. Existe muy poca infor-
mación sobre sus prácticas y lo que estas implican para los trabajadores migrantes, principalmente debido a la 
falta de datos confiables y la amplia variedad en las políticas de los países, desde una política de laissez-faire 
respeto a reclutadores privados a un monopolio estatal de intercambio laboral.2 

C181 sobre agencias privadas de reclutamiento, 1997

El Convenio define conceptos como agencia de empleo privada3, trabajadores y tratamiento de los datos person-
ales de los trabajadores. Tiene por finalidad permitir el funcionamiento de las agencias de empleo privadas, así 
como la protección de los trabajadores que utilicen sus servicios, en el marco de sus disposiciones. Establece 
que los estados miembros podrán en ciertas circunstancias: prohibir el funcionamiento de agencias de empleo 
privadas respecto a ciertas categorías de trabajadores o en ciertas ramas de actividad económica o excluir a los 
trabajadores de ciertas ramas de actividad económica, del campo de aplicación del presente Convenio, o de 
algunas de sus disposiciones.

Establece que la determinación del régimen jurídico de las agencias de empleo privadas se efectuar de con-
formidad con la legislación y la práctica nacionales, previa consulta con las organizaciones más representativas 
de empleadores y de trabajadores y que todo miembro deberá determinar, mediante un sistema de licencias o 
autorizaciones, las condiciones por las que se rige el funcionamiento de las agencias de empleo privadas.

Los estados adoptarán medidas para asegurar que los trabajadores contratados por las agencias de empleo 
privadas que prestan los servicios no se vean privados del derecho de libertad sindical y del derecho a la nego-
ciación colectiva.

Que el tratamiento de los datos personales de los trabajadores por las agencias de empleo privadas deberá efec-
tuarse en condiciones que protejan dichos datos y que respeten la vida privada de los trabajadores y limitarse a 
las cuestiones relativas a las calificaciones y experiencia profesional de los trabajadores en cuestión y a cualquier 
otra información directamente pertinente.

Establece a su vez la gratuidad de las agencias de empleo privadas quienes no podrán cobrar a los trabajadores, 
ni directa ni indirectamente, ni en todo ni en parte, ningún tipo de honorario o tarifa; y que los estados miem-
bros deberán garantizar a los trabajadores migrantes reclutados o colocados en su territorio por agencias de 
empleo privadas gocen de una protección adecuada y para impedir que sean objeto de abusos. Esas medidas 
comprenderán leyes o reglamentos que establezcan sanciones, incluyendo la prohibición de aquellas agencias de 
empleo privadas que incurran en prácticas fraudulentas o abusos y la posibilidad de concluir acuerdos laborales 
bilaterales entra países para evitar abusos y prácticas fraudulentas en materia de reclutamiento, colocación y 
empleo. Los estados deben asegurar que las agencias de empleo privadas no recurran al trabajo infantil ni lo 
ofrezcan. Estados deben adoptar medidas necesarias para asegurar que los trabajadores empleados por agencias 
de empleo privadas gocen de una protección adecuada en materia de derechos humanos laborales y medidas 
para responsabilizar a las agencias en caso de no hacerlo.

2  Christiane Kuptsch. Merchants of Labour. 

3  Agencia de empleo privada: toda persona física o jurídica, independiente de las autoridades públicas que presta a) servicios destinados a vincular 
ofertas y demandas de empleo, sin ser parte en las relaciones laborales que pudieran derivarse; b) servicios consistentes en emplear trabajadores con 
el fin de ponerlos a disposición de una tercera persona, física o jurídica (“empresa usuaria”), que determine sus tareas y supervise su ejecución) otros 
servicios relacionados con la búsqueda de empleo, como brindar información, sin estar por ello destinados a vincular una oferta y una demanda es-
pecíficas.
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Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños (con-
ocido como “Protocolo de Palermo”), 2000

En la Primera Parte, define la trata de personas como la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pa-
gos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra con fines de 
explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de 
explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la ser-
vidumbre o la extracción de órganos.

En el Protocolo se establece que, a los efectos de esa definición, el consentimiento dado por la víctima no se 
tendrá en cuenta cuando se haya demostrado el recurso a medios ilícitos. De esa manera, en el Protocolo se 
admite que el ejercicio de la libre voluntad de la víctima a menudo se ve limitado por la fuerza, el engaño o el 
abuso de poder. Asimismo, el protocolo excluye toda posibilidad de consentimiento cuando la víctima es menor 
de 18 años. A su vez, este instrumento internacional estipula la obligación de los estados de adoptar las medidas 
legislativas y de otras índoles necesarias para tipificar en su derecho interno la trata de personas.

La definición de trata, según el Protocolo, está constituida por tres elementos básicos: en primer lugar, la acción 
(de captación, etcétera); en segundo lugar, los medios (la amenaza o el uso de la fuerza u otras formas de coac-
ción, etc.); y, en tercer lugar, el fin de explotación. En consecuencia, cualquier conducta que combine las accio-
nes y medios enunciados y se realice con cualquiera de los fines indicados debe considerarse un delito de trata. 

En la Segunda Parte, se analiza el tema de la asistencia y protección a las víctimas de trata. Régimen aplicable 
a las víctimas en el estado receptor; así como la repatriación de las víctimas. 

En la Tercera Parte, se desarrollan las medidas de prevención, cooperación y otras medidas de información y 
capacitación. También medidas fronterizas, seguridad y de control de documentos.

La convención internacional sobre la protección de todos los trabajadores migrantes y sus familias de Na-
ciones Unidas, 1990

La convención internacional sobre los trabajadores migratorios da un marco jurídico mínimo, sobre las condi-
ciones laborales de los trabajadores migratorios. La convención busca implantar medidas para erradicar los 
movimientos migratorios clandestinos, castigando principalmente a traficantes, pero también a empleadores 
de migrantes en situación irregular.

La Parte I: La presente Convención será aplicable, salvo cuando en ella se disponga otra cosa, a todos los traba-
jadores migratorios durante todo el proceso de migración de los trabajadores migratorios y sus familiares, que 
comprende la preparación para la migración, la partida, el tránsito y todo el período de estancia y de ejercicio 
de una actividad remunerada en el Estado de empleo, así como el regreso al Estado de origen o al Estado de 
residencia habitual.

Define  “trabajador migratorio” toda persona que vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad remu-
nerada en un Estado del que no sea nacional;  “trabajador fronterizo” todo trabajador migratorio que conserve 
su residencia habitual en un Estado vecino, al que normalmente regrese cada día o al menos una vez por se-
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mana; “trabajador de temporada” todo trabajador migratorio cuyo trabajo, por su propia naturaleza, dependa de 
condiciones estacionales y sólo se realice durante parte del año; entre otros.

La Parte II: No discriminación en el reconocimiento de los derechos La Convención busca garantizar el trato 
igualitario y las mismas condiciones laborales para migrantes y nacionales.

La Parte III: Derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y sus familias.

Libertad de movimiento: Los trabajadores migratorios y sus familiares podrán salir libremente de cualquier Es-
tado, incluido su Estado de origen. Ese derecho no estará sometido a restricción alguna, salvo las que sean esta-
blecidas por ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públi-
cas o los derechos y libertades ajenos y sean compatibles con otros derechos reconocidos en la presente parte de 
la Convención; y tendrán derecho a regresar en cualquier momento a su Estado de origen y permanecer en él. 

Prevenir condiciones de vida y de trabajos inhumanos, abuso físico y sexual y trato degradante, esclavitud ni ser-
vidumbre, ni trabajo forzado (artículos 10-11, 25, 54); Garantizar los derechos de los migrantes a la libertad de 
pensamiento, de expresión y de religión (artículos 12-13); Garantizar a los migrantes el acceso a la información 
sobre sus derechos (artículos 33, 37); Asegurar su derecho a la igualdad ante la ley, lo cual  implica que los 
migrantes estén sujetos a los debidos procedimientos, que tengan acceso a intérpretes, tratamiento en caso de 
detención y que no sean sentenciados a penas desproporcionadas como la expulsión entre otras medidas, no se 
podrá someter a los inmigrantes a expulsiones masivas, derecho de protección y asistencia por funcionarios con-
sulares (artículos 16-20, 22); Garantizar a los migrantes el acceso a los servicios educativos y sociales (artículos 
27-28, 30, 43-45, 54) Asegurar que los migrantes tengan derecho a participar en sindicatos (artículos 26, 40).

La Convención también sostiene que los migrantes deben tener derecho a mantener contacto con su país de 
origen, lo que implica:

Asegurar que los migrantes puedan regresar a su país de origen si así lo desean, permitirles efec-
tuar visitas ocasionales e incitarlos a mantener lazos culturales (artículos 8, 31, 38); Garantizar la 
participación política de los migrantes en el país de origen (artículos 41-42); Asegurar el derecho 
de los migrantes a transferir sus ingresos a su país de origen (artículos 32, 46- 48).

Parte IV: Otros derechos de los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados o se encuen-
tren en situación regular. Derecho a transferir sus ingresos y ahorros, derechos en relación al pago de impuestos, 
no doble tributación, libertad de elegir actividad remunerada (art 47, 48), entre otros.

Parte V: Disposiciones aplicables a categorías particulares de trabajadores migratorios y sus familiares: traba-
jadores fronterizos (art. 58), trabajadores de temporada (art. 59), itinerantes (art 60), vinculados a un proyecto, 
por cuenta propia (art.63).

Parte VI: Promoción de condiciones satisfactorias, equitativas, dignas y lícitas en relación con la migración 
internacional de los trabajadores y sus familiares.

C102 Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952

El convenio establece las reglas sobre como deberá proveerse la asistencia médica de carácter preventivo o cura-
tivo en los casos de estado mórbido, embarazo y sus consecuencias, cuales son las personas protegidas y cuales 
prestaciones medicas les corresponden. Asimismo establece las reglas en cuanto a las prestaciones monetarias por 
enfermedad (incluye los casos de incapacidad), las prestaciones de desempleo variando los pagos y las formas según 
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la categoría de asalariado y el tiempo por el cual se otorgue, las prestaciones de vejes edad a la que se adquiere, 
monto, a quienes comprende, las prestaciones en caso de accidente del trabajo y de enfermedad profesional, las presta-
ciones familiares, las prestaciones de maternidad, las prestaciones de invalidez, las prestaciones de sobrevivientes  todas 
establecen que comprende, quienes están protegidos, en que deberá consistir según tipo de incapacidad, por 
cuanto tiempo se recibirán.

Asimismo establece la normativa respecto al  cálculo de pagos periódicos (salario).

C118 Convenio sobre la igualdad de trato (seguridad social), 1962

Todo Estado Miembro para el que el presente Convenio esté en vigor deberá aplicar las disposiciones del 
mismo por lo que concierne a la rama o ramas de la seguridad social respecto de las que haya aceptado las 
obligaciones del Convenio en las siguientes ramas de la seguridad social: a) asistencia médica; b) prestaciones 
de enfermedad; c) prestaciones de maternidad; d) prestaciones de invalidez; e) prestaciones de vejez; f ) presta-
ciones de sobrevivencia; g) prestaciones en caso de accidentes del trabajo y de enfermedades profesionales; h) 
prestaciones de desempleo; e i) prestaciones familiares.

Los estados deberán concede a los nacionales de todo otro Estado Miembro, igualdad de trato respecto de sus 
propios nacionales por lo que se refiera a su legislación, tanto en lo que concierna a los requisitos de admisión 
como al derecho a las prestaciones, en todas las ramas de la seguridad social respecto de las cuales haya aceptado 
las obligaciones del Convenio. No obstante, con respecto a las prestaciones de una rama determinada de la se-
guridad social, un Estado Miembro podrá derogar las disposiciones del Convenio respecto de los nacionales de 
todo Estado Miembro que, a pesar de poseer una legislación relativa a esta rama, no concede igualdad de trato 
a los nacionales del primer Estado Miembro en la rama mencionada.

En cuanto concierna al beneficio de las prestaciones, deberá garantizarse la igualdad de trato sin condición de 
residencia. Sin embargo, dicha igualdad puede estar subordinada a una condición de residencia respecto de los 
nacionales de todo Estado Miembro cuya legislación subordine la atribución de prestaciones de la misma rama 
a la condición de que residan en su territorio, excepto casos de asistencia médica, prestaciones de enfermedad, 
prestaciones de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales y de las prestaciones familiares. 

Establece también que los Estados Miembros deberán esforzarse en participar en un sistema de conservación 
de derechos adquiridos y de derechos en vías de adquisición, y establece que estos deberán prever la totalización 
de los períodos de seguro, de empleo o de residencia y de los períodos asimilados para el nacimiento, conserva-
ción o recuperación de los derechos, así como para el cálculo de las prestaciones y ciertas reglas.

C157 Convenio sobre la conservación de los derechos en materia de seguridad social, 1982

La Parte I establece que el convenio se aplica a las mismas ramas de la seguridad social mencionadas en el 
Convenio 118 respecto los regímenes generales y a los regímenes especiales de seguridad social, de carácter 
contributivo o no contributivo, así como a los regímenes legales relativos a las obligaciones del empleador, es-
tablecidas por ley, respecto de esas ramas.

Los Miembros podrán satisfacer sus obligaciones dimanantes de las disposiciones del Convenio por medio de 
instrumentos bilaterales o multilaterales. Establece las ramas de la seguridad social, las categorías de personas 
protegidas por los instrumentos, las modalidades de reembolso de las prestaciones otorgadas y de los demás 
gastos sufragados por la institución de un Miembro por cuenta de la institución de otro Miembro, salvo cuando 
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se haya acordado renunciar al reembolso; las reglas destinadas a evitar la acumulación indebida de cotizaciones 
u otras formas de contribución o de prestaciones.

La Parte II establece la legislación aplicable que se determinará de común acuerdo entre los Miembros inte-
resados, a los efectos de evitar los conflictos y deberá hacerse de conformidad con ciertas reglas fijadas en el 
convenio.

La Parte III trata de la conservación de los derechos en curso de adquisición y establece que todo miembro 
deberá esforzarse en participar en un sistema de conservación de los derechos en curso de adquisición respecto 
de toda rama de seguridad social mencionada en favor de las personas que hayan estado sujetas sucesiva o alter-
nativamente a las legislaciones de dichos Miembros y que este deberá prever la totalización de los períodos de 
seguro, de empleo, de actividad profesional o de residencia, según los casos, cumplidos bajo las legislaciones de 
los miembros, que los períodos cumplidos simultáneamente bajo las legislaciones de dos o más Miembros sólo 
deberán tomarse en cuenta una vez. Que los estados deberán ponerse de acuerdo en las modalidades particula-
res para la totalización de los períodos de diferente naturaleza y de los períodos que permitan causar derecho a 
las prestaciones de los regímenes especiales.

La Parte IV establece el régimen de conservación de los derechos adquiridos y provisión de las prestaciones 
en el extranjero.
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Anexo 3: Ratifi caciones de las convenciones de la OIT, las convenciones de ONU, la convención de la OEA y la convención de la OISS 
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Significado de los términos

Ratificación: Compromiso, jurídicamente vinculante, de acatar las disposiciones del tratado. Se convierte en Estado miembro. Se adoptan las obligaciones del tratado de conformidad con los procedimientos constitucionales adecuados a 

nivel interno y se deposita un instrumento de ratificación.

Aceptar: Tiene los mismos efectos jurídicos que la ratificación, y se aplican las mismas formas, a menos que el tratado establezca otra cosa.

Firma: Apoyo preliminar y general. No es una medida jurídicamente vinculante, pero es una indicación de que el país tiene intención de someter el tratado a un análisis minucioso de buena fe para determinar su posición al respecto y 

obligación a los Estados a impedir cualquier actividad que tenga como objetivo debilitar las metas del tratado.
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Anexo 4:

Matrices: Comparativo de sistemas migratorios de trabajo temporal

I. Características generales de los esquemas de migración temporal de trabajadores

País emisor / 
País receptor

México / 
Canadá

Guatemala / 
Canadá

El Salvador / 
Canadá

México / EEUU México / EEUU Guatemala / 
México

Nicaragua / Costa Rica

Concepto del 
esquema.

PTAT. PTAT-C. PROSALTEX (El 
Salvador) - PTET 
(Canada).

Visa H-2A. Visa H-2B. Forma 
Migratoria 
Trabajador 
Fronterizo.

Acuerdo de Codesarrollo: 
Procedimientos de Gestión 
Migratoria para Trabajadores 
Temporales Costa Rica-
Nicaragua.

Tipo. Memoran-
dum de en-
tendimiento 
interguber-
namental.

Memorandum de 
entendimiento 
privado  entre 
un ente  de 
empleadores 
de Canadá 
y la Oficina 
Internacional de 
Migraciones.

Gestiones privadas 
entre gobierno 
de El Salvador y 
empresas privadas 
canadienses. 
Intermediación por 
parte de la OIM 
bajo convenio de 
cooperación con 
gobierno de El 
Salvador. 

Visa para trabajo  
agrícola temporal. 
Programa unila-
teral de recluta-
miento del país 
emisor.

Visa para trabajo 
no agrícola tem-
poral. Programa 
unilateral de 
reclutamiento del 
país emisor.

Visa migratoria 
mexicana; 
unilateral con 
facilidades para 
la internación 
y estancia en el 
país.  

Acuerdo bilateral intergu-
bernamental, con apoyo de 
cooperación internacional de 
AECID y OIM.

Dependencias, 
entidades 
y actores  

participantes 
(país emisor).

México: 
STPS, SRE, 
SEGOB, 
SS, SHCP.

Ministerios del 
Trabajo y de 
Relaciones Ex-
teriores, papel  
definido en la 
administración. 
El Consulado de 
Guatemala en 
Canadá tramita 
el seguro social, 
supervisa las 
condiciones labo-
rales, e interviene 
en la resolución 
de conflictos.

El Salvador: MRE, 
MTPS, OIM  No-
table el Viceminis-
terio ed Salvadore-
ños en el Exterior 
del MRE.

Ningún 
organismo 
estatal. 

Ningún 
organismo 
estatal.

Guatemala: 
Ninguno.

Nicaragua: MITRAB, 
DGME. Notable oficina de 
Migraciones Laborales en 
MITRAB.
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Dependencias, 

entidades 

y actores 

participantes 

(país receptor).

Canadá: 

CIC, HRS-

DC Opera-

ción: Entes 

no guberna-

mentales de 

empleadores 

( FARMS, 

FERME).

Canadá: CIC, 

HRSDC 

y CBSA y 

gobiernos 

provinciales.

Canadá: CIC, 

HRSDC y CBSA 

y gobiernos 

provinciales.

DOL- OFLC 

y ETA, 

USCIS, DOS, 

intermediarios, 

empresas y 

contratistas.

DOL- OFLC 

y ETA, 

USCIS, DOS, 

intermediarios, 

empresas y 

contratistas.

México: INM. Costa Rica: MTSS, DGME. 

Notable el Departamento 

de Migración Labora L de 

la Dirección Nacional de 

Empleo del MTSS. 

Sectores de 

actividad 

principal.

Industria 

Agrícola.

Campos de 

hortalizas, 

siembra de 

árboles y granjas 

agrícolas.

Industria agrícola 

(procesamiento 

de carnes); trabajo 

agrícola; servicios 

hoteleros.

Agricultura: 

trabajo de campo, 

en invernaderos y 

viveros, siembra 

y recolección 

(naranja, tomate, 

lechuga, tabaco, 

cebolla).

Actividades 

temporales 

no agrícolas 

como: industria 

forestal, labores 

de construcción, 

procesamiento 

de mariscos, 

paisajismo, 

turismo y 

hospitalidad.

Agrícola, 

ganadero, 

construcción, 

servicios; 

únicamente en 

los estados de 

Chiapas, Tabasco, 

Campeche y 

Quintana Roo de 

México. 

Agricultura, industria 

agrícola, construcción.

Año de inicio. 1974. 2003. 2002. 1986. 1986. 2008. 2008-2010 (3 años de 

operación).

Cobertura. 16,492 

(2011, 

STPS).

14,000. 900 a Canadá (de 

2002 a 2009, MRE).

63,000 aproxima-

damente según 

el Departamento 

de Trabajo de 

Estados Unidos 

(DOL:2012).

64,000 aproxima-

damente según 

el Departamento 

de Trabajo de 

Estados Unidos 

(DOL:2012).

99,749 FMTF a 

guatemaltecos y 

beliceños (abril 

2008-julio 2011).

8,181 (2008-2010).



183¿Quo Vadis? Reclutamiento y Contratación ...: dinámicas de los sistemas 

LINEAMIENTOS GENERALES

Período 

contractual.

Mínimo: 

240 horas 

de trabajo 

durante 6 

semanas 

Máximo: 

ocho meses.

El tiempo de los 

contratos de tra-

bajo varía entre 3 

a 8 meses al año.

1 año, renovable. Menos de 12 me-

ses, salvo circuns-

tancias extraor-

dinarias. Es una 

visa renovable.

No más de 9 me-

ses. Renovables 

hasta por 3 años.

1 año, renovable. 1 año, renovable.

Comida y 

alojamiento.

Proporcio-

nadas por el 

empleador 

(con costo).

Proporcionadas 

por el empleador 

(con costo).

Proporcionado por 

el empleador (con 

costo).

Comidas: el em-

pleador debe pro-

veer a cada tra-

bajador con tres 

comidas al día o 

debe proporcio-

nar servicios gra-

tuitos de cocina. 

Puede cobrar por 

dichas comidas 

(§ 655.173). 

También se esta-

blece el derecho a 

habitaciones lim-

pias, sin costo. 29 

CFR 1910.142.

Comida: No 

se contempla. 

Alojamiento: 

A cargo del 

trabajador.

No se contempla. Responsabilidad del emplea-

dor (sin costo).
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Salarios y 

seguros.

Los salarios 

se negocian 

anualmente. 

Protección 

del Salario 

mínimo. 

Similares a 

los demás 

jornaleros.

Similares a los 

demás jornaleros. 

Por ley tendrían 

que ser los mis-

mos que reciben 

los trabajadores 

agrícolas cana-

dienses aunque 

cada provincia 

tiene sus códigos 

laborales y se es-

tablecen algunas 

diferencias por 

provincia.

Similares en Ca-

nadá. De acuerdo 

con el contrato de 

trabajo temporal del 

modelo de gestión, 

se requiere el cum-

plimiento con las 

normas de empleo 

del país de destino. 

Derecho a recibir 

el seguro de com-

pensación obrera 

– el que esta-

blezca la ley del 

estado o benefi-

cios de cobertura 

equivalentes- .

Salario: el más 

elevado entre 

salario de efec-

tos adversos 

(AEWR), el 

salario mínimo 

federal o estatal y 

el salario vigente 

que publica el 

SWA.

El mayor de 

todos los salario 

prevaleciente 

entre el Federal, 

Estatal o local 

(reglamentación 

2012).

No se contempla. 

Según ley 

mexicana. 

Según ley costarricense. 

Transporte. Una agencia 

de viajes 

afiliada a 

FARMS 

organiza el 

transporte 

a Canadá. 

Empleado-

res adelan-

tan el costo 

del boleto y 

luego dedu-

cen el 4% de 

los salarios 

de los traba-

jadores para 

recuperar el 

costo. 

Proporcionado 

por el empleador 

(con costo), la 

OIM compra 

los boletos de 

avión para los 

trabajadores los 

cuales son paga-

dos directamente 

por la FERME. 

Cuando un tra-

bajador regresa 

por despido tie-

nen que pagar su 

boleto de avión 

de regreso.

Proporcionado 

por el empleador, 

según el contrato de 

trabajo temporal.

Gastos de 

transporte: De 

ida una vez 

cumplido 50% 

del contrato- 

vuelta-viáticos.

Gastos de 

transporte: De 

ida una vez 

cumplido 50% 

del contrato- 

vuelta-viáticos 

(reglamentación  

nueva a partir del 

2012).

No se contempla. Responsabilidad del 

empleador (sin costo).
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Tendencias 

recientes.

La opera-

ción por 

parte de 

Canadá se 

ha privatiza-

do, cediendo 

funciones a 

entes de los 

empleado-

res.

 El modelo de 

gestión del PRO-

SALTEX para la 

contratación de 

trabajadores está 

en proceso de rees-

tructuración, con 

tendencia a mayor 

protección de los 

derechos de los 

trabajadores.  Los 

acuerdos con em-

presas canadienses 

se establecen en los 

términos del modelo 

de gestión, inclu-

yendo el contrato de 

trabajo temporal. 

 El empleador 

está obligado 

a pagar o 

reembolsar en la 

primera semana 

de trabajo el 

costo total de la 

visa y los gastos 

relacionados 

con el visado 

(según la nueva 

reglamentación a 

partir del 2012).
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II. Características y procedimientos de reclutamiento de los esquemas de migración temporal de trabajadores

País emisor / 

País receptor

México / 

Canadá

Guatemala / 

Canadá

El Salvador / Canadá México / EEUU México / EEUU Guatemala / 

México

Nicaragua / Costa 

Rica

Concepto del 
esquema.

PTAT México- 
Canadá.

PTAT-C Canadá-
Guatemala.

PROSALTEX (El 
Salvador) - PTET 
(Piloto) (Canadá.)

Visa H-2A 
EEUU.

Visa H-2B. Forma 
Migratoria 
Trabajador 
Fronterizo.

Acuerdo de Code-
sarrollo: Procedi-
mientos de Gestión 
Migratoria para 
Trabajadores Tem-
porales Costa Rica-
Nicaragua.

Definición de 
necesidades de 
contratación.

Los empleadores 
registran sus 
necesidades de 
contratación 
ante los centros 
de recursos 
humanos locales 
y reciben la 
certificación del 
gobierno  de 
Canadá .

Los empledores 
registran sus 
necesidades de 
contratación ante 
los centros de 
recursos humanos 
locales y reciben 
la certificación 
del gobierno 
Canadiense. 

Empresas registran 
sus necesidades de 
contratación y reciben 
la certificación del 
gobierno  de Canadá. 
De acuerdo con el 
modelo de gestión 
salvadoreño, el 
MTPS, el MRE y 
la OIM son los que 
reciben las solicitudes 
de contratación. 

El empleador 
completa una 
aplicación para 
la certificación 
de empleo 
temporal. 
También 
la puede 
completar los 
subcontratistas.

Empleador 
presenta y 
recibe una 
determinación 
de salario 
prevaleciente, y 
luego presenta 
un registro 
H-2B  de la que 
ETA certifica 
la necesidad la 
temporal de la 
contratación.

Empleador 
determina y 
contrata. 

MTSS; empleadores.

Responsables 
del 

reclutamiento 
/ 

Procedimiento 
de selección.

A cargo de la 
STPS, a través 
del Servicio Es-
tatal de Empleo. 
Funcionarios de 
los países de ori-
gen y Agencias 
privadas de colo-
cación, que han 
ido adquiriendo 
importancia y 
cobran una tarifa 
por sus servicios.

Recluta la OIM 
directamente 
y luego los 
representantes 
del MTyPS y del 
MRE aprueban 
los trabajadores 
previamente 
seleccionados por la 
OIM.

A cargo de la OIM 
junto con la empresa 
canadiense. 

El empleador, 
contratistas y 
reclutadores 
nacionales y 
extranjeros.

El empleador, 
contratistas y 
reclutadores 
nacionales y 
extranjeros.  

Empleador, 
mediante 
contratistas 
intermediarias.

Empleadores, a 
través de MITRAB, 
o agencias o 
contratistas 
independientes. 
Si la empresa 
lo desea, puede 
ser directamente 
MITRAB con su 
Servicio Público de 
Empleo. 



187¿Quo Vadis? Reclutamiento y Contratación ...: dinámicas de los sistemas 

Participación 
del gobierno 

emisor.

El SEE anuncia 
la oportunidad 
de empleo. La 
STyPS recluta y 
selecciona a los 
trabajadores, la 
SS les practica 
exámenes 
médicos en 
México y la 
SRE otorga 
pasaportes 
especiales y 
brinda atención 
consular en 
Canadá.

El memorándum 
de entendimiento 
no está firmado por 
los gobiernos, y si 
bien establece que 
varias organismos 
del estado tienen 
una participación 
definida en la 
administración 
del PTAT-C, 
en la realidad su 
participación es 
difusa.

Gestiona acuerdo con 
la empresa, y participa 
en y vigila proceso de 
contratación, según el 
modelo de gestión del 
PROSALTEX.

No participa en 
ninguna de las 
instancias.

No participa en 
ninguna de las 
instancias.

No se contempla 
en el sistema 
unilateral. 
Según ley 
guatemalteca, se 
deben registrarse 
los contratistas 
con MTPS. 

MITRAB certifica 
empleador 
costarricense 
para reclutar 
en Nicaragua; 
vigila proceso de 
contratación; verifica 
las condiciones 
laborales en los 
contratos. DGME/
NIC autoriza salida.

Participación 
del gobierno 

receptor.

HRDC y CIC 
comparten la 
responsabilidad  
sobre el ingreso 
de trabajadores 
externos. 

MTyPS y el 
MRE,  trabajan 
en la obtención 
de documentos 
migratorios.
HRSDC otorga los 
permisos de trabajo 
y la embajada 
canadiense otorga 
las visas.

Gobierno federal 
regula el actuar 
de las empresas 
en Canadá bajo el 
PTET.  Gobiernos 
provinciales toman 
papel importante 
en regular el 
reclutamiento y la 
contratación; también 
en el acceso a la 
residencia.

El DOL-OFLC 
y ETA- emite las 
certificaciones de 
labor y supervisa 
el cumplimiento 
de las leyes 
laborales; 
USCIS revisa las 
peticiones y el 
DOS emite las 
visas a través de 
los consulados.

El DOL-OFLC 
y ETA- emite las 
certificaciones 
de labor y 
supervisa el 
cumplimiento de 
las leyes laborales; 
USCIS revisa las 
peticiones y el 
DOS emite las 
visas a través de 
los consulados.

INM emita 
la visa. No se 
contempla la 
participación de 
otras autoridades 
en el sistema, 
aunque la ley 
laboral mexicana 
contiene algunas 
disposiciones 
generales sobre 
contratistas.

MTSS autoriza 
empleador para 
contratar mano de 
obra extranjera. 
Luego autoriza 
permiso de trabajo 
para los reclutados. 
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Participación 
de entes 
privados.

Por parte de 
Canadá, parte 
importante de 
la operatividad 
se ha dejado a 
entes de los em-
pleadores Los 
actores privados 
y sus roles están 
definidos en el 
programa y regu-
lados por el go-
bierno. FARMS 
y FERME se 
encargan de 
transmitir y pro-
cesar órdenes de 
empleo acepta-
das por los Cen-
tros de Recursos 
Humanos.

FERME y OIM.
diseño y manejo del 
PTAT-C.

El Salvador: OIM. Contratistas 
y reclutadores 
contratos por los 
empleadores.

Contratistas: 
Participación 
Limitada. De-
ben declararse 
como emplea-
dores conjuntos. 
Subcontratistas 
internacionales, el 
empleador debe 
proveer copia de 
sus contratos.

Contratistas 
independientes.

Ninguna en el 
procedimiento de 
contratación. OIM y 
AECID en la nego-
ciación del acuerdo. 
DGME/CR autoriza 
entrada. 
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Requisitos que 
se piden a los 
trabajadores.

Disparidad en 
los requisitos. 
Ser jornalero 
agrícola, cam-
pesino o peón y 
tener experiencia 
laboral en dichas 
ocupaciones. Ser 
de nacionalidad 
mexicana, pre-
ferentemente de 
22 a 45 años, ser 
casado o vivir 
en unión libre, 
contar con estu-
dios mínimos de 
3º de primaria 
y máximo de 
media superior, 
saber leer y escri-
bir y radicar en 
zona rural.

Documentos 
requeridos: acta 
de nacimiento 
y constancia de 
no antecedentes 
penales o policíacos, 
pasaporte y el pago 
de garantía de 4 mil 
quetzales y 2 mil 
600 para el pago 
de los exámenes 
médicos. 

Requisitos del 
perfil (edad, sexo, 
experiencia laboral, 
estudios realizados 
y otras habilidades), 
entrevista personal, 
evaluación del grado 
de inglés, verificación 
de antecedentes 
penales, etc.

Trabajadores con 
o sin experiencia 
(no profesionales 
y sin un título 
académico).

Trabajadores con 
o sin experiencia 
(no profesionales 
y sin un título 
académico).

Ser 
guatemalteco o 
beliceño, mayor 
de 16, contar 
con una oferta 
de trabajo por 
escrito, no 
tener malos 
antecedentes ni 
haber violado 
la ley mexicana, 
chequeo de 
seguridad. 

Mayor de 18 años, 
pasaporte y visa de 
turista vigente.
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Entrevistas y 
exámenes.

Los solicitantes 
deben cumplir  
varios trámites 
ante la STPS: 
Pre-selección 
de candidatos: 
entrevista y la 
revisión inicial. 
Sistema de 
evaluación de 
una sola vía:  a 
su vuelta cada 
trabajador debe 
presentar una 
evaluación 
sellada 
completado por 
el empleador 
al ministerio 
de trabajo, en 
México.

MTyPS y MRE. Entrevista de prese-
lección con funcio-
narios de MTPS y 
OIM; en caso de ser 
exitosa,, se le hace un 
examen psicológico, 
uno toxicológico 
y uno de chequeo 
médico general, así 
como la verificación 
de la información 
proporcionada por el 
solicitante por visitas 
domiciliarias en caso 
que se amerite. Sigue 
entrevista de selección 
con representantes 
de las empresas para 
así pasar a la etapa de 
contratación, que es 
responsabilidad de la 
empresa.

Entrevista en la 
embajada antes 
del otorgamiento 
de la visa. No 
realizan exáme-
nes.

Entrevista en la 
embajada antes 
del otorgamiento 
de la visa. No rea-
lizan exámenes.

Solo se contem-
pla para efectos 
de seguridad 
nacional, por 
parte del INM.

Empleador, MI-
TRAB.

Gestión del 
permiso de 

trabajo.

Un ente 
intermediario de 
los empleadores 
se encarga de la 
parte operativa.

FERME (ente 
de empleadores) 
solicita el permiso 
ante la HRSDC.

Empresa contratante 
debe presentar el 
permiso para contra-
tar otorgado por el 
gobierno canadiense 
(bajo el PTET) al 
MTPS. MTPS res-
ponsable de vigilar la 
vigencia del contrato 
de trabajo temporal y 
gestionar documen-
tación con embajada 
canadiense, conter-
mediación de la OIM 
en su caso. 

Empleador, 
Asociación de 
productores 
agrícolas (20 
CFR 655.131) 
Contratistas (20 
CFR 655.132)
Agente en re-
presentación (20 
CFR 655.133)

Empleador, 
Contratista.

El trabajador 
mismo ante el 
INM.

Empleador ante 
DGME/CR. 
Depósito en garantía.
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Exámenes 
médicos.

Aplicados en 
México en  los 
centros de salud 
aprobados por 
Canadá. En Mé-
xico la Secretaria 
de Salubridad y 
Asistencia (SSA) 
descentralizo 
los exámenes 
médicos que se 
les aplican a los 
trabajadores. 

Pagados por 
los trabajadores 
seleccionados. 
Estos exámenes se 
aplican en Clínicas 
de salud que son 
determinadas 
por la Embajada 
Canadiense.

MTPS y OIM. No se 
contempla.

No se 
contempla.

No se 
contempla.

 

Otros pagos o 
apoyos.

El Gobierno de 
México apoya a 
los trabajadores 
que van por 
primera vez con 
$3,000 para pa-
sajes a la Ciudad 
de México don-
de se les informa 
sobre el trabajo.

Exámenes médicos, 
depósito de garan-
tía, visa de tránsito 
hacia México y visa 
de trabajo, gastos 
de transportación 
desde el lugar de 
origen a la capital 
para realización de 
trámites y el plan de 
servicios médicos 
ofrecido por OIM 
(cubre a las familias 
y son pagados con 
remesas).

Capacitación para el 
empleo por parte de 
la empresa canadien-
se. Apoyo por parte 
de OIM para prepa-
ración de documen-
tos, preguntas sobre 
contratos laborales, 
exámenes, capaci-
tación en idioma y 
orientación cultural. 

No se 
contempla.

No se 
contempla.

No se 
contempla.

 

Transporte. Los empleado-
res lo cubren y 
posteriormente 
deducen 4% de 
los salarios.

Pagados por el ente 
empleador.

Cubierto por el em-
pleador, según PTET 
y el contrato bajo el 
modelo de gestión 
salvadoreña. 

Gastos de 
transporte:-De 
ida una vez cum-
plido 50% del 
contrato- vuelta-
viático.

Gastos de 
transporte:-De 
ida una vez cum-
plido 50% del 
contrato- vuelta-
viático (regulación 
2012).

No se contem-
pla.

Responsabilidad 
del empleador (sin 
costo).
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Observaciones.  Relevante papel del 
sindicato UFCW 
Canadá para promo-
ción y protección de 
los derechos de los 
trabajadores. 

   Procedimiento de 
reclutamiento bilate-
ral con participación 
de ambos gobiernos, 
y la empresa. Proce-
dimiento de retorno 
también está estable-
cido. 
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III. Protección social en los esquemas de migración temporal de trabajadores

País emisor / 

País receptor

México / Canadá Guatemala / Canadá El Salvador / 

Canadá

México / 

EEUU

México / 

EEUU

Guatemala / México Nicaragua / Costa 

Rica

Concepto del 

esquema.

PTAT México-
Canadá.

PTAT-C Canadá-

Guatemala.

PROSALTEX 

(El Salvador) - 

PTET (Piloto) 

(Canadá).

Visa H-2A 

EEUU.

Visa H-2 B 

EEUU.

Forma Migratoria 

Trabajador Fronte-

rizo.

Acuerdo de 

Codesarrollo: 

Procedimientos de 

Gestión Migratoria 

para Trabajadores 

Temporales Costa 

Rica-Nicaragua.

Marco 

jurídico para 

la protección 

social.

De acuerdo a las leyes 

canadienses, la pro-

tección social de los 

trabajadores migran-

tes temporales debe 

ser igual a la de los 

demás trabajadores. 

Las leyes específicas 

varían por provincia.  

El Acuerdo de em-

pleo estándar entre el 

empleador, el traba-

jador y el agente gu-

bernamental del país 

emisor establece que 

será regulado por las 

leyes de Canadá y la 

provincia aplicable.

De acuerdo a las leyes 

canadienses, la pro-

tección social de los 

trabajadores migran-

tes temporales debe 

ser igual a la de los 

demás trabajadores. 

Las leyes específicas 

varían por provincia.

De acuerdo a las 

leyes canadienses, 

la protección so-

cial de los traba-

jadores migrantes 

temporales debe 

ser igual a la de 

los demás traba-

jadores. Las leyes 

específicas varían 

por provincia.

La ley general 

del Migración 

(INA) y las 

regulaciones 

departamen-

tales prevén 

regulaciones 

respecto a los 

salarios y las 

condiciones 

de trabajo. No 

están cubiertos 

por la Migrant 

and Seasonal 

Agricultural 

Worker Pro-

tection Act 

(MSPA), sin 

embargo, se les 

aplican varias 

otras leyes a 

nivel federal y 

estatal.

Nuevas 

regulacio-

nes depar-

tamentales 

prevén re-

gulaciones 

respecto a 

los salarios 

y las con-

diciones 

de trabajo 

(20 CFR 

Parte 655, 

subparte 

A). Leyes 

federales y 

locales se-

gún tema.

Siendo visa migra-

toria y no programa 

laboral, no se con-

templa el acceso a la 

protección social en 

el sistema, ni provee 

facilidades para ello. 

Los derechos de los 

trabajadores están 

garantizados en la 

legislación laboral y 

de seguridad social. 

El problema es,  de 

acceso a los servicios 

y al aseguramiento 

para trabajadores 

migrantes, indepen-

dientemente de las 

garantías en la ley 

migratoria. 

Código de Trabajo 

costarricense, Ley 

Constitutiva de la 

CCSS: aseguramiento 

obligatorio en 

la CCSS; INS. 

Responsabilidad del 

empleador. 
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Seguridad e 

higiene. 

Derecho a: participar 

en comités conjuntos 

empleador-empleado  

que habilita su parti-

cipación en decisio-

nes relacionadas con 

la salud y seguridad 

en el centro de tra-

bajo , rehusarse a 

realizar trabajo ries-

goso,  y  a informarse 

sobre riesgos. Cada 

estado cuenta con un 

Sistema de Informa-

ción sobre Materiales 

Peligrosos en el Sitio 

de Trabajo. 

Derecho a participar 

en comités, rehusarse 

a trabajo riesgoso y 

derecho a informa-

ción sobre riesgos.

Derecho a parti-

cipar en comités, 

rehusarse a trabajo 

riesgoso y derecho 

a información 

sobre riesgos.

La ley OSH 

aplica

-atmósfera 

libre de riegos

-normas míni-

mas de higiene 

(salvo que los 

estados asu-

man esta tarea 

por medio de 

un plan apro-

bado)

Excepción: 

productores 

agrícolas con 

menos de once 

trabajadores 

y sin campa-

mentos labo-

rales.

No hay 

distinción 

entre na-

cionales y 

extranjeros. 

La ley 

OSH aplica

-atmósfera 

libre de 

riegos

- normas 

mínimas 

de higiene 

(salvo que 

los estados 

asuman 

esta tarea 

por medio 

de un plan 

aprobado).

No se contempla. Incluido en CCSS.
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Seguro 

ocupacional / 

Compensación 

por accidentes 

del trabajo.

Empleadores con-

tribuyen a un fondo 

colectivo, por indus-

tria y los empleados 

lesionados reciben 

compensación de este 

fondo sin importar la 

culpa. El costo debe 

ser soportado por el 

empleador. Los bene-

ficios incluyen: pago 

de los costos médicos, 

salarios perdidos y 

rehabilitación.

Debe cubrirla el 

empleador.

Según el PTET, 

debe cubrirla el 

empleador y se-

gún el contrato, el 

empleador tiene 

la obligación de 

registrar el tra-

bajador bajo el 

régimen provin-

cial para el seguro 

ocupacional. 

Los emplea-

dores de los 

trabajadores 

H-2A deben 

proporcionar-

les un seguro 

equivalente al 

del estado en 

que trabajen.

La cober-

tura de los 

trabajadores 

H-2B va a 

depender 

del trato 

que cada 

estado ten-

ga sobre el 

seguro de 

compensa-

ción obrera 

(en algunos 

es obligato-

rio, en otros 

opcional, en 

otros de-

pende de la 

cantidad de 

trabajado-

res, etc). 

No se contempla. Incluido en CCSS.
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Seguro de 

desempleo.

Por ley de 

carácter federal. 

Se descuenta un 

cuota al trabajador, 

aunque el carácter 

temporal le impide 

reunir el mínimo de 

cotizaciones.

Por ley de carácter 

federal. Se descuenta 

un cuota al trabajador, 

aunque el carácter 

temporal le impide 

reunir el mínimo de 

cotizaciones. Se des-

cuenta de su sueldo, 

Seguro de empleo- 

descuento de 1.53% 

del salario bruto. 

Por ley de carácter 

federal. Se des-

cuenta un cuota al 

trabajador, aunque 

el carácter tem-

poral le impide 

reunir el mínimo 

de cotizaciones.

No están suje-

tos al impues-

to FUTA y los 

estados suelen 

excluir a estos 

trabajadores de 

la cobertura de 

compensación 

por desempleo 

exigida por 

sus leyes. Sin 

embargo los 

empleadores 

están obliga-

dos a garanti-

zarles el traba-

jo durante por 

lo menos tres 

cuartas partes 

del contrato.

No se 

contempla.

No se contempla. Incluido en CCSS.
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Plan de 

pensiones. 

Fallecimiento, dis-

capacidad, edad 

avanzada. Acuerdos 

recíprocos con otros 

países. Los trabaja-

dores pagan  el plan 

de pensiones a través 

de deducciones sobre 

sus cheques de pago. 

Esto generalmente 

no se traduce en una 

cobertura adecuada 

o el acceso pleno a 

los beneficios. Hay 

un Convenio sobre 

Seguridad Social 

entre estos países, 

pero excluye a los 

jornaleros mexicanos. 

Los trabajadores de 

la agricultura que 

ganan menos de 250 

dólares o trabajaron 

menos de 25 días al 

año no están sujetos a 

deducciones.

Derecho a pensión 

después de cubrir 10 

temporadas.

Descontado del 

salario.

El IRS ha de-

sarrollado pau-

tas específicas 

para H-2A de 

trabajadores 

agrícolas.  

Los tra-

bajadores 

H-2B están 

cubiertos 

por el pro-

grama pero 

podrían 

no trabajar 

suficientes 

cuatrimes-

tres en los 

EE.UU. 

para ser 

elegibles a 

beneficios.

No se contempla. Incluido en CCSS.
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Cuidado de 

salud.

Acceso a servicios de 

salud pública a resi-

dentes con más de 6 

meses. En otros casos 

mediante arreglos 

que haga el emplea-

dor. Los trabajadores 

migrantes deben 

ser cubiertos por los 

programas de salud 

provinciales. En las 

provincias donde no 

se cubre el acceso a la 

salud, el empleador 

debe  adquirir segu-

ros de salud privados. 

El acceso a los servi-

cios de salud pública 

sólo se otorga a los 

que tienen una resi-

dencia de seis meses.

La OIM ofrece pla-

nes de servicios médi-

cos con costo para el 

migrante.

PTET obiga y 

contrato estipula 

pago de seguro 

médico hasta que 

el trabajador este 

elegible para un 

plan provincial 

canadiense. Según 

el contrato, no se 

puede cobrar al 

trabajador. 

Los emplea-

dores tienen 

que proveer 

para sus em-

pleados un lu-

gar de trabajo 

que no tenga 

peligros serios 

y seguir todos 

los estándares 

de seguridad 

y salud de 

OSHA.

Los em-

pleadores 

tienen que 

proveer 

para sus 

empleados 

un lugar de 

trabajo que 

no tenga 

peligros se-

rios y seguir 

todos los 

estándares 

de seguri-

dad y salud 

de OSHA.

No se contempla. Incluido en CCSS

Prestaciones por 

paternidad.

Ayuda económica 

si tiene un hijo o un 

año después. Los 

hombres pueden re-

clamarla si su esposa 

está  embarazada y su 

hijo es menor de un 

año de edad cuando 

regresan a México.

Seguro parental- des-

cuento mensual al 

salario bruto de 4%. 

Beneficio si tiene un 

hijo mientras está tra-

bajando en Canadá o 

naciera dentro de un 

año después de su re-

greso y haya acumula-

do más de 600 horas 

de trabajo al final de 

su temporada .

   No se contempla. Incluido en CCSS
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Alojamiento. A cargo del emplea-

dor. Previsto en el 

contrato. El emplea-

dor debe proveer 

la vivienda, por lo 

general en el sitio del 

lugar de trabajo. Una 

autoridad designada 

debe inspeccionar 

anualmente. Pero 

en algunos casos  se 

cobra una renta.

Proporcionadas por 

el empleador (con 

costo).

A cargo del em-

pleador. Previsto 

en el contrato.

Derecho a 

habitaciones 

limpias, sin 

costo. 29 CFR 

1910.142.

A cargo del 

trabajador.

No se contempla. Responsabilidad del 

empleador según 

Acuerdo de Codesa-

rrollo.

Observaciones 

generales.

  El contrato esti-

pula que las de-

ducciones del sa-

lario pueden llegar 

al 27%  incluyen-

do impuesto sobre 

la renta, seguro 

de desempleo y el 

plan de pensiones 

de Canadá.

  Siendo visa migra-

toria y no programa 

laboral, no se con-

templa el acceso a la 

protección social en 

el sistema, ni provee 

facilidades para ello. 

Los derechos de los 

trabajadores están 

garantizados en la 

legislación laboral y 

de seguridad social. 

El problema es esen-

cialmente uno de 

acceso a los servicios 

y al aseguramiento 

para trabajadores 

migrantes, indepen-

dientemente de las 

garantías en la ley 

migratoria. 

Ley laboral establece 

que registro al CCSS 

y INS es responsa-

bilidad del patrón, y 

contiene sanciones. 

Pero nueva ley migra-

toria parece trasladar 

responsabilidad al 

trabajador.
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Anexo 5

Modelo: Acuerdo bilateral sobre migraciones temporales de trabajadores1

Artículo 1. Intercambio de información

1. La autoridad competente del territorio de inmigración deberá proporcionar, periódicamente, información 
apropiada a la autoridad competente del territorio de emigración [...] sobre:

a) las disposiciones legislativas y administrativas referentes a la entrada, empleo, residencia [...] de los 
migrantes [...];

b) el número, las categorías y las calificaciones profesionales de los migrantes deseados;

c) las condiciones de trabajo y de vida de los migrantes, y en especial el costo de vida y los salarios 
mínimos en función de las categorías profesionales y de las regiones de empleo, las asignaciones suple-
mentarias, si las hubiere; la naturaleza de los empleos disponibles, las bonificaciones de contratación, si 
las hubiere; los regímenes de seguridad social y de asistencia médica, las disposiciones relativas al trans-
porte de los migrantes y de sus bienes y herramientas, las condiciones de vivienda y las disposiciones 
sobre el suministro de alimentos y vestido, las medidas relativas a la transferencia de los ahorros de los 
migrantes, y de otras sumas debidas en virtud de lo dispuesto en el presente acuerdo;

d) las facilidades especiales, si las hubiere, concedidas a los migrantes;

e) las facilidades de instrucción general y de formación profesional concedidas a los migrantes;

f ) [...];

g) [...].

2. La autoridad competente del territorio de emigración [...] deberá poner esta información en conocimiento 
de las personas y organismos interesados.

3. La autoridad competente del territorio de emigración [...] deberá proporcionar, periódicamente, información 
apropiada a la autoridad competente del territorio de inmigración sobre:

a) las disposiciones legislativas y administrativas referentes a la inmigración;

b) el número y las calificaciones profesionales de las personas que deseen emigrar, [...];

c) el régimen de seguridad social;

d) las facilidades especiales, si las hubiere, concedidas a los migrantes;

e) [...];

f ) [...].

4. La autoridad competente del territorio de inmigración deberá poner esta información en conocimiento de 
las personas u organismos interesados.

1  Eduardo Geronimi. Acuerdos bilaterales de migración de mano de obra: Modo de empleo. Estudios sobre Migraciones Internacionales No. 65. Progra-
ma de Migraciones Internacionales. OIT. 2004.
El texto de este extracto corresponde al acuerdo tipo que figura como anexo a la Recomendación No. 86 de la OIT sobre trabajadores migrantes. No 
incluye las disposiciones correspondientes a migrantes permanentes, refugiados y personas desplazadas.
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5. Cada una de las partes en cuestión deberá, igualmente, comunicar la información mencionada en los párrafos 
1 a 4 del presente artículo a la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 2. Acción contra la propaganda que induce en error

1. Las partes convienen en tomar todas las medidas pertinentes que conciernan a sus territorios respectivos, 
siempre que lo permita la legislación nacional, para impedir toda propaganda relativa a la emigración e inmi-
gración que pueda inducir en error.

2. A estos efectos, las partes colaborarán, si ello fuere necesario, con las autoridades competentes de otros países 
interesados.

Artículo 3. Formalidades administrativas

Las partes convienen en tomar medidas a fin de acelerar y simplificar la realización de las formalidades ad-
ministrativas relacionadas con la salida, viaje, entrada, residencia [...] de los migrantes, y siempre que ello fuere 
posible, de los miembros de sus familias; estas medidas deberán incluir, cuando ello fuere necesario, la orga-
nización de un servicio de interpretación.

Artículo 4. Validez de los documentos

1. Las partes determinarán las condiciones que deba reunir, a fin de que se reconozca su validez en el territorio 
de inmigración, cualquier documento expedido por la autoridad competente del territorio de emigración, y 
referente a los migrantes [...], en lo que concierne a:

a) su estado civil;

b) su situación judicial;

c) sus calificaciones profesionales;

d) su instrucción general y su formación profesional; y

e) su participación en regímenes de seguridad social.

2. Las partes también determinarán el alcance de dicho reconocimiento.

3. [...]

Artículo 5. Condiciones y criterios relativos a las migraciones

1. Las partes deberán determinar, de común acuerdo:

a) los requisitos que deban reunir los migrantes y los miembros de sus familias, en lo que respecta a la 
edad, aptitud física y salud, así como las calificaciones profesionales para las diversas ramas de la activi-
dad económica y para las diferentes categorías profesionales;
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b) [...].

2. Las partes deberán determinar también, de conformidad con las disposiciones del artículo 28 del presente 
acuerdo:

a) la importancia numérica y las categorías profesionales de los migrantes que serán reclutados durante 
un período determinado;

b) las zonas de reclutamiento y las zonas de colocación y establecimiento [...].

3. A fin de reclutar migrantes que respondan a las necesidades técnicas del territorio de inmigración y que 
puedan adaptarse fácilmente a las condiciones existentes en dicho territorio, las partes deberán determinar los 
criterios que regirán la selección técnica de los migrantes.

4. Al establecer estos criterios, ambas partes deberán tener en consideración: 

a) con respecto a la selección médica:

i) la naturaleza del examen médico al que someterán a los migrantes (examen médico general, 
examen radiológico, examen de laboratorio, etc.);

ii) la elaboración de listas de enfermedades y defectos físicos que constituyan claramente una 
incapacidad para el empleo en ciertas profesiones;

iii) las condiciones mínimas de higiene prescritas en convenios internacionales sobre higiene y 
relativas a los movimientos de población de un país a otro;

b) con respecto a la selección profesional:

i) las calificaciones de los migrantes exigidas en cada profesión o grupo de profesiones;

ii) las profesiones alternativas que exijan de los trabajadores calificaciones o capacidades análo-
gas, a fin de satisfacer las necesidades de profesiones determinadas en las que sea difícil reclutar 
un número suficiente de trabajadores calificados;

iii) el desarrollo de los tests psicotécnicos;

c) con respecto a la selección basada en la edad de los migrantes: la flexibilidad con que deba aplicarse 
el criterio sobre la edad, a fin de tener en cuenta, por una parte, los requisitos de diversos empleos y, por otra, las 
diferencias de capacidad de los individuos de una edad determinada.

Artículo 6. Organización del reclutamiento, introducción y establecimiento

1. Las personas u organismos que efectúen operaciones de reclutamiento, introducción y colocación de migran-
tes [...] deberán ser nombrados por las autoridades competentes de los territorios interesados [...], a reserva de 
la aprobación de ambas partes.

2. A reserva de las disposiciones del párrafo siguiente, el derecho a efectuar las operaciones de reclutamiento, 
introducción y colocación sólo incumbirá a:
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a) las oficinas públicas de colocación u otros organismos oficiales del territorio donde se realicen las 
operaciones;

b) los organismos oficiales de un territorio distinto de aquel donde se realicen las operaciones, que estén 
autorizados a efectuar dichas operaciones en ese territorio en virtud de un acuerdo entre las partes;

c) cualquier organismo establecido de conformidad con las disposiciones de un instrumento interna-
cional.

3. Además, en la medida en que la legislación nacional de cada una de las partes lo permita, y a reserva de la 
aprobación y de la vigilancia de las autoridades competentes de dichas partes, las operaciones de reclutamiento, 
introducción y colocación podrán ser efectuadas por:

a) el empleador o una persona que esté a su servicio y actúe en su nombre;

b) agencias privadas.

4. Los gastos de administración ocasionados por el reclutamiento, introducción y colocación no deberán correr 
a cargo del migrante.

Artículo 7. Exámenes de selección

1. Todo candidato a la emigración deberá someterse a un examen adecuado en el territorio de emigración; dicho 
examen deberá entrañar las menores molestias posibles para el migrante.

2. Con respecto a la organización de la selección de los migrantes, las partes se pondrán de acuerdo sobre:

a) el reconocimiento y la composición de los organismos oficiales y de los organismos privados que 
hayan sido autorizados por la autoridad competente del territorio de inmigración para efectuar las 
operaciones de selección en el territorio de emigración;

b) la organización de los exámenes de selección, los centros donde habrán de celebrarse y la distribu-
ción de los gastos ocasionados por estos exámenes;

c) la colaboración de las autoridades competentes de ambas partes, y en particular de sus servicios de 
empleo, en la organización de la selección.

Artículo 8. Información y asistencia a los migrantes

1. El migrante que haya sido admitido, después de su examen médico y profesional, deberá recibir en el centro 
de reunión o de selección, en un idioma que comprenda, toda la información que aún pudiere necesitar en rel-
ación con la naturaleza del trabajo para el que haya sido reclutado, la región del empleo, la empresa a la que haya 
sido destinado y las disposiciones tomadas para su viaje, así como las condiciones de vida y de trabajo, compren-
didas las condiciones de higiene y demás condiciones afines que existan en el país y en la región adonde se dirija.

2. A su llegada al país de inmigración, al centro de recepción, si lo hubiere, o al lugar de residencia, los migrantes 
[...] deberán recibir todos los documentos que necesiten para su trabajo, su residencia [...] en el país, así como 
información, instrucciones y consejos relativos a las condiciones de vida y de trabajo, y cualquier otra ayuda que 
pudieren necesitar para adaptarse a las condiciones del país de inmigración.
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Artículo 9. Educación y formación

Las partes deberán coordinar sus actividades en lo que concierne a la organización de cursos para migrantes, 
los cuales incluirán una información general sobre el país de inmigración, la enseñanza del idioma de este país 
y la formación profesional.

Artículo 10. Intercambio de practicantes

Las partes convienen en favorecer el intercambio de practicantes y en determinar, en un acuerdo separado, las 
condiciones que regirán dichos intercambios.

Artículo 11. Condiciones de transporte

1. Durante el viaje desde el lugar de su residencia hasta el centro de reunión o de selección, así como durante 
su estada en dicho centro, los migrantes [...] deberán recibir de la autoridad competente del territorio de emi-
gración [...] cualquier ayuda que pudieren necesitar.

2. Las autoridades competentes de los territorios de inmigración o emigración deberán, cada una dentro de 
su jurisdicción, proteger la salud y el bienestar de los migrantes [...]y prestarles cualquier ayuda que pudieren 
necesitar durante el viaje desde el centro de reunión o selección hasta el lugar de su empleo, así como durante 
su estada en un centro de recepción, si lo hubiere.

3. Los migrantes [...] deberán ser transportados en la forma que merecen los seres humanos, y de acuerdo con 
la legislación vigente.

4. Las partes deberán determinar, de común acuerdo, los términos y las condiciones para la aplicación de las 
disposiciones del presente artículo.

Artículo 12. Gastos de viaje y de manutención

Las partes deberán determinar los métodos para sufragar los gastos de viaje de los migrantes [...] desde el lugar 
de su residencia hasta el lugar de destino, los de su manutención mientras viajen, los ocasionados por enferme-
dad y hospitalización, así como los relativos al transporte de sus efectos personales.

Artículo 13. Transferencia de fondos

1. La autoridad competente del territorio de emigración deberá, en todo lo posible y de conformidad con la 
legislación nacional en materia de importación y exportación de divisas extranjeras, autorizar y facilitar a los 
migrantes [...] el retiro, de su país, de las sumas que puedan necesitar para su establecimiento inicial en el ex-
tranjero.

2. La autoridad competente del territorio de inmigración deberá, en todo lo posible y de conformidad con la 
legislación nacional en materia de importación y exportación de divisas extranjeras, autorizar y facilitar la trans-
ferencia periódica, al territorio de emigración, de los ahorros de los migrantes y de cualesquiera otras sumas 
debidas en virtud del presente acuerdo.
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3. Las transferencias de fondos autorizadas en los párrafos 1 y 2 de este artículo deberán efectuarse de acuerdo 
con el tipo oficial de cambio existente.

4. Las partes deberán tomar todas las medidas necesarias para simplificar y acelerar las formalidades adminis-
trativas relativas a las transferencias de fondos, a fin de que estos fondos se reciban por los derechohabientes en 
el plazo más breve posible.

5. Las partes deberán determinar si podrá obligarse al migrante a transferir una parte de su salario para el man-
tenimiento de la familia que haya quedado en su país o en el territorio del cual emigró, así como las condiciones 
en que deba realizarse dicha transferencia.

Artículo 14. [...]

Artículo 15. Vigilancia de las condiciones de vida y de trabajo

1. Se deberán tomar disposiciones para que la autoridad competente, o los organismos debidamente autoriza-
dos del territorio de inmigración, velen por las condiciones de vida y de trabajo de los migrantes, comprendidas 
las condiciones de higiene.

2. Cuando se trate de migraciones temporales, las partes deberán tomar las medidas necesarias, si ello fuere 
pertinente, para que representantes autorizados del territorio de emigración [...] colaboren con la autoridad 
competente o con organismos debidamente autorizados del territorio de inmigración en el ejercicio de esta 
vigilancia.

3. Durante un período determinado, cuya duración se fijará por las partes, los migrantes deberán recibir una 
asistencia especial en lo que concierne a las cuestiones relativas a sus condiciones de empleo.

4. La asistencia relativa a las condiciones de empleo y de vida podrá ser prestada por el servicio ordinario de 
inspección del trabajo del país de inmigración, o por un servicio especial para los migrantes, con la colaboración, 
cuando ello fuere necesario, de organizaciones voluntarias reconocidas.

5. Se deberán tomar medidas, cuando ello fuere necesario, para que representantes del territorio de emigración 
[...] puedan colaborar con dichos servicios.

Artículo 16. Solución de conflictos

1. En caso de conflicto entre un migrante y su empleador, el migrante tendrá acceso a los tribunales compe-
tentes o podrá presentar en cualquier otra forma sus reclamaciones, de conformidad con la legislación del ter-
ritorio de inmigración.

2. Las autoridades deberán establecer cualquier otro procedimiento necesario para la solución de todo conflicto 
que surja al aplicarse el acuerdo.
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Artículo 17. Igualdad de trato

1. La autoridad competente del territorio de inmigración deberá conceder a los migrantes [...], en lo que conci-
erne a los empleos para los cuales son elegibles, un trato no menos favorable que el que aplique a sus nacionales 
en virtud de las disposiciones legislativas o administrativas, o de los contratos colectivos de trabajo.

2. Esta igualdad de trato se deberá aplicar, sin discriminación de nacionalidad, raza, religión o sexo, a los in-
migrantes que se encuentren legalmente dentro del territorio de inmigración, en relación con las materias 
siguientes:

a) siempre que estos puntos estén reglamentados por la legislación o dependan de las autoridades ad-
ministrativas:

i) la remuneración, comprendidos los subsidios familiares cuando éstos formen parte de la re-
muneración, las horas de trabajo, el descanso semanal, las horas extraordinarias, las vacaciones 
pagadas, las limitaciones al trabajo a domicilio, la edad de admisión al empleo, el aprendizaje y 
la formación profesional, el trabajo de las mujeres y de los menores;

ii) la afiliación a las organizaciones sindicales y el disfrute de las ventajas ofrecidas por los 
contratos colectivos;

iii) la admisión a las escuelas, al aprendizaje y a los cursos o escuelas de formación profesional 
y técnica, siempre que esta admisión no perjudique a los nacionales del país de inmigración;

iv) las medidas de recreo y de bienestar;

b) los impuestos, derechos y contribuciones que deba pagar, por concepto del trabajo, la persona em-
pleada;

c) la higiene, la seguridad y la asistencia médica;

d) las acciones judiciales relativas a las cuestiones comprendidas en el presente acuerdo.

Artículo 18. [...]

Artículo 19. Suministro de alimentos

Los migrantes [...] deberán gozar del mismo trato que los trabajadores nacionales de la misma profesión, en lo 
que se refiere al suministro de géneros alimenticios.

Artículo 20. Condiciones de vivienda

La autoridad competente del territorio de inmigración deberá cerciorarse de que los migrantes [...] tienen una 
vivienda higiénica y conveniente, siempre que se disponga de las instalaciones necesarias.
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Artículo 21. Seguridad social

1. Ambas partes deberán determinar, en un acuerdo separado, los métodos para aplicar un régimen de seguridad 
social a los migrantes y a las personas a su cargo.

2. [...]

3. [...]

4. El acuerdo impondrá la obligación, a la autoridad competente del territorio de inmigración, de tomar medi-
das que garanticen, a los migrantes temporales y a las personas a su cargo, un trato no menos favorable que el 
que aplique a sus nacionales, quedando entendido que en caso de regímenes obligatorios de pensión se tomarán 
medidas adecuadas para el mantenimiento de los derechos adquiridos por los migrantes y de aquellos otros en 
curso de adquisición.

Artículo 22. Contratos de trabajo

1. En los países donde se haya establecido un sistema de contratos-tipo, el contrato individual de trabajo de 
los migrantes se basará en un contrato-tipo elaborado por las partes para las principales ramas de la actividad 
económica.

2. El contrato individual de trabajo deberá establecer las condiciones generales de contratación y de trabajo 
previstas en el contrato-tipo y deberá traducirse en un idioma que comprenda el migrante. Se deberá remitir 
al migrante una copia del contrato antes de su salida del territorio de emigración o, si se conviniere entre las 
partes, a su llegada al centro de recepción del territorio de inmigración. En este caso, el migrante deberá estar 
informado por un documento escrito que se refiera a él individualmente, o a un grupo de migrantes del que 
forme parte, de la categoría en la que estará empleado y de las demás condiciones de trabajo, especialmente del 
salario mínimo que se le garantice.

3. El contrato individual de trabajo deberá contener todos los datos necesarios, tales como:

a) el nombre y apellidos del trabajador, el lugar y la fecha de su nacimiento, su estado familiar y el lugar 
de residencia y de reclutamiento;

b) la naturaleza del trabajo que va a efectuar y el lugar donde deba realizarse;

c) la categoría profesional en la que está clasificado;

d) la remuneración de las horas normales de trabajo, de las horas extraordinarias, del trabajo nocturno 
y del realizado en días festivos, así como la forma de pago;

e) las primas, indemnizaciones y asignaciones, si las hubiere;

f ) las condiciones en las que el empleador podrá estar autorizado a efectuar descuentos de la remuner-
ación del interesado, y su cuantía;

g) las condiciones de alimentación, cuando ésta la proporcione el empleador;

h) la duración del contrato, y las condiciones para renovarlo y denunciarlo;

i) las condiciones en que se autorice la entrada y residencia en el territorio de inmigración;
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j) el modo de sufragar los gastos de viaje del migrante [...];

k) cuando se trate de migraciones temporales, el modo de sufragar los gastos de regreso al país de ori-
gen o al territorio de emigración, si ello fuere necesario;

l) los casos en los que se pueda terminar el contrato.

Artículo 23. Cambio de empleo

1. Si la autoridad competente del territorio de inmigración considera que el empleo para el que el migrante 
ha sido reclutado no corresponde a sus aptitudes físicas o profesionales, deberá facilitar la colocación de dicho 
migrante en otro empleo que corresponda a sus aptitudes y que esté autorizado a ocupar de conformidad con 
la legislación nacional.

2. Durante los períodos de desempleo, el método de mantenimiento de los migrantes [...] se determinará por 
las disposiciones de un acuerdo separado.

Artículo 24. Estabilidad en el empleo

1. Si, antes de la expiración de su contrato, el trabajador migrante queda sobrante en la empresa o en la rama de 
actividad económica en la que fue contratado, la autoridad competente del territorio de inmigración facilitará, 
a reserva de las cláusulas del contrato, su colocación en otro empleo que corresponda a sus aptitudes y que esté 
autorizado a ocupar de conformidad con las legislación nacional.

2. En caso de que el migrante no tuviese derecho a las prestaciones previstas en un régimen de asistencia o de 
seguro de desempleo, su mantenimiento, [...] se asegurará durante todo el período en que permanezca desem-
pleado, de conformidad con las disposiciones establecidas en un acuerdo separado, siempre que ello no fuere 
incompatible con los términos de su contrato.

3. Las disposiciones de este artículo no menoscabarán el derecho del migrante a beneficiarse de las ventajas que 
pudieren preverse en su contrato de trabajo, en caso de que el empleador lo termine prematuramente.

Artículo 25. Disposiciones relativas a la expulsión

1. La autoridad competente del territorio de inmigración se obliga a no enviar al migrante, [...] al territorio del 
que emigró, a menos que así lo desee el migrante, si a causa de enfermedad o accidente no pudiera ya ejercer 
su profesión.

2. El gobierno del territorio de inmigración se obliga a no enviar a su país de origen a los [...] migrantes que 
no deseen regresar a su país de origen, por razones políticas, cuando el territorio de origen no sea el territorio 
en que fueron reclutados, a menos que formalmente expresen este deseo en una solicitud escrita dirigida a la 
autoridad competente del territorio de inmigración [...].

Artículo 26. Viaje de regreso

1. Los gastos del viaje de regreso de un migrante que, habiendo sido introducido en el territorio de inmigración 
de conformidad con un plan ejecutado bajo los auspicios del gobierno de dicho territorio, se vea obligado a 
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dejar su empleo por razones ajenas a su voluntad y no pueda, en virtud de la legislación nacional, colocarse en 
un empleo para el cual sea elegible, se regularán en la forma siguiente:

a) el costo del viaje de regreso del migrante y de las personas a su cargo no podrá, en ningún caso, recaer 
sobre el migrante;

b) el método para sufragar los gastos del viaje de regreso será determinado por acuerdos bilaterales 
complementarios; 

c) de todos modos, aun en el caso de que no se haya incluido ninguna disposición a este efecto en un 
acuerdo bilateral, se especificará en la información que se proporcione a los migrantes, al reclutarlos, la 
persona o el organismo a quien incumba la carga del viaje de regreso, en las condiciones previstas en el 
presente artículo.

2. Conforme a los métodos de colaboración y consulta convenidos en virtud del artículo 28 de este acuerdo, 
ambas partes determinarán las medidas que deban tomarse para organizar el regreso de esos migrantes y para 
garantizarles, durante el viaje, las condiciones de higiene y de bienestar y la asistencia de que gozaron durante 
el viaje de ida.

3. La autoridad competente del territorio de emigración exonerará de todo derecho de aduanas la entrada de:

a) los efectos personales;

b) las herramientas manuales portátiles y el equipo portátil de la clase que normalmente poseen los 
trabajadores para el ejercicio de su oficio que hayan estado en la posesión y uso de dichas personas 
durante un período apreciable, y que estén destinados a ser utilizados por los migrantes en el ejercicio 
de su profesión.

Artículo 27. Doble impuesto

Ambas partes determinarán, en un acuerdo separado, las medidas que deban adoptarse para evitar el doble 
impuesto a las ganancias de los trabajadores migrantes.

Artículo 28. Métodos de consulta y colaboración

1. Ambas partes convendrán los métodos de consulta y colaboración necesarios para cumplir las disposiciones 
de este acuerdo.

2. Cuando lo soliciten los representantes de ambas partes, la Oficina Internacional del Trabajo estará asociada 
a dicha consulta y colaboración.

Artículo 29. Disposiciones finales

1. Las partes deberán determinar la duración del presente acuerdo y el plazo para su denuncia.

2. Las partes deberán determinar igualmente las disposiciones del presente acuerdo que permanecerán en vigor 
después de la expiración de este último.
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Anexo 6:  Modelo: ejemplo de reglamento de agencias de colocación para trabajadores

Reglamento de Agencias de Colocación de Trabajadores.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia  de la Repú-
blica.

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere la fracción I, del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con 
fundamento en los artículos 13, 27, 28, 34 y 40 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28, 
29, 537, fracción II, 538, 539, fracción II, 539-C, 539-D, 539-E y 539-F de la Ley Federal del Trabajo, y 79 y 
80 de la Ley General de Población, he tenido a bien expedir el siguiente

Reglamento de agencias de colocación de trabajadores

Capítulo I. Disposiciones generales

Artículo 1. El presente Reglamento tiene por objeto normar la prestación del servicio de colocación de 
trabajadores. Sus disposiciones son de orden público e interés social y regirán en todo el territorio nacional.

En los actos, procedimientos y resoluciones a que se refiere el presente Reglamento, se deberá atender, en lo 
conducente, las disposiciones de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 2. Para los efectos de este Reglamento, se entenderá por:

I. Agencia de colocación de trabajadores con fines de lucro: Las personas físicas o morales de derecho 
privado, dedicadas a prestar el servicio de colocación de trabajadores y que obtienen por ello una retri-
bución económica.

II. Agencias privadas y oficiales de colocación de trabajadores sin fines lucrativos: Toda persona física  o 
moral, dependencia u organismo oficial que preste el servicio de colocación de trabajadores,  sin obte-
ner por ello una retribución económica;

III. Ley: La Ley Federal del Trabajo;

IV. Secretaría: La Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

V. Servicio de colocación de trabajadores: A todas las acciones cuyo objeto principal sea el reclutamiento, 
selección de personal y localización de vacantes, para vincular laboralmente a un trabajador con un 
empleador o a éste con aquél, bajo cualquier modalidad, y

VI. Servicio Nacional del Empleo: Las unidades administrativas de la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social y de los gobiernos de las Entidades Federativas y del Distrito Federal, que prestan el servicio de 
colocación de trabajadores, en términos de los artículos 538 y 539-D de la Ley Federal del Trabajo.

Artículo 3. Las oficinas del Servicio Nacional del Empleo, no serán consideradas como agencias de coloca-
ción de trabajadores, para los efectos del presente Reglamento.

Artículo 4. Para el funcionamiento de las agencias de colocación de trabajadores con fines de lucro, se 
deberá obtener previamente autorización y registro de funcionamiento, de acuerdo con lo dispuesto por este 
Reglamento.
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Las agencias oficiales y privadas de colocación de trabajadores sin fines lucrativos, solamente deberán in-
formar a la Secretaría acerca de su constitución e inicio de funcionamiento, para fines de registro y control, así 
como para que ésta coordine las acciones en la materia, en los términos previstos en el presente Reglamento.

Artículo 5. La prestación del servicio de colocación de trabajadores será gratuita para éstos en todos los 
casos. Queda prohibido cobrar cantidad alguna por cualquier razón o concepto a los solicitantes de empleo.

Artículo 6. Los prestadores del servicio de colocación de trabajadores no podrán establecer distinciones por 
motivo de origen étnico, sexo, edad, discapacidad, condición social o económica, condiciones de salud, embara-
zo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, que tenga por objeto impedir 
o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas.

No se considerarán discriminatorias las distinciones basadas en capacidades o conocimientos especializados 
para desempeñar una actividad determinada.

Artículo 7. Las agencias de colocación de trabajadores con fines de lucro que desarrollen acciones de vin-
culación para colocar trabajadores en campos agrícolas dentro del territorio nacional, estarán sujetas a las dis-
posiciones de este Reglamento.

Artículo 8. Las agencias de colocación de trabajadores podrán establecer sucursales. Para efectos de control, 
deberán presentar un aviso a la Secretaría, dentro de los quince días siguientes a la fecha de inicio  de opera-
ciones de las sucursales.

Procederá la inscripción de sucursales cuando se cumpla con los requisitos conducentes a que se refieren los 
Capítulos III y IV de este Reglamento, según corresponda.

Artículo 9. Las agencias de colocación de trabajadores estarán obligadas a:

I. Prestar sus servicios con pleno respeto a la dignidad de los trabajadores solicitantes de empleo, sin in-
currir en conductas discriminatorias; así como participar en la integración de un sistema nacional  de 
empleo;

II. Proporcionar semestralmente la información relativa a su participación en el mercado de trabajo, me-
diante las formas de registro estadístico que al efecto expida la Secretaría. Dicha información deberá 
presentarse a la Secretaría a más tardar los días 15 de los meses de enero y julio, según corresponda;

III. Ser veraces en su publicidad e informar ampliamente a los solicitantes de empleo respecto de las va-
cantes que se ofrezcan, especificando las características y condiciones del empleo, las cuales harán refe-
rencia exclusivamente a las capacidades o conocimientos especializados para desempeñar una actividad 
determinada;

IV. Indicar en la publicidad su nombre o razón social, domicilio, teléfono y el número de autorización  y 
registro de funcionamiento;

V. Dar aviso por escrito a la Secretaría, dentro de los 30 días siguientes, respecto de:

a) El cambio de domicilio de la matriz o sucursales;

b) La suspensión temporal de actividades, o

c) El cierre definitivo de la agencia o sucursales.
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VI. Adoptar las medidas conducentes para que el transporte, alojamiento y alimentación para el traslado de 
los trabajadores que vayan a laborar en centros de trabajo que se encuentren a una distancia superior a 
100 kilómetros del lugar de reclutamiento, sea debidamente proporcionado sin costo alguno para ellos;

VII. Permitir a las autoridades laborales la inspección y vigilancia de sus establecimientos, con el propósito 
de verificar el cumplimiento de las disposiciones aplicables al servicio de colocación de trabajadores, 
proporcionando la información que para tal efecto les sea requerida, y

VIII. Vigilar que su personal se abstenga de realizar actos de hostigamiento sexual, así como conduc-
tas discriminatorias en agravio de los solicitantes de empleo.

El cumplimiento de las obligaciones a que se refieren las fracciones II y V de este artículo se podrá realizar 
a través de medios electrónicos, para lo cual los interesados deberán ingresar a la página de Internet de la Se-
cretaría.

La Secretaría hará llegar copia de la información a que se refiere el párrafo anterior a la oficina del Servicio 
Nacional del Empleo que corresponda.

Artículo 10. Queda prohibido a las agencias de colocación de trabajadores:

I. Efectuar cualquier cobro a los trabajadores solicitantes de empleo, ya sea en dinero, servicios  o especie, 
en forma directa o indirecta, incluyendo los gastos por difusión y propaganda  de sus solicitudes de 
empleo, el costo de cursos de capacitación o adiestramiento o cualquier otro concepto análogo;

II. Convenir directa o indirectamente con los empleadores a los que presten el servicio, que sus honorarios 
sean descontados parcial o totalmente del salario de los trabajadores colocados;

III. Ofrecer un empleo ilícito, una vacante inexistente, características o condiciones de empleo falsas  y, en 
general, cualquier acto u omisión que constituya un engaño para el solicitante, y

IV. Cobrar a los empleadores por la prestación del servicio, cuando se trate de agencias de colocación de 
trabajadores sin fines lucrativos, salvo la cuota que se apruebe en términos de este Reglamento, que 
tenga el propósito de recuperar los gastos administrativos de la agencia.

Artículo 11. Las agencias de colocación de trabajadores tienen derecho a solicitar a los usuarios del servicio, 
la información y documentación relativa a sus capacidades y conocimientos necesarios para gestionar la coloca-
ción o publicitar la oferta o demanda de empleo.

Las agencias de colocación de trabajadores serán responsables del uso indebido que se haga de la informa-
ción y documentación que proporcionen los usuarios.

Artículo 12. Las agencias de contratación colectiva para la migración de trabajadores mexicanos sólo po-
drán establecerse en el país previa autorización de la Secretaría de Gobernación, en términos de lo dispuesto 
por la Ley General de Población y su Reglamento.

Las agencias de colocación deberán proporcionar a los trabajadores mexicanos que vayan a laborar al extran-
jero, material informativo sobre las condiciones generales de vida y de trabajo a que estarán sujetos, así como 
sobre la protección consular a la que tienen derecho y la ubicación de la Embajada o Consulados mexicanos en 
el país que corresponda.

El material informativo a que se refiere el párrafo anterior será elaborado por la Secretaría,  en coordinación 
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con las respectivas unidades administrativas de las Secretarías de Gobernación, de Economía y de Relaciones 
Exteriores.

Artículo 13. Corresponderá a la Secretaría vigilar, dentro del ámbito de su competencia, que en  la con-
tratación de nacionales para laborar fuera del país, se cumpla con las disposiciones contenidas  en la fracción 
XXVI del Apartado “A” del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los 
artículos 28 y 29 de la Ley Federal del Trabajo y las aplicables de la Ley General de Población y su Reglamento.

En todo caso, las autoridades competentes vigilarán que las condiciones de trabajo pactadas sean iguales 
o superiores a las mínimas establecidas en la legislación del país de que se trate para la actividad respectiva, 
y que los derechos pactados en contratos subsecuentes no sean inferiores a aquéllos establecidos en contratos 
anteriores.

Artículo 14. A las personas físicas o morales que utilicen medios de difusión masiva cuyo objeto principal 
sea el reclutamiento y selección de personas, con o sin fines lucrativos, que se realice de forma individual  o 
colectiva, así como la localización de vacantes que se realice a favor de un tercero, con el propósito de vincular 
laboralmente a trabajadores con empleadores o a éstos con aquéllos, cualquiera que sea su modalidad, le son 
aplicables las disposiciones del presente Reglamento.

Para los efectos de este artículo se consideran como medios de difusión masiva los periódicos, revistas, bo-
letines, folletos, volantes, radio, televisión, medios electrónicos y los demás análogos.

El reclutamiento de personal hecho por los empleadores en forma directa, haciendo uso de anuncios  a 
través de cualquier medio de comunicación, no se considerará como prestación de servicios de colocación para 
los efectos de este Reglamento.

Artículo 15. Las agencias de colocación de trabajadores que editen o utilicen para sus fines los medios de 
difusión mencionados en el artículo anterior, deberán indicar en dichos medios el número de registro respectivo 
para operar como tales.

Artículo 16. La Secretaría publicará en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo respectivo para dar  a 
conocer los requisitos y formatos de los trámites que deriven del presente Reglamento.

Capítulo II. De las autoridades en materia del servicio de colocación de trabajadores

Artículo 17. La aplicación de las disposiciones del presente Reglamento compete a la Secretaría.

La Secretaría se auxiliará de las oficinas del Servicio Nacional de Empleo, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, para el desempeño de las facultades que la Ley y el presente Reglamento establecen en materia 
de colocación de trabajadores.

Para tales efectos, la Secretaría podrá acordar con las oficinas del Servicio Nacional de Empleo, que funjan 
como ventanilla para la recepción de documentos. En este caso, las solicitudes y los documentos  que reciban 
serán turnados a la Secretaría para su atención y despacho, en la inteligencia de que los plazos con que cuente la 
Secretaría para contestar las solicitudes, comenzarán a correr hasta que ésta reciba  la documentación respectiva.

Artículo 18. La Secretaría podrá celebrar convenios con los Gobiernos de los Estados y el del Distrito 
Federal, para establecer la coordinación, auxilio y unificación de procedimientos que permitan la adecuada vigi-
lancia y cumplimiento de los preceptos jurídicos en materia del servicio de colocación de trabajadores.
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Artículo 19. La Secretaría tendrá las siguientes facultades:

I. Coordinar las acciones de colocación de trabajadores y establecer los mecanismos de colaboración  y 
complementación entre los agentes públicos y privados que realicen dicha actividad;

II. Autorizar y registrar el funcionamiento de agencias de colocación de trabajadores con fines de lucro  y 
llevar el registro de aquéllas que no tengan tales fines;

III. Aprobar las tarifas de las agencias de colocación de trabajadores con fines de lucro, así como las cuotas 
de recuperación de gastos administrativos ocasionados por la prestación del servicio,  a las agencias de 
colocación de trabajadores sin fines lucrativos;

IV. Vigilar que las agencias de colocación de trabajadores cumplan con las disposiciones que regulan el 
servicio de colocación de trabajadores. La vigilancia se efectuará por conducto de la Inspección Federal 
del Trabajo, la que se auxiliará de las autoridades locales en los términos de las disposiciones aplicables;

V. Requerir a las agencias de colocación de trabajadores la información sobre el mercado de trabajo cap-
tada por ellas, y

VI. Las demás que le atribuye la Ley, el presente Reglamento y otras disposiciones jurídicas aplicables.

Capítulo III. De las agencias oficiales y privadas de colocación de trabajadores sin fines lucrativos

Artículo 20. Para fines de registro y control, las agencias oficiales y privadas de colocación de trabajadores 
sin fines lucrativos, deberán presentar aviso a la Secretaría respecto a su constitución e inicio  de funcionamien-
to, dentro de los 15 días hábiles siguientes de haber iniciado operaciones, mediante el formato que al efecto 
emita la Secretaría.

Tratándose de personas morales, el aviso deberá ir acompañado del original o copia certificada del instru-
mento jurídico en que conste su constitución y de la constancia de inscripción en el Registro Federal  de Con-
tribuyentes, así como copias fotostáticas de dichos documentos para su cotejo y certificación.

En el caso de personas físicas, se deberá acompañar el original de la constancia de inscripción en el Registro 
Federal de Contribuyentes y copia del mismo para su cotejo y certificación.

Artículo 21. Las agencias privadas de colocación de trabajadores sin fines lucrativos, que pretendan estable-
cer una cuota de recuperación para sufragar los gastos administrativos ocasionados por la prestación del servicio, 
deberán solicitar a la Secretaría la aprobación de la cuota respectiva, en el formato que al efecto emita.

Las cuotas de recuperación no serán consideradas como retribuciones económicas para efectos de  este 
Reglamento.

En todo caso, la cuota de recuperación no deberá exceder el equivalente al importe de diez veces  el salario 
mínimo general vigente en el lugar en que se encuentre instalada la agencia, por cada  trabajador colocado.

Artículo 22. Las agencias privadas de colocación de trabajadores sin fines lucrativos, que pretendan conver-
tirse en agencias lucrativas, deberán solicitar la autorización y registro de funcionamiento, así como la aproba-
ción de la tarifa respectiva, en los términos de lo dispuesto por el Capítulo siguiente.
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Capítulo IV. De las agencias privadas de colocación de trabajadores con fines de lucro

Artículo 23. La autorización y registro de funcionamiento de las agencias de colocación de trabajadores con 
fines de lucro, así como la aprobación de sus tarifas, se deberán solicitar mediante la presentación del formato 
que emita la Secretaría.

Para tales efectos, los interesados deberán proporcionar y presentar la siguiente información  y documenta-
ción:

I. Nombre, denominación o razón social del solicitante. Tratándose de personas morales deberán acom-
pañar original o copia certificada del acta constitutiva y, de sus reformas, en los casos de cambio de 
objeto o denominación social, y del instrumento mediante el cual se acredite la personalidad jurídica de 
su representante, así como copias fotostáticas de dichos documentos para su cotejo y certificación;

II. Domicilio;

III. Original y copia para cotejo de la constancia de inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes;

IV. Registro patronal ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, en su caso, y

V. La tarifa que se pretende cobrar.

Artículo 24. La Secretaría, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud, resolverá 
acerca de la autorización y registro de funcionamiento y, en su caso, aprobará la tarifa correspondiente.

De las resoluciones que emita la Secretaría se hará llegar copia a las oficinas del Servicio Nacional del Em-
pleo, según corresponda al domicilio del solicitante.

Artículo 25. Cuando la solicitud no cumpla con los requisitos a que se refiere el artículo 23, la Secretaría 
prevendrá al solicitante para que subsane las deficiencias detectadas. En todo caso, la prevención deberá reali-
zarse dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud. El solicitante  deberá subsanar las 
omisiones en un plazo de cinco días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al de la notificación de la 
misma o, de lo contrario, se tendrá por no presentada la solicitud.

Artículo 26. Si la Secretaría no resuelve dentro del término a que se refiere el artículo 24, se entenderá otor-
gada la autorización y registro de funcionamiento, así como la aprobación de la tarifa respectiva.

A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles 
siguientes a la presentación de la solicitud correspondiente.

Artículo 27. La autorización y registro de funcionamiento de las agencias de colocación de trabajadores con 
fines de lucro tendrá una vigencia de cinco años.

Los interesados podrán solicitar que se prorrogue la vigencia de la autorización y registro de funcionamien-
to, por lo menos con quince días hábiles de anticipación a la fecha en que concluya la vigencia respectiva. En 
estos casos, la solicitud se deberá presentar en el formato que para tal efecto expida  la Secretaría.

Artículo 28. Las agencias de colocación con fines de lucro que requieran modificar su tarifa, deberán pre-
sentar su solicitud a través de los formatos que para tal efecto emita la Secretaría, por lo menos con cinco días 
hábiles de anticipación a la fecha en que se desee hacer efectiva la nueva tarifa.

Dentro de los tres días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, la Secretaría resolverá sobre el 
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nuevo monto de la tarifa. De no emitir respuesta en dicho plazo, se tendrá por aprobada la modificación  de la 
tarifa.

Artículo 29. Además de las obligaciones consignadas en el artículo 9 de este Reglamento, las agencias de 
colocación de trabajadores con fines de lucro estarán obligadas a colocar la autorización y registro de funcio-
namiento en lugar visible para el público, así como la leyenda de que sus servicios son gratuitos para los traba-
jadores.

Capítulo V. De la vigilancia, inspección y sanciones administrativas

Artículo 30. La Secretaría, a través de la Inspección Federal del Trabajo, tendrá a su cargo la vigilancia del 
cumplimiento de las disposiciones constitucionales, de la Ley, de sus reglamentos y demás aplicables en mate-
ria de colocación de trabajadores, la que contará con el auxilio de las autoridades del trabajo de las Entidades 
Federativas y del Distrito Federal, en términos de las disposiciones aplicables.

Cuando la Secretaría detecte el incumplimiento de disposiciones jurídicas relacionadas con la materia de 
colocación de trabajadores, cuya aplicación y vigilancia competa a otras dependencias de la Administración Pú-
blica Federal, lo notificará a éstas dentro de los siguientes 5 días hábiles, enviando copia del acta de inspección 
respectiva para los efectos legales procedentes.

Artículo 31. La función de inspección en materia de colocación de trabajadores se realizará en los términos 
que establece la Ley, sus reglamentos aplicables y la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 32. Las violaciones a las disposiciones que regulan el servicio de colocación de trabajadores serán 
sancionadas administrativamente por la Secretaría, de conformidad con lo establecido en los artículos 992, 
segundo párrafo y 1002 de la Ley, sin perjuicio de las sanciones que proceda imponer por parte de otras au-
toridades, de conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 33. Las violaciones a las disposiciones que regulan el servicio de colocación de trabajadores, se 
sancionarán en los siguientes términos:

I. Multa:

a) De 3 a 105 veces el salario mínimo general, a las agencias de colocación de trabajadores que violen 
las disposiciones contenidas en los artículos 8, 9, fracciones II, IV y V, 15, 20 y 29 de este Regla-
mento;

b) De 3 a 210 veces el salario mínimo general, a las agencias de colocación de trabajadores que violen 
las disposiciones contenidas en los artículos 10, fracción IV, 21, primer párrafo y 28 de este Regla-
mento;

c) De 3 a 315 veces el salario mínimo general, a las agencias de colocación que violen las disposiciones 
contenidas en los artículos 4, primer párrafo, 5, 6, 9, fracciones I, III, VI y VIII, 10, fracciones I, II, 
y III y 22 del presente Reglamento;

d) De 15 a 315 veces el salario mínimo general, a las agencias de colocación de trabajadores que no 
permitan la inspección y vigilancia de sus establecimientos, con el propósito de verificar el cumpli-
miento de la Ley, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, proporcionando la 
información que para tal efecto les sea requerida.
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II. Suspensión temporal de la autorización de funcionamiento de la agencia de colocación, y

III. Revocación de la autorización de funcionamiento correspondiente y la cancelación del registro.

Artículo 34. Si aplicada alguna de las multas a que se refiere la fracción I del artículo anterior, la agencia de 
colocación, en un lapso de dos años, reincide en infringir las disposiciones que regulan el servicio de colocación 
de trabajadores contenidas en los artículos 5, 6, 9, fracciones I, III, VII y VIII, y 10, fracciones I, II, y III del 
presente Reglamento, se le aplicará la sanción de suspensión temporal de la autorización, que podrá ser de entre 
5 y 30 días.

Artículo 35. Si aplicada la sanción a que se refiere el artículo anterior se detecta una nueva infracción a las 
disposiciones que regulan el servicio de colocación de trabajadores, se procederá a revocar la autorización de 
funcionamiento y a cancelar el registro respectivo a las agencias de colocación de trabajadores.

Capítulo VI. Del recurso de revisión

Artículo 36. Contra las resoluciones que nieguen la autorización y registro de funcionamiento de las agen-
cias de colocación, la aprobación de la tarifa, así como las que pongan fin al procedimiento administrativo san-
cionador, procederá la interposición del recurso de revisión ante la Secretaría, en la forma y términos previstos 
por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Transitorios

PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación.

SEGUNDO. Se abroga el Reglamento de Agencias de Colocación de Trabajadores, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 23 de noviembre de 1982.

TERCERO. Dentro de los quince días siguientes a la entrada en vigor del presente Reglamento,  la Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo a que se 
refiere el artículo 16 del presente ordenamiento.

CUARTO. Las agencias de colocación de trabajadores que se encuentren funcionando a la fecha de entrada 
en vigor del presente Reglamento, deberán realizar los trámites para efectos de registro y control a que se refiere 
este ordenamiento, en un plazo no mayor de tres meses contados a partir de la fecha en que la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social dé a conocer los requisitos y formatos de los trámites aplicables.

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintio-
cho días del mes de febrero de dos mil seis.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, 
Carlos María Abascal Carranza.- Rúbrica.- El Secretario del Trabajo y Previsión Social, Francisco Javier 
Salazar Sáenz.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Luis Ernesto Derbez Bautista.- Rúbrica.- 
El Secretario de Economía, Sergio Alejandro García de Alba Zepeda.- Rúbrica.




